
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y PROPOSICIONES
CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que corresponde a diversas iniciativas con proyecto de
decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
miércoles 18 de noviembre de 2020, de conformidad con los artículos 100,
numeral 1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETRO

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

De los diputados Dulce Alejandra García Morlan, Felipe Fernando Macías Olvera
y Ernesto Alfonso Robledo Leal, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se
turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Del diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 74
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Se turna a la Comisión
de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Luis Alberto Mendoza Acevedo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
seguridad sanitaria, para prevenir contagios durante alguna emergencia sanitaria
y/o pandemia. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

Del diputado Óscar Jiménez Rayón, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 8o., 21 y 50 de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna
a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

Del diputado Óscar Jiménez Rayón, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 18 de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de
Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Del diputado Jorge Romero Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna
a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES, LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y CÓDIGO
PENAL FEDERAL

Del diputado Diego Eduardo del Bosque Villarreal, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Bienes Nacionales, de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y del Código Penal Federal. Se
turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales, y de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de
Gobernación y Población, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

Del diputado Jorge Arturo Espadas Galván, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal de Consulta Popular. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DEL CONSEJO NACIONAL ECONÓMICO, SOCIAL Y
AMBIENTAL

Del diputado Isaías González Cuevas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley del Consejo Nacional Económico, Social y Ambiental. Se turna a las
Comisiones Unidas de Economía, Comercio y Competitividad, y de Medio
Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . 

EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LA MARINA
MERCANTE

De diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, la
iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley del Instituto Nacional de la
Marina Mercante. Se turna a la Comisión de Marina, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO
TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarrollo
Metropolitano, Urbano, Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen. . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

Del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, en materia de prevención de la violencia en el ámbito familiar.
Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE
DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

Del diputado Arturo Escobar y Vega y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. Se turna
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a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen, y a la Comisión de
Derechos Humanos, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De los diputados Carlos Alberto Morales Vázquez y Ana Lucia Riojas Martínez,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 76 y 102
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE Y LEY
GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Del diputado Diego Eduardo del Bosque Villarreal, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

Del diputado Jorge Arturo Espadas Galván, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley Federal de Juegos y Sorteos. Se turna a la Comisión de
Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY AGRARIA

De la diputada Ma. Sara Rocha Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 37 de la Ley Agraria. Se turna a la Comisión de Desarrollo y
Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen, y a la
Comisión de Igualdad de Género, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

De la diputada María Rosete Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Reglamento de la Cámara de Diputados, en materia de derechos
de las diputadas y los diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS Y REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 30 de
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la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 6o. del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES
AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL
ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

Del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos
132 de la Ley Federal del Trabajo y 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES,
LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES Y LEY DE
COMERCIO EXTERIOR

De los diputados Arturo Escobar y Vega, Nayeli Arlen Fernández Cruz y diputados
integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México
y de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, de la
Ley del Instituto Nacional de las Mujeres y de la Ley de Comercio Exterior. Se
turna a las Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de Economía, Comercio
y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DECLARA EL 13 DE NOVIEMBRE DE CADA AÑO COMO DÍA
NACIONAL DE LA POBLACIÓN TRANSGÉNERO

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara el 13 de
noviembre de cada año como Día Nacional de la Población Transgénero. Se turna
a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

Del diputado Jorge Romero Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley de Ciencia y Tecnología. Se turna a la Comisión de Ciencia, Tecnología
e Innovación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLÓGICOS,
ARTÍSTICOS E HISTÓRICOS

De la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen, y
a la Comisión de Justicia, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

Del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor, en materia de
homologación. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

De la diputada Frida Alejandra Esparza Márquez y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley General para el Control del Tabaco. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen, y a la Comisión de Economía Comercio y Competitividad, para
opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE FONDOS DE ASEGURAMIENTO AGROPECUARIO Y RURAL,
LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA
Y LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado Arturo Escobar y Vega y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen, y a la Comisión de Desarrollo y
Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para opinión.. . . . . 

APÉNDICE II

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de
Morena y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Del diputado Jorge Romero Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. Se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado Jesús Fernando García Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comisión de
Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

De la diputada María del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 1o.
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen, y a la Comisión de
Igualdad de Género, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO, LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y LEY DE
LA GUARDIA NACIONAL

Del diputado Arturo Escobar y Vega y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente y de la Ley de la Guardia Nacional. Se turna a las
Comisiones Unidas de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y
Recursos Naturales, y de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE EL HORARIO ESTACIONAL QUE
SE APLICARÁ EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Decreto por el que se establece
el Horario Estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a las Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y de Energía, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL BANCO DE MÉXICO

De la diputada Ma. Eugenia Leticia Espinosa Rivas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 3o. de la Ley del Banco de México. Se turna a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DEL DERECHO HUMANO A LA ALIMENTACIÓN

De la diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley del Derecho
Humano a la Alimentación. Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para
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dictamen, y a las Comisiones de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.. . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

De la diputada Miroslava Sánchez Galván, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos 47 y 55 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
3o. y 27 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Vicente Alberto Onofre Vázquez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
28 y 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a
la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Vicente Alberto Onofre Vázquez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 212 de la Ley General
de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE PENSIONES PÚBLICAS

Del diputado Marco Antonio Medina Pérez, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General de Pensiones
Públicas. Se turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Marco Antonio Medina Pérez, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 149 Quáter al
Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 154 y 162 de la Ley del
Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Del diputado Edelmiro Santiago Santos Díaz, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
473 y 513 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

RELATIVO A LA ESCALADA EN EL NÚMERO DE FEMINICIDIOS EN
MICHOACÁN DURANTE 2020

De la diputada Anita Sánchez Castro, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo relativo a la escalada en el número de
feminicidios en Michoacán durante 2020. Se turna a la Comisión de Seguridad
Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EMITIR UNA DISCULPA PÚBLICA POR LAS DECLARACIONES QUE SE
REALIZARON SOBRE EL HOMICIDIO DEL PERIODISTA ISRAEL
VÁZQUEZ RANGEL

Del diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
municipio de Salamanca, Guanajuato, a emitir una disculpa pública por las
declaraciones que se realizaron sobre el homicidio de Israel Vázquez Rangel, así
como para que se adopte, en conjunto con el gremio periodístico del municipio,
medidas que permitan el ejercicio del periodismo en condiciones de seguridad. Se
turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL CONGRESO DE OAXACA, EN RELACIÓN CON
IRREGULARIDADES DETECTADAS EN LAS AUDITORÍAS REALIZADAS
AL TITULAR DEL ÓRGANO SUPERIOR DE FISCALIZACIÓN

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso de
Oaxaca, a actuar conforme a derecho y castigar al titular del Órgano Superior de
Fiscalización de dicha entidad, por irregularidades en las auditorías realizadas. Se
turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . 
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SE REALICE UNA EVALUACIÓN SOBRE EL DESEMPEÑO DE LOS
CONDUCTORES DE PROGRAMAS DEL CANAL ONCE DEL IPN

De la diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la Segob y a la Conavi, a establecer acciones conjuntas orientadas a realizar una
evaluación sobre el desempeño de los conductores de programas del canal ONCE
del IPN, con respecto a sus posturas, acciones, comentarios y conducción con
perspectiva de género y pleno respeto a las mujeres. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEMARNAT, A TRAVÉS DE LA CONAGUA, A REVISAR A
PROFUNDIDAD Y SE MEJORE EL SISTEMA DE TRÁMITES
ELECTRÓNICOS CONAGU@-DIGITAL

De la diputada Nayeli Salvatori Bojalil, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat, a
través de la Conagua, a revisar a profundidad y se mejore el sistema de trámites
electrónicos conagu@-digital, en virtud de que se liberó al público sin estar
habilitado al cien por ciento, ni cubrir al menos el ochenta por ciento de los
trámites previstos en los acuerdos administrativos correspondientes. Se turna a la
Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen.

ACUERDO PRESIDENCIAL PARA CREAR EL "MECANISMO INTERINS-
TITUCIONAL DE INTEGRACIÓN DE LA BIODIVERSIDAD"

De los diputados Arturo Escobar y Vega, Jorge Francisco Corona Méndez y
diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista
de México y de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
al Ejecutivo federal, a emitir un acuerdo presidencial para crear el "mecanismo
interinstitucional de integración de la biodiversidad", responsable de dar
seguimiento a la implementación de la "Estrategia Nacional sobre Biodiversidad
de México y Plan de Acción 2016-2030" y a los acuerdos derivados de la COP13.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS DEPENDENCIAS, A REALIZAR LAS GESTIONES
PARA LA ADQUISICIÓN DE LAS VACUNAS CONTRA EL COVID-19

De diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Social, la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a SRE, a la Secretaría de Salud, al
CONAVA, al IMSS, al ISSSTE y a la SHCP, a realizar las gestiones necesarias en
la adquisición de las vacunas contra el covid-19, así como realizar el protocolo que
se llevará a cabo para su aplicación y distribución. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO AL CONGRESO DEL ESTADO DE MÉXICO, A RECONOCER EL
MATRIMONIO IGUALITARIO Y LA IDENTIDAD DE GÉNERO

De la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso
del Estado de México, a reconocer el matrimonio igualitario y reconocer la
identidad de género. Se turna a la Comisión de Juventud y Diversidad Sexual, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEMARNAT, A INFORMAR DE LAS ACCIONES QUE SE
HAN LLEVADO A CABO EN EL MARCO DEL PROGRAMA PLAN
SALAMANCA EN 2019 Y 2020

De la diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Semarnat, a informar a la opinión pública sobre las acciones que se
han llevado a cabo en el marco del programa Plan Salamanca en los años 2019-
2020. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CNDH, A TOMAR ACCIONES POR LAS VIOLACIONES
DE DERECHOS HUMANOS ORIGINADOS POR EL REGRESO A
SEMÁFORO ROJO EN CHIHUAHUA

De la diputada Ana Karina Rojo Pimentel, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la CNDH, a
tomar acciones sobre los hechos acontecidos por las violaciones de derechos
humanos que están siendo víctimas los chihuahuenses, originados por el regreso a
semáforo rojo en el estado. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LAS INSTITUCIONES Y PARTIDOS POLÍTICOS CON
REGISTRO, A ABSTENERSE DE RESPALDAR A PUESTOS DE ELECCIÓN
POPULAR A PERSONAS QUE HUBIESEN SIDO SANCIONADAS POR LA
SFP O ESTÉN BAJO INVESTIGACIÓN

De la diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a las instituciones y partidos políticos con registro nacional y local, a abstenerse
de respaldar, refrendar, elegir, facilitar la participación en procesos internos o
promover candidaturas a gobiernos estatales, diputaciones federales, diputaciones
locales o presidencias municipales de personas que hubiesen sido sancionadas por
la SFP o que hubiesen renunciado a un cargo público tras iniciarse investigaciones
por dicha Secretaría sobre posibles delitos como nepotismo, peculado, desvío de
recursos, abuso y acoso sexual o violencia contra las mujeres. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO AL EJECUTIVO FEDERAL Y A LOS GOBIERNOS DE LAS
ENTIDADES, A GARANTIZAR LA VIDA, SEGURIDAD E INTEGRIDAD DE
PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS

Del diputado Edgar Guzmán Valdéz, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a los gobiernos de las 32 entidades, a fortalecer sus mecanismos de
coordinación para garantizar la vida, seguridad e integridad de personas
defensoras de derechos humanos. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTRATEGIA DE ADOPCIÓN DE TECNOLOGÍAS FACILITADORAS PARA
LA INTEGRACIÓN DE LAS ENERGÍAS RENOVABLES EN EL SISTEMA
ENERGÉTICO NACIONAL

De los diputados Arturo Escobar y Vega, Nayeli Arlen Fernández Cruz y diputados
integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México
y de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sener,
a establecer e implementar una estrategia de adopción de tecnologías facilitadoras
para la integración de las energías renovables en el Sistema Energético Nacional.
Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA FISCALÍA GENERAL DE MICHOACÁN, A INVESTIGAR
UNA POSIBLE FALTA A LA LEGALIDAD E IMPARCIALIDAD DE
ACTUACIONES PROCESALES QUE AVALÓ LA FISCALÍA REGIONAL DE
URUAPAN

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Fiscalía General de
Michoacán, a investigar una posible falta a la legalidad e imparcialidad de las
actuaciones procesales, que dieron lugar al juicio de amparo que confirmó y avaló
el ilegal e inconstitucional procedimiento penal, en el desempeño técnico jurídico
de los miembros de dicha institución y de la Fiscalía Regional de Uruapan,
involucrados en la investigación e integración del caso penal. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LOS CONGRESOS LOCALES FALTANTES, A DISCUTIR Y
APROBAR LA REFORMA CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE
MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

De la diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a los congresos
locales faltantes, a discutir y aprobar la reforma a diversos artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de movilidad
y en seguridad vial. Se turna a la Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urbano,
Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ADOPCIÓN DE ACUERDOS LABORALES ANTE EL AUMENTO EN LA
CARGA DE TRABAJO NO REMUNERADO DE LAS MUJERES

De los diputados Arturo Escobar y Vega, Nayeli Arlen Fernández Cruz y diputados
integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México
y de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la STPS
y al Inmujeres, a diseñar, fomentar e implementar previsiones programáticas y
regulatorias necesarias para la adopción de acuerdos laborales que permitan hacer
frente al aumento en la carga de trabajo no remunerado que padecen las mujeres
en nuestro país en el contexto de la coyuntura actual. Se turna a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RELATIVO A LA VIABILIDAD DE QUE TALLERES GRÁFICOS DE
MÉXICO SEA LA INSTANCIA ENCARGADA DE LA IMPRESIÓN DE
TODOS LOS DOCUMENTOS OFICIALES

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo relativo a la viabilidad de que Talleres Gráficos
de México sea la instancia encargada de la impresión de todos los documentos
oficiales y de seguridad que emitan los mismos. Se turna a la Comisión de
Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO LA CFE Y A LA CRE, A DETENER LOS RECORTES DE LUZ DE
MANERA INMEDIATA EN LOS MUNICIPIOS DE AGUA PRIETA,
NOGALES Y CANANEA

De la diputada Irma María Terán Villalobos, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta la
CFE y a la CRE, a detener los recortes de luz de manera inmediata en los
municipios de Agua Prieta, Nogales y Cananea, así como en los municipios que
registren temperaturas menores a los 8o. C, durante la etapa de negociación de
tarifas eléctricas en la época de invierno. Se turna a la Comisión de Energía, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESTAURACIÓN DEL TEMPLO DE LA SANTA VERACRUZ, EN GRAVE
RIESGO DE PÉRDIDA POR LOS DAÑOS CAUSADOS POR EL SISMO DE
SEPTIEMBRE DE 2017

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Cultura,
para que, con el Gobierno de la Ciudad de México y el INAH, se aboquen a la
restauración del templo de la Santa Veracruz, brindando prioridad al rescate de los
restos póstumos del magistrado Ignacio López Rayón, ambos en grave riesgo de
pérdida por los daños causados por el sismo del 19 de septiembre de 2017. Se
turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 
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ACCIONES QUE GARANTICEN LA EDUCACIÓN INCLUSIVA ENFOCADA
EN LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN DIGITALES Y
TECNOLÓGICAS

De la diputada Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Segob, en coordinación con la SEP, a implementar acciones que garanticen la
educación inclusiva enfocada en las tecnologías de la información digitales y
tecnológicas, en donde se integren plenamente a la población indígena, rurales y
en situación de pobreza considerando sus necesidades económicas, sociales,
culturales y espacio geográfico en el proceso de aprendizaje con el objetivo de
garantizar la educación para las niñas niños y adolescentes de todo el país. Se
turna a la Comisión de Educación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ASISTENCIA HUMANITARIA Y/O FINANCIERA, A TRAVÉS DE LA SRE, A
LA REPÚBLICA DE HONDURAS POR LAS AFECTACIONES DEL
HURACÁN ETA

De la diputada Martha Olivia García Vidaña, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a
brindar asistencia humanitaria y/o financiera a través de la SRE, para atender las
necesidades inmediatas de recuperación a la República de Honduras por las
afectaciones que dejó el huracán ETA. Se turna a la Comisión de Relaciones
Exteriores, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN SOBRE LA IMPORTANCIA DE LA DONACIÓN
DE ÓRGANOS Y TEJIDOS PARA DISMINUIR LA CANTIDAD DE
PACIENTES EN LISTA DE ESPERA

Del diputado David Bautista Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Salud, a
través del CENATRA, a implementar campañas de difusión sobre la importancia
de la donación de órganos y tejidos para disminuir la cantidad de pacientes en lista
de espera. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE CHIAPAS, Y A LA UNIVERSIDAD
AUTÓNOMA DE DICHA ENTIDAD, A GARANTIZAR LA PERMANENCIA
DE LA LICENCIATURA EN CAFICULTURA

Del diputado Juan Enrique Farrera Esponda, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno de Chiapas,
así como a la Universidad Autónoma de dicha entidad, a garantizar la permanencia
de la Licenciatura en Caficultura con sede en el municipio de Ángel Albino Corzo
y garantizar la continuidad del programa educativo. Se turna a la Comisión de
Educación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO AL ISSSTE, A QUE A LAS PERSONAS DE LA TERCERA EDAD
SE LES DISPENSE EL FORMARSE PARA NO CONTAGIARSE DE
ENFERMEDADES COMO EL COVID-19 E INFLUENZA, EN ÉPOCA
INVERNAL

De la diputada Ana María Rodríguez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al ISSSTE, a que, en
esta época invernal, del total de fichas de atención médica que distribuye
diariamente en las clínicas de medicina familiar, se les otorgue a las personas de
la tercera edad y se les dispense el formarse para no contagiarse de enfermedades
como el covid-19 e influenza. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . 

SE CONSIDERE EL AEROPUERTO NACIONAL DE LÁZARO CÁRDENAS,
MICHOACÁN, COMO AEROPUERTO INTERNACIONAL

Del diputado Agustín García Rubio, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a la
SCT y al gobierno de Michoacán, a considerar el aeropuerto nacional de Lázaro
Cárdenas como aeropuerto internacional. Se turna a la Comisión de
Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE BIENESTAR, A SUPERVISAR Y
ENTREGAR OPORTUNAMENTE LOS RECURSOS PÚBLICOS DE
PROGRAMAS SOCIALES

Del diputado José Ricardo Delsol Estrada, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de
Bienestar, a supervisar y entregar oportunamente los recursos públicos de
programas sociales, así como vigilar de manera exhaustiva las funciones de los
funcionarios públicos a su cargo y se les sancionen aquellos que realicen acciones
ilícitas por los malos manejos. Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE PREVENGA UN REBROTE DE CONTAGIOS DE LA ENFERMEDAD
GRAVE GENERADA POR EL VIRUS SARS-COV-2, EN CAMPECHE

Del diputado Carlos Enrique Martínez Aké, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Salud,
al Gobierno de Campeche, y a las secretarías de Salud y de Turismo de dicha
entidad, a prevenir un rebrote de contagios de la enfermedad grave generada por
el virus SARS-CoV-2 (covid-19). Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE CONVOQUE ANUALMENTE Y SIN SUSPENSIONES, UN CONCURSO
EQUITATIVO PARA OTORGAR SUBSIDIOS SECTORIZADOS A LAS
UNIDADES DE MANEJO AMBIENTAL

Del diputado David Bautista Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat, a través de
la Dirección General de la Vida Silvestre, a establecer medidas para convocar
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anualmente y sin suspensiones, un concurso equitativo para otorgar subsidios
sectorizados a las Unidades de Manejo Ambiental. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD, A HACER PÚBLICOS LOS
INSUMOS OTORGADOS A CADA HOSPITAL, PARA ENFRENTAR LA
CONTINGENCIA POR COVID-19

De la diputada María Chávez Pérez, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Salud, a
hacer públicos los insumos otorgados a cada hospital, para enfrentar la
contingencia por covid-19. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . 

RELATIVO A LA IMPLEMENTACIÓN DE RESTRICCIONES COMUNI-
TARIAS DEBIDO A LA CRISIS SANITARIA POR COVID-19 EN DIVERSOS
MUNICIPIOS DE OAXACA

De la diputada Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo relativo a la implementación de restricciones
comunitarias debido a la crisis sanitaria por covid-19 en diversos municipios del
estado de Oaxaca. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . 

RELATIVO A LA RECONFORMACIÓN URGENTE DE PROGRAMAS PARA
LA PREVENCIÓN DE FEMINICIDIOS EN OAXACA

De la diputada Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo relativo a la reconformación urgente de
programas para la prevención de feminicidios en Oaxaca. Se turna a la Comisión
de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO, A IMPLEMENTAR
UN PROGRAMA DE VIGILANCIA Y VERIFICACIÓN EN EL TRANSPORTE
PÚBLICO

Del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del Estado de
México, a implementar un programa de vigilancia y verificación en el transporte
público de la entidad ante los altos índices de crímenes, violencia e irregularidades
que prevalecen en la entidad. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a
diversas iniciativas con proyecto de decreto y  proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 18
de noviembre de 2020 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, suscrita
por los diputados Dulce Alejandra García Morlan, Felipe
Fernando Macías Olvera y Ernesto Alfonso Robledo Leal,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

2. Que reforma el artículo 74 de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, a cargo del diputado
Ernesto Alfonso Robledo Leal, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, en materia de seguridad sanitaria, para
prevenir contagios durante alguna emergencia sanitaria y/o
pandemia, a cargo del diputado Luis Alberto Mendoza
Acevedo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona los artículos 8o., 21 y 50 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo del diputado Óscar
Jiménez Rayón, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

5. Que reforma el artículo 18 de la Ley General de Desarrollo
Social, a cargo del diputado Óscar Jiménez Rayón, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

6. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del
diputado Jorge Romero Herrera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

7. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y del
Código Penal Federal, a cargo del diputado Diego Eduardo
del Bosque Villarreal, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Medio Ambiente,
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, y
de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Gobernación y
Población, para opinión.

8. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Consulta Popular, a cargo del diputado Jorge
Arturo Espadas Galván, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

9. Que expide la Ley del Consejo Nacional Económico,
Social y Ambiental, a cargo del diputado Isaías González
Cuevas, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Turno: Comisiones Unidas de Economía, Comercio y
Competitividad, y de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen, y a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

10. Que expide la Ley del Instituto Nacional de la Marina
Mercante, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Marina, para dictamen, y a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.
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11. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del diputado Higinio
del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urbano,
Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen.

12. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, en materia de prevención de la violencia en el
ámbito familiar, a cargo del diputado Manuel de Jesús
Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

13. Que reforma diversas disposiciones de la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas, suscrita por el diputado Arturo Escobar y Vega y
diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios del
Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen, y a la Comisión de Derechos Humanos, para
opinión.

14. Que reforma y adiciona los artículos 76 y 102 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por los diputados Carlos Alberto Morales Vázquez y
Ana Lucía Riojas Martínez.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen,
y a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
opinión.

15. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable y de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a cargo del diputado Diego Eduardo del Bosque
Villarreal, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

16. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Juegos y Sorteos, a cargo del diputado Jorge Arturo Espadas
Galván, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

17. Que reforma el artículo 37 de la Ley Agraria, a cargo de
la diputada Ma. Sara Rocha Medina, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen, y a la
Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

18. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en materia de
derechos de las diputadas y los diputados, a cargo de la
diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

19. Que reforma los artículos 30 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 6o. del
Reglamento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

20. Que adiciona los artículos 132 de la Ley Federal del
Trabajo y 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del
Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado Manuel de
Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

21. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, de la Ley
del Instituto Nacional de las Mujeres y de la Ley de
Comercio Exterior, suscrita por los diputados Arturo Escobar
y Vega, Nayeli Arlen Fernández Cruz y diputados integrantes
de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de
México y de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de
Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen.



22. De Decreto por el que se declara el 13 de noviembre de
cada año como Día Nacional de la Población Transgénero, a
cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

23. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Ciencia
y Tecnología, a cargo del diputado Jorge Romero Herrera, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Ciencia, Tecnología e Innovación, para
dictamen.

24. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, a cargo de la diputada Ana Karina Rojo Pimentel,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para
dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión.

25. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, en materia de homologación, a
cargo del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo,
del Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitividad,
para dictamen.

26. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley General para el Control del Tabaco, suscrita por la
diputada Frida Alejandra Esparza Márquez y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen, y a la Comisión
de Economía Comercio y Competitividad, para opinión.

27. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural, de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, suscrita por el
diputado Arturo Escobar y Vega y diputados integrantes de
los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de
México y de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen, y a la

Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, para opinión.

28. Que reforma el artículo 8o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Silvia
Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de
Morena y diputados integrantes de diversos Grupos
Parlamentarios.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

29. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica
de la Fiscalía General de la República, a cargo del diputado
Jorge Romero Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

30. Que reforma diversas disposiciones a la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado Jesús
Fernando García Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

31. Que reforma el artículo 1o. de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la
diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo
Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión.

32. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de la Ley
de la Guardia Nacional, suscrita por el diputado Arturo
Escobar y Vega y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de
Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Medio Ambiente,
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, y
de Seguridad Pública, para dictamen.

33. Que reforma el Decreto por el que se establece el Horario
Estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos,
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a cargo de la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población y de
Energía, para dictamen.

34. Que reforma el artículo 3o. de la Ley del Banco de
México, a cargo de la del diputado Ma. Eugenia Leticia
Espinosa Rivas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

35. Que expide la Ley del Derecho Humano a la
Alimentación, a cargo de la diputada Lorenia Iveth Valles
Sampedro, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen, y a las
Comisiones de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y
Autosuficiencia Alimentaria, y de Presupuesto y Cuenta
Pública, para opinión.

36. Que adiciona los artículos 47 y 55 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Miroslava Sánchez Galván, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

37. Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 27 de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Socorro Irma
Andazola Gómez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

38. Que reforma y adiciona los artículos 28 y 35 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Vicente Alberto Onofre Vázquez, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

39. Que reforma y adiciona el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Vicente Alberto Onofre Vázquez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

40. Que adiciona el artículo 212 de la Ley General de Salud,
a cargo del diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

41. Que expide la Ley General de Pensiones Públicas, a cargo
del diputado Marco Antonio Medina Pérez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

42. Que adiciona un artículo 149 Quáter al Código Penal
Federal, a cargo del diputado Marco Antonio Medina Pérez,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

43. Que reforma los artículos 154 y 162 de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Mirtha Iliana Villalvazo
Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

44. Que reforma y adiciona el artículo 473 y 513 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Edelmiro Santiago
Santos Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, relativo a la escalada en el número
de feminicidios en Michoacán durante 2020, a cargo de la
diputada Anita Sánchez Castro, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al municipio
de Salamanca, Guanajuato, a emitir una disculpa pública por
las declaraciones que se realizaron sobre el homicidio de
Israel Vázquez Rangel, así como para que se adopte, en
conjunto con el gremio periodístico del municipio, medidas
que permitan el ejercicio del periodismo en condiciones de
seguridad, a cargo del diputado Justino Eugenio Arriaga
Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.



Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso
de Oaxaca, a actuar conforme a derecho y castigar al titular
del Órgano Superior de Fiscalización de dicha entidad, por
irregularidades en las auditorías realizadas, a cargo de la
diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob y
a la ConaviM, a establecer acciones conjuntas orientadas a
realizar una evaluación sobre el desempeño de los
conductores de programas del canal ONCE del IPN, con
respecto a sus posturas, acciones, comentarios y conducción
con perspectiva de género y pleno respeto a las mujeres, a
cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat,
a través de la Conagua, a revisar a profundidad y se mejore el
sistema de trámites electrónicos conagu@-digital, en virtud
de que se liberó al público sin estar habilitado al cien por
ciento, ni cubrir al menos el ochenta por ciento de los trámites
previstos en los acuerdos administrativos correspondientes, a
cargo de la diputada Nayeli Salvatori Bojalil, del Grupo
Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a emitir un acuerdo presidencial para crear el
"mecanismo interinstitucional de integración de la
biodiversidad", responsable de dar seguimiento a la
implementación de la "Estrategia Nacional sobre
Biodiversidad de México y Plan de Acción 2016-2030" y a
los acuerdos derivados de la COP13, suscrito por los
diputados Arturo Escobar y Vega, Jorge Francisco Corona
Méndez y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de
Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a SRE, a la
Secretaría de Salud, al CONAVA, al IMSS, al ISSSTE y a la
SHCP, a realizar las gestiones necesarias en la adquisición de
las vacunas contra el covid-19, así como realizar el protocolo
que se llevará a cabo para su aplicación y distribución,
suscrito por diputados integrantes de la Comisión de
Seguridad Social.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso
del estado de México, a reconocer el matrimonio igualitario
y reconocer la identidad de género, a cargo de la diputada
Reyna Celeste Ascencio Ortega, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Juventud y Diversidad Sexual, para
dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat,
a informar a la opinión pública sobre las acciones que se han
llevado a cabo en el marco del programa Plan Salamanca en
los años 2019-2020, a cargo de la diputada Silvia Guadalupe
Garza Galván, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNDH,
a tomar acciones, sobre los hechos acontecidos por las
violaciones de derechos humanos que están siendo víctimas
los chihuahuenses, originados por el regreso a semáforo rojo
en el estado, a cargo de la diputada Ana Karina Rojo
Pimentel, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las
instituciones y partidos políticos con registro nacional y
local, a abstenerse de respaldar, refrendar, elegir, facilitar la
participación en procesos internos o promover candidaturas a
gobiernos estatales, diputaciones federales, diputaciones
locales o presidencias municipales de personas que hubiesen
sido sancionadas por la SFP o que hubiesen renunciado a un
cargo público tras iniciarse investigaciones por dicha
Secretaría sobre posibles delitos como nepotismo, peculado,
desvío de recursos, abuso y acoso sexual o violencia contra
las mujeres, a cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina
Ortiz, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.
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Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a los gobiernos de las 32 entidades, a fortalecer sus
mecanismos de coordinación para garantizar la vida,
seguridad e integridad de personas defensoras de derechos
humanos, a cargo del diputado Edgar Guzmán Valdéz, del
Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener, a
establecer e implementar una estrategia de adopción de
tecnologías facilitadoras para la integración de las energías
renovables en el Sistema Energético Nacional, suscrito por
diputados Arturo Escobar y Vega, Nayeli Arlen Fernández
Cruz y diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fiscalía
General de Michoacán, a investigar una posible falta a la
legalidad e imparcialidad de las actuaciones procesales, que
dieron lugar al juicio de amparo que confirmó y avaló el
ilegal e inconstitucional procedimiento penal, en el
desempeño técnico jurídico de los miembros de dicha
institución y de la Fiscalía Regional de Uruapan,
involucrados en la investigación e integración del caso penal,
a cargo de la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los
congresos locales faltantes, a discutir y aprobar la reforma a
diversos artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de movilidad y en seguridad
vial, a cargo de la diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, del
Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urbano,
Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS y
al Inmujeres, a diseñar, fomentar e implementar previsiones
programáticas y regulatorias necesarias para la adopción de
acuerdos laborales que permitan hacer frente al aumento en
la carga de trabajo no remunerado que padecen las mujeres

en nuestro país en el contexto de la coyuntura actual, suscrito
por los diputados Arturo Escobar y Vega, Nayeli Arlen
Fernández Cruz y diputados integrantes de los Grupos
Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de México y de
Morena.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

17. Con punto de acuerdo, relativo a la viabilidad de que
Talleres Gráficos de México, sea la instancia encargada de la
impresión de todos los documentos oficiales y de seguridad
que emitan los mismos, a cargo de la diputada Ana Lilia
Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta la CFE y a
la CRE, a detener los recortes de luz de manera inmediata en
los municipios de Agua Prieta, Nogales y Cananea, así como
en los municipios que registren temperaturas menores a los
8o. C, durante la etapa de negociación de tarifas eléctricas en
la época de invierno, a cargo de la diputada Irma María Terán
Villalobos, del Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Cultura, para que, con el Gobierno de la Ciudad
de México y el INAH, se aboquen a la restauración del
Templo de la Santa Veracruz, brindando prioridad al rescate
de los restos póstumos del Magistrado Ignacio López Rayón,
ambos en grave riesgo de pérdida por los daños causados por
el sismo del 19 de septiembre de 2017, a cargo de la diputada
Ana Lilia Guillén Quiroz, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para
dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
en coordinación con la SEP, a implementar acciones que
garanticen la educación inclusiva enfocada en las tecnologías
de la información digitales y tecnológicas, en donde se
integren plenamente a la población indígena, rurales y en
situación de pobreza considerando sus necesidades
económicas, sociales, culturales y espacio geográfico en el
proceso de aprendizaje con el objetivo de garantizar la
educación para las niñas niños y adolescentes de todo el país,



a cargo de la diputada Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a brindar asistencia humanitaria y/o financiera a
través de la SRE, para atender las necesidades inmediatas de
recuperación a la República de Honduras por las afectaciones
que dejo el huracán ETA, a cargo de la diputada Martha
Olivia García Vidaña, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a través del CENATRA, a implementar
campañas de difusión sobre la importancia de la donación de
órganos y tejidos para disminuir la cantidad de pacientes en
lista de espera, a cargo del diputado David Bautista Rivera,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
de Chiapas, así como a la Universidad Autónoma de dicha
entidad, a garantizar la permanencia de la Licenciatura en
Caficultura con sede en el municipio de Ángel Albino Corzo
y garantizar la continuidad del programa educativo, a cargo
del diputado Juan Enrique Farrera Esponda, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al ISSSTE,
a que, en esta época invernal, del total de fichas de atención
médica que distribuye diariamente en las clínicas de
medicina familiar, se les otorgue a las personas de la tercera
edad y se les dispense el formarse para no contagiarse de
enfermedades como el covid-19 e influenza, a cargo de la
diputada Ana María Rodríguez Ruiz, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a la SCT y al gobierno de Michoacán, a considerar el
aeropuerto nacional de Lázaro Cárdenas como aeropuerto
internacional, a cargo del diputado Agustín García Rubio, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Bienestar, a supervisar y entregar
oportunamente los recursos públicos de programas sociales,
así como vigilar de manera exhaustiva las funciones de los
funcionarios públicos a su cargo y se les sancionen aquellos
que realicen acciones ilícitas por los malos manejos, a cargo
del diputado José Ricardo Delsol Estrada, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, al Gobierno de Campeche, y a las
secretarías de Salud y de Turismo de dicha entidad, a prevenir
un rebrote de contagios de la enfermedad grave generada por
el virus SARS-CoV-2 (covid-19), a cargo del diputado Carlos
Enrique Martínez Aké, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Semarnat, a través de la Dirección General de la Vida
Silvestre, a establecer medidas para convocar anualmente y
sin suspensiones, un concurso equitativo para otorgar
subsidios sectorizados a las Unidades de Manejo Ambiental,
a cargo del diputado David Bautista Rivera, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a hacer públicos los insumos otorgados
a cada hospital, para enfrentar la contingencia por covid-19,
a cargo de la diputada María Chávez Pérez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

30. Con punto de acuerdo, relativo a la implementación de
restricciones comunitarias debido a la crisis sanitaria por
covid-19 en diversos municipios del estado de Oaxaca, a
cargo de la diputada Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.
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31. Con punto de acuerdo, relativo a la reconformación
urgente de programas para la prevención de feminicidios en
Oaxaca, a cargo de la diputada Graciela Zavaleta Sánchez,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

32. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
del estado de México, a implementar un programa de
vigilancia y verificación en el transporte público de la entidad
ante los altos índices de crímenes, violencia e irregularidades
que prevalecen en la entidad, a cargo del diputado Emmanuel
Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETRO 

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
suscrita por los diputados Dulce Alejandra García Morlan,
Felipe Fernando Macías Olvera y Ernesto Alfonso Robledo
Leal, del Grupo Parlamentario del PAN

Los diputados Dulce Alejandra García Morlan, Felipe
Fernando Macías Olvera y Ernesto Alfonso Robledo Leal,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión; en ejercicio de la
facultad que confieren los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral
1; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por la cual se reforma y adiciona la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en
materia de derechos y obligaciones de los Integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El estado de derecho descansa en el irrestricto respeto al
ejercicio de las libertades de las personas, quienes bajo el
principio de representatividad, transfieren al poder público el

compromiso de ofrecerles la tranquilidad que les permita
vivir en sociedad, que preserve las libertades y garantice la
igualdad como requisito para mantener la paz.

Es preciso aclarar –según refiere Zagrebelsky–, que si bien es
cierto la expresión “estado de derecho” ha sido una de las
más afortunadas de la ciencia jurídica contemporánea,
también lo es que, a fin de cuentas, persiste como una noción
genérica y embrionaria (de la que se ha abusado) y que, si se
contextualiza en la función legislativa, resulta insuficiente,
por lo que requiere situarse en un escalón evolutivo superior.

El concepto “estado de derecho” indica un valor y alude a
una de las direcciones de desarrollo de la organización del
Estado –donde el valor, es la eliminación de la arbitrariedad
en el ámbito de la actividad estatal que afecta a los
ciudadanos y la dirección, es la inversión de la relación entre
poder y derecho que constituía la quintaesencia del
Machtstaat y del Polizeistaat– se concluye que no más rex
facit legem, sino lex facit regem, pues la certeza de la
expresión “estado de derecho”, puede resultar comprometida
en un ámbito espacial determinado donde sólo priva la ley,
desprovista de nexos morales, de principios y directrices;
como un mero sinónimo del “estado de razón” (Staat der
Vernunft) ceñido y encuadrado a la nula existencia de una ley.
La objeción es puntual pues fácilmente puede seguirse la idea
de que, si el respeto y la obediencia a la ley son los únicos
parámetros para dictaminar que se está ante un “estado de
derecho”, al final todos los “estados” –en tanto que entidades
dotadas de un orden jurídico– podrían llamarse
genéricamente “de derecho”, pues en éste se fundan.

Así las cosas, ante la hipótesis de que existe una ley “injusta”,
se hace evidente el profundo sofisma que subyace en el
constructo “estado de derecho”. Esto es: en diversos
momentos de la historia mundial reciente, regímenes
arbitrarios, como el nacionalsocialismo y otras dictaduras,
hallaron soporte en normas válidamente emitidas para
legitimar actos aberrantes, (valga citar, a título de ejemplo, a
las Leyes de Nuremberg de Pureza Racial, que dieron
apariencia legal a actos de lesa humanidad o las leyes que
sustentaban el “Apartheid”, en Sudáfrica).

Para Otto Mayer, son tres básicamente, los elementos del
estado de derecho: (i) supremacía de la ley; (ii) subordinación
a la ley, y (iii) presencia de jueces independientes con
competencia exclusiva para aplicar la ley.

A simple vista, los regímenes dictatoriales y atentatorios de
los derechos humanos podían, con justeza, proclamar que



estaban sustentados en un estado de derecho, por lo que se
advierte la necesidad de ir un paso más allá. Y pareciera ser
que, en esta coyuntura histórica, la etapa siguiente en la
evolución debe ser el de un estado de legalidad, con
contenidos y matices sociales y democráticos. En éste, la ley,
el orden jurídico y las autoridades orientan su actuación a la
garantía de los derechos humanos.

Por eso es deber del legislador contemporáneo propulsar la
elevación del “estado de derecho” –en sentido estricto– a un
estado de derecho con dos adjetivos: “social” y
“democrático”.

Un estado social y democrático de derecho está permeado,
además de la obediencia a la norma, por principios y valores
morales y, lo más importante, por una onda “expansiva” de
protección de los derechos humanos. Volver a la esencia del
contrato social, donde el gobierno debe velar por el bienestar
de la población, pues es un mandato categórico.

En efecto, el gobierno como elemento del Estado, debe
ejercer las atribuciones propias de su función con estricto
apego a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y las leyes que de ella emanen, en armonía con los
tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, buscando en todo momento el beneficio de la
colectividad, entendiéndolo como la oportunidad de generar
progreso en un clima de tolerancia y respeto a la dignidad de
cada individuo.

La función de seguridad pública es una de las más
importantes debido a que gracias a ella, la ciudadanía obtiene
el beneficio de la tranquilidad indispensable para el
desarrollo social y, el Estado, como ente emanado de la
voluntad superior de la ciudadanía, cumple con su función
sustantiva de garantizar la paz.

Los servidores públicos encargados de satisfacer esta
necesidad colectiva se enfrentan a un escaso –y en algunos
casos inexistente– esquema de prestaciones económicas y de
seguridad social, lo cual atenta contra su dignidad humana,
disminuye su calidad de vida y no fomenta el sentido de
permanencia y pertenencia en sus instituciones.

En un mundo donde las fronteras se diluyen y el
constitucionalismo global gana terreno, el Estado mexicano
ha abierto las puertas a un nuevo estado normativo que
apenas comienza a develarse. En palabras de Luigi Ferrajoli,
vivimos un “cambio de paradigma en el derecho
internacional y en la estructura de los derechos de los estados.

Este cambio ha trastocado las viejas categorías de la visión
estado-céntrica del derecho, dando lugar a profundas
antinomias entre las nociones tradicionales de soberanía y
ciudadanía por un lado y constitucionalismo y derechos
humanos por el otro.”

Tan es así que, en ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación (SCJN) dictada en el expediente varios
912/2010, que aparece publicada en el Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta, décima época, libro i, tomo 1,
octubre de 2011, página 313, nuestro máximo tribunal
dispone: 

“1. La firmeza vinculante de las sentencias de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos deriva, entre otros
aspectos, de los artículos 62, numeral 3, 67 y 68 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 2. Las
resoluciones de dicha Corte (incluidos todos los criterios
en ellas contenidos) son obligatorias cuando el Estado
Mexicano haya sido parte del litigio. 3. Las demás
resoluciones tienen el carácter orientador de todas las
decisiones de los Jueces mexicanos, siempre en aquello
que sea más favorecedor a la persona. 4. Éstos deben
observar los derechos humanos contenidos en la
Constitución y en los tratados internacionales, así como la
jurisprudencia nacional y acudir a la internacional para
evaluar si existe alguna más favorable que procure una
protección más amplia del derecho que se pretende
proteger. 5. Todas las autoridades del país, dentro del
ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a
velar no sólo por los derechos humanos contenidos en los
instrumentos internacionales firmados por México, sino
también por los previstos en la Constitución Federal,
adoptando la interpretación más favorable al derecho
humano de que se trate, lo que se entiende en la doctrina
como el principio pro persona. 6. En el caso de la función
jurisdiccional, al ejercer el control de convencionalidad,
los Jueces no pueden hacer una declaración general sobre
la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que
consideren contrarias a los derechos humanos contenidos
en la Constitución y en los tratados, pero están obligados
a dejar de aplicar estas normas inferiores, dando
preferencia a los contenidos de la Constitución y de los
tratados en esta materia. 7. El mecanismo para el control
de convencionalidad ex oficio en materia de derechos
humanos debe ser acorde con el modelo general de control
establecido constitucionalmente. 8. El ejercicio de dicho
control presupone realizar tres pasos: a) Interpretación
conforme en sentido amplio. Ello significa que los Jueces
del país, al igual que todas las demás autoridades, deben
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interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los
derechos humanos establecidos en la Constitución y en los
tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano
sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas la
protección más amplia; b) Interpretación conforme en
sentido estricto. Implica que cuando hay varias
interpretaciones jurídicamente válidas debe, a partir de la
presunción de constitucionalidad de las leyes, preferirse
aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos
establecidos en la Constitución y en los tratados
internacionales para evitar incidir o vulnerar el contenido
esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley
cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo
anterior no afecta la lógica del principio de división de
poderes y del federalismo, sino que fortalece el papel de
los Jueces, al ser el último recurso para asegurar la
primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos
establecidos en la Constitución y en los tratados
internacionales de los cuales el Estado mexicano es parte”.

Marco constitucional

El tercer párrafo del artículo 1o. constitucional establece la
obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, de promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos
humanos; obligación que no debe desatender el Congreso de
la Unión respecto a los derechos de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública.

El artículo 4o. del pacto federal, en sus párrafos tercero,
quinto y octavo, garantizan el derecho a la alimentación,
salud y vivienda, de ahí que resulte inobjetable que los
trabajadores de la seguridad accedan a estos aspectos
sustantivos.

El artículo párrafo tercero del artículo 5o. indica que nadie
podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa
retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo
impuesto como pena por la autoridad judicial; por ello
deviene inconstitucional que los integrantes de las
instituciones de seguridad pública no cobren las horas
laboradas de manera extraordinaria en beneficio de la
sociedad.

Según el artículo 9o. constitucional, no se podrá coartar la
libertad de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier

objeto lícito; por ello resulta contrario al espíritu del
Constituyente prohibir que se reúnan con el propósito de
promover el respeto de sus derechos, como cualquier otro
ciudadano, como ocurre en el caso del artículo 160, fracción
X, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Tlaxcala y
sus Municipios. 

Asimismo, el segundo párrafo del artículo 14 constitucional
consagra que nadie podrá ser privado de la libertad o
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las
leyes expedidas con anterioridad al hecho; sin embargo, es un
hecho notorio que los policías son privados de la libertad con
la figura del arresto y sancionados por sus mandos, sin tener
la oportunidad de ser oídos, a pesar de que la SCJN se ha
pronunciado al respecto en la Tesis: 2a./J. 144/2017 (10a.) de
rubro: “Arresto administrativo impuesto a los elementos de
las instituciones policiales como medida disciplinaria
derivado de su inasistencia a la jornada laboral. Debe respetar
el derecho de audiencia previa”. Es por eso que se debe
contemplar en la presente iniciativa que, la ejecución de las
sanciones por infracción al régimen disciplinario de estos
trabajadores de alto riesgo, deben respetar el debido proceso. 

El artículo 21 de la Constitución del estado federal establece
que la seguridad pública es una función a cargo de la
federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios,
y comprende la prevención de los delitos; la investigación y
persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las
infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las
respectivas competencias que la propia ley suprema señala,
función vital que requiere de servidores públicos con un
esquema de prestaciones sólido, que los motive a desarrollar
su labor en un ambiente de certeza jurídica pleno.

El artículo 123 apartado B fracciones I y II establece las
jornadas máximas de trabajo de los Trabajadores al Servicio
del Estado, por su parte la fracción XI contempla las
prestaciones básicas de seguridad social y la fracción XIII en
su tercer párrafo establece que las autoridades federales, de
las entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el
fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal
del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de
los servicios periciales, de sus familias y dependientes,
instrumentarán sistemas complementarios de seguridad
social, obligación constitucional que no se cumple debido a
la falta de un mandato temporal específico en el artículo 45
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, pues hay instituciones de seguridad pública que no



otorgan a sus integrantes los servicios más básicos, como
atención médica, mucho menos tienen esquemas de
pensiones y seguros de vida. A título de ejemplo se citan los
estados de Nuevo León, Morelos, Chiapas y Oaxaca, donde
no están afiliados a instituciones de seguridad social, lo cual
es una clara violación al pacto federal. 

Aunado a lo anterior, el segundo párrafo de la fracción XIII
del apartado B del citado artículo 123, establece que los
integrantes de las instituciones de seguridad pública se
regirán por sus propias leyes; sin embargo, esas normas
especiales no contemplan en lo absoluto sus derechos, ni
referencia alguna a sus prestaciones de seguridad social, lo
cual impide que ejerzan prerrogativas básicas, sobre todo
considerando que las leyes laborales los excluyen de su
aplicación; valga citar a título de ejemplo el artículo 8 de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en
concordancia con el diverso artículo 5 fracción II incisos k) y
l), lo cual demuestra el estado de indefensión en que se
encuentran estos trabajadores de alto riesgo. 

En 2017 el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) realizó la Primera Encuesta de Estándares y
Capacitación Profesional Policial (ENECAP), de la que se
desprendieron, entre otros datos, que en ese año se estimaron
384.9 mil elementos de policía a nivel nacional. 76.1 por
ciento estaba adscrito a la Policía Preventiva estatal o
municipal, (sin contar a peritos, agentes del Ministerio
Público ni a las corporaciones auxiliares, bancarias y
penitenciarias), de los cuales 86.1 por ciento de los elementos
de policía con funciones operativas obtuvo por cuenta propia
al menos un accesorio o material de apoyo o protección para
desempeñar sus funciones, que sólo 33.6 por ciento pudo
ahorrar debido a su bajo salario, que 25.9 por ciento debe
desempeñar otras labores adicionales a su trabajo policial,
79.4 por ciento de los elementos de policía tuvo algún grado
de sobrepeso u obesidad de acuerdo con sus niveles de Índice
de Masa Corporal, 53 por ciento de los elementos de policía
sufrió alguna afectación en su salud debido a sus actividades
laborales, pero sin duda el dato más crudo es que sólo 5.7 por
ciento de las policías estatales y municipales cuentan con
seguridad social. De ahí que sea improrrogable garantizar sus
derechos humanos.

Por otra parte, las últimas reformas constitucionales en
materia de seguridad pública, la creación de la Ley Nacional
sobre el Uso de la Fuerza, del Registro Nacional de
Detenciones y la Ley de la Guardia Nacional, obligan al
Congreso de la Unión a reformar la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, para armonizar estas normas,

dar cumplimiento a la voluntad soberana y robustecer el
desempeño de las funciones de los funcionarios encargados
de hacer cumplir la ley.

En resumen, si queremos mejorar la seguridad pública
nacional, es indispensable dotar a nuestros policías, peritos y
agentes del Ministerio Público de un esquema de
prestaciones acorde con la función vital que desempeñan,
eliminando todo rasgo de discriminación hacia su labor y
mejorando su calidad de vida y la de sus familias.

Por todo lo anterior, sometemos a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo Único. Se adiciona el apartado A al artículo 40,
quedando el texto actual, ya reformado, en el apartado B
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, para quedar como sigue:

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de
los principios constitucionales de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los
derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de
Seguridad Pública, su actuar se regirá bajo los siguientes
derechos y obligaciones.

Apartado A. Derechos.

I. Percibir la remuneración neta por el desempeño de su
servicio y, en su caso, el pago de las horas laboradas de
manera extraordinaria, salvo las deducciones y descuentos
que procedan en términos de ley, que tenderá a ser un
salario digno acorde con el servicio.

Las jornadas de trabajo no deberán exceder de doce horas
continúas en horario diurno y de ocho horas en el
nocturno, garantizándoles el doble de horas de descanso
por cada jornada laborada, destinando al menos una hora
para el consumo de sus alimentos. Gozarán de un día de
descanso a la semana.

Tendrán derecho a aguinaldo, vacaciones, prima
vacacional, prima de permanencia o quinquenio y prima
de antigüedad, de conformidad con las disposiciones
legales aplicables. De no existir una norma específica al
respecto, se aplicará de manera supletoria la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
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II. Gozar de un trato respetuoso por parte de sus
superiores jerárquicos, iguales o subalternos; dentro de
este derecho se incluye el no ser sancionado ni privado de
la libertad sin agotar el debido proceso, otorgando
previamente, por escrito y con anticipación, el derecho de
audiencia, en cuanto a la aplicación de las sanciones que
contempla el artículo 44 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública y los relativos de las Leyes
locales;

III. Ser sujeto de los ascensos, condecoraciones, estímu-
los, recompensas y distinciones a que se hayan hecho
merecedores, así como permanecer en el servicio de
carrera en términos de las disposiciones legales corres-
pondientes y de las convocatorias que deberán emitir 
las instituciones de seguridad pública al menos cada dos
años; 

IV. Recibir la formación, capacitación, adiestramiento y
profesionalización de acuerdo a las funciones que realice,
privilegiando el conocimiento de capacitadores y docentes
cuya experiencia práctica fomente su aprovechamiento;

V. Recibir periódicamente, en forma gratuita, el vestuario
al menos una vez al año, documentación, municiones,
armamento, vehículos y equipo en estado óptimo para el
desempeño de sus funciones. 

VI. Recibir asistencia legal y psicológica gratuita en actos
relacionados con el ejercicio de sus funciones. En caso de
ser sujetos a procedimientos administrativos o penales, se
les asignará un defensor de oficio desde el inicio del
procedimiento o la privación de su libertad, independien-
temente de que con posterioridad asignen expresamente
uno particular.

Si por causa de un acto dentro del servicio, fueran
privados de la libertad o suspendidos temporalmente,
tendrán derecho a percibir un salario mínimo vital durante
el tiempo que dure el proceso. En caso de recibir
resolución favorable, se incorporará al activo en cuanto
recupere su libertad o quede sin efectos la suspensión. 

VII. Gozar, desde su alta en el servicio, de los beneficios
y prestaciones de seguridad social en términos de las
disposiciones legales aplicables, garantizando al menos lo
siguiente:

a) Servicios de salud: 

1. Promoción a la salud y medicina preventiva. 

2. Atención de enfermedades no profesionales y
maternidad. 

3. Rehabilitación. 

4. Atención de riesgos de trabajo. 

b) Pensiones y Seguro por Fallecimiento:  

1. Jubilación. 

2. Retiro por edad y tiempo de servicios. 

3. Retiro en edad avanzada. 

En cualquiera de los incisos anteriores, el tiempo de
servicio será máximo de 25 años. 

4. Invalidez temporal o definitiva. 

5. Fallecimiento. 

c) Créditos a corto, mediano y largo plazo, con las
tasas de interés más bajas que establezcan las normas
aplicables. 

d) Ocho días económicos al año. 

e) Licencias con goce de sueldo por maternidad, lac-
tancia, paternidad y por fallecimiento de ascendientes,
descendientes, hermanos, cónyuges o concubinos. 

f) Licencias sin goce de sueldo para ejercer cargos
públicos de elección popular por el tiempo que dure su
encargo o por cuestiones personales hasta por seis
meses, debiendo dar aviso escrito con anticipación. 

g) Créditos para vivienda. 

h) Becas de estudios para ellos y sus descendientes. 

i) Viáticos en caso de laborar a más de dos horas de
trayecto de su domicilio particular. Tendrán derecho a
cambios de adscripción de acuerdo a las necesidades
del servicio. 

De no existir una norma específica al respecto, se
aplicará de manera supletoria la Ley del Instituto de



Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado.

VIII. Ser recluido en lugares especiales cuando sea sujeto
a prisión preventiva o a sentencia condenatoria con pena
privativa de libertad; 

IX. Acceder a bibliotecas e instalaciones deportivas que se
creen para tal efecto, durante sus horarios de descanso; 

X. Gozar, desde su ingreso, de un seguro de vida cuya
prima garantice a sus beneficiarios servicios funerarios,
asistencia legal y buena calidad de vida, con
independencia de la pensión a que tengan derecho. 

XI. Asociarse para la defensa de sus derechos humanos,
en términos del artículo 9o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, pero en ningún caso
podrán crear o ser parte de Sindicatos ni realizar huelgas. 

Apartado B. Obligaciones. 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así
como con apego al orden jurídico y respeto a los derechos
humanos reconocidos en la Constitución y los tratados
internacionales; 

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan, en términos de las
disposiciones aplicables; 

III. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún
peligro o que hayan sido víctimas u ofendidos de algún
delito, así como brindar protección a sus bienes y
derechos. Su actuación será congruente, oportuna y
proporcional al hecho en términos de la Ley Nacional
sobre el uso de la Fuerza; 

IV. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y
sin discriminación alguna;

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar actos
de tortura o privación de la libertad fuera de los casos
previstos en las normas aplicables, aun cuando se trate
de una orden superior o se argumenten circunstancias
especiales, tales como amenaza a la Seguridad Pública,
urgencia de las investigaciones o cualquier otra; al
conocimiento de ello, lo denunciará inmediatamente ante
la autoridad competente; 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas,
debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar
indebidamente las acciones o manifestaciones que en
ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter
pacífico realice la población;

VII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar
compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las
previstas legalmente. En particular se opondrán a cual-
quier acto de corrupción y, en caso de tener conocimiento
de alguno, deberán denunciarlo; 

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de
persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en
los ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 

IX. Velar por la vida e integridad física de las personas
detenidas, víctimas u ofendidos; 

X. Actualizarse en el empleo de métodos de investigación
que garanticen la recopilación técnica y científica de
evidencias; 

XI. Utilizar los protocolos de investigación y de cadena de
custodia adoptados por las Instituciones de Seguridad
Pública, de conformidad con el Protocolo Nacional de
Actuación del Primer Respondiente;

XII. Participar en operativos y mecanismos de coor-
dinación con otras Instituciones de Seguridad Pública, así
como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a
derecho proceda, de conformidad con los convenios
escritos que al efecto se establezcan; 

XIII. Preservar, conforme a las disposiciones aplicables,
las pruebas e indicios de probables hechos delictivos o de
faltas administrativas de forma que no pierdan su calidad
probatoria y se facilite la correcta tramitación del
procedimiento correspondiente; 

XIV. Abstenerse de disponer de los bienes asegurados
para beneficio propio o de terceros; 

XV. Acudir a evaluaciones periódicas para acreditar el
cumplimiento de los requisitos de permanencia, así como
obtener y mantener vigente la certificación respectiva; 

XVI. Informar al superior jerárquico, de manera inme-
diata, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de
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delito, de sus superiores, subordinados o iguales en
categoría jerárquica; 

XVII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes
que reciba con motivo del desempeño de sus funciones,
evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en
su cumplimiento; 

XVIII. Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión,
integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en sí
mismo y en el personal bajo su mando; 

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Nacional de
Detenciones conforme a la Ley Nacional del Registro de
Detenciones; 

XX. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar
información o bienes en perjuicio de las Instituciones; 

XXI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplicables,
de dar a conocer por cualquier medio a quien no tenga
derecho, documentos, registros, imágenes, constancias,
estadísticas, reportes o cualquier otra información
reservada o confidencial de la que tenga. conocimiento en
ejercicio y con motivo de su empleo, cargo o comisión; 

XXII. Atender con diligencia la solicitud de informe,
queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios
subordinados, excepto cuando la petición rebase su
competencia, en cuyo caso deberá turnarlo de inmediato
al área que corresponda; 

XXIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus
instituciones bebidas embriagantes, sustancias psico-
trópicas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de
carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo cuando sean
producto de detenciones, cateos, aseguramientos u otros
similares, y que previamente exista la autorización
correspondiente; 

XXIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del
servicio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras
sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o
controlado, salvo los casos en que el consumo de los
medicamentos controlados sea autorizado mediante
prescripción médica, avalada por los servicios médicos de
las Instituciones; 

XXV. Abstenerse de consumir en las instalaciones de sus
instituciones o en actos del servicio, bebidas
embriagantes; 

XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten
su persona o la imagen de las Instituciones, dentro o fuera
del servicio; 

XXVII. No permitir que personas ajenas a sus
instituciones realicen actos inherentes a las atribuciones
que tenga encomendadas. Asimismo, no podrá hacerse
acompañar de dichas personas al realizar actos del
servicio, y 

XXVIII. Los demás que establezcan las disposiciones
legales aplicables. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas, las
instituciones de seguridad pública y los ayuntamientos, en el
ámbito de sus competencias, deberán realizar las reformas
correspondientes a sus normas para ajustarlas a lo establecido
en el presente decreto, dentro de los 180 días siguientes de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. También
deberán realizar las modificaciones presupuestales y
normativas necesarias para su aplicación, incluyendo los
convenios con las instituciones de seguridad social.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones legales que
contravengan lo dispuesto en el presente decreto. 

Cuarto. A fin de garantizar la seguridad jurídica y el debido
proceso en la imposición de las sanciones 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2020.—
Diputada y diputados: Dulce Alejandra García Morlan, Felipe
Fernando Macías Olvera, Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbricas)..»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para
dictamen.



LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS

«Iniciativa que reforma el artículo 74 de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, a cargo del diputado
Ernesto Alfonso Robledo Leal, del Grupo Parlamentario del
PAN

El diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad conferida
por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 76,
numeral 1, fracción II; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
la que se reforma el artículo 74 de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A partir de la aprobación de la nueva legislación en materia
de corrupción, en México contamos con un Sistema Nacional
Anticorrupción consistente en un mecanismo que coordina a
distintas autoridades de los diversos órdenes de gobierno
responsables del combate a la corrupción y de fomentar la
rendición de cuentas.

La lógica que subyace en el sistema es la de generar las
condiciones que permitan alcanzar altos niveles de eficiencia
en las tareas de prevención, investigación, detección y
sanción de conductas que puedan clasificarse como faltas
administrativas o delitos relacionados con actos de
corrupción.

El ataque a la corrupción en México exigía un sistema legal
y judicial robusto y capaz. Lo anterior, en virtud de que un
sistema que no logra perseguir y sancionar los actos de
corrupción, se convierte en un aliciente para la comisión de
ese tipo de actos y, lejos de resolver la grave crisis que sufre
México por ese mal institucional, lo fomenta.

La corrupción, además del profundo desgaste que genera en
la legitimidad del ejercicio del poder público, genera daños
profundos en el entorno económico del país ya que provoca
que se disminuya la recaudación fiscal, se inhiba la inversión,
reduce la competitividad y afecta el gasto público, dañando a
los grupos más vulnerables de la población que no pueden

recibir los apoyos y programas sociales que permitirían
mejorar sus condiciones de pobreza y salir de la marginación.

Para generar los mecanismos institucionales que permitieran
un sólido combate a la corrupción, el 27 de mayo de 2015 se
publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el
que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
materia de corrupción.

Esta reforma constitucional corona los esfuerzos en materia
de diseño del entramado institucional necesario para que el
combate a la corrupción sea eficiente mediante la creación
del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA).

El nuevo SNA, a través del Comité Coordinador, es
responsable de fijar las bases para la coordinación de las
instancias, poderes y autoridades de cada ámbito de gobierno
responsables de la prevención, investigación y sanciones de
las faltas administrativas y los delitos relacionados con
corrupción.

La reforma constitucional crea un marco normativo adecuado
para la persecución y sanción de las faltas y delitos
relacionados con este problema social. Entre sus principales
características y novedades debemos destacar la reforma al
artículo 22 de la Carta Magna que amplía la capacidad del
Estado de decretar la extinción de dominio a los casos de
enriquecimiento ilícito.

Otra de las modificaciones fundamentales de la reforma
constitucional fue la consolidación de la Auditoría Superior
de la Federación como órgano con autonomía técnica
responsable de la fiscalización del ejercicio de los recursos
públicos, sin las limitaciones de la posterioridad y la
anualidad que antes restringían las capacidades operativas de
esa institución.

Un cambio que puede parecer estrictamente formal pero que
tiene una significancia enorme es la nueva denominación del
título cuarto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos que ahora se llama De las Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos, Particulares
Vinculados con Faltas Administrativas Graves o Hechos de
Corrupción y Patrimonial del Estado, abarcando de manera
extensiva el espectro de conductas que pretende detener.

Además, se incorporó en el texto constitucional la obli-
gatoriedad de la presentación de la Declaración 3 de 3, que
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fue una de las luchas más trascendentes para la sociedad civil
que impulsaba este proyecto.

Otro elemento novedoso y fundamental es la intervención
que se otorga al Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa
para resolver los temas relacionados con conductas
calificadas como graves por la normatividad del sistema, la
capacidad para impugnar las resoluciones de la Fiscalía
Especializada o del propio Tribunal que no resulten
satisfactorias a la Auditoría Superior o a la Secretaría de la
Función Pública y la legitimación para que los ciudadanos
demanden indemnizaciones del Estado por daños debidos a
su conducta irregular.

El SNA, propiamente dicho, surgió de la reforma al artículo
113 de la Constitución del que se deriva la emisión de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción; cuerpo
normativo en el que se detallan a los integrantes del sistema,
sus funciones y responsabilidades y los mecanismos de
coordinación que funcionarán en su operación.

El SNA pone énfasis en los mecanismos de prevención. Para
ese propósito, se consideró fundamental propiciar la
participación de la sociedad civil y aprovechar las
tecnologías de la información, amén de incrementar las
facultades de las entidades estatales responsables y la
profesionalización de los equipos humanos que integran los
Órganos Internos de Control (OIC).

Con las nuevas reglas, los OIC deberán generar de manera
permanente información pública y verificable sobre sus
actividades y, mucho más importante, sobre sus resultados.
Las reglas derivadas de la nueva Ley General de
Responsabilidades Administrativas impone a los servidores
públicos responsables de la contratación de obras,
arrendamientos o servicios, la obligación de verificar que los
contratistas o prestatarios no incurran en conflictos de
intereses. Por otro lado, se hace obligatorio el registro público
de los funcionarios responsables de la ejecución de gasto
público en obras, adquisiciones, arrendamientos y servicios.

El nuevo SNA pone especial énfasis en el tratamiento de la
responsabilidad de las personas morales y la actuación de sus
representantes. Es evidente que la corrupción es un fenómeno
que involucra a un agente estatal y a particulares. Por ello, era
fundamental que el sistema adoptara los mecanismos para
definir los impactos de responsabilidad en que incurre el
agente privado en el fenómeno de la corrupción.

Por ello, la LGRA establece un mecanismo para evaluar el
nivel de integridad de las empresas que participan en
contrataciones con el sector público a partir de la existencia o
ausencia de “políticas de integridad” que pueden ser
objetivamente evaluadas por el gobierno y por la sociedad.
De entre los mecanismos que debe incluir esa política
destacan los de control y vigilancia sobre sus equipos
humanos y, a nuestro juicio, el de denuncia, en virtud del
cual, el agente privado sería el principal aliado de los OIC
para combatir y perseguir la corrupción.

Ahora bien, una definición importante del nuevo SNA
consiste en la clasificación de las faltas en no graves y graves.
Las primeras se refieren al incumplimientos de las
responsabilidades propias del servicio y pueden ser
sancionadas desde con una amonestación hasta con
separaciones e inhabilitaciones de hasta un año.

Las segundas, las graves, se refieren a actos de corrupción,
que implican la obtención ilícita de beneficios económicos y
que se describen a la manera de los tipos penales.

Para combatir estas faltas de manera más eficiente es para lo
que el SNA cobra vida y, por ello, debemos ser
extremadamente responsables en que se cuenten con todas
las condiciones favorables para su debida instrumentación.

Desde nuestro punto de vista el abanico de sanciones que
pueden derivarse de la comisión de faltas graves es lo
suficientemente amplio como para disuadir la comisión de
esas conductas. También consideramos que la tipicidad de las
conductas está sólidamente construida para permitir que la
autoridad realice las tareas de investigación y sanción
respetando de manera cabal los derechos humanos de las
personas investigadas.

Sin embargo, creemos que la solidez del SNA puede
mejorarse si se amplían los plazos de prescripción que
actualmente se contienen en la ley.

El artículo 74 de la LGRA vigente prevé que las facultades de
los órganos responsables de imponer sanciones en estas
materias prescriban en 3 años para el caso de faltas no graves
y en 7 años para las faltas administrativas graves o las faltas
de particulares.

Como sabemos, la prescripción de las capacidades
sancionatorias del Estado, ya sea por conductas del ámbito
administrativo o del ámbito penal, significan la extinción de



la responsabilidad administrativa o penal por parte del sujeto
activo.

De esta manera, la prescripción es una figura que implica que
cualquier persona que haya cometido un acto de corrupción
y que se haya beneficiado económicamente con recursos de
todos los mexicanos que debían destinarse a satisfacer las
carencias sociales, o puede ser señalado como responsable
por la indebida actuación del propio estado en los procesos de
investigación y sanción.

Aunque es razonable para fines de seguridad jurídica que la
facultad de las autoridades quede prescrita en determinado
tiempo, sostenemos que ese tiempo debe ser el más amplio
posible.

No pretendemos llegar al extremos de proponer la
imprescriptibilidad de las responsabilidades vinculadas a
hechos de corrupción. Sin embargo, si creemos que, en el
caso de las faltas graves, esa figura debe operar en un plazo
mucho más largo que el que actualmente contempla la ley.

Por ello, proponemos que se reforme el referido artículo 74
de la LGRA para quedar así:

Capítulo V
De la prescripción de la responsabilidad administrativa

Artículo 74. Para el caso de Faltas administrativas no
graves, las facultades de las Secretarías o de los Órganos
internos de control para imponer las sanciones
prescribirán en tres años, contados a partir del día
siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a
partir del momento en que hubieren cesado. 

Cuando se trate de faltas administrativas graves o faltas de
particulares, el plazo de prescripción será de veinte años,
contados en los mismos términos del párrafo anterior.

La prescripción se interrumpirá con la clasificación a que
se refiere el primer párrafo del artículo 100 de esta Ley.

Si se dejare de actuar en los procedimientos de
responsabilidad administrativa originados con motivo de
la admisión del citado informe, y como consecuencia de
ello se produjera la caducidad de la instancia, la
prescripción se reanudará desde el día en que se admitió el
Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa.

En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad
administrativa podrá dejar de actuarse por más de seis
meses sin causa justificada; en caso de actualizarse dicha
inactividad, se decretará, a solicitud del presunto infractor,
la caducidad de la instancia.

Los plazos a los que se refiere el presente artículo se
computarán en días naturales.

Por todo lo anterior someto a la consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 74 de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas

Artículo Único. Se reforma el artículo 74 de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas para
quedar como sigue:

Capítulo V
De la prescripción de la responsabilidad administrativa

Artículo 74. …

Cuando se trate de Faltas administrativas graves o Faltas de
particulares, el plazo de prescripción será de veinte años,
contados en los mismos términos del párrafo anterior.

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de septiembre de 2020.—
Diputados y diputadas: Ernesto Alfonso Robledo Leal, Adriana Dávila
Fernández, Dulce Alejandra García Morlan, Mariana Dunyaska García
Rojas, Annia Sarahí Gómez Cárdenas, Martha Elisa González Estrada,
Isabel Margarita Guerra Villarreal, Jesús Guzmán Avilés, María del
Rosario Guzmán Avilés, José Martín López Cisneros, Francisco Javier
Luévano Núñez, José Rigoberto Mares Aguilar, Jacquelina Martínez
Juárez, Ma. del Pilar Ortega Martínez, Éctor Jaime Ramírez Barba,
Martha Estela Romo Cuéllar, José Salvador Rosas Quintanilla, Hernán
Salinas Wolberg, María Liduvina Sandoval Mendoza, Carlos Alberto
Valenzuela González, Ricardo Flores Suárez, Jorge Arturo Espadas
Galván, Miguel Alonso Riggs Baeza, Ricardo García Escalante, María
Marcela Torres Peimbert, Sylvia Violeta Garfias Cedillo, Madeleine
Bonnafoux Alcaraz, Carlos Carreón Mejía, Ernesto Alfonso Robledo
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Leal, Verónica María Sobrado Rodríguez, María de los Ángeles
Gutiérrez Valdez, Mario Mata Carrasco (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Salud, en materia de seguridad sanitaria,
para prevenir contagios durante alguna urgencia sanitaria o
pandemia, a cargo del diputado Luis Alberto Mendoza
Acevedo, del Grupo Parlamentario del PAN

Luis Alberto Mendoza Acevedo y quienes suscriben, las y
los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 50 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 2,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la fracción XII,
se adiciona la fracción XIII y se recorre la vigente como
XIV del artículo 404 y se adiciona el artículo 415 Bis,
ambos de la Ley General de Salud.

Planteamiento del problema que la iniciativa pretende
resolver y argumentos que la sustentan

El 11 de marzo del presente año, la Organización Mundial de
la Salud declaró al coronavirus SARS-CoV-2 oficialmente
como una pandemia. Tras la declaración de la OMS, diversos
países pusieron en marcha medidas para prevenir contagios
masivos, incluidos México.

En conferencia de prensa, el 30 de marzo, las autoridades
federales, por conducto del secretario de Relaciones
Exteriores y del Consejo de Salubridad, tomaron la medida
de declarar el Estado de Emergencia Sanitaria Nacional por
Causa de Fuerza Mayor, proponiendo un regreso paulatino de
las actividades en los meses de abril y mayo. 

Esto es una medida que puede tomar el gobierno de un país
en una situación excepcional y se dicta generalmente en caso
de perturbación de la paz o del orden interno de un Estado, ya
sea a consecuencia de catástrofes naturales, circunstancias

políticas o civiles que afecten o impidan la vida de la nación.

La evolución de dicha pandemia ha afectado a nuestro país,
dejando 113 mil contagiados, más de 13 mil 500
defunciones1 y cuantiosas pérdidas en materia económica, la
entidad con más casos y defunciones es la Ciudad de México,
debido a diversos factores como la densidad poblacional y la
imposibilidad de frenar diversas actividades económicas,
comerciales, financieras y empleos.

Para el caso de la capital del país, se anunció un programa de
nueva normalidad, finalizando la jornada de sana distancia.
Dicha nueva normalidad, incluye las medidas necesarias para
evitar el contagio, sin embargo, ha sido un elemento de duda
debido al uso de la palabra “normalidad”, lo cual puede
generar confusión en las personas.

Durante el anuncio de este plan, se dio a conocer lo siguiente:
Reactivación económica escalonada, para la prevención de
contagios, uso de cubreboca obligatorio, gogles o caretas, en
espacios públicos abiertos y cerrados, lavado de manos y
abstenerse de tener bigote o barba.2

De la misma forma, el gobierno federal anunció medidas para
la reapertura de actividades sociales, educativas y
económicas, aplicables a partir del primero de junio, cuando
finalizó la Jornada Nacional de sana distancia.3

Como se mencionó en conferencias de prensa y comunicados
por parte de las autoridades federales y locales, estas medidas
son necesarias para prevenir el contagio, por lo que empresas
e instituciones públicas y de gobierno deberán adoptar
medidas que mitiguen la propagación del virus, incluyendo
las dependencias de gobierno.

Con el objetivo de que las medidas propuestas por las
autoridades de salud, sean consideradas cabalmente, en la
Ley General de Salud, se definen las medidas de seguridad
sanitaria, específicamente el artículo 402 establece a la letra:

“Se consideran medidas de seguridad las disposiciones
que dicte la autoridad sanitaria competente, de
conformidad con los preceptos de esta Ley y demás
disposiciones aplicables, para proteger la salud de la
población. Las medidas de seguridad se aplicarán sin
perjuicio de las sanciones que, en su caso,
correspondieren.”

Para el caso de estas medidas, la ley establece que son
competentes para ordenar o ejecutar medidas de seguridad:



La Secretaría de Salud y los gobiernos de la entidades
federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias.

En dichas medidas que se incluyen: “Las que determinen las
autoridades sanitarias competentes, que puedan evitar que se
causen o continúen causando riesgos o daños a la salud”.

Derivado de la experiencia que ha dejado el coronavirus, es
necesario que se consideren acciones necesarias para el
regreso a las actividades hasta que se retomen las actividades
con normalidad, incluyendo a todos los servidores públicos.

Por este motivo, la presente iniciativa pretende adicional a las
medidas de seguridad sanitaria, la utilización de materiales o
insumos de protección (como cubrebocas) que coadyuven a
la prevención de contagios durante alguna emergencia
sanitaria y/o pandemia.

Esta medida deberá incluir a las actividades económicas, de
producción, comercialización, prestación de servicios,
atención médica, y servidores públicos.

Las propuestas de modificación se pueden observar en la
siguiente tabla:

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, someto
a consideración del Pleno de la Comisión Permanente del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con
proyecto de: 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma la fracción XII, se adiciona la
fracción XIII y se recorre la vigente como XIV del artículo
404 y se adiciona el artículo 415 bis, ambos de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 404. Son medidas de seguridad sanitaria las
siguientes:

I. a XI …; 

XII. La prohibición de actos de uso,

XIII. La utilización de materiales e insumos de
protección personal que prevengan el contagio de
enfermedades y/o riesgos para la salud; y
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XIV. Las demás de índole sanitaria que determinen las
autoridades sanitarias competentes, que puedan evitar que
se causen o continúen causando riesgos o daños a la salud.

…

Artículo 415 Bis. 1. La utilización de materiales e insumos
de protección personal, señalado en la fracción XIII del
artículo 404, se entiende como el uso de mascarillas,
guantes o cualquier otro material determinado por las
autoridades de salud que ayude a prevenir el contagio de
enfermedades trasmisibles o riesgos para la salud.

2. En el caso de epidemias de carácter grave, peligro de
invasión de enfermedades transmisibles, situaciones de
emergencia o catástrofe, el uso de la protección sanitaria
determinada por las autoridades de salud, será
obligatoria para el personal de salud y todo servidor
público, independientemente de su empleo, cargo,
comisión o nivel jerárquico, durante el ejercicio de las
funciones y/o actividades propias del trabajo que
desempeñe, siempre que por la naturaleza del mismo se
encuentre en riesgo de contraer o contagiar alguna
enfermedad o riesgo para la salud.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente a
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 https://coronavirus.gob.mx/datos/

2 https://www.eleconomista.com.mx/estados/CDMX-presenta-protoco-
los-para-el-inicio-de-la-nueva-normalidad-uso-de-cubrebocas-sera-
obligatorio-20200531-0065.html

3 https://www.gob.mx/profedet/articulos/presentan-la-nueva-normali-
dad-la-estrategia-de-reapertura-de-las-actividades-sociales-educativas-y-
economicas

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 días de octubre de 2020.—
Diputado Luis Alberto Mendoza Acevedo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 8o., 21 y 50
de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo del diputado
Óscar Jiménez Rayón, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Óscar Jiménez Rayón, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y por los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman el
artículo 8 y la fracción XI del artículo 50 y se adiciona un
párrafo segundo al artículo 21 de la Ley General de
Desarrollo Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Si hay un bien jurídico a tutelar por parte del Estado, es la
salud. Toda vez que, ¿cuál sería el sentido de fundar una
colectividad política cuando la vida no está garantizada por
las debidas reglas consensadas? 

Un país sin salud no tiene futuro. Por ello, las políticas
públicas diseñadas para su conservación deben ser
sistémicas, estructurales y dinámicas, es decir, con bases
sólidas de operación general, pero lo suficientemente
flexibles para cambiar e interrelacionarse con otros apoyos
desde las esferas pública, privada y social,1 a fin de atender
necesidades poblacionales específicas conforme a los nuevos
retos de salubridad general en el país y el mundo.

Como en cualquier fenómeno social, hay grupos etarios con
características específicas más vulnerables a los riesgos de la
salud, derivados de agentes externos, así como por
enfermedades no contagiosas, como es el caso del cáncer en
la infancia.

Sobre este particular, datos del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía2 (Inegi) revelan que en el periodo de
2011 a 2016 los cinco tipos de cáncer que causaron la muerte
de la población de entre 0 y 17 años fueron los mencionados
en el siguiente cuadro.



Cuadro No. 1.

1o. El cáncer en órganos hematopoyéticos, el más común:
leucemia. Dos de cada 100 mil personas de entre 0-17
años fallecen por ello.

2o. El cáncer de encéfalo y otras partes del sistema
nervioso central.

3o. El cáncer en huesos y cartílagos articulares.

4o. El cáncer en tejido linfático.

5o. El cáncer en tejidos mesoteliales y tejidos blandos

Fuente: Elaboración propia con datos del Inegi.

Es cierto que el cáncer no sólo afecta a niñas y niños, puesto
que es la segunda causa de muerte (9.6 millones de personas
en 2018) en el orbe, de acuerdo con la Organización Mundial
de la Salud (OMS) y para el año 2030 se estima será
responsable de 20 millones de defunciones en la Tierra.
Mientras que en México a nivel nacional persiste como la
tercera causa de muerte, generalmente por diagnósticos
tardíos, según la Sociedad Mexicana de Oncología.3

Por lo antes mencionado, no es sorprendente saber que en el
2018 la OMS4 haya convocado a un esfuerzo conjunto para
actuar contra el Cáncer Infantil, a fin de lograr hacia el 2030
una tasa de supervivencia del 60% para las niñas y los niños
con cáncer, salvando así un millón de vidas y duplicando la
tasa de curación global.

Todos sabemos que el cáncer impone cargas económicas,
psicológicas, físicas y emocionales terribles, no solo a los
afectados directamente, sino a las familias que en un entorno
financiero difícil pueden ser rebasadas en su capacidad de
respuesta para atender las consecuencias de esta enfermedad. 

Por ello, es compartido el llamado de la OMS para posicionar
al cáncer como una prioridad de salud pública, especialmente
para proteger vidas y fortalecer mecanismos que permitan
conservar los ingresos de las familias5 mediante apoyos
sociales; empleos, seguros médicos y servicios financieros,
todos flexibles y acordes con las circunstancias.

En este sentido, es loable y de amplio reconocimiento los
esfuerzos que han hecho en México no solo desde el ámbito
del poder Ejecutivo, sino del Legislativo mediante reformas

a diversas leyes –principalmente de la Ley General de Salud–
para multiplicar la ayuda y solidaridad requerida en estos
casos. Es público que contamos con un registro nacional de
supervivientes para poder llevar estadísticas más certeras de
la evolución de quienes ganaron esta lucha.

Precisamente en este contexto, se presentó una iniciativa para
que las personas adultas que han vencido esta lamentable
enfermedad puedan reinsertarse -con el apoyo del Estado- a
una vida “normal” con actividades productivas de
conformidad a sus posibilidades físicas.

Como muestra de que sirve tomar acciones proactivas y
oportunas, debemos recordar que apenas en 2011 el 86% de
los pacientes con cáncer no tenían acceso a los cuidados
paliativos (opioides para aliviar el dolor) mientras que hoy el
58% de los pacientes goza de acceso a dosis de morfina.6

Justamente esta es la esencia con la que se presenta esta
iniciativa, cuyo objetivo es sumar esfuerzos de apoyo ex post
a la detección y tratamiento del cáncer -en este caso de
pacientes niñas, niños y adolescentes- pues entre el 80 y 90
por ciento sobreviven más de 5 años después de detectada la
enfermedad.7

El Registro de Cáncer en Niños y Adolescentes (RCNA)8
revela que la tasa de Incidencia promedio nacional por millón
hasta el 2017 fue de 89.6%. Afectando principalmente a los
niños de entre 0 y 4 años como se observa a continuación.

El objetivo de esta iniciativa es incluir como parte de la
población vulnerable receptora de los programas sociales, a
los jefes o jefas de familia con hijos menores de 18 años que
padezcan algún tipo de cáncer y que sean atendidos en
instancias de salud pública y estén inscritos en el RCNA. De
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esta manera México estaría a la vanguardia con un
componente esencial para el cuidado y atención comprensiva
de las familias en estas circunstancias. 

Cabe recordar que hasta el 2018, de las 64 Unidades Médicas
Acreditadas9 (UMA) para la atención de esta enfermedad, en
54 se reportaron casos que requirieron usar -el ahora extinto-
Fondo de Protección contra Gastos Catastróficos (FPGC). 

En este contexto, se estima que el Centro Nacional para la
Salud de la Infancia y la Adolescencia10 no debe limitarse a
prevenir y promover la salud solamente a través de la
vacunación, sino ser eje rector de las políticas públicas de
salud que beneficien en lo que más apoyo demandan como es
el bolsillo de los padres y madres de familia de la niñez con
cáncer. 

Sería muy negativo para el país que el “Programa Cáncer en
la Infancia y la Adolescencia” solo sirva para diagnosticar la
enfermedad y luego los olvide. Por cierto, es menester
recordar que México está comprometido a cumplir -entre
otras- la meta 3.2 del “Objetivo 3 Salud y Bienestar” de los
Objetivos11 de Desarrollo Sostenible, para que en el 2030 se
ponga fin a las muertes evitables en etapas de recién nacidos
y antes de los 5 años.

En virtud de todo lo antes expuesto y atendiendo a los
principios de solidaridad, justicia distributiva y de interés
superior de la infancia12 previstos en las fracciones II, III y
XI del artículo 3 de la Ley General de Desarrollo Social, se
propone contemplar como grupo social de vulnerabilidad a
las jefas y jefes de familia con hijos menores de 18 años con
cáncer como beneficiarios de la Política de Desarrollo Social.
Para mayor ilustración de la propuesta, se presenta el
siguiente cuadro de reformas a los artículos 8, 21 y 50 de la
citada ley.

Por las razones antes expuestas someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 8 y la fracción
XI del artículo 50 y se adiciona un párrafo segundo al
artículo 21 de la Ley General de Desarrollo Social

Artículo Único. Se reforman el artículo 8 y la fracción XI del
artículo 50 y se adiciona un párrafo segundo al artículo 21 de
la Ley General de Desarrollo Social para quedar como sigue:



Artículo 8. Toda persona o grupo social en situación de
vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones y apoyos
tendientes a disminuir su desventaja, particularmente,
cuando se trate de mejorar la calidad de vida de las jefas
y los jefes de familia que estén al cuidado de personas
menores de 18 años inscritas en el Registro de Cáncer en
Niños y Adolescentes.

Artículo 21. La distribución de los fondos de aportaciones
federales y de los ramos generales relativos a los programas
sociales de educación, salud, alimentación, infraestructura
social y generación de empleos productivos y mejoramiento
del ingreso se hará con criterios de equidad y transparencia,
conforme a la normatividad aplicable.

Los fondos de aportaciones federales y los ramos
generales relativos a los programas sociales y de salud
deberán contemplar un apoyo económico gradual para
mejorar la calidad de vida de las jefas y los jefes de
familia que estén al cuidado de personas menores de 18
años inscritas en el Registro de Cáncer en Niños y
Adolescentes.

Artículo 50. La Comisión Nacional estará facultada para
atender la solicitud de colaboración de los sectores social y
privado cuando se traten asuntos de su interés o competencia,
y sus funciones son las siguientes:

I… a X…

XI. Proponer la creación de grupos de trabajo temáticos y
regionales para la atención de asuntos específicos, de
entre los cuales, se priorizará aquellos en beneficio del
interés superior de la infancia, particularmente,
cuando se trate de asuntos que coadyuven a mitigar las
desigualdades derivadas por asuntos de salud.

XII…

XIII…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal por conducto de las
secretarías de Salud, de Bienestar y de Hacienda y Crédito
Público preverá para el ejercicio fiscal 2021 los recursos

financieros para la implementación del apoyo económico
gradual y conforme a las posibilidades presupuestarias para
mejorar la calidad de vida de las jefas y los jefes de familia
que estén al cuidado de personas menores de 18 años
inscritas en el Registro de Cáncer en Niños y Adolescentes. 

Tercero. La Secretaría de Salud contará con 90 días
posteriores a la publicación del presente Decreto para
actualizar la base de datos del Registro de Cáncer en Niños y
Adolescentes con el objetivo de obtener el número oficial de
jefas y jefes de familia que estén al cuidado de personas
menores de 18 años inscritas en el Registro de Cáncer en
Niños y Adolescentes, mismas que gradualmente y conforme
a las posibilidades presupuestarias serán beneficiarias del
apoyo económico objeto del presente decreto.

Notas

1 Un gran ejemplo de que esto es cierto es el testimonio de la Asociación
Mexicana de Ayuda a Niños con Cáncer, pionera en difundir y hacer que
se involucre cada vez más gente en apoyar a estos pequeños. Una de sus
acciones más exitosas es “Corre con Causa” que hoy cuenta con el apoyo
del gran Maratón de la Ciudad de México. 

https://maraton.cdmx.gob.mx/corre-con-causa/

2 Inegi. Estadísticas a propósito del Día Mundial contra el Cáncer
(febrero 4). Comunicado de Prensa 61/18. 2018. Consultado el 20 de
marzo de 2020 en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2018/c
ancer2018_nal.pdf

3 Info-Cáncer México. Consultado en el portal electrónico: 

https://www.infocancer.org.mx/?c=vivir-con-cancer&a=el-cancer-en-
ninos-y-jovenes

4 OMS. Iniciativa Mundial para el Cáncer Infantil. Consultado el 20 de
marzo de 2020 en: 

https://www.who.int/cancer/childhood-cancer/en/

5 En México de acuerdo con las proyecciones de la Población de los
municipios de México 2010-2030 del Consejo Nacional de Población
hasta el 2018 la población de niños y adolescentes entre los 0 y los 19
años fue de 44,697,145, de los cuales 26,493,673 no tenían ningún tipo
de Seguridad Social.
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6 OMS. Informe sobre el Cáncer: establecer prioridades para invertir
sabiamente y brindar atención a todos. Ginebra, Suiza, 2020. Consultado
en: 

https://apps.who.int/iris/handle/10665/330745

7 Sociedad Americana contra el Cáncer. Tasas de supervivencia de las
leucemias en niños. Consultado en: 

https://www.cancer.org/es/cancer/leucemia-en-ninos/deteccion-
diagnostico-clasificacion-por-etapas/tasas-de-supervivencia.html

8 Consultado en: 

https://www.gob.mx/salud/censia/articulos/cancer-infantil-en-
mexico-130956?state=published

9 Directorio de UMA 2019 disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/454058/Directorio
_UMAS_15_04_19.pdf

10 Consultado en: 

https://www.gob.mx/salud/censia

11 Disponibles en: 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/

12 Derecho humano previsto en el párrafo noveno del artículo 4o. de la
Constitución de los Estados Unidos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de 2020.—
Diputado Óscar Jiménez Rayón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para
dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 18 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Óscar Jiménez
Rayón, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Óscar Jiménez Rayón, integrante del Grupo
Parlamentario del PRI en la LXIV Legislatura de la Cámara

de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de este pleno iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 18
de la Ley General de Desarrollo Social, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

En México, las políticas sociales han adquirido un lugar
central en la agenda pública como resultado de las
condiciones de pobreza y exclusión social en la que viven
millones de personas, lo que ha conllevado a la implantación
de una serie de políticas y programas para su atención.

Las políticas sociales son un tipo particular de políticas
públicas que tienen como principal objetivo crear
condiciones de equidad social, así como promover y
garantizar el ejercicio de los derechos sociales. Entre éstas
pueden mencionarse las políticas de salud, educación,
vivienda y recreación, las cuales se dirigen al conjunto de la
ciudadanía adoptando criterios de universalidad porque son
parte de la responsabilidad social del Estado.1

Un ejercicio retrospectivo de la política social en México,
permite inferir que el desarrollo social se cuenta entre los
propósitos básicos y principios rectores del proyecto de
nación contenido en la Constitución de 1917. Desde
entonces, los esfuerzos del Estado en materia de política
social como la educación y salud pública, la seguridad social,
la dotación de servicios se han multiplicado, aunque parecen
minúsculos frente a la extrema pobreza y la desigualdad que
van estrechamente ligados al desarrollo del país.2

El desarrollo estabilizador, que abarca el periodo 1956-1970,
fue favorable al crecimiento económico, pero no propició un
desarrollo social más homogéneo y equilibrado. El acelerado
crecimiento económico y de la urbanización, plantearon
mayores desafíos a la política social, lo que llevó al Estado a
formular los primeros programas de atención a grupos-
objetivo, en lo que constituye el inicio de la experiencia
mexicana reciente en el combate a la pobreza.

En 1971 se instauraron nuevos programas sectoriales como el
de Caminos de Mano de Obra; el de Unidades de Riego para
el Desarrollo Rural, y el de Atención a las Zonas Áridas e
Indígenas. En 1973 se creó el Programa de Inversiones
Públicas para el Desarrollo Rural, que en 1980 se redefiniría



como un Programa Integral para el Desarrollo Rural. En
enero de 1977, se creó la Coordinación General del Plan
Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados, a fin
de “articular acciones que permitieran que las zonas rurales
marginadas contaran con elementos materiales y de
organización suficiente para lograr una participación más
equitativa de la riqueza”.

El Sistema Alimentario Mexicano, instaurado en marzo de
1980, fue otro programa vinculado con la política social, que
pretendía combatir la pérdida de autosuficiencia alimentaria
en alimentos básicos y la pauperización de gran parte de la
población rural.

Sin embargo, el cambio estructural y ajuste económico de
principios de la década de los ochenta, provocaron una
revisión profunda de las políticas sociales. Ante la crisis
económica registrada en el país en 1982, se implementó un
programa de ajuste que implicó grandes recortes al gasto
gubernamental, incluyendo, el destinado al desarrollo social.
Los programas creados hasta entonces, fueron eliminados o
asimilados en parte a otras acciones del gobierno federal.

En 1988 se inició un nuevo periodo de programas específicos
de compensación y promoción social. El primero es el
Programa Nacional de Solidaridad, el cual planteó desde un
inicio, destinar el total de sus recursos a inversión social. Es
importante destacar que conforme se avanzó en la reforma
económica y se liberaron recursos, el gasto social aumentó:
en 1988 representaba 31.9 por ciento del gasto programable
y para 1993 era de 51.1. En 1994, el gasto social representó
54.5 del gasto público total.

En 1997 se inició el Programa de Educación, Salud y
Alimentación (Progresa), que proporcionaría un conjunto de
servicios de educación fundamentales para el desarrollo de
las capacidades de las familias en condiciones de pobreza
extrema. Busca sustituir el Pronasol, asegurar más eficiencia
en el gasto y más transparencia en su asignación. Progresa
planteó atender de manera simultánea y continua las
necesidades básicas de estas familias a efecto de que
pudieran desarrollar sus capacidades e insertarse pro-
ductivamente en la sociedad. La idea era articular la acción
asistencial con el desarrollo de capital humano.

La Secretaría de Desarrollo Social fue la responsable de la
coordinación general de este programa mediante la
Coordinación Nacional de Progresa, órgano creado con
objeto de formular, coordinar y evaluar su ejecución.

A partir del 2000, se inaugura una nueva generación de
políticas sociales en el país para dar continuidad a aquellos
programas que han tenido éxito anteriormente, pero
complementándolos con acciones dirigidas a atacar las
causas y no solo las manifestaciones de la pobreza. Desde
entonces, un rasgo importante de la política social es el
avance en la medición y conceptualización de la pobreza. Al
respecto, la Secretaría de Desarrollo Social convoca a un
grupo plural de especialistas para conformar el Comité
Técnico de Medición de la Pobreza, a fin de discutir la
metodología para construir el índice de pobreza que será
empleado para evaluar la evolución de la misma como el
impacto de las acciones gubernamentales para erradicarla.

Entre otros esfuerzos relevantes, se amplió el Progresa y se
transformó en Oportunidades, se mantiene el programa
Crédito a la Palabra y se creó el Seguro Popular de Salud.

El programa de Desarrollo Humano Oportunidades se creó
en marzo de 2002 y fue operado por la Secretaría de
Desarrollo Social. Apoyó a las familias que viven en
situación de pobreza a mejorar las capacidades de
alimentación, salud y educación, otorgando recursos
económicos y servicios. Los beneficiarios serán las familias
que vivían en marginación y pobreza sin poder atender sus
necesidades de educación, salud y alimentación. Se
proporcionaban apoyos monetarios directos, becas y
acciones de salud, que formaban los tres componentes del
programa.3

En 2002, Oportunidades alcanzó una cobertura de 4.2
millones de familias y el programa buscó generar activos
para la superación de la pobreza por la vía de elevar la
educación, los niveles de salud y nutrición de las familias
mediante una transferencia monetaria y suplementos
alimenticios condicionados a la asistencia de las niñas y de
los niños a la escuela así como la supervisión de sus niveles
de vida.

Cabe destacar que el programa Oportunidades recibió elogios
de organismos nacionales e internacionales como la ONU, la
UNESCO, el Banco Mundial, el Banco de México y de ex
presidentes, y llegó a inspirar al ex alcalde de Nueva York,
Michael Bloomberg, para lanzar un programa similar en
Estados Unidos, llamado Opportunity NYC: Family
Rewards.

Por ejemplo, el presidente del Banco Mundial, Robert
Zoellick, señaló “es un ejemplo de la amplia respuesta que
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deben tener los gobiernos ante crisis financieras.
Oportunidades ha hecho más por las mujeres mexicanas que
ningún otro en la historia del país”.4

De acuerdo con especialistas fue uno de los instrumentos más
representativos de la política social para el combate contra la
pobreza. El Programa Oportunidades tuvo un conjunto
importante de evaluaciones de impacto, que llevaron en su
momento a considerarlo como uno de los más representativos
de los programas de transferencias monetarias condicionadas
en México y en América Latina.5

Es importante subrayar que este programa tuvo constantes
evaluaciones, y se desarrollaron ejercicios de evaluación de
impacto, donde se documentó que tuvo resultados que
mostraron mejoras en los indicadores de bienestar en los
hogares de la población beneficiada.

En 2014, el gobierno federal anunció la transformación del
Programa Oportunidades a Prospera, Programa de Inclusión
Social, el cual ofreció dos esquemas de apoyo: (i) el Esquema
de Apoyos con Corresponsabilidad, en el que las familias
pueden recibir los apoyos de todos los componentes del
programa debido a que la cobertura y capacidad de atención
de los servicios de educación y salud permiten operar de
forma simultánea los componentes educativo, de salud y
alimentario; y (ii) el Esquema de Apoyos sin
Corresponsabilidad, en el que la cobertura y capacidad de
atención de los servicios de educación y salud no permiten
operar de forma simultánea los componentes educativo, de
salud y alimentario, por lo cual las familias solo pueden
recibir los apoyos de los componentes alimentario, de
vinculación y de educación superior, sin estar sujetas a
acciones de corresponsabilidad para recibir los apoyos del
programa.

Dicho programa complementa sus acciones con otros
programas sociales que ofrecen acceso a servicios básicos
(Programa para el Desarrollo de Zonas Prioritarias, Programa
de Fomento a la Urbanización Rural), vivienda (Programa
Vivienda Digna, Programa Vivienda Rural) y seguridad
social (Estancias Infantiles, Seguro de Vida para Jefas de
Familia, Programa de Pensión para Adultos Mayores).6

Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (Coneval), su objetivo es contribuir a
fortalecer el cumplimiento efectivo de los derechos sociales
que potencien las capacidades de las personas en situación de
pobreza, a través de acciones que amplíen sus capacidades en
alimentación, salud, educación y mejoren su acceso a otras

dimensiones del bienestar. Los bienes y servicios que ofrece
se dividen en los siguientes componentes:

1. Alimentario (apoyos monetarios mensuales);

2. Salud (acciones de promoción de la salud y apoyo
monetario mensual para adultos mayores, en tanto no sean
atendidos por el Programa Pensión para Adultos
Mayores),7

3. Educación (becas con entrega bimestral y apoyo para
útiles escolares); y

4. Vinculación, a través de esquemas de inclusión social,
laboral, financiera y productiva.

El esquema de apoyo alimentario opera con y sin
corresponsabilidad: bajo el primer esquema, las familias
adquieren compromisos relacionados con la asistencia
escolar y acciones de salud para consultas médicas,
autocuidado y asesorías nutricionales, cuyo cumplimiento les
permite acceder a los apoyos educativos y desalud.8

En 2017, la cobertura del programa Prospera se extendía a las
32 entidades federativas, en beneficio de 26 millones 793 mil
180 personas; Chiapas era la entidad federativa con mayor
población atendida, con 11.52 por ciento.

No obstante, los resultados positivos de este programa, el
actual gobierno federal decide desaparecer la Coordinación
Nacional de Prospera Inclusión Social, creada en 2014. En su
lugar, se creó la Coordinación Nacional de Becas para el
Bienestar Benito Juárez, como un organismo administrativo
desconcentrado,9 el cual se encarga de coordinar el Programa
Nacional de Becas de educación básica y media superior y
superior, Beca Universal para Estudiantes de Educación
Media Superior Benito Juárez, Jóvenes Construyendo el
Futuro componente educativo, y Prospera Programa de
Inclusión Social.

El cimiento de la política social de la presente administración
es impulsar el desarrollo sostenible como un factor
indispensable del bienestar. Para tal fin, propuso una serie de
programas, que son los siguientes:

1. El Programa para el Bienestar de las Personas Adultas
Mayores;

2. El Programa Pensión para el Bienestar de las Personas
con Discapacidad;



3. El Programa Nacional de Becas para el Bienestar
Benito Juárez;

4. Jóvenes Construyendo Futuro;

5. Jóvenes escribiendo el Futuro;

6. Sembrando Vida;

7. El Programa Nacional de Reconstrucción;

8. Desarrollo Urbano y Vivienda; y

9. Tandas para el bienestar.10

Es importante señalar que, si bien estos programas sociales
llevan prácticamente un año de que arrancaron a nivel
nacional -valga decirlo de paso que, por cierto, sin reglas de
operación- no existe evidencia empírica pública que permita
dar seguimiento a sus resultados en términos de objetivos,
metas e impacto en la población, sobre todo, en los más
pobres, sector al cual están básicamente focalizados.

Por el contrario, de acuerdo con diferentes medios de
comunicación, los programas presentan diversas
irregularidades en su instrumentación, relacionadas con la
atención de la población objetivo, las metas establecidas y el
uso transparente de los recursos públicos, entre otras
cuestiones centrales.

Por ejemplo, en el caso de uno de los programas estelares del
gobierno, como es Jóvenes Construyendo el Futuro, brilla
por su opacidad e irregularidades. Nombres falsos,
identidades duplicadas y patrones de registro inverosímiles
abundan en el padrón de 900 mil personas del programa. La
organización Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad
reveló que diariamente el padrón de beneficiarios de este
programa dirigido a jóvenes “nini” inexplicablemente creció
de manera constante, es decir el mismo número de becarios
cada día, todos de la misma edad y sexo, lo cual es
estadísticamente imposible11 Éste es sólo un ejemplo de las
fallas que están registrando los programas.

En general, se trata de programas meramente asistencialistas,
que están sustentados en criterios más políticos que técnicos,
no fueron diseñados y elaborados con base en diagnósticos
objetivos de cada una de las problemáticas y, por ende, no
están planteando políticas viables para su atención.

Es fundamental que la asignación de recursos públicos a los
diferentes programas sociales, se haga a partir de la evidencia
generada en los estudios y evaluaciones emitidos por el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo
Social.

La política social permite hacer efectivo el ejercicio de los
derechos fundamentales de los individuos, que les permitan
su desarrollo pleno y acceder a un mejor bienestar y calidad
de vida.

El Estado mexicano tiene la obligación de garantizar los
derechos fundamentales de la población, en materia de salud,
educación, servicios básicos, seguridad, empleos y vivienda
dignos, principalmente.

La Ley General de Desarrollo Social tiene como principales
objetivos los siguientes: Garantizar el pleno ejercicio de los
derechos sociales consagrados en la Constitución Política,
asegurando el acceso de toda la población al desarrollo
social; señalar las obligaciones del gobierno, establecer las
instituciones responsables del desarrollo social y definir los
principios y lineamientos generales a los que debe sujetarse
la Política Nacional de Desarrollo Social; establecer un
Sistema Nacional de Desarrollo Social; determinar la
competencia de los gobiernos municipales, de las entidades
federativas y del gobierno federal en materia de desarrollo,
así como las bases para la concertación de acciones con los
sectores social y privado; fomentar el sector social de la
economía; regular y garantizar la prestación de los bienes y
servicios contenidos en los programas sociales; establecer
mecanismos de evaluación y seguimiento de los programas
de la Política Nacional de Desarrollo Social, princi-
palmente.12

La LGDS determinó la creación del Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, cuyo objeto es
normar y coordinar la evaluación de las políticas y programas
de desarrollo social que ejecuten las dependencias públicas, y
establecer los lineamientos y criterios para la definición,
identificación y medición de la pobreza. Entre sus funciones
primordiales, se encuentran revisar periódicamente el
cumplimiento del objetivo social de los programas, metas y
acciones de la política de desarrollo social, para corregirlos,
modificarlos, adicionarlos, reorientarlos o suspenderlos total
o parcialmente.13

El Coneval lleva a cabo las evaluaciones a programas y
políticas de desarrollo social para cumplir con los siguientes
objetivos:
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• Proveer información válida y confiable que apoye el
análisis de la política de desarrollo social y la mejora
continua de los programas, y que contribuya a que las
autoridades articulen políticas públicas que brinden
resultados, y

• Contribuir a la transparencia y a la rendición de cuentas
al informar a la ciudadanía, quien aporta los recursos para
la ejecución de la política social, sobre los resultados de
las diferentes acciones de política social.14

Esta iniciativa pretende reformar la Ley General de
Desarrollo Social a fin de que la asignación de los montos
presupuestales para los programas, fondos y recursos
destinados al desarrollo social, que son prioritarios y, por
ende, objeto de seguimiento y evaluación, se haga a partir de
la evidencia generada en los estudios y evaluaciones emitidos
por el Consejo Nacional de Evaluación.

Decreto por el que se reforma el artículo 18 de la Ley
General de Desarrollo Social

Único. Se reforma el artículo 18 de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados al
desarrollo social son prioritarios y de interés público, por lo
cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuerdo con
esta Ley; y no podrán sufrir disminuciones en sus montos
presupuestales, excepto en los casos y términos que
establezca la Cámara de Diputados al aprobar el Presupuesto
de Egresos de la Federación, a partir de la evidencia
generada en los estudios y evaluaciones emitidos por el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-
74252008000400007

2 http://www.pued.unam.mx/cordera/1-Pol_Soc/pol_soc/politicamode-
rna.pdf

3 http://www.sedesol.gob.mx/work/models/SEDESOL/Transparencia/T
ransparenciaFocalizada/Programas_Sociales/pdf/oportunidades.pdf

4 https://www.milenio.com/politica/oportunidades-fue-reconocido-mun-
dialmente

5 https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S018508491730049X

6 https://dds.cepal.org/bpsnc/programa?id=92

7 https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/IEPSM/Documents/Fichas-
Monitoreo-y-Evaluacion-2017-2018.pdf

8 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5561693&fecha=
31/05/2019

9 https://lopezobrador.org.mx/wp-content/uploads/2019/05/PLAN-NA-
CIONAL-DE-DESARROLLO-2019-2024.pdf

10 https://blogdelregio.com/2019/09/exhiben-irregularidades-en-progra-
ma-social-jovenes- construyendo-el-futuro-de-amlo/

11 https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/NME/Documents/Ley_Ge-
neral_de_Desarrollo_Social.pdf

12 https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/NME/Paginas/LeyGeneral.
aspx

13 https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/Paginas/Proceso-de-Evalua-
cion.aspx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de 2020.—
Diputado Óscar Jiménez Rayón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para
dictamen.



LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a cargo del diputado Jorge Romero Herrera, del
Grupo Parlamentario del PAN

El diputado Jorge Romero Herrera, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIV
Legislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 6, numeral 1, fracción I, 62, numeral 2, y 77, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta honorable asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversos artículos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, lo anterior,
al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La contaminación del agua de los ríos de México ha crecido
a niveles alarmantes en las últimas dos décadas, la descarga
irresponsable de los residuos industriales, así como de las
aguas negras por parte de algunas autoridades municipales,
además del desplazamiento de fertilizantes agrícolas por sus
cauces, se ven reflejados, incluso, en la contaminación
marina, sin embargo, parece que se nos olvida que nada en el
mundo funciona sin agua, ni en los ecosistemas naturales, ni
en la agricultura, en las ciudades ni en el cuerpo humano.
Todos los procesos vitales de nuestro planeta dependen,
directa o indirectamente, de esta sustancia1. Situación que
motiva al Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
a presentar una reforma federal que establezca un modelo
para estimular la participación social en programas de
remediación de la calidad de agua de los ríos de México, en
los distintos órdenes gubernamentales como en la iniciativa
privada.

En esta legislatura impulsamos dentro de nuestra plataforma
electoral ideas para que México logre un desarrollo
económico con crecimiento, inclusión social y sostenibilidad.
A partir de reconocer que nuestro país, junto con Brasil y
Colombia a nivel latinoamericano, es uno de los de mayor
variedad de ecosistemas terrestres y acuáticos2, lo que hace a
nuestra biodiversidad indispensable para la preservación de
la vida tal y como la conocemos en la actualidad; sin
embargo, de seguir agrediendo, sobreexplotando,
destruyendo el hábitat, desviando a capricho humano los

cauces e introduciendo especies exóticas ajenas dentro de las
aguas dulces de los ríos, arroyos y riachuelos se acelerarán
los fenómenos relacionados con el cambio climático. Basta
revisar los resultados de un estudio realizado por la Unión
Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN)
y el ABQ Biopark, donde afirman que 39 por ciento de los
peces de agua dulce en México están en peligro de
extinción3, lo que con toda seguridad alterará más la
biodiversidad y calidad del agua de nuestro país, pues la
fauna y flora determinan el sano equilibro del medio
ambiente.

El papel que juega el sector industrial dentro del problema del
agua es alarmante, por citar un ejemplo, tan sólo en 2014 la
minería extrajo casi 437 millones de metros cúbicos de agua
en nuestro país. Esta cantidad de agua es el equivalente a las
necesidades humanas de toda la población de Baja California
Sur, Colima, Campeche y Nayarit durante el mismo periodo4.
La mala distribución del recurso hídrico afecta de manera
considerable a todos los sectores de la producción, este
problema se presenta en todos los ámbitos, ya sea en las
regiones del país con fuerte producción agrícola, como en las
zonas industriales y las grandes áreas metropolitanas. El
problema del agua es transversal.

El crecimiento demográfico de los años ochenta a la fecha ha
propiciado un desarrollo urbano e industrial despropor-
cionado y en algunos casos, irregular, colocando grandes
concentraciones de personas o industrias en zonas con
reservas acuíferas inferiores a las que estas demandas para su
operación cotidiana. A su vez, la falta de conciencia social
relacionada al consumo exacerbado de bienes no necesarios
acelera la explotación inmoderada de todos los recursos
naturales que nos han conducido a esta alteración del
ecosistema, y para nuestra desgracia, está impactando en la
calidad y cantidad de agua proveniente de ríos, que son de
vital importancia para preservar nuestra salud y sano
desarrollo, basta observar la siguiente tabla poblacional para
dimensionar lo aquí mencionado. (Figura 1)5
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En la Encuesta Intercensal 2015, realizada por el Inegi6, se
contaron 119 millones 938 mil 473 habitantes en México, lo
que nos convierte en la onceava nación más poblada sobre la
tierra. Es evidente que mayor población, crece la necesidad
de generar más empleo, por lo que necesitamos de la
industria. Pero lo que necesitamos es una industria
responsable con el equilibrio ecológico, ya que en años
anteriores el fenómeno demográfico empujó a que gobiernos
de los tres niveles permitieran que empresas nacionales y
extranjeras instalaran en suelo mexicano patios y naves
industriales sin un enfoque institucional de responsabilidad
social y ecológica, lo que ha incrementado la contaminación
de las aguas dulces y alteración de la biodiversidad.

En este sentido, el nivel de población que hemos alcanzado
en México y la concentración inequitativa dentro del
territorio nacional, ha modificado negativamente la calidad
del agua, como prueba de ello, en marzo de este año, la
Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales
reconoció que en nuestro país el 70 por ciento de los ríos y
cuencas padecen de algún grado de contaminación, situación
que se ha vuelto un proceso histórico que no es atendido,
problema que afecta en mayor medida al suministro de agua
en las zonas metropolitanas de Ciudad de México, Puebla,
Monterrey, Guadalajara, Toluca, Juárez y León por citar
algunas, en temporadas como primavera y verano, los
organismos encargados de la distribución del agua potable,
tienen que racionalizarla mediante la imposición de horarios

para que el abastecimiento no baje a cero en determinado
momento, pues las áreas agrícolas y ganaderas cercanas a
estos polos poblacionales, deben acelerar la producción para
garantizar el abasto de alimento, lo que ha provocado que el
consumo del recurso hídrico sea superior al ciclo natural que
requiere para autogenerarse7.

A partir de 1990 los ecólogos William Ress y Mathis
Wackernagel acuñaron el concepto de huella ecológica8,
descripción científica que sirve para conocer el grado de
impacto ambiental y desgaste de los recursos naturales que
ejercen los asentamientos humanos, personas,
organizaciones, regiones o ciudades sobre el ambiente, pero
sobre todo, la huella ecológica identifica la cantidad de
kilómetros cuadrados que necesita el ser humano para
producir los bienes que garanticen la supervivencia de la
especie humana y animal, así como el tiempo que el planeta
necesita para absorber todos los residuos orgánicos,
inorgánicos, químicos y sintéticos que provoca, estudiando si
está garantizada la conservación o remediación de suelo,
subsuelo, mares, depósitos de agua dulce y aire; sin dejar
pasar el análisis de las condiciones de las tierras para cultivo
y pastoreo; bosques de los que se dispone madera y resinas;
mares y ríos para la obtención de fauna acuática; así como de
los espacios donde se construyen vivienda, infraestructura
comercial, industrial, social y carretera, sin descuidar los
espacios que sirven como depósitos de basura y residuos
industriales.

El agua es el epicentro que garantiza el crecimiento
sostenible y es fundamental para el desarrollo
socioeconómico, la energía, la producción de alimentos, y la
preservación de los ecosistemas, pero sobretodo, es esencial
para la supervivencia de los seres humanos. El agua también
forma parte crucial de la adaptación al cambio climático, y es
un decisivo vínculo entre la sociedad y el medioambiente9,
en el caso mexicano, vale la pena citar que los estados que
podrían colapsar en los próximos años a causa de la escasez
de agua son Baja California Sur, Guanajuato, Ciudad de
México, Aguascalientes, estado de México, Querétaro,
Hidalgo, Chihuahua, Zacatecas, Sonora, Sinaloa y Nuevo
León entidades federativas que forman parte de las siguientes
regiones hidrológico-administrativas de la Comisión
Nacional del Agua:

I Península de Baja California;

II Noroeste;

III Pacífico Norte;



VI Río Bravo;

VII Cuencas Centrales del Norte;

VIII Lerma Santiago-Pacífico;

IX Golfo Norte.

Las cuales podemos apreciar en el mapa siguiente. (Figura
2)10

Lo anterior nos coloca en un escenario de alto riesgo en
relación con la supervivencia de más de dos tercios de la
población del país, el tema no es menor, por lo que el Estado
mexicano está obligado a elevar el papel que juegan las
políticas económicas ambientales en la protección ambiental.
Estas podrían resumirse en cinco grandes vertientes:

a. Compensación ecológica,

b. Política de pago de emisiones de residuos,

c. Impuesto ambiental,

d. Políticas de finanza verde y políticas de comercio verde,
y

e. Política de precios de recursos ambientales.

Nuestra propuesta se encuentra dentro del primero de los
rubros, al buscar a través de medidas compensatorias,
estimular que los tres órdenes de gobierno y el sector
económico participen en la conservación de los ríos y
afluentes de agua en el territorio nacional en colaboración
con la iniciativa privada.

El desarrollo económico no debe estar contrapuesto con la
conservación del medio ambiente, en países con economías
pujantes sustentadas en la producción y la industria se han
logrado establecer políticas públicas, medidas regulatorias y
compensatorias entre las provincias, para mitigar las
afectaciones a los afluentes y ríos que circulan a través de una
nación y que distribuyen el vital líquido entre distintas
regiones. Inclusive en países como China, se han establecido
convenios entre provincias sobre el tratamiento de agua de
río. Mediante estándares en la calidad de agua, las provincias
que se encuentran primero en el cauce del río pagan
compensación a las subsecuentes si la calidad no es la
pactada; el pago compensatorio lo realiza, por decirlo de una
forma, la provincia río arriba a la que se encuentra río
abajo11.

Por su parte, el gobierno central apoya con un subsidio a las
provincias que se encuentran río arriba como estímulo para
que en sus políticas públicas mejoren la calidad de agua.
Esto, en colaboración con las empresas que radican en su
territorio.

El marco constitucional mexicano permite que dentro de los
parámetros de convencionalidad se planteen iniciativas
novedosas que permitan transitar hacia un desarrollo
sustentable. Las dependencias encargadas de la conservación
del medio ambiente deben dejar de estar en segundo plano y
convertirse en las que planteen el hilo conductor de la política
económica y social mexicana de manera transversal, al
utilizar herramientas de política ambiental como clave para
lograr una gobernanza ambiental, en las que:

• Se evalúe permanentemente el nivel de contaminación
en el agua.

• Se establezcan medidores de la calidad el agua, a través
del sorteo de puntos específicos y se reubiquen
aleatoriamente.

• Las empresas con emisiones contaminantes cuenten con
instrumentos digitales que monitoreen los índices de
dichas emisiones en todo momento.

En México estamos obligados desde el parlamento a
impulsar una estrategia nacional de civilización ecológica, es
por eso que a través de esta reforma se propone establecer
que los municipios por los que atraviesan los cauces de los
ríos se integren en un modelo federalista que implemente
medidas de conservación y mejoramiento de la calidad del
agua; que con mecanismos de estímulo y compensación entre
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municipios se establezcan parámetros de mejora de la calidad
del agua que reciben; y se fortalezcan facultades en los tres
órdenes de gobierno para sancionar a los particulares,
principalmente a las empresas, que no cumplan con las
políticas de tratamiento de aguas residuales y manejo de
residuos sólidos.

Lo dispuesto por el artículo 115 constitucional en relación
con el 27 del máximo ordenamiento, nos permite hacer el
planteamiento jurídico que aquí se plasma. En estricto
respeto a la división de poderes y al ámbito competencial de
los municipios, los estados y la federación, es que resulta
posible llevar a cabo la presente reforma.

Para mayor referencia, se expone un cuadro comparativo de
las adiciones que se proponen dentro del título relativo a la
Protección al Ambiente, en particular en el capítulo de la
Prevención y Control de la Contaminación del Agua y de los
Ecosistemas Acuáticos de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

Por todo ello, se somete a la consideración del pleno de esta
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos
artículos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente en materia de protección de los
ríos y sus afluentes

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 117 Bis y se
reforman los artículos 118 y 119 Bis de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 117 Bis. Los municipios en los que se encuentre
el cauce de un río o sus afluentes deberán establecer
convenios de colaboración entre ellos, entre estos y los
Estados, y entre los anteriores y la Federación, para
fortalecer las medidas de conservación y mejoramiento
de la calidad del agua de los ríos y sus afluentes, con
mecanismos de estímulo y compensación a los
parámetros de mejora de la calidad del agua, así como al
tratamiento de las aguas residuales. Dichos convenios
fortalecerán el intercambio de información entre los tres
órdenes de gobierno para facilitar la imposición de
sanciones a los particulares, que incumplan con las
políticas de tratamiento de aguas residuales y manejo de
residuos sólidos.

Artículo 118. Los criterios para la prevención y control de la
contaminación del agua, así como los criterios establecidos
para los convenios de colaboración entre los distintos
órdenes de gobierno, serán considerados en:

I. …

…



VII. …

Artículo 119 Bis. En materia de prevención y control de la
contaminación del agua, corresponde a los gobiernos de las
entidades federativas y de los Municipios, por sí o a través de
sus organismos públicos que administren el agua, de
conformidad con la distribución de competencias establecida
en esta ley y conforme lo dispongan sus leyes locales en la
materia: 

I. a IV. …

Los convenios de colaboración a que hace referencia el
artículo 117 Bis contemplarán mecanismos de
participación de la sociedad civil y los particulares que
generan descargas de aguas residuales, para mitigar
de manera paulatina el impacto ambiental en los ríos y
sus afluentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La federación, los estados y los municipios que se
encuentren en el supuesto que contempla el presente decreto,
deberán celebrar los convenios de colaboración atinentes
dentro de los 180 días posteriores a su entrada en vigor.

Tercero. El Congreso de la Unión establecerá estímulos
fiscales en el ejercicio fiscal 2022 a los particulares que
implementen tecnologías encaminadas a la conservación de
los ríos, sus afluentes y al tratamiento de aguas residuales, en
los términos de los convenios de colaboración a que hace
referencia el presente decreto.

Notas

1 Sandoval Moreno Adriana, Estudio sobre la protección de ríos, lagos y
acuíferos desde la perspectiva de los derechos humanos 2018,
Universidad Nacional Autónoma De México, Comisión Nacional de
Derechos Humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, 2018
página 32.

2 Dinerstein, E., D.M. Olson, D.J. Graham, A.L. Webster, S.A. Primm,
M.P. Bookbinder y G. Ledec. Conservation assessment of the terrestrial

ecoregions of Latin America and the Caribbean. The WB/The WWF.
Washington, D. C. 1995.

3 Con información de 

https://www.infobae.com/america/mexico/2020/05/15/536-especies-
de-agua-dulce-en-mexico-estan-en-peligro-de-extincion/

4 Con información de 

https://cartocritica.org.mx/2016/concesiones-de-agua-para-las-
mineras/

5 Atlas del Agua en México 2018, Comisión Nacional del Agua, Ciudad
de México, 2018, pág. 10, en 

http://sina.conagua.gob.mx/publicaciones/AAM_2018.pdf

6 Consultar en 

https://www.inegi.org.mx/temas/estructura/

7 Consultar en 

https://elpopular.mx/secciones/nacional/2020/03/07/en-mexico-70-
por-ciento-de-los-rios-padecen-contaminacion

8 Lara Arzate Javier, Falfán Velázquez Leonarda, Villa Gutiérrez Adriana,
Cuadernos de divulgación ambiental, Huella ecológica, datos y rostros,
Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2012, página 5.

9 Consultar en 

https://www.un.org/es/sections/issues-depth/water/index.html

10 Atlas del Agua en México 2018, Comisión Nacional del Agua, Ciudad
de México, 2018, pág. 15, en 

http://sina.conagua.gob.mx/publicaciones/AAM_2018.pdf

11 Seminario China-México. Construcción de Capacidades de Gobierno
para Servidores Públicos de México, Chinese Academy of Gobernance,
INAP, AC, octubre 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México a 10 de
noviembre de 2020.— Diputado Jorge Romero Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente,
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, para dictamen.
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LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES, 
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 

Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y
CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes Generales de Bienes Nacionales, y del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, así como del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Diego Eduardo del
Bosque Villarreal, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Diego Eduardo del Bosque Villarreal, diputado
Federal en la LXIV Legislatura de la Cámara del honorable
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo establecido en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del pleno de esta soberanía, la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que adiciona un
párrafo segundo, recorriéndose los subsecuentes y se
reforma el tercer párrafo del artículo 120, se adiciona el
artículo 155, ambos de la Ley General de Bienes
Nacionales; se reforma la fracción V del artículo 11 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente; y, se reforma el primer párrafo del artículo
416 del Código Penal Federal, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

México tiene una extensión costera terrestre de 430 mil km2,
siendo que, de las 32 entidades federativas, 17 cuentan en
total con 11 mil 122 km de longitud de costa, sin considerar
el territorio insular, siendo 263 los municipios costeros y 150
con frente al mar, lo que lo convierte en uno de los países más
privilegiados por su extensión costera, lo que implica grandes
retos. Ejemplo de lo anterior, son las siguientes imágenes y
noticias de recién publicación: 

La problemática se agrava si se considera el arrastre de
basura que tienen las corrientes de ríos, lagos y laguna, así
como las marinas. 

Lo anterior genera una cadena de consecuencias que van
desde la contaminación del mar, desarrollo de plagas, malos
olores, hasta que se produzca la muerte de especies por
consumo de residuos de diversa índole.

No obstante lo anterior, mucha de la problemática actual
surge de la conducta humana, falta de conciencia ambiental y
conocimiento de las consecuencias de omitir un acto tan
sencillo como llevarse la basura de las playas que visitan, así
como depositarla en los contenedores existentes para ello. Sin
dejar de considerar y mencionar la necesidad de cambiar
nuestros hábitos de consumo.

Marco jurídico aplicable

En términos de la Ley General de Bienes Nacionales
(LGBN), son bienes de uso común y, por tanto, bienes
nacionales, entre otros, las playas marítimas, entendiéndose
por estas, las partes de tierra que por virtud de la marea cubre
y descubre el agua, desde los límites de mayor reflujo hasta
los límites de mayor flujo anuales, así como la zona federal
marítimo terrestre (Zofemat), la cual cuando la costa presente
playas, estará constituida por la faja de veinte metros de
ancho de tierra firme, transitable y contigua a dichas playas.



Es la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
(Semarnat), la que ejerce la posesión y propiedad de la nación
en las playas, zona federal marítimo terrestre y terrenos
ganados al mar (artículo 32 bis fracción VIII de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal), siendo la
misma Semarnat a quien de conformidad con el artículo XI
fracción V de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, corresponde el control de acciones
para la protección, preservación y restauración del equilibrio
ecológico y la protección al ambiente en la zona federal
marítimo terrestre. 

Ahora bien, en materia de Residuos, la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, es claro que
la distribución de competencias de manera general
corresponde a la siguiente: 

-Federación – Residuos Peligrosos (RP)
-Estados – Residuos de Manejo Especial (RME)
-Municipios – Residuos Sólidos Urbanos (RSU)

Son justamente los RSU, los residuos a los que se refiere la
problemática abordada en la presente iniciativa, pues es la

basura que dejan las personas al visitar nuestras playas, la que
se pretende evitar se deje o tire. Y es que si bien municipios
como Mazatlán, sancionan que se tire basura en las playas, lo
cierto es que como ya se indicó son 263 municipios los que
cuentan con costas, sin dejar de mencionar que tanto la
Zofemat como las playas marítimas son bienes de
jurisdicción federal. 

En este contexto, la presente iniciativa tiene por finalidad
sancionar el hecho de que las personas dejen o tiren residuos
sólidos urbanos, de manejo especial o peligrosos, en las
playas marítimas y la zona federal marítimo terrestre, lo
anterior con la intención de desincentivar dicha conducta, y
por el contrario, promover una mejor gestión y manejo de
ellos, promoviendo y facilitando la coordinación entre los
diversos niveles de gobierno en la materia. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que adiciona un párrafo segundo,
recorriéndose los subsecuentes, y se reforma el tercer
párrafo del artículo 120 y se adiciona el artículo 155,
ambos de la Ley General de Bienes Nacionales; se
reforma la fracción V del artículo 11 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; y, se
reforma el primer párrafo del artículo 416 del Código
Penal Federal

Primero. Se adiciona un párrafo segundo, recorriéndose los
subsecuentes, al artículo 120 de la Ley General de Bienes
Nacionales, y se modifica su tercer párrafo. Asimismo, se
adiciona un artículo 155 a la referida Ley, para quedar como
sigue:

Artículo 120. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, promoverá el uso
y aprovechamiento sustentables de la zona federal marítimo
terrestre y los terrenos ganados al mar. Con este objetivo,
dicha dependencia, previamente, en coordinación con las
demás que conforme a la materia deban intervenir,
establecerá las normas y políticas aplicables, considerando
los planes y programas de desarrollo urbano, el ordenamiento
ecológico, la satisfacción de los requerimientos de la
navegación y el comercio marítimo, la defensa del país, el
impulso a las actividades de pesca y acuacultura, así como el
fomento de las actividades turísticas y recreativas. 
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Queda prohibido dejar o tirar residuos cualquiera que
sea su naturaleza, en las playas marítimas y zona federal
marítimo terrestre.

El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, podrá celebrar convenios o
acuerdos de coordinación con el objeto de que los gobiernos
de los estados y los municipios, en su caso, administren,
conserven y vigilen dichos bienes, así como sancionen la
conducta a la que se refiere el presente artículo. 

Dichas facultades serán ejercidas conforme a lo dispuesto en
esta Ley y demás disposiciones federales y locales aplicables,
así como en aquéllas que de las mismas deriven. 

En contra de los actos que emitan los gobiernos de los estados
y, en su caso, de sus municipios, en ejercicio de las facultades
que asuman de conformidad con este precepto respecto de los
particulares, procederán los recursos y medios de defensa
establecidos en la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo.

Artículo 155. Se sancionará con multa de cien veces la
Unidad de Medida y Actualización vigente a quien deje o
tire residuos, cualquiera que sea su naturaleza, en las
playas marítimas y la zona federal marítimo terrestre.

Para el caso de titulares de concesiones de la zona federal
marítimo terrestre, deberán colocar anuncios promo-
viendo no tirar o dejar residuos.

Segundo. Se reforma la fracción V del artículo 11 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 11. La Federación, por conducto de la Secretaría,
podrá suscribir convenios o acuerdos de coordinación, con el
objeto de que los gobiernos de las entidades federativas, con
la participación, en su caso, de sus Municipios o demarcación
territorial de la Ciudad de México, asuman las siguientes
facultades, en el ámbito de su jurisdicción territorial:

I a IV. …

V. El control de acciones para la protección, preservación
y restauración del equilibrio ecológico y la protección al
ambiente en las playas marítimas, zona federal marítimo

terrestre, así como en la zona federal de los cuerpos de
agua considerados como nacionales;

VI a IX. 

Tercero. Se reforma el primer párrafo del artículo 416 del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 416. Se impondrá pena de uno a nueve años de
prisión y de trescientos a tres mil días multa, al que
ilícitamente descargue, deposite, o infiltre, lo autorice u
ordene, aguas residuales, líquidos químicos o bioquímicos,
desechos o contaminantes en los suelos, subsuelos, playas
marítimas, zona federal marítimo terrestre, aguas
marinas, ríos, cuencas, vasos o demás depósitos o corrientes
de agua de competencia federal, que cause un riesgo de daño
o dañe a los recursos naturales, a la flora, a la fauna, a la
calidad del agua, a los ecosistemas o al ambiente. 

Cuando se trate de aguas que se encuentren depositadas,
fluyan en o hacia una área natural protegida, la prisión se
elevará hasta tres años más y la pena económica hasta mil
días multa.

Transitorios

Primero. El presente decreto entra en vigor, el día hábil
siguiente a su publicación.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, en coordinación con la Secretaría de Turismo,
llevará a cabo campañas de difusión y concientización para
prevenir y evitar que las personas tiren y dejen basura en las
playas marítimas y zona federal marítimo terrestre.

Nota

1 http://dgeiawf.semarnat.gob.mx:8080/ibi_apps/WFServlet?IBIF_ex=
D4_R_ZOFEMAT00_02&IBIC_user=dgeia_mce&IBIC_pass=dgeia_
mce

Referencias de las imágenes

https://heraldodemexico.com.mx/nacional/2019/4/6/basura-en-playas-
mexicanas-aumenta-en-vacaciones-el-plastico-es-el-mayor-residuo-
86035.html

https://www.elsoldemazatlan.com.mx/local/piden-aplicar-multas-a-
quien-tire-basura-en-playas-5474257.html 



https://news.un.org/es/story/2020/06/1475582 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputado Diego Eduardo del Bosque Villarreal (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente,
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, y de Justicia, para dictamen, y a la Comisión
de Gobernación y Población, para opinión.

LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal de Consulta Popular, a cargo del diputado
Jorge Arturo Espadas Galván, del Grupo Parlamentario del
PAN

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Consulta
Popular, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La consulta popular en México fue creada para ser un
mecanismo de participación ciudadana y que, por medio del
voto, los ciudadanos, podrán expresar su opinión sobre algún
tema que repercuta en la mayor parte del territorio nacional
o, en su caso, impacte con una parte significativa de la
población, entendiéndose cualquiera de las dos como de
trascendencia nacional.

Las mismas son convocadas por el Congreso de la Unión a
petición del Presidente de la República, el equivalente a 33
por ciento de los integrantes de cualquiera de las Cámaras del
Congreso de la Unión o los ciudadanos, en un número
equivalente, al menos, al dos por ciento de los inscritos en la
lista nominal de electores, estos últimos, siempre y cuando
sean de los temas mencionados en el párrafo anterior. Con
excepción del último, la petición será aprobada por la
mayoría de cada Cámara del Congreso de la Unión.

Cuando fue propuesta la adición de la figura de Consulta
Popular se tenía la finalidad de que dicho mecanismo de
democracia directa pudiera ofrecer a la ciudadanía una
oportunidad de decisión final sobre todas aquellas propuestas
trascendentes para el país, así como poder contar con una
participación popular directa en las cuestiones de la sociedad
y con ello tener un control adecuado sobre los representantes
y sus demandas.

Con ello, no solamente los partidos políticos podrían tener la
oportunidad de tomar decisiones, la finalidad de dicha figura,
sería una mayor participación e intervención de la
ciudadanía.

En su momento, los diputados y senadores se encargaron de
realizar el debate correspondiente y tratando de garantizar
que quedara lo mejor posible para su cumplimento.

Por su parte, el senador del Partido Acción Nacional José
González Morfín mencionó que “era un instrumento el cual
devolvía al ciudadano el poder que le corresponde, para
impulsar los cambios legislativos de su interés, así como la
puerta de entrada a un sistema democrático actualizado, con
vigencia, y que responde directamente a los protagonistas de
nuestra vida pública: los ciudadanos”1

En la discusión para la aprobación de la ley se tuvo un gran
debate sobre la aplicación de la misma, se tenía el temor que
fuera un simple ordenamiento más en nuestra legislación, sin
embargo y como es evidente con todas las normas es
indispensable realizar las modificaciones correspondientes
para que sea actualizada con la situación real y existente del
país y que sus artículos cumplan con lo necesario, la consulta
puede ser efectiva siempre y cuando cumpla con los
requisitos y controles indispensables. 

Si bien es cierto, este tipo de mecanismos ayuda a aumentar
y fortalecer la participación de los ciudadanos en temas
políticos, volviendo a la población más consciente, fuerte y
atenta a los diversos problemas que se van desarrollando con
el tiempo y buscando mejores soluciones.

Uno de los puntos que mayor importancia se tiene sobre el
presente tema es la formulación de la pregunta sometida a
consulta, es de considerarse que es un aspecto delicado
debido a que la redacción puede contener diversos vicios o
estar condicionado a una respuesta en específico y por tanto,
se condicionó que en caso de duda la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN) tuviera la facultad de resolver
sobre la materia de la consulta, así como ocurrió el pasado
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primero de octubre del presente año, donde se declaró la
constitucionalidad de la consulta popular para enjuiciar a
expresidentes.

La consulta popular en nuestro país se pretende como una
figura indispensable dentro de democracia participativa, una
institución valiosa para lograr un mejor sistema democrático
en el país, las y los ciudadanos mexicanos deben formar parte
de las decisiones políticas, expresando sus necesidades y
aspiraciones.

Ahora bien, con la figura antes mencionada, no sólo estamos
garantizando una mayor participación en la sociedad también
estamos cumpliendo con lo establecido en instrumentos
internacionales de los que el Estado mexicano es parte, por
mencionar algunos son la Declaración Universal de Derechos
Humanos, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos.

De manera amplía, México tiene en sus ordenamientos la
participación de la ciudadanía en los asuntos de interés
público y con ello reforzar el nexo entre representantes y
representados.

Así como hemos complicado con ordenamientos
internaciones, existen diversos países que tienen una figura
similar a la de Consulta Popular, por mencionar algunos
encontramos a Bolivia, Colombia, Ecuador, Guatemala,
España, entre otros, en donde se permite intervenir en las
decisiones de política pública, no es una figura novedosa,
pero sí una figura que conlleva diversos cambios a una
democracia.

La presente iniciativa pretende realizar diversas
modificaciones a la Ley Federal de Consulta Popular, la cual
fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de
marzo de 2014 y a la fecha no ha tenido ninguna
modificación, a seis años de su publicación y una vez que se
han hecho modificaciones a la fracción VIII del artículo 35 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el
pasado diciembre de 2019, es indispensable realizar las
modificaciones pertinentes al ser reglamentaria de la aludida.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa, en términos del siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adiciona diversos
artículos de la Ley Federal de Consulta Popular

Artículo Primero. Se reforman los artículos 3, 4, 5, 7, 8*,
9, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 26, 27, 28, 30, la
denominación del Capítulo III, 32, 33, 34, 35, 47, 53, 57, 58
y 63; y se adiciona el artículo 6 bis y las fracciones VII y VIII
del artículo 11, todos de la Ley Federal de Consulta Popular,
para quedar como sigue:

Artículo 3. La aplicación de las normas de esta Ley
corresponde al Congreso de la Unión, a la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, al Instituto Nacional Electoral y al
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sus
respectivos ámbitos de competencia.

En el caso del Instituto Nacional Electoral, la organización y
desarrollo de la consulta popular será responsabilidad de sus
direcciones ejecutivas y unidades técnicas en el ámbito
central; en lo concerniente a los órganos desconcentrados,
serán competentes los consejos y juntas ejecutivas locales y
distritales que correspondan.

Artículo 4. La consulta popular es el mecanismo de
participación por el cual los ciudadanos ejercen su derecho, a
través del voto emitido mediante el cual expresan su opinión
respecto de uno o varios temas de trascendencia nacional o
regional.

Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán ejercer su
derecho al voto en la consulta popular exclusivamente
cuando la consulta coincida con la elección de Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, aplicando en lo conducente
lo dispuesto en la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Artículo 5. Serán objeto de consulta popular los temas de
trascendencia nacional o regional.

…

El resultado de la misma es vinculante para los Poderes
Ejecutivo y Legislativo federales, así como para las
autoridades competentes, cuando la participación total
corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de los
ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores nacional
o en el ámbito geográfico donde se realice la misma,
tratándose de la consulta regional.



Artículo 6 Bis. Se entiende que existe trascendencia
regional en el tema propuesto para una consulta popular
cuando contenga elementos tales como:

I. Que repercutan en dos o más entidades federativas,
y

II. Que impacten en una parte significativa de la
población que habita las entidades federativas en
donde se realiza la consulta.

Artículo 7. Votar en las consultas populares constituye un
derecho y una obligación de los ciudadanos para participar en
la toma de decisiones sobre temas de trascendencia nacional
o regional.

Artículo 8. La consulta o consultas populares a que convoque
el Congreso, se realizarán el primer domingo de agosto

Artículo 9. Para efectos de esta Ley se entenderá:

I. …

II. Ley General: Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales;

III a V. …

VI. Instituto: Instituto Nacional Electoral;

VII a VIII. …

Artículo 11. No podrán ser objeto de consulta popular:

I. La restricción de los derechos humanos reconocidos por
la Constitución, así como en los respectivos tratados
internacionales de los que el Estado Mexicanos sea
parte; 

II. Los principios consagrados en el artículo 40 de la
Constitución; 

III. La materia electoral; 

IV. El sistema financiero, ingresos, gastos y el
Presupuesto de Egresos de la Federación; 

V. La seguridad nacional, y 

VI. La organización, funcionamiento y disciplina de la
Fuerza Armada permanente;

VII. La permanencia o continuidad en el cargo de los
servidores públicos de elección popular, y

VIII. Las obras de infraestructura en ejecución. 

Artículo 12. Podrán solicitar una consulta popular: 

I. y II. …

III. Los ciudadanos en un número equivalente, al menos,
al dos por ciento de los inscritos en la lista nominal de
electores en temas de trascendencia nacional, los
ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al
dos por ciento de los inscritos en la lista nominal de
electores, en los términos que determine la ley. Las
consultas populares de temas de trascendencia
regional competencia de la federación, los ciudadanos
de una o más entidades federativas, en un número
equivalente, al menos, al dos por ciento de los inscritos
en la lista nominal de electores de la entidad o
entidades federativas que correspondan, en los
términos que determine la ley.

Artículo 13. La petición de consulta popular podrá
presentarse ante las Cámaras del Congreso según
corresponda, en términos de esta Ley, hasta el treinta de
noviembre del año inmediato anterior al en que se
pretenda realizar la jornada de consulta.

Artículo 14. …

La presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara que
corresponda emitirá en un plazo no mayor a diez días hábiles,
una constancia que acredite la presentación del Aviso de
intención, que se acompañará del formato para la obtención
de firmas y con ello el inicio de los actos para recabar las
firmas de apoyo. Las constancias de aviso serán publicadas
en la Gaceta Parlamentaria.

Artículo 15. ... 

I. El tema de trascendencia nacional o regional planteado;

II a V. …

…
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La presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara que
corresponda dará cuenta de los Avisos de intención que no
hayan sido formalizados con la presentación de la solicitud
de consulta popular dentro del plazo establecido por el
artículo 13 de esta Ley o que no se hayan entregado en el
formato correspondiente para la obtención de firmas, los
cuales serán archivados como asuntos total y definitivamente
concluidos.

Artículo 16. 

... 

... 

En el caso de las peticiones de ciudadanos, la Convocatoria
se expedirá respecto de aquellas que hayan reunido el apoyo
ciudadano en un número equivalente, al menos, al dos por
ciento de los inscritos en la lista nominal de electores, de
acuerdo al Informe emitido por el Instituto y previa
declaración de constitucionalidad y calificación de la
trascendencia nacional o regional a cargo de la Suprema
Corte.

Artículo 20. La solicitud que provenga de los ciudadanos se
presentará ante la presidencia de la Mesa Directiva de
cualquiera de las Cámaras, conforme a la Sección Segunda
del presente Capítulo.

Artículo 21. ... 

I. ... 

II. El propósito de la consulta y los argumentos por los
cuales el tema se considera de trascendencia nacional o
regional, según sea el caso, y 

III ... 

...

Artículo 26. Cuando la petición de consulta popular provenga
del Presidente de la República, se seguirá el siguiente
procedimiento: 

I. La presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
origen dará cuenta de la misma y la enviará directamente
a la Suprema Corte junto con la propuesta de pregunta
formulada para que resuelva y le notifique sobre su

constitucionalidad dentro de un plazo de veinte días
naturales;

II. …

III. En el supuesto de que la Suprema Corte declare la
inconstitucionalidad de la materia de la consulta, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de origen,
publicará la resolución en la Gaceta Parlamentaria, dará
cuenta y procederá a su archivo como asunto total y
definitivamente concluido;

IV. Si la resolución de la Suprema Corte es en el sentido
de reconocer la constitucionalidad de la materia, la
pregunta contenida en la resolución, no podrá ser objeto
de modificaciones posteriores por el Congreso, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de origen,
publicará la resolución en la Gaceta Parlamentaria y
turnará la petición a la Comisión de Gobernación y, en su
caso, a las comisiones que correspondan, según la materia
de la petición, para su análisis y dictamen;

V. y VI. …

Artículo 27. …

I. La presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
origen dará cuenta de la misma y la turnará a la Comisión
de Gobernación y, en su caso, a las comisiones que
correspondan, según la materia de la petición, para su
análisis y dictamen.

II. a IV. …

V. En el supuesto de que la Suprema Corte declare la
inconstitucionalidad de la materia de la consulta, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara revisora,
publicará la resolución en la Gaceta Parlamentaria, dará
cuenta y procederá a su archivo como asunto total y
definitivamente concluido;

VI. …

Artículo 28. …: 

I. Recibida la petición por la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara que corresponda, la publicará en la
Gaceta Parlamentaria, dará cuenta de la misma y solicitará
al Instituto que en un plazo de treinta días naturales,



verifique que ha sido suscrita, en un número equivalente,
al menos, al dos por ciento de los inscritos en la lista
nominal de electores;

II. En el caso de que el Instituto determine que no cumple
con el requisito establecido en el artículo 35, fracción
VIII, numeral 1o., inciso c) de la Constitución, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara que
corresponda, publicará el informe en la Gaceta
Parlamentaria, dará cuenta y procederá a su archivo como
asunto total y definitivamente concluido;

III. En el caso de que el Instituto determine que se cumple
el requisito establecido en la fracción I, la Presidencia de
la Mesa Directiva de la Cámara que corresponda,
publicará el informe en la Gaceta Parlamentaria y enviará
la petición a la Suprema Corte, junto con la propuesta de
pregunta de los peticionarios para que resuelva sobre su
constitucionalidad dentro de un plazo de veinte días
naturales;

IV. Recibida la solicitud la presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara que corresponda para verificar la
constitucionalidad de la petición de consulta popular, la
Suprema Corte deberá:

a) a c). …

V. …

VI. En el supuesto de que la Suprema Corte declare la
inconstitucionalidad de la materia de la consulta popular,
la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara que
corresponda, publicará la resolución en la Gaceta
Parlamentaria, dará cuenta y procederá a su archivo como
asunto total y definitivamente concluido, y

VII. …

Artículo 30. …

I. y II. …

III. Breve descripción del tema la consulta;

IV. y V. …

Capítulo III 
De las atribuciones del Instituto Nacional Electoral en

materia de consulta popular

Artículo 32. ...

Para tal efecto, el Instituto contará con un plazo no mayor a
treinta días naturales, contados a partir de la recepción del
expediente que le remita la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara que corresponda, para constatar que los
ciudadanos aparezcan en la lista nominal de electores.

Artículo 33. …

…

Las firmas no se computarán para los efectos del porcentaje
requerido cuando:

I a IV. …

V. Los ciudadanos hayan sido dados de baja de la lista
nominal por alguno de los supuestos previstos en la Ley
General.

Artículo 34. …

I a V. …

VI. Los ciudadanos que hayan sido dados de baja de la
lista nominal por alguno de los supuestos previstos en la
Ley General.

Artículo 35. El Instituto es responsable del ejercicio de la
función estatal de la organización y desarrollo de las
consultas populares y de llevar a cabo la promoción del voto,
en términos de esta Ley y de la Ley General.

Artículo 47. La jornada de consulta popular se sujetará al
procedimiento dispuesto por el Título Tercero del Libro
Quinto de la Ley General para la celebración de la jornada
electoral, con las particularidades que prevé la presente
sección.

Artículo 53. Una vez concluido el escrutinio y cómputo de las
elecciones constitucionales en los términos del Título Tercero
del Libro Quinto de la Ley General, se procederá a realizar
el escrutinio y cómputo de la consulta popular en cada casilla,
conforme a las siguientes reglas:
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I. y II. …

III. La presidencia de la mesa directiva abrirá la urna,
sacará las papeletas y mostrará a los presentes que la urna
quedó vacía;

IV. a VI. …

Artículo 57. El Instituto incorporará al sistema de informática
para recabar los resultados preliminares, los relativos a la
consulta popular en términos de lo dispuesto por el artículo
125, párrafo 1, inciso l) de la Ley General.

Artículo 58. Los consejos distritales realizarán el cómputo de
la consulta popular el mismo día de la consulta popular,
que consistirá en la suma de los resultados consignados en las
actas de escrutinio y cómputo de las casillas instaladas

Artículo 63. Transcurridos los plazos de impugnación y, en su
caso, habiendo causado ejecutoria las resoluciones del
Tribunal Electoral, el Consejo General del Instituto realizará
la declaración de validez del proceso de consulta popular,
aplicando en lo conducente lo que establezca el Título
Cuarto del Libro Quinto de la Ley General, levantando acta
de resultados finales del cómputo nacional, y la remitirá a la
Suprema Corte, a fin de que se proceda conforme a los
términos establecidos en esta Ley.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Posición del senador José González Morfín. México, D.F. miércoles 27
de abril de 2011. Versión Estenográfica de la Cámara de Senadores

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 noviembre de 2020.—
Diputado Jorge Arturo Espadas Galván (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

EXPIDE LA LEY DEL CONSEJO NACIONAL
ECONÓMICO, SOCIAL Y AMBIENTAL

«Iniciativa que expide la Ley del Consejo Nacional
Económico, Social y Ambiental, a cargo del diputado Isaías
González Cuevas, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado federal Isaías González Cuevas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículos 71
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de los Diputados, somete a consideración de esta
soberanía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por
la que se expide la Ley del Consejo Nacional Económico,
Social y Ambiental, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Nuestra Carta Magna, en sus artículos 1, 25 y 26, tiene como
ejes rectores la defensa y promoción de los derechos
humanos; el reconocimiento de los convenios y tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así
como de las garantías para su protección; la participación
ciudadana como sistema de planeación democrática para el
desarrollo nacional; y, mediante la competitividad, el
fomento del crecimiento económico y el empleo, así como
una más justa distribución del ingreso y la riqueza, entre otras
garantías constitucionales.1

Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
estableció en 1945 el Consejo Económico y Social
(ECOSOC), como uno de los seis órganos principales de las
ONU, el cual se ocupa de promover la mejora del nivel de
vida, el pleno empleo, el progreso económico y social;
elaborando soluciones para los problemas de salud,
económicos y sociales en el plano internacional; así como de
facilitar la cooperación en el orden cultural y educativo y de
fomentar el respeto universal de los derechos humanos y las
libertades fundamentales.2

El ECOSOC es la plataforma central para fomentar el debate
y el pensamiento innovador, crear consenso sobre los
caminos a seguir y coordinar los esfuerzos para lograr los
objetivos acordados internacionalmente. También es
responsable del seguimiento de las principales conferencias y
cumbres de la ONU. Este órgano integra comisiones
económicas y sociales regionales, comisiones funcionales
que facilitan las discusiones intergubernamentales sobre los



principales problemas mundiales, agencias especializadas,
programas y fondos en todo el mundo para traducir los
compromisos de desarrollo en cambios reales en la vida de
las personas.3

Uno de los temas prioritarios que se impulsan a nivel
internacional es el desarrollo sostenible como la prioridad
más urgente de la comunidad global, como el objetivo
central de la Agenda de Desarrollo 2030 para el desarrollo
sostenible. El ECOSOC opera en el centro del trabajo del
sistema de la ONU en los tres pilares del desarrollo
sostenible: económico, social y ambiental. Es la plataforma
unificadora para la integración, la acción sobre el desarrollo
sostenible y el seguimiento y la revisión.

Como todos sabemos, la Agenda 2030 para el Desarrollo
Sostenible es el acuerdo global más ambicioso de la historia
por el bienestar de todas las personas. Su aprobación en 2015
por 193 Estados miembros de la ONU y los 17 Objetivos de
Desarrollo Sostenible (ODS) que la conforman representan
una propuesta transformadora hacia la construcción de un
modelo de desarrollo incluyente, justo y equilibrado, que
trascienda nuestro tiempo y siente las bases para un porvenir
más próspero para la presente y las futuras generaciones.4

En lo que respecta a la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), en el año 2015 estableció la Agenda de
Trabajo Decente, la cual señala el acceso a las oportunidades
que brinda la economía mundial, requiere de la existencia de
instituciones sociales basadas en la participación con el
objeto de conseguir la legitimación y permanencia de
políticas económicas y sociales basados en el diálogo social.5
A raíz de esa agenda, a la cual se adhirió México en el año
2000, el gobierno federal a través de la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social, instauró el Consejo para el Diálogo con
los Sectores Productivos a fin de forjar una “nueva cultura
laboral” fundada en la colaboración social y competitividad
económica. En el año 2001 esta iniciativa fue replicada en
varios estados de nuestro país.6

En noviembre del 2019 el gobierno mexicano presentó la
Estrategia Nacional para la Implementación de la Agenda
2030 en México con el tema: “Para no dejar a nadie atrás: Por
el bien de todos, primero los pobres, el cuidado del medio
ambiente y una economía incluyente”. Como se señala en
dicha Estrategia, su valor sólo será manifiesto si lo aquí
planteado es llevado a la práctica.7

Para ello, en el marco del Consejo Nacional de la Agenda
2030, se impulsará la implementación de esta Estrategia, con

base en un fuerte mecanismo de seguimiento que
involucre a todos los actores de la sociedad y a los tres
niveles de gobierno, incluyendo medidas para su
actualización y vigencia. En ese sentido, se invita a todas las
personas, organizaciones sociales, emprendedores, empresas,
instituciones académicas y dependencias de gobierno de
todos los niveles, a hacerla suya y avanzar de la mano para
un México y un mundo donde el bienestar y la prosperidad
sea una realidad.8

En ese sentido, el gobierno federal realizó el 26 de febrero de
2020 un acto protocolario del “Lanzamiento de la Estrategia
Nacional para la implementación de la Agenda 2030” que
busca apoyar el crecimiento sostenible, una cultura de paz y
el cuidado del medio ambiente.

Por cuanto hace al Poder Legislativo, ésta LXIV Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión anunció
el 10 de octubre del año 2019, la aprobación de un Grupo de
Trabajo que dará seguimiento a la implementación de la
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la
Organización de las Naciones Unidas, el cual se integrará por
la Presidencia de la Conferencia para la Dirección y
Programación de los Trabajos Legislativos y los presidentes
de Comisiones Ordinarias que tengan injerencia en los
objetivos, siendo la Unidad de Asuntos Internacionales de la
Cámara de Diputados, la que fungirá como secretariado
técnico de dicho Grupo de Trabajo. Las funciones
parlamentarias que desarrollará el Grupo serán sobre cuatro
ejes:

• Presentar propuestas de modificación a los
ordenamientos jurídicos, para impulsar la implantación de
los objetivos.

• Proponer la inclusión de recursos en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para fortalecer las acciones,
planes y programas de género.

• Exhortar a las autoridades competentes para fortalecer la
rendición de cuentas en el cumplimiento de los
compromisos asumidos.

• Establecer los mecanismos de vinculación con la
sociedad civil.9

Cabe señalar que el 11 de marzo del presente año, se llevó a
cabo la instalación del Grupo de Trabajo legislativo,
estableciendo como objetivo que para finales del año
parlamentario se pueda tener un diagnóstico con las
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iniciativas o la legislación prioritaria, que ayude a lograr los
objetivos aceleradores; es decir, en los que México debe
trabajar más rápido de acuerdo con sus necesidades y retos.
Eso dará claridad sobre si es preciso hacer reformas legales
para cumplir con esas metas y que, en el último año de la
legislatura, se impulsen con el acuerdo de todos los grupos
parlamentarios en coordinación con el Ejecutivo federal,
quien lleva la rectoría en estos trabajos.

En lo que respecta a los esfuerzos que sobre este tema se
llevan a cabo en distintas entidades del país, sobresale el caso
de la Ciudad de México. El 30 de diciembre de 2009, fue
publicado en la Gaceta Oficial de la entidad el decreto que
expide la Ley del Consejo Económico y Social del Distrito
Federal, como una instancia de representación y
participación económica y social, con carácter consultivo,
propositivo y decisorio, que coadyuvaría al Gobierno del
entonces Distrito Federal, en la rectoría del desarrollo
integral y sustentable, el fomento del crecimiento económico
y el empleo, así como en una más justa distribución del
ingreso y la riqueza, que permita el pleno ejercicio de la
libertad y dignidad de los individuos, grupos y clases sociales
que conforman la entidad, transitando hacia una economía
que transforme la producción para impulsar la compe-
titividad y el empleo.10

Es así que, para actualizar las funciones de dicho Consejo al
contexto nacional e internacional el 25 de julio del 2019, fue
publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el
decreto que abroga la Ley de Consejo Económico y Social de
la Ciudad de México y se expide la Ley del Consejo,
Económico, Social y Ambiental de la Ciudad de México,
el cual tiene por objeto establecer las bases para la creación,
organización y funcionamiento del Consejo Económico,
Social y Ambiental de la Ciudad de México (CESA),
establecido en el artículo 17, apartado C de la Constitución
Política de la entidad. Éste es además un Órgano de diálogo
social y concertación pública, que colabora con el Gobierno
Local, las Alcaldías y el Cabildo en la promoción del
desarrollo social incluyente, el cumplimiento de los derechos,
el fomento del crecimiento económico sustentable, en la
viabilidad y equilibrio fiscales de la Ciudad y el empleo, y la
justa distribución de la riqueza.11

Es importante señalar, que el CESA no ha dejado de sesionar
desde su última conformación en la actual administración
pública, en forma plenaria y a través de sus diferentes
comisiones que abordan múltiples temas de interés común,
siendo uno de los principales logros a destacar la creación de

la Comisión Especial para la Reactivación Económica la
cual, a su vez, ha aprobado y presentado las Propuestas para
la Reactivación Económica de la Ciudad de México y emitió
un Pronunciamiento en el que se dio el respaldo para
implementar el Plan Gradual Hacia la Nueva Normalidad en
la Ciudad de México. 

Estas Propuestas constituyen un esfuerzo único en el país que
ha permitido acompañar y analizar en tiempo real los
procesos de atención a la pandemia implementados en la
entidad, en México y el mundo. Las 20 organizaciones e
instituciones que la conforman, remitieron diversas
propuestas de reactivación en materia económica y social
que, gracias a la participación activa de las alcaldías, las y los
diputados del Congreso de la Ciudad de México y los
representantes del Gobierno de la Ciudad han podido
contextualizarse en vigencia, pertinencia y alcances.12

El CESA ha resultado ser un gran espacio de encuentro y
diálogo para los principales actores de la Ciudad de México.
La pluralidad y representatividad que lo caracteriza, es una
fortaleza que permite elaborar soluciones sostenibles y
promover el consenso entre los sectores social, público y
privado y ha puesto de manifiesto la necesidad e interés
colectivo de tomar medidas de protección social con
lineamientos transparentes y de fácil acceso, ya que las
muertes que ha ocasionado la pandemia, particularmente en
padres y madres trabajadoras que son el sustento económico
familiar, la falta de trabajo en general y el aumento de las
labores informales, han impactado en los sectores más
vulnerables de la sociedad.

Contrariamente a lo señalado arriba, existe la experiencia de
Jalisco, entidad en la que en 2004 se creó el CESJAL,
Consejo Económico y Social de Jalisco, como un órgano
ciudadano, colegiado y autónomo que se creó para ser
consultado por las autoridades del estado de Jalisco y sus
municipios, a quienes les emite recomendaciones u
opiniones, sobre proyectos de leyes, decretos o propuestas de
programas, así como sobre elaboración de políticas públicas;
para impulsar el desarrollo económico y social de Jalisco. En
el CESJAL participaban 21 organizaciones civiles del sector
empresarial, social y académico-asistencial; que son de las
más representativas de la sociedad y reconocidas a nivel local
e incluso nacional. Sin embargo, en noviembre del año 2018
la legislatura de ese Estado aprobó el decreto que extingue
CESJAL, abrogando en consecuencia la Ley del Consejo
Económico y Social del Estado de Jalisco para el Desarrollo
y la Competitividad que le daba sustento.13



Según el informe emitido por la ONU el 11 de junio del año
en curso, los grupos más vulnerables, como las personas que
trabajan en la economía informal y los migrantes, sufrirán la
mayor carga de la recesión económica, el desempleo,
aumento de la informalidad, la caída general en los niveles de
vida, las crisis de salud y los sistemas de protección social
insuficientes, entre otras presiones colectivas.14

Podemos afirmar que México continúa fracturado por la
desigualdad, por los salarios bajos, altos niveles de
informalidad, reducción de salarios, aspectos que no han sido
resarcido, y ante los efectos sociales y económicos derivados
de la pandemia COVID-19 consideramos que es importante
impulsar un diálogo social para estudiar, diagnosticar y
proponer acciones o soluciones a los grandes rezagos
sociales, económicos y ambientales, que se han visto
agudizados por la pandemia.

Valga recordar un extracto de la presentación del Plan
Nacional de Desarrollo 2019-2024 que a la letra dice: 

Al margen de la ley, nada; por encima de la ley, nadie

Ante el sistemático quebrantamiento de las leyes, tanto en
su espíritu como en su letra, hemos de desempeñar el
poder con estricto acatamiento al orden legal, la
separación de poderes, el respeto al pacto federal, en
observancia de los derechos sociales, colectivos y sociales,
empezando por los derechos humanos, y el fin de la
represión política; nada por la fuerza; todo, por la razón;
solución de los conflictos mediante el diálogo; fin de los
privilegios ante la ley y cese de los fueros.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que expide la Ley del Consejo Nacional
Económico, Social y Ambiental

Decreto

Único. Se expide la Ley del Consejo Nacional Económico,
Social y Ambiental, para quedar como sigue:

Ley del Consejo Nacional Económico, Social y Ambiental

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y
tiene por objeto establecer las bases para la creación,
organización y funcionamiento del Consejo Nacional,
Económico, Social y Ambiental como un órgano del Estado
en el que participan los sectores sociales, productivos y
académicos, las entidades federativas, el Poder Judicial y el
Congreso de la Unión bajo la rectoría del Gobierno Federal,
con un enfoque basado en los derechos humanos para el
desarrollo sostenible de México.

Artículo 2. El Consejo Nacional se regirá bajo los principios
de profesionalismo, patriotismo, certeza, confidencialidad,
honestidad, eficacia, eficiencia, legalidad, transparencia y
buena fe, priorizando que sus opiniones y determinaciones
tengan un enfoque basado en los derechos humanos.

Artículo 3. Para la mejor comprensión e interpretación de
esta ley, se establecen las siguientes definiciones: 

I. Acuerdo: las resoluciones de la Asamblea General del
Consejo Nacional o de cualquier de sus órganos
colegiados;

II. Asamblea General: es el máximo órgano de gobierno
del Consejo Nacional; 

III. Conago: la Conferencia Nacional de Gobernadores;

IV. Conatrib: A la Comisión Nacional de Tribunales
Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos,
A. C.; 

V. Conamm: A la Conferencia Nacional de Municipios de
México, A.C. 

VI. Consejo Nacional: Al Consejo Nacional Económico,
Social y Ambiental;

VII. Comisiones del Consejo: organizaciones espe-
cializadas de carácter ordinario o extraordinario;
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VIII. Consejero: a la persona integrante del Consejo
Nacional que representa a las organizaciones de la
sociedad civil, cámaras empresariales, organizaciones de
trabajadores y de los campesinos, instituciones
académicas, colegios de profesionistas y, de asociaciones
representativas de los poderes Ejecutivo, Legislativo y
Judicial de los estados de la República;

IX. Copecol: A la Conferencia Permanente de Congresos
Locales, A. C.;

X. Desarrollo sustentable: al proceso evaluable mediante
criterios e indicadores del carácter ambiental, económico
y social que tiende a mejorar la calidad de vida y la
productividad de las personas, que se funda en medidas
apropiadas de preservación del equilibrio ecológico,
protección del ambiente y aprovechamiento de recursos
naturales, de manera que no se comprometa la satisfacción
de las necesidades de las generaciones futuras;

XI. Enfoque Basado en Derechos Humanos: se centra
en los grupos de población que son objeto de una mayor
marginación, exclusión y discriminación, en base a las
normas internacionales de derechos humanos. 

XII. Ley: Ley del Consejo Nacional Económico, Social y
Ambiental;

XIII. Presidente de la Asamblea: persona que preside la
Asamblea General del Consejo;

XIV. Recomendación: es la resolución no obligatoria que
se realiza por las comisiones del Consejo Nacional
después de haber analizado y evaluado un tema en
particular, para que sea sometido a la aprobación de la
Asamblea General del Consejo Nacional.

XV. Reglamento: Reglamento Interior del Consejo
Nacional;

XVI. Organizaciones de la Sociedad Civil: las orga-
nizaciones no gubernamentales, asociaciones y organiza-
ciones de consumidores, ambientalistas, derechos
humanos, equidad de género, filantropía, derechos de la
infancia, niñez y la adolescencia, padres de familia,
vecinales, indígenas, academias de ciencias, desarrollo
urbano, seguridad pública y cultura, entre otros;

XVII. Organizaciones de Trabajadores y de Cam-
pesinos: las asociaciones o sindicatos, constituidos para el

estudio, mejoramiento y defensa de los derechos de las
personas trabajadoras, debidamente reconocidos por las
autoridades del trabajo;

XVIII. Organizaciones Empresariales: A las confe-
deraciones patronales, asociaciones, sindicatos de pa-
trones o cualquier órgano de representación, constituido
para el estudio, mejoramiento y defensa del sector
empresarial, debidamente reconocidos por las autoridades
del trabajo; y

XIX. Organizaciones de Profesionistas: los Colegios y
Asociaciones de profesionistas de México.

Título Segundo
Del Consejo Nacional Económico, 

Social y Ambiental

Capítulo I
Objetivos 

Artículo 4. El Consejo Nacional Económico, Social y
Ambiental 

I. Participar en la elaboración, actualización y ejecución
del Plan Nacional de Desarrollo y en la Estrategia
Nacional para la implementación de la Agenda 2030;

II. Promover la participación del sector empresarial, de las
organizaciones de la sociedad civil, organizaciones de
trabajadores y de campesinos, instituciones académicas,
de profesionistas, y de representantes de los tres poderes
ejecutivo, legislativo y judicial en los tres niveles de
gobierno federal, estatal y municipal, basados en
sustentabilidad ambiental, desarrollo social sostenible y
democrático de pleno ejercicio de los derechos humanos
con valores de libertad, igualdad, cohesión social y
participación ciudadana, como una instancia de carácter
consultivo y propositivo;

III. Promover un entorno que favorezca el diálogo y la
conciliación entre los factores de la producción y la paz
social;

IV. Analizar los problemas de carácter general que afecten
al sector laboral y proponer soluciones a los mismos;

V. Proponer medidas y mecanismos seguros para la
generación de empleos;



VI. Sugerir acciones que permitan elevar la productividad
y la competitividad del país;

VII. Elaborar estudios o informes en temas de carácter
económico, social y ambiental, entre otros, de relevancia
nacional;

VIII. Hacer recomendaciones a los poderes Ejecutivo y
Legislativo que les permitan implementar políticas
públicas o medidas legales que promuevan un desarrollo
económico y social sustentable, del cuidado de la salud, a
un medio ambiente sano, y en general a favor de generar
condiciones más dignas para la población;

IX. El reforzamiento de la cohesión social a nivel nacional
y regional, para que los valores y aspiraciones com-
partidos entre los individuos de las comunidades, la con-
fianza entre ellos mismos, los lazos de reciprocidad y
ayuda mutua, les faciliten construir soluciones y pro-
puestas conjuntas de desarrollo aplicables al ámbito local
en que vive;

X. Promover acciones encaminadas a fortalecer las
ventajas competitivas de México;

XI. Promover, analizar y hacer recomendaciones sobre el
diseño, evaluación y seguimiento de políticas públicas,
iniciativas de Ley, programas y proyectos en materia
económica, social y ambiental;

XII. Convocar a los sectores público, privado, y social
para la realización de foros que promuevan el análisis y
discusión de los asuntos de mayor trascendencia para
México; 

XIII. Opinar sobre los Convenios Internacionales en
materia de desarrollo sustentable que suscriba México, en
relación con los objetivos del Consejo; 

XIV. Para el bienestar social, promover la igualdad de
derechos y oportunidades entre mujeres y hombres, el
desarrollo integral de los pueblos y comunidades
indígenas, la atención de las necesidades básicas de la
población y la mejoría, en todos los aspectos de la calidad
de la vida, con el objeto de lograr una sociedad más
igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para el
desarrollo de la población:

XV. Solicitar la información necesaria para el ejercicio de
sus atribuciones, así como remitir la información que
genere a fin de coadyuvar en la toma de decisiones; 

XVI. Vincularse con otros consejos u organismos de
consulta similares a nivel nacional e internacional;

XVII. Participar en el diseño de políticas públicas,
programas y proyectos orientados a mejorar la
competitividad del país; su transformación productiva que
permita impulsar la competitividad y el empleo; su
ambiente de negocios; su tránsito hacia una economía
basada en el conocimiento; el impulso a la creación y
desarrollo de micro, pequeñas, medianas empresas y
cooperativas; la promoción internacional de más y
mejores inversiones en todas las regiones del país, y en
general, promover las inversiones público-privadas que
produzcan beneficios sociales con base en un enfoque de
sustentabilidad;

XVIII. Difundir periódicamente sus informes sobre las
actividades realizadas; y 

XIX. Las demás análogas al cumplimiento de su objeto.

Capítulo II
Integración del Consejo Nacional

Artículo 5. El Consejo Nacional se integra por las personas
representantes del poder ejecutivo, del poder judicial y del
poder legislativo federal; por las asociaciones representativas
de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial de las
entidades federativas de nuestro país; por los representantes
de organizaciones de la sociedad civil, cámaras
empresariales, organizaciones de trabajadores y de los
campesinos, instituciones académicas, colegios de
profesionistas, de la siguiente manera:

I. Representantes Permanentes del Poder Ejecutivo,
Legislativo y Judicial que contarán con voz y voto:

A) El Presidente de la República, quien fungirá como
Presidente Honorario del Consejo, quien designará a
la persona que lo represente en su ausencia; 

B) El Presidente de la Cámara de Diputados y el
Presidente de la Cámara de Senadores del Congreso
de la Unión; 
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C) El ministro Presidente de la Suprema Corte de
Justicia de la Unión;

II. Personas Consejeras que contarán con voz y voto:

A) Un representante de la Conferencia Nacional de
Gobernadores (Conago)

B) Un representante de la Comisión Nacional de
Tribunales Superiores de Justicia de los Estados
Unidos Mexicanos (Conatrib)

C) Un representante de la Conferencia Permanente de
Congresos Locales (Copecol)

D) Un representante de la Conferencia Nacional de
Municipios de México (Conamm)

E) 10 representantes de organizaciones de la sociedad
civil 

F) 10 representantes de cámaras empresariales 

G) 10 representantes de organizaciones de
trabajadores 

H) 10 representantes de organizaciones de los
campesinos

I) 10 representantes de organizaciones de profe-
sionistas

J) 10 representantes de instituciones académicas de
educación media superior y superior,

K) 10 organizaciones de sociedades cooperativas 

III. Invitados especiales, que en razón de su especia-
lización y/o conocimientos puedan realizar propuestas o
recomendaciones al Consejo Nacional. Los invitados
especiales tendrán voz, pero sin voto.

Artículo 6. Las personas consejeras y los representantes
permanentes del poder ejecutivo, legislativo y judicial
federal, contarán con derecho a voz y voto en las sesiones de
la Asamblea General del Consejo, pudiendo nombrar a un
suplente.

Artículo 7. El Consejo Nacional será electo dentro de los
primeros tres meses de que inicie la administración pública
federal y durará por un periodo de seis años. 

Artículo 8. El Consejo Nacional deberá estar integrado con
paridad de género, por lo que las propuestas de las personas
consejeras propietarios y suplentes, deberán estar
conformadas por un hombre y una mujer de forma alternada.

Artículo 9. Las personas representantes de organizaciones de
la sociedad civil, empresariales, de trabajadores, de
campesinos, de profesionistas, de instituciones académicas,
colegios de profesionistas, de asociaciones representativas de
los poderes ejecutivo, legislativo y judicial de los estados de
la República, serán designados por los propios sectores de
conformidad a lo establecido en sus documentos legales
internos.

Artículo 10. Cuando un consejero deje de pertenecer a la
organización que lo propuso, ésta tiene el derecho de
acreditar a un nuevo representante, o bien asumirá el
suplente, previa notificación al Consejo Nacional

Artículo 11. La participación de los consejeros tendrá el
carácter de honorífico y por lo tanto no es remunerado, ni
adquieren calidad de servidores públicos.

Artículo 12. Las personas consejeras podrán ser reelegidos
por un periodo adicional de seis años.

Capítulo III
Derechos y obligaciones de los 

integrantes del Consejo Nacional

Artículo 13. Las personas integrantes del Consejo Nacional
cuentan con los siguientes derechos:

a) Participar con voz y voto en las sesiones de la Asamblea
General del Consejo Nacional o de cualquiera de sus
comisiones, cuando así sea el caso;

b) Acceder a la información que obre en poder del
Consejo Nacional;

c) Presentar propuestas, iniciativas, acuerdos, reco-
mendaciones, mociones o comentarios para la adopción
de acuerdos por el Consejo Nacional, comisiones o de
cualquiera de sus órganos de los que forme parte;



d) Manifestar libremente sus ideas con respeto, sin que se
ataque a la moral, la vida privada o los derechos de ter-
ceros, que no provoque algún delito, o perturbe el orden
público. 

e) Proponer la conformación de las comisiones, así como
su integración;

f) Formar parte de cualquiera de los órganos del Consejo,
cuando se le designe para tal efecto;

g) Someter a consideración de la Presidencia de la
Asamblea y Presidencia del Comité Directivo, o a las
Comisiones la invitación a las sesiones de personas o
instituciones reconocidas por sus aportaciones en los
asuntos a tratar en las sesiones, los cuales tienen única-
mente derecho a voz;

h) Asistir, con voz, pero sin voto, a las sesiones de las
Comisiones de las que no forma parte; y

i) Las demás análogas al cumplimiento de sus funciones.

Artículo 14. Las personas integrantes del Consejo Nacional
cuentan con las siguientes obligaciones:

a) Asistir a las sesiones ordinarias o extraordinarias de la
Asamblea General del Consejo Nacional o de cualquiera
de los órganos de los que forma parte;

b) Designar a su suplente en las sesiones de la Asamblea
General del Consejo Nacional o de cualquiera de sus
órganos de los que forma parte, quien cuenta con las
mismas obligaciones y facultades que el Consejero
Propietario que representa;

c) Votar todos los Acuerdos contenidos en el orden del día
de las sesiones a las que asista, ya sea en la Asamblea
General del Consejo Nacional o en cualquiera de sus
comisiones;

d) Proponer estrategias de trabajo para mejorar el
desempeño del Consejo;

e) Acatar los Acuerdos de la Asamblea General del
Consejo Nacional, del Comité Directivo y de las
Comisiones;

f) Desempeñar los cargos y realizar las actividades que le
son conferidas por el Consejo Nacional o por cualquiera
de sus órganos;

g) Abstenerse de revelar cualquier información reservada
o confidencial a la que tengan acceso en el desempeño de
sus funciones, conforme a lo dispuesto por las normas en
materias de transparencia y acceso a la información
pública, así como de seguridad nacional;

h) Abstenerse de realizar actos incompatibles con las
funciones que desempeñan, así como de hacer valer su
condición de Consejeros en beneficio propio; y

i) Las demás análogas al cumplimiento de sus funciones.

Título Tercero
De los Órganos del Consejo Nacional Económico, Social

y Ambiental

Capítulo I
De los Órganos Colegiados

Artículo 15. El Consejo cuenta con los siguientes órganos
colegiados:

I. La Asamblea General del Consejo Nacional;

II. El Comité Directivo Nacional;

III. Las Comisiones.

Capítulo II
De la Asamblea General del Consejo Nacional

Artículo 16. La Asamblea General del Consejo Nacional es
el órgano superior de decisión y se integra por la totalidad de
las personas integrantes.

Los Acuerdos de la Asamblea General del Consejo Nacional
son obligatorios para todas los Consejeros, incluyendo a los
que se ausenten en las sesiones en que sean aprobados.

Artículo 17. La Asamblea General del Consejo Nacional
cuenta con las siguientes atribuciones:

I. Aprobar el Reglamento Interno del Consejo Nacional,
así como sus reformas;
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II. Autorizar el programa anual de trabajo del Consejo
Nacional;

III. Constituir las Comisiones necesarias para el ejercicio
de las funciones y atribuciones del Consejo Nacional,
considerando el perfil de sus consejeros y la
proporcionalidad de sus integrantes;

IV. Elegir a la persona presidente del Consejo Nacional y
a las personas miembros del Comité Directivo;

V. Turnar a las Comisiones los asuntos que le sean
consultados al Consejo Nacional;

VI. Aprobar las propuestas o contrapropuestas de los
asuntos que le son consultados y ordenar su presentación
ante la instancia de gobierno competente;

VII. Convocar a la discusión pública los asuntos de mayor
trascendencia para el país y celebrar los foros, seminarios,
congresos, mesas de trabajo y todo tipo de eventos
necesarios para tal efecto;

VIII. Sancionar la opinión del Consejo Nacional sobre los
asuntos que son de interés estratégico para las diferentes
regiones del país en las materias económica, social o
ambiental y ordenar su presentación ante el Gobierno
Federal;

IX. Solicitar la información necesaria para el ejercicio de
las funciones y atribuciones del Consejo Nacional;

X. Solicitar y aprobar los informes de las Comisiones;

XI. Aprobar y remitir las propuestas y recomendaciones
para el Presupuesto de Ingresos y Egresos federal;

XII. Aprobar su calendario de sesiones ordinarias; y

XIII. Las demás análogas al cumplimiento del objeto del
Consejo Nacional.

Artículo 18. La Asamblea General del Consejo Nacional se
sujeta a las siguientes reglas:

I. Celebrar sesiones ordinarias cuatro veces al año y
sesiones extraordinarias las veces que lo considera
necesario;

II. La convocatoria a sus sesiones ordinarias deberá
realizarse con siete días hábiles de anticipación y la
convocatoria a sus sesiones extraordinarias con dos días
hábiles de anticipación;

III. Sus sesiones ordinarias o extraordinarias son
consideradas válidas cuando se encuentran presentes más
de la mitad de integrantes del Consejo Nacional;

IV. Sus Acuerdos se toman por mayoría calificada;

V. Sus dictámenes, opiniones y recomendaciones tienen
un carácter consultivo y orientativo;

VI. Pueden ser invitadas a sus sesiones, personas o
instituciones reconocidas por sus aportaciones en los
asuntos a tratar en sus sesiones, las cuales tienen
únicamente derecho a voz; y

VII. Ser espacio de interlocución fundada a nivel técnico
con grupos o personas interesadas en temas de alto
impacto en materias económico, social y ambiental.

Capítulo III
Del Comité Directivo Nacional

Artículo 19. El Comité Directivo Nacional es el órgano de
gobierno del Consejo y se integra por los siguientes
miembros que serán electos por la Asamblea Nacional de
entre sus integrantes:

I. Presidente, que es la persona preside la Asamblea
General;

II. Los representantes de la Cámara de Diputados y
Senadores del Congreso de la Unión;

III. Un representante del Poder Judicial de la Federación;

IV. Un representante de la Conago

V. Un representante de Conatrib

VI. Un representante de Copecol;

VII. Un representante de Conamm;

VIII. Una persona representante de las Organizaciones de
la Sociedad Civil;
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IX. Una persona de las Organizaciones Empresariales;

X. Una persona de las Organizaciones de Trabajadores 

XI. Una persona de las Organizaciones de Campesinos;

XII. Una persona de las Organizaciones de Profesionistas;

XIII. Una persona de las Instituciones Académicas; 

XIV. Una persona de las Sociedades Cooperativas.

Además, contarán con el carácter de invitados permanentes
en función a los temas de la materia que se trate, contando
únicamente con derecho a voz en las sesiones del Comité
Directivo del Consejo y pudiendo nombrar a su respectivo
suplente, de manera enunciativa pero no limitativa los
siguientes:

I. La persona titular de la Secretaría de Gobernación 

II. La persona titular de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público;

III. La persona titular de la Secretaría de Bienestar;

IV. La persona titular de la Secretaría de Economía;

V. La persona titular de la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales;

VI. La persona titular de la Secretaría de Relaciones
Exteriores.

Artículo 20. El Comité Directivo cuenta con las siguientes
atribuciones:

I. Someter a consideración de la Asamblea General el
programa de trabajo del Consejo;

II. Desarrollar la propuesta de Reglamento, así como de
sus reformas;

III. Solicitar y conocer los informes de las Comisiones y
someterlos a consideración de la Asamblea General del
Consejo;

IV. Solicitar la información que las Comisiones requieren
para el desarrollo de sus funciones;

V. Turnar a las Comisiones los asuntos que son
consultados al Consejo;

VI. Aprobar su calendario de sesiones ordinarias; y

VII. Las demás análogas al cumplimiento del objeto del
Consejo.

Artículo 21. El Comité Directivo Nacional se sujeta a las
siguientes reglas:

I. Celebrará sesiones ordinarias seis veces al año y
sesiones extraordinarias las veces que lo considere
necesario;

II. La convocatoria a sus sesiones ordinarias deberá
realizarse con cinco días hábiles de anticipación y la
convocatoria a sus sesiones extraordinarias con un día
hábil de anticipación;

III. Sus sesiones ordinarias o extraordinarias son
consideradas válidas cuando se encuentran presentes más
de la mitad de sus integrantes con derecho a voto;

IV. Sus Acuerdos se toman por mayoría simple;

V. En el caso de empate en la votación de sus Acuerdos la
persona Presidente tiene voto de calidad;

VI. Pueden ser invitadas a sus sesiones, personas o
instituciones reconocidas por sus aportaciones en los
asuntos a tratar en sus sesiones, las cuales tienen
únicamente derecho a voz.

Capítulo IV
De las Comisiones

Artículo 22. Las Comisiones son la forma de organización
interna, de carácter colegiado, constituidas para el
cumplimiento de las funciones y atribuciones del Consejo
Nacional.

Las Comisiones se integran con un mínimo de siete personas
consejeras y en su conformación se considera el perfil y la
proporcionalidad de sus integrantes.

Pueden contar con la participación de asesoría externa para la
realización de tareas técnicas o especializadas la cual, en
ningún caso, formarán parte de la Comisión en la que
participen.
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Las Comisiones son ordinarias, cuando la Asamblea General
del Consejo Nacional o el Comité Directivo Nacional, les
otorguen ese carácter por tener encomendados asuntos de
naturaleza permanente.

Las Comisiones son especiales, cuando la Asamblea General
del Consejo Nacional o el Comité Directivo Nacional, les
otorguen ese carácter por tener encomendados asuntos de
naturaleza transitoria o específica y serán por tiempo
determinado.

Artículo 23. Las Comisiones cuentan con las siguientes
atribuciones:

I. Formular el proyecto de programa anual de trabajo del
Consejo Nacional;

II. Elaborar las propuestas de dictamen de los asuntos que
son consultados al Consejo Nacional;

III. Preparar las propuestas o contrapropuestas de los
asuntos que le son consultados al Consejo;

IV. Emitir las propuestas de opinión del Consejo Nacional
sobre los asuntos que son de interés estratégico regional o
nacional, en las materias económica, social y ambiental;

V. Solicitar y dar la información necesaria para el ejercicio
de las funciones y atribuciones del Consejo Nacional;

VI. Realizar informes sobre temas propios a la naturaleza
de la Comisión;

VII. Formular propuestas y recomendaciones a los
Presupuestos de Ingresos y Egresos de la Federación;

VIII. Aprobar su calendario de sesiones ordinarias; y

IX. Las demás análogas al cumplimiento del objeto del
Consejo Nacional.

Artículo 24. Las Comisiones se sujetan a las siguientes
reglas:

I. Celebrar sesiones ordinarias según lo determinen en su
calendario de sesiones y sesiones extraordinarias las veces
que lo consideran necesario;

II. La convocatoria a sus sesiones ordinarias deberá
realizarse con cinco días hábiles de anticipación y la

convocatoria a sus sesiones extraordinarias con un día
hábil de anticipación;

III. Sus sesiones ordinarias o extraordinarias son
consideradas válidas cuando se encuentran presentes más
de la mitad de sus integrantes con derecho a voto;

IV. Sus Acuerdos se toman por mayoría simple;

V. En el caso de empate en la votación de sus Acuerdos, la
persona Titular de la Comisión tiene voto de calidad;

VI. Pueden ser invitadas a sus sesiones personas o
instituciones reconocidas por sus aportaciones en los
asuntos a tratar, las cuales tienen únicamente derecho a
voz. 

Capítulo V
De la Presidencia de la Asamblea General 

y del Comité Directivo Nacional

Artículo 25. El presidente de la Asamblea General del
Consejo Nacional es a su vez el titular de la Presidencia del
Comité Directivo Nacional y tiene funciones de dirección y
representación del Consejo Nacional.

Artículo 26. Se deberá elegir un vicepresidente de la
Asamblea General del Consejo Nacional y del Comité
Directivo Nacional, de entre las personas consejeras
integrantes de la Comité, quien lo suplirá en sus ausencias en
las sesiones de la misma y que durará en su encargo el mismo
tiempo que el periodo de la Presidencia de la Asamblea
General;

Artículo 27. La persona titular de la Presidencia de la
Asamblea General y del Comité Directivo Nacional, tiene las
siguientes obligaciones y facultades:

a) Presidir las sesiones de la Asamblea General del
Consejo Nacional y del Comité Directivo Nacional;

b) Garantizar los derechos de las personas consejeras del
Consejo;

c) Representar al Consejo ante los sectores público,
privado y social;

d) Suscribir convenios de colaboración ante los sectores
público, privado y social, ya sea de carácter nacional o
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internacional, previa aprobación de la Asamblea General
del Consejo Nacional y del Comité Directivo Nacional;

e) Designar de entre las personas consejeras, a quien le
suplirá en sus ausencias en las sesiones de la Asamblea
General del Consejo Nacional y del Comité Directivo
Nacional;

f) Emitir en términos de lo previsto en el Reglamento, la
convocatoria para las sesiones de dichos órganos;

g) Recibir y autorizar las propuestas de asuntos a tratar en
el orden del día de la Asamblea General del Consejo
Nacional o del Comité Directivo Nacional;

h) Incluir en el orden del día de las sesiones de la
Asamblea General del Consejo Nacional o del Comité
Directivo Nacional, debido a su importancia, asuntos que
no hayan sido señalados en la convocatoria;

i) Proponer en la primera sesión anual de la Asamblea
General del Consejo Nacional y del Comité Directivo
Nacional, el calendario de sesiones ordinarias;

j) Acordar el orden de intervención de las personas
consejeras de la Asamblea General del Consejo Nacional
y del Comité Directivo Nacional, en la conducción de las
sesiones de la Asamblea General y del Comité Directivo
Nacional, procurando la equidad en su participación;

k) Participar con voz y voto en las sesiones de la Asamblea
General del Consejo Nacional o de cualquiera de sus
órganos, contando, en el caso de empate en la votación de
los Acuerdos, con voto de calidad;

l) Avalar las actas de las sesiones de la Asamblea General
del Consejo Nacional y del Comité Directivo Nacional;

m) Realizar las acciones necesarias a fin de garantizar el
cumplimiento de los Acuerdos de la Asamblea General del
Consejo Nacional y del Comité Directivo Nacional;

n) Recibir de la secretaría técnica el apoyo administrativo,
técnico y operativo para el despacho de las funciones del
Consejo; y

o) Las demás análogas al cumplimiento de sus funciones.

Capítulo VI
Del Secretario Técnico de la Asamblea General y del

Comité Directivo Nacional 

Artículo 28. La persona titular de la Secretaria Técnica de la
Asamblea General es a su vez la Secretaria Técnica del
Comité Directivo y coordina el trabajo administrativo,
técnico y operativo de la Asamblea General del Consejo
Nacional y del Comité Directivo Nacional.

Artículo 29. La persona titular de la Secretaría Técnica será
propuesta por el presidente de la Asamblea General y del
Comité Directivo Nacional y deberá ser aprobada por la
mayoría de la Asamblea General del Consejo Nacional. 

Artículo 30. La persona electa titular de la Secretaría Técnica
durará en sus funciones por un periodo de 6 años, pudiendo
ser reelecto por una ocasión.

Artículo 31. La persona titular de la Secretaría Técnica de la
Asamblea General del Consejo Nacional y del Comité
Directivo Nacional tiene las siguientes obligaciones y
facultades:

a) Ser enlace permanente de comunicación del Consejo
Nacional con los sectores público, privado y social;

b) Supervisar los servicios relacionados con la celebración
de las sesiones de la Asamblea General del Consejo
Nacional y del Comité Directivo Nacional;

c) Recibir las propuestas de asuntos a tratar en el orden del
día de la Asamblea General del Consejo Nacional y del
Comité Directivo Nacional y someter el orden del día a
autorización del presidente de la Asamblea General o del
Comité Directivo, según sea el caso;

d) Emitir, previo acuerdo con el presidente de la Asamblea
General del Consejo Nacional o del Comité Directivo, en
términos de lo previsto en el Reglamento, la convocatoria
para las sesiones de dichos órganos;

e) Llevar el control de asistencia de las sesiones de la
Asamblea General del Consejo Nacional y del Comité
Directivo, según sea el caso;

f) Llevar el control de la designación de personas
consejeras, así como el de sus suplentes;
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g) Realizar y registrar el conteo de la votación de los
Acuerdos;

h) Levantar las actas de las sesiones de la Asamblea
General del Consejo Nacional y del Comité Directivo
Nacional;

i) Llevar a cabo el registro y el seguimiento de los
Acuerdos de la Asamblea General del Consejo Nacional y
del Comité Directivo Nacional;

j) Participar en las sesiones de la Asamblea General del
Consejo Nacional y del Comité Directivo Nacional; y

k) Las demás análogas al cumplimiento del objeto de sus
funciones.

Capítulo VII
De la integración de las Comisiones

Artículo 32. Las Comisiones se integrarán con un mínimo 7
y un máximo de 15 consejeros del Consejo Nacional,
debiendo cuidar la equidad de género.

Artículo 33. Los consejeros integrantes de cada comisión,
deberán elegir un presidente de la Comisión de entre los
consejeros que la integran, atendiendo a lo establecido en el
Reglamento del Consejo Nacional.

Artículo 34. El presidente de cada Comisión será el
encargado de coordinar los trabajos de investigación,
consulta, análisis, debate y, en su caso, de propuesta de los
asuntos que son consultados al Consejo Nacional o de
aquellos que son de interés estratégico.

Artículo 35. Las personas titulares de la Presidencia de las
Comisiones durarán en su encargo:

I. En el caso de las Comisiones ordinarias un periodo de 3
años, con la posibilidad de reelección por un periodo
adicional; y

II. En el caso de las Comisiones especiales, durarán en su
encargo el mismo periodo de existencia de la Comisión
especial.

Artículo 36. Las personas titulares de la Presidencia de las
Comisiones tienen las siguientes obligaciones y facultades:

a) Convocar y dirigir las sesiones de la Comisión;

b) Representar a la Comisión ante la Asamblea General
del Consejo Nacional y el Comité Directivo Nacional, así
como ante los sectores público, privado y social;

c) Coordinar la relación de la Comisión con los sectores
público, privado y social;

d) Consolidar el trabajo de la Comisión y reportar sus
avances a la Asamblea General o al Comité Directivo,
cuando estos así lo soliciten;

e) Designar, de entre las personas consejeras integrantes
de la Comisión a un vicepresidente de la Comisión, quien
lo suplirá en sus ausencias en las sesiones de la misma;

f) Proponer a la Comisión, de entre las personas
Consejeras que la integran, a la persona que fungirá en la
Secretaría Técnica de la misma;

g) Recibir y autorizar las propuestas de asuntos a tratar en
el orden del día de la Comisión;

h) Proponer en la primera sesión de la Comisión, el
calendario de sesiones ordinarias;

i) Participar con voz y voto en las sesiones de la Comisión,
contando, en el caso de empate en la votación de los
Acuerdos, con voto de calidad;

j) Avalar las actas de las sesiones de la Comisión;

k) Realizar las acciones necesarias a fin de garantizar el
cumplimiento de los Acuerdos de la Comisión;

l) Auxiliarse, de conformidad a lo establecido en esta Ley
y en el Reglamento, en el Secretario Técnico de la
Comisión, para el ejercicio de sus funciones; y

m) Las demás análogas al cumplimiento de sus funciones.

Capítulo VIII
De la Secretaría Técnica de las Comisiones

Artículo 37. La persona titular de la Secretaría Técnica de
cada Comisión tendrá a su cargo la coordinación del trabajo
administrativo, técnico y operativo de las Comisiones.

Artículo 38. Las personas titulares de las Secretarías
Técnicas de las Comisiones son designadas por los
consejeros integrantes de cada Comisión, de conformidad a
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lo establecido en esta Ley y en el Reglamento y durarán en
su encargo, en el caso de las Comisiones ordinarias, un
periodo de tres años, con la posibilidad de ser reelegidas por
un periodo adicional. 

En el caso de las Comisiones especiales, duran en su encargo
el mismo periodo de existencia de la Comisión especial.

Artículo 39. La persona titular de la Secretaria Técnica de
cada Comisión tiene las siguientes obligaciones y facultades:

a) Supervisar los servicios relacionados con la celebración
de las sesiones de la Comisión;

b) Recibir y someter a autorización del Titular de la
Comisión las propuestas de asuntos a tratar en el orden del
día;

c) Emitir, previo acuerdo con el titular de la Presidencia de
la Comisión, en términos de lo previsto en el Reglamento,
la convocatoria para las sesiones;

d) Llevar el control de asistencia de la Comisión;

e) Llevar el control de integrantes y asesorías externas de
la Comisión, así como el de sus suplentes;

f) Realizar y registrar el conteo de la votación de los
Acuerdos;

g) Levantar las actas de las sesiones de la Comisión;

h) Llevar a cabo el registro y el seguimiento de los
Acuerdos de la Comisión;

i) Participar en las sesiones de la Comisión con derecho a
voz y voto; y

j) Las demás análogas al cumplimiento de sus funciones.

Capítulo Único
De la administración y 

ejercicio de los recursos del Consejo

Artículo 40. El Consejo Nacional para el cumplimiento de su
objeto y para el ejercicio de sus funciones y atribuciones,
contará con un presupuesto anual asignado por la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión y será auditado por la
Auditoría Superior de la Federación. 

Artículo 41. Los recursos asignados serán administrados por
un Comité Técnico, bajo la coordinación de la persona titular
de la Presidencia de la Asamblea Nacional. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en la Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales y
reglamentarias que se opongan al presente ordenamiento.

Tercero. El Ejecutivo federal emitirá la convocatoria para la
designación de los consejeros de los sectores privado y
social, a más tardar 30 días hábiles después de la entrada en
vigor de la presente Ley. 

Cuarto. El Reglamento interno del Consejo Nacional deberá
expedirse a más tardar a los treinta días hábiles siguientes de
su integración y toma de protesta.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara de
Diputados, en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_080520.pdf 

2 Órganos principales, ONU, en: 

https://www.un.org/es/sections/about-un/main-organs/index.html 

3 Consejo Económico y Social, ONU, en: 

https://www.un.org/ecosoc/en/es 

4 Objetivos de Desarrollo Sostenible, ONU, en: 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-
desarrollo-sostenible/ 

5 http://www.oit.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_388
769/lang—es/index.htm

6 Acuerdo que crea el Consejo para el Diálogo con los Sectores
Productivos, Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en: 

http://white.lim.ilo.org/portal/ds/documentos/MEXICO%20-
%20Acuerdo%20que%20crea%20el%20Consejo%20para%20el%2
0Dialogo%20con%20los%20Sectores%20Productivos.pdf 
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7 Estrategia Nacional para la Implementación de la Agenda 2030 en
México, Gobierno Federal, en: 

https://www.gob.mx/agenda2030/documentos/estrategia-nacional-
de-la-implementacion-de-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-
sostenible-en-mexico 

8 Estrategia Nacional para la Implementación de la Agenda 2030 en
México, Gobierno Federal, en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/514075/EN-
A2030Mx_VF.pdf 

9 Diputados crean Grupo de Trabajo para dar seguimiento a la Agenda
2030 de la ONU, Cámara de Diputados, en: 

http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletin
es/2019/Octubre/10/2425-Diputados-crean-Grupo-de-Trabajo-para-
dar-seguimiento-a-la-Agenda-2030-de-la-ONU 

10 Ley del Consejo Económico y Social de la Ciudad de México,
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en: 

http://www.aldf.gob.mx/archivo-b4d224b7d92cdbb4cbba
485de6211eb0.pdf 

11 Ley del Consejo Económico, Social y Ambiental de la Ciudad de
México, Congreso de la Ciudad de México, en: 

https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/604ea59a935
ea3cac9fd4064ebaac0915fed0300.pdf 

12 Comisión Especial para la Reactivación Económica, Consejo
Económico, Social y Ambiental de la Ciudad de México, en: 

https://ces.cdmx.gob.mx/storage/app/media/2020/REACTIVACION
_ECONOMICA_CESA.pdf 

13 El Congreso del Estado de Jalisco aprueba la extinción del CESJAL,
por no cumplir con sus objetivos, Congreso del Estado de Jalisco, en: 

https://www.congresojal.gob.mx/boletines/el-congreso-del-estado-
de-jalisco-aprueba-la-extinci-n-del-cesjal-por-no-cumplir-con-sus 

14 La crisis económica del covid-19 empujará a millones de niños al
trabajo infantil, Noticias ONU, en: 

https://news.un.org/es/story/2020/06/1475912

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, el
día 18 de noviembre de 2020.— Diputado Isaías González Cuevas
(rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Economía, Comercio
y Competitividad, y de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen,
y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión.

EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE LA MARINA MERCANTE

«Iniciativa que expide la Ley del Instituto Nacional de
Marina Mercante, suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PT

Los suscritos, diputados federales e integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajado en la LXIV
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a la consideración de
esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se expide la Ley del Instituto Nacional
de la Marina Mercante. 

Exposición de Motivos 

El sector de la marina mercante es de gran importancia para
las sociedades modernas. En los últimos 30 años, México no
ha conseguido el potencial y la influencia en esta materia, lo
que implica desaprovechar una fuente de desarrollo
económico, industrial y social, además de una fuente
excelentes oportunidades de empleo e inversión en desarrollo
de tecnología. Actualmente son varios miles de personas que
trabajan en actividades y empresas directa e indirectamente
relacionadas con los mares y océanos del mundo.

La historia de la navegación y de la industria pesquera han
pasado por una tendencia permanente hacia el incremento,
tanto de sus flotas como del volumen de comercio y
capacidad de capturas. La navegación marítima ha sido,
desde hace muchos siglos, la principal forma de transporte,
además de ser un excelente enlace de comunicación para la
conexión de ciudades costeras, países y continentes.
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Transportar mercadería por mar, desde el punto de vista
económico, es el medio más barato que existe y uno de los
más eficientes, tan sólo el comercio marítimo mundial
alcanzó un total aproximado de 10.700 millones de toneladas
de mercancías transportadas a granel (UNCTAD/RMT/
2018), lo que representa casi el 80% de las mercaderías del
mundo.

El gran aumento de las funciones relacionadas con el mar ha
logrado una expansión cuantitativa y cualitativa, con la
aparición y desarrollo de dos polos de crecimiento industrial:
la industria marítima de exploración y producción de petróleo
y el sector de los cruceros marítimos.

En incremento de la población mundial y, por consiguiente,
el incremento de las necesidades energéticas en todo el
mundo, reclaman a profesionistas expertos en exploración y
producción marítima; tan sólo en México se generaron más
de 135,000 empleos directos y cerca de 350,000 indirectos en
esta materia en los últimos 4 años (Bain-Conacyt, 2019).

Por otro lado, la industria de cruceros marítimos en México
ha tenido una creciente popularidad al ser nuestro país un
destino turístico del mundo desarrollado, proporcionando una
derrama económica bastante significativa en la economía de
nuestro país, con cada vez más cruceros y embarcaciones
recreativas partiendo de los más variados puertos del país
hacia el mundo y viceversa. Tan sólo en 2019 los puertos de
nuestro país recibieron dos mil 951 cruceros que,
comparados con dos mil 671 contabilizados durante 2018,
representan un avance de 10.5% (SCT, 2020).

Los puertos de México son un facilitador del comercio
internacional y ayudan a que los costos logísticos sean
competitivos respecto a los demás puertos del mundo.
Gracias a nuestros puertos tenemos la relación comercial más
importante del globo que es ser los exportadores número uno
hacia los Estados Unidos de Norteamérica.

La privilegiada localización geográfica de nuestro país al
tener acceso a los océanos Atlántico y Pacífico, nos da mayor
ventaja competitiva para todas aquellas empresas que
deciden importar y/o exportar sus mercancías a través de
ellos, teniendo un total de 102 puertos, de los cuales 8 de ellos
son de los más importantes del mundo (SCT, 2020). 

Las profesiones relacionadas con la vida marina son
importantes y fundamentales para la operación y gestión de
los barcos -cada día más tecnificados-, sino que también los
son para los puertos. La sociedad mexicana del mañana

necesitará nuevos y mejores modos de transporte marítimo,
así como un mayor control de estos, lo que obligará a
establecer academias, institutos y escuelas especializadas que
dispongan un alto contenido en la manipulación de las
tecnologías náuticas y marítimas. Del mismo modo, la
operación cada vez más dependiente de la tecnología de los
navíos hace necesario un mayor conocimiento para el control
del tráfico marítimo en nuestros puertos y costas mexicanas.

Lo anterior supone que las profesiones marítimas tienen en el
mundo, y en específico en México, un amplio horizonte de
futuro que requerirá disponer de importantes recursos, tanto
materiales como humanos. Los marinos mercantes e
ingenieros navales forman parte de estos recursos humanos
ya que han sido y deben ser profesionales dotados de una
sólida formación básica y capacitación multidisciplinaria.

Actualmente, el Fideicomiso de Formación y Capacitación
para el Personal de la Marina Mercante Nacional es el
instrumento mediante el cual se financia a tres Escuelas
Náuticas Mercantes en las ciudades de Veracruz, Mazatlán y
Tampico, además del Centro de Educación Náutica de
Campeche. El cometido del Fideicomiso es proporcional el
financiamiento necesario para la formación, capacitación,
actualización y posgrado del personal marítimo, portuario y
logístico en el país.

Anterior a la puesta en marcha del Fideicomiso, las Escuelas
operaron con restricciones y problemas económicos por lo
que, a iniciativa del Gobierno Federal, se instituyó en 1972 el
Fideicomiso para la Reestructuración y Funcionamiento de
las Escuelas Náuticas en Mazatlán, Tampico y Veracruz; con
el objetivo de modernizar la infraestructura y homogenizar el
Sistema de enseñanza en los tres planteles.1 Las reformas y
actualizaciones que han ocurrido a lo largo del tiempo,
precisaron propósitos, como el de desarrollar tres áreas:
formación, actualización y capacitación. Además, ocurrió el
cambio de la razón social del Fideicomiso (1980).

Hoy en día el Fideicomiso de Formación y Capacitación para
el Personal de la Marina Mercante Nacional es la única
institución nacional de estudios superiores dedicada a la
formación, capacitación, actualización y posgrado del
personal marítimo, portuario y logístico, que responde la
demanda de profesionales en las diversas especialidades del
comercio internacional. El Grupo Parlamentario del PT
considera que este modelo educativo tiene que crecer y
modernizarse, por lo que los planteles educativos, así como
su personal administrativo, académico y sus estudiantes,
deben evolucionar e integrarse al Instituto Nacional de la
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Marina Mercante, con el objetivo de conformar una
institución educativa y de especialización de vanguardia que
contribuya decididamente a tener profesionistas y expertos en
las diversas materias relacionadas con el ámbito marítimo,
altamente cualificados, de alto valor para la sociedad
mexicana e internacional, gracias a su capacidad para
mejorar los procesos y sistemas en los que trabajen así como
para intervenir en el desarrollo de nuevas tecnologías en
beneficio de este sector.

Con esta iniciativa se pretende crear formalmente el Instituto
Nacional de la Marina Mercante para ofrecer estudios
profesionalizados y especializados para convertirse en
profesionales de la marina mercante, además de ingenieros,
biólogos marinos y especialistas en trasporte marítimo,
capaces de satisfacer las diversas necesidades nacionales e
internacionales.

El Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo propone esta
iniciativa con conciencia de que el comercio y el transporte
marítimo ganan, cada vez más, espacios en la actividad
comercial del mundo. Por ello, considera que este sector
educativo ofrecerá un impulso a la profesionalización y
especialización en las ciencias náuticas, transporte marítimo,
ciencias del mar e ingeniería civil marítima, entre otras más.
Este capital humano es el mejor activo que podamos ofrecer
a las empresas del sector marítimo y portuario de México y
del mundo entero.

La creación del Instituto Nacional de la Marina Mercante
aspira a transformar el sector marítimo y naval en México,
conformando una Institución que disfrutará del mismo
respeto que el Estado mexicano ha demostrado tener frente a
otras instituciones análogas. Su eficaz funcionamiento será
responsabilidad compartida de administradores, maestros,
investigadores y alumnos, a través de sus representantes, ante
los órganos de gobierno de la Institución. Tal y como ha
sucedido con otros institutos y universidades de nuestro país,
el INMM basará su docencia en todas las corrientes de
pensamiento y la investigación tendrá la oportunidad de
realizarse en los amplios ámbitos de la libertad intelectual,
científica y desarrollo de nuevas tecnologías.

Consecuentemente con la búsqueda de una más amplia
optimización de resultados académicos, en el espíritu de la
presente iniciativa, se advierte la facultad de las autoridades
del Instituto para dictar las normas y medidas que permitan
mantener la unidad de las actividades de la institución, e
impedir que su desenvolvimiento se desvíe de las finalidades
que constituyen su objetivo ya sea por conflictos internos o

por acciones que tienden a implantar prácticas contrarias a su
naturaleza académica.

Dado su carácter de institución al servicio del sector marino
y mercante, el INMM deberá promover a sus alumnas y
alumnos la prestación de un servicio social permanente que,
además de formativo, sea factor ininterrumpido de cambio en
la comunidad, a través de la aplicación e intercambio de
conocimientos.

La estructura flexible y moderna del nuevo INMM, se
fundará en su integración en divisiones, departamentos y
programas. Cada división reunirá un conjunto de
departamentos académicos. El departamento será la unidad
básica académica y estará constituido por una comunidad de
profesores e investigadores responsable de la docencia y de
la investigación de un campo especializado del conoci-
miento. Los departamentos impartirán las asignaturas que se
establece en los planes de estudios de las distintas carreras.
La organización departamental otorgará gran flexibilidad de
la integración de carreras, ya que se pueden constituir nuevas
carreras y/o carreras interdisciplinarias, seleccionando
asignaturas de varios departamentos. Esto permitirá que
profesionales con formación en diferentes disciplinas
trabajen juntos, enfrentando la solución de problemas
comunes en un ambiente de amplia comunicación de
conocimientos y procedimientos.

Los planes de estudio permitirán al estudiante una visión más
amplia del campo de actividad profesional y sus
interrelaciones con otras especialidades, facilitando la
organización de programas de estudio de carácter
interdisciplinario.

En este sentido, se establece que el Instituto deberá impulsar
en los planes y programas de estudio la perspectiva de género
y de derechos humanos en los procesos de planeación y
evaluación, es decir, incorporar en los planes y materiales de
estudio las perspectivas de igualdad entre mujeres y hombres,
de derechos humanos y de no discriminación, con el
propósito de eliminar los estereotipos de género y prevenir
los actos de violencia contra las mujeres. 

La iniciativa contempla un proceso para colocar al frente del
INMM a una rectora o rector con amplia experiencia de al
menos 10 años en la marina mercante mexicana, por un
periodo de 4 años en el cargo con posibilidad de reelección. 

La iniciativa contempla que el patrimonio del INMM estará
constituido por los bienes que asigne el gobierno federal y
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que se encuentren al servicio del Fideicomiso de Formación
y Capacitación para el Personal de la Marina Mercante
Nacional, así también por las asignaciones y demás recursos
que se establezcan en el presupuesto anual de egresos de la
Federación. De igual manera, se le autoriza al INMM poder
obtener ingresos propios y donaciones por los servicios que
preste, los cuales podrán erogar conforme lo establezca su
normatividad. 

Finalmente, en cuanto a la existencia del Fideicomiso de
Formación y Capacitación para el Personal de la Marina
Mercante, se establece que este iniciará su proceso de
extinción una vez que las autoridades del Instituto queden
elegidas conforme a las normas reglamentarias aplicables y
tomen posesión de sus cargos.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración
de esta Soberanía el siguiente

Decreto

Único. Se expide la Ley del Instituto Nacional de la Marina
Mercante, para quedar como sigue:

Capítulo I
De su naturaleza, objetivos y medios

Artículo 1. Se crea el Instituto Nacional de la Marina
Mercante como organismo público descentralizado de la
Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y
patrimonio propio y adscrito a la Secretaría de Marina.

Artículo 2. El Instituto tendrá su sede en la Ciudad de
México y tendrá unidades académicas y centros
especializados en los principales puertos del país.

Artículo 3. Instituto Nacional de la Marina Mercante tiene
como objetivos:

I. Impartir educación de tipo superior para formar personal
docente, investigadores y profesionales con juicio crítico,
democrático, nacionalista y humanístico que los capacite
para contribuir a la solución de los problemas del
transporte marítimo, la operación portuaria y de canales,
ciencias del mar, contaminación ambiental marítima e
ingeniería ambiental marítima;

II. Desarrollar la investigación científica, básica y
tecnológica, ligada a la docencia para obtener el mejor
aprovechamiento económico y social de las actividades

marítimas, náuticas, costeras y portuarias del país y
encontrar nuevos procedimientos que respondan a las
necesidades del desarrollo nacional independiente;

III. Preservar, difundir y acrecentar la cultura
especialmente en las ciencias del mar y las ciencias
náuticas, para lograr una sociedad más justa y creadora;

IV. Propiciar la libre investigación a través de la
participación de alumnos y personal académico en un
proceso educativo abierto a todas las corrientes del
pensamiento;

V. Promover la formación de profesionales de alto nivel
conforme a programas académicos y de investigación que
colaboren al desarrollo del país;

VI. Pugnar porque las innovaciones científicas y
tecnológicas lleguen oportunamente al sector naval y
marítimo, a fin de promover el cambio social para lograr
un mejor nivel económico y cultural de sus integrantes; y,

VII. Procurar, en coordinación con otras instituciones de
carácter naval y marítimo, una adecuada planificación de
la industria del transporte marítimo, especialmente de la
industria naval, atendiendo a los aspectos ecológicos, de
crédito, tecnológico, perfeccionamiento de sus técnicas de
seguridad a la vida humana en el mar, formas de
organización, servicios asistenciales y otros, a fin de
elevar la productividad, ingresos y competitividad del
personal dedicado al estudio de las empresas navieras,
astilleros, industria auxiliar y otras actividades vinculadas
con la marina mercante y la operación portuaria.

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objetivo el Instituto
Nacional de la Marina Mercante tendrá las atribuciones
siguientes:

I. Organizarse como lo considere necesario, dentro de las
normas generales de la presente ley;

II. Planear y programar sus actividades conforme a los
principios de libertad de cátedra y de investigación;

III. Crear, modificar o suprimir unidades académicas y
centros especializados;

IV. Expedir certificados de estudio, otorgar diplomas,
títulos profesionales, grados académicos y menciones
honoríficas;
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V. Revalidar y establecer equivalencias de estudios de los
niveles educativos que imparta;

VI. Establecer las políticas de ingreso y permanencia de
alumnos y del personal académico, atendiendo para ello lo
señalado en el artículo 3 de la Constitución Política y 5 de
la Ley General de Educación, y demás leyes aplicables;

VII. Prestar asistencia técnica y servicio social a
comunidades costeras y portuarias según sus planes
académicos y cuando lo juzgue conveniente;

VIII. Prestar servicios de asesoría a los sectores público,
social y privado, así como a Estados y Municipios que lo
soliciten; 

IX. Colaborar en los planes nacionales de desarrollo y con
instituciones o personas ligadas al medio marítimo según
sus planes académicos y cuando lo juzgue conveniente;

X. Sostener y desarrollar los servicios escolares y sociales
que se presten a la comunidad educativa; 

XI. Garantizar la igualdad sustantiva de oportunidades
entre mujeres y hombres, de derechos humanos y de no
discriminación en los procesos de planeación y evaluación
de los planes y programas de estudio; 

XII. Promover y editar obras que contribuyan a la difusión
de la cultura y del conocimiento científico y tecnológico
relativo a la marina mercante; 

XIII. Estimular a su personal para que participe en la
elaboración de material didáctico, libros de texto y obras
técnicas, científicas y culturales relativas a las ciencias
náuticas, ciencias del mar, transporte marítimo e
ingeniería civil marítima;

XIV. Promover el intercambio científico, tecnológico y
cultural con instituciones educativas y organismos
nacionales, extranjeros e internacionales; 

XV. Desarrollar la investigación científica, tecnológica y
de innovación en ciencias del mar;

XVI. Crear las unidades administrativas que sean
necesarias para su funcionamiento.

Artículo 5. Cada unidad del Instituto ejercerá sus funciones
académicas por medio de divisiones, departamentos y

programas, de acuerdo con los niveles educativos que se
impartan. Las divisiones se establecerán por áreas del
conocimiento, los departamentos por disciplinas específicas
o por grupos homogéneos de éstas y los programas por
componentes curriculares interdisciplinarios.

Artículo 6. El Instituto tomará las medidas académicas y
administrativas, conforme a esta ley y sus reglamentos, para
asegurar la estabilidad y continuidad de las actividades de
docencia, divulgación e investigación científica, básica y
tecnológica.

Capítulo II
De las autoridades universitarias

Artículo 7. La comunidad educativa estará constituida por
alumnas o alumnos, profesores e investigadores del Instituto
Nacional de la Marina Mercante y se gobernará a sí misma
por las autoridades que ella designe en los términos de la
presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 8. El Instituto Nacional de la Marina Mercante
establecerá los procedimientos para constituir los distintos
cuerpos colegiados encargados de resolver, entre otras, sus
cuestiones académicas y administrativas, los cuales estarán
constituidos por alumnas o alumnos y personal académico.

Artículo 9. El ejercicio de gobierno del Instituto estará a
cargo de su Consejo Académico, de su Rectoría y las o los
directores de cada unidad académica.

El Consejo Académico estará integrado por la persona titular
de la Rectoría, las o los directores de las unidades
académicas, cinco representantes electos por la comunidad
académica y dos alumnas o alumnos electos por la
comunidad de estudiantes, y tendrá las siguientes facultades:

I. Aprobar el proyecto de presupuesto anual del Instituto,
para enviarlo a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público para su incorporación en el Presupuesto de
Egresos de la Federación;

II. Aprobar los Reglamentos y demás disposiciones
administrativas del Instituto;

III. Aprobar los planes y programas de estudio;

IV. Aprobar la creación de Unidades Académicas;

V. Aprobar el programa de posgrado del Instituto;
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VI. Aprobar la plantilla docente y de investigadores del
Instituto;

VII. Convocar a exámenes de oposición para la obtención
de plazas académicas y de investigación;

VIII. Aprobar los proyectos de investigación científica,
tecnológica y de innovación;

IX. Aprobar la celebración de acuerdos o convenios
académicos o de investigación; y,

X. Otorgar medallas o reconocimientos académicos y de
investigación.

Artículo 10. La persona titular de la Rectoría del Instituto
será nombrada por el Ejecutivo Federal a propuesta del
Consejo Académico y durará en su cargo cuatro años, con
posibilidad de reelegirse hasta por un periodo igual.

Para ser rectora o rector del Instituto se requiere:

I. Ser oficial de la marina con grado de Almirante;

II. Ser mayor de 35 años;

III. Poseer título a nivel licenciatura, tener cuando menos
diez años de experiencia profesional, tres de los cuales
deberá ser de experiencia académica en una universidad o
centro de educación superior, vinculados a la materia de
objeto del Instituto; y

IV. Ser persona honorable y de reconocido prestigio y
competencia profesional.

Artículo 11. Serán facultades y obligaciones de la persona
titular de la Rectoría:

I. Tener la representación legal y encargarse de la
administración general del Instituto;

II. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones de esta ley y
las reglamentarias del Instituto;

III. Proponer a los cuerpos colegiados correspondientes
candidatos a funcionarios y empleados administrativos; 

IV. Coordinar las actividades de las Unidades Académicas
y centros del Instituto; y

V. Las demás que le señale este ordenamiento y sus
disposiciones reglamentarias.

Capítulo III
Del patrimonio del Instituto

Artículo 12. El patrimonio del Instituto estará constituido
por:

I. Los bienes que asigne el gobierno federal y que se
encuentren al servicio del Fideicomiso de Formación y
Capacitación para el Personal de la Marina Mercante
Nacional;

II. Las asignaciones y demás recursos que se establezcan
en el presupuesto anual de egresos de la Federación; 

III. Los ingresos propios que obtenga por los servicios que
preste;

IV. Las donaciones que se le hagan y que en ningún caso
se entenderán como contraprestación del servicio
educativo, y que no deberán desvirtuar los objetivos del
instituto; y

V. Los bienes, derechos y demás ingresos que adquiera
por cualquier título legal.

Capítulo IV
Disposiciones generales

Artículo 13. Los ingresos del Instituto y los bienes de su
propiedad no estarán sujetos a impuestos ni derechos
federales. Tampoco estarán gravados los actos o contratos en
que celebre si los impuestos, conforme a la ley respectiva,
debiesen estar a cargo del Instituto.

Artículo 14. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus
trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del
Artículo 123 Constitucional.

Artículo 15. Serán considerados empleados de confianza: la
persona titular de la Rectoría, las o los directores, las y los
directores de área, las y los subdirectores, las y los jefes de
departamento, y demás personal que tenga ese carácter, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 5o. de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones legales
que se opongan al presente decreto. 

Tercero. En un plazo no mayor a 120 días posteriores a la
entrada en vigor del presente decreto, el Fideicomiso de
Formación y Capacitación para el Personal de la Marina
Mercante transferirá al Instituto Nacional de la Marina
Mercante todos sus recursos humanos, materiales y
financieros, además de expedientes, archivos, acervos y
demás documentación administrativa y académica en
cualquier formato que se encuentre bajo su resguardo.

Cuarto. El Fideicomiso de Formación y Capacitación para el
Personal de la Marina Mercante iniciará su proceso de
extinción una vez que las autoridades del Instituto queden
elegidas conforme a lo dispuesto en este decreto y tomen
posesión de sus cargos.

Quinto. Las menciones contenidas en otras leyes,
reglamentos y, en general, en cualquier disposición respecto
del Fideicomiso de Formación y Capacitación para el
Personal de la Marina Mercante Nacional, cuyas funciones
quedarán sin efecto por virtud de la conclusión del proceso de
extinción, se entenderán referidas al Instituto Nacional de la
Marina Mercante.

Sexto. Se respetarán los derechos laborales de las y los
trabajadores que a la entrada en vigor del presente Decreto
tengan una relación laboral con el Fideicomiso de Formación
y Capacitación para el Personal de la Marina Mercante,
conforme a lo dispuesto por el Contrato Colectivo de
Trabajo, la Ley Federal del Trabajo, la Ley de los
Trabajadores al Servicio del Estado Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional y demás
ordenamientos aplicables, transfiriendo las obligaciones
laborales al Instituto. 

Nota

1 https://www.fidena.gob.mx/antecedentes.php

Salón de sesiones, a 18 de noviembre de dos mil veinte.»

Se turna a la Comisión de Marina, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del diputado Higinio
del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, diputado federal Higinio del Toro Pérez,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones a la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El traslado de ciudadanos al interior de ciudades y zonas
metropolitanas es un tema constante en los gobiernos locales.
La gestión urbana exige la creatividad de los gobiernos
próximos a la sociedad, ya que es este ámbito gubernamental
el encargado de crear programas que permitan mejorar la
calidad de vida de los ciudadanos.

El tema de la movilidad ha adquirido distintos matices, en un
principio se trataba solamente de reducir el uso del automóvil
y mejorar el transporte público, sin embargo, al paso del
tiempo esto fue insuficiente, debido a que el tiempo y costo
del traslado de los ciudadanos era elevado y mermaba su
calidad de vida. Las estrategias de movilidad empezaron a
contemplar diversos modos de transporte, a lo que se le llamo
movilidad multimodal.

De acuerdo con sitios especializados, “la movilidad
multimodal personal podría ser descrita como la
interconexión de los ciudadanos (mediante el uso de
dispositivos móviles), vehículos, sistemas de transporte y la
infraestructura que permite la creación y el intercambio de
nuevos tipos de información, lo que conduce a una mayor
cooperación a través del desarrollo de nuevos servicios de
movilidad inteligente y personales.”1
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En la actualidad, países avanzados en el tema de la
movilidad, como Holanda en Europa o Colombia en América
Latina, reconocen el uso de vehículos no motorizados como
la mejor alternativa para reducir tiempo de traslado, costo y
mejorar el medio ambiente. No obstante, es de las
alternativas menos exploradas debido a que los ciudadanos
prefieren continuar con los medios “tradicionales” por lo que
se requiere de incentivos para que la población se permita
utilizar nuevos medios de transporte y tratar de incorporarlos
en su rutina diaria.

Los incentivos son una realidad en países como Holanda,
país que ha logrado importantes resultados en la movilidad
multimodal dentro de sus ciudades. El gobierno holandés
negoció con el sector empresarial para que las empresas
empiecen a pagar a los empleados una dieta de viaje libre de
impuestos de 0,19 euros por cada kilómetro que hagan en
bicicleta desde su casa al trabajo. Esta política pública tiene
como objetivo crear una estrategia entre el sector público y
privado para reducir el uso del coche y mejorar la salud de los
holandeses.2

En los últimos años se ha hecho evidente la necesidad de
crear instrumentos de política pública que promuevan el uso
de diversos medios de transporte para mejorar los tiempos de
traslados. Debido a que la capacidad de transporte público es
limitada, ha sido necesario buscar nuevas alternativas para
mejorar los tiempos, reducir costos y pensando en
alternativas amigables para el medio ambiente.

Es por ello por lo que la movilidad multimodal ha sido una
alternativa para los países que tienen grandes ciudades y
como es lógico, se enfrentan a problemas de saturación en el
transporte público, a los altos costos y al gran tiempo que se
invierte en los traslados, además de los problemas de
conexión que se tienen en algunas rutas y que complican el
traslado por este medio. En lo referente al uso del automóvil,
los ciudadanos enfrentan problemas de tráfico que ocupa
mucho tiempo, afectaciones al medio ambiente, altos costos
en el combustible, por mencionar solo algunos. 

El cuestionamiento que da origen a la presente iniciativa es
¿Cómo podemos promover la movilidad a través de
vehículos no motorizados?, asumiendo que los ciudadanos
necesitan de un incentivo para permitirse probar nuevas
modalidades en el transporte, se considera que es necesaria
una coordinación entre el sector privado y las autoridades que
confluyen en determinada ciudad. 

De esta forma, se propone que el gobierno estatal considere
incentivos para las empresas que decidan promover la
movilidad no motorizada y por su parte, las empresas pueden
crear programas de incentivos ya sea para los colaboradores
como para clientes en los que los ciudadanos encuentren
beneficios por utilizar vehículos no motorizados. 

Es así que la estrategia requiere que. Por lo que es necesario
reformar la Ley General de Asentamientos Humanos,
Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, en la que se
contemplan las atribuciones de cada ámbito gubernamental
en materia de movilidad, para otorgar a los gobiernos
estatales la facultad de aplicar incentivos fiscales para las
empresas que colaboren en el objetivo de promover la
movilidad en vehículos no motorizados. 

El artículo 10 establece las facultades de las entidades
federativas en materia de asuntos urbanos y desarrollo
metropolitano principalmente:

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:

I. Legislar en materia de asentamientos humanos,
desarrollo urbano y ordenamiento territorial, así como
para la planeación, gestión, coordinación y desarrollo de
las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus
jurisdicciones territoriales, atendiendo a las facultades
concurrentes previstas en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por esta ley;

II. Establecer normas conforme a las cuales se promoverá
y dará participación a la ciudadanía en los procesos de
planeación, seguimiento y evaluación a que se refiere esta
ley;

III. Promover el cumplimiento y la efectiva protección de
los derechos humanos relacionados con el Ordenamiento
Territorial de los Asentamientos Humanos, el Desarrollo
Urbano y la vivienda;

IV. Aplicar y ajustar sus procesos de planeación a la
estrategia nacional de ordenamiento territorial; 

V. Formular, aprobar y administrar su programa estatal de
ordenamiento territorial y desarrollo urbano, así como
vigilar y evaluar su cumplimiento con la participación de
los municipios y la sociedad;
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VI. Promover y decretar la fundación de nuevos centros
de población, a partir de las propuestas que hagan la
Secretaría o los municipios;

VII. Analizar y calificar la congruencia y vinculación con
la planeación estatal, que deberán observar los distintos
programas municipales de Desarrollo Urbano, incluyendo
los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de
dictámenes de congruencia estatal;

VIII. Inscribir en el Registro Público de la Propiedad, a
petición de parte, los planes y programas municipales en
materia de desarrollo urbano, reservas, usos del suelo y
destinos de áreas y predios, cuando éstos tengan
congruencia y estén ajustados con la planeación estatal y
federal;

IX. Establecer las normas conforme a las cuales se
efectuará la evaluación del impacto urbano y territorial de
las obras o proyectos que generen efectos significativos en
el territorio; las cuales deberán estar incluidas en los
planes de desarrollo urbano;

X. Participar, conforme a la legislación federal y local, en
la constitución y administración de Reservas territoriales,
la dotación de infraestructura, equipamiento y Servicios
Urbanos, la salvaguarda de la población que se ubique en
los polígonos de protección y amortiguamiento
determinados por los planes de desarrollo urbano; así
como en la protección del Patrimonio Natural y Cultural,
y de las zonas de valor ambiental del equilibrio ecológico
de los Centros de Población;

XI. Intervenir en la prevención, control y solución de los
asentamientos humanos irregulares, en los términos de la
legislación aplicable y de conformidad con los programas
de desarrollo urbano, de conurbaciones y zonas
metropolitanas incluyendo el enfoque de género y el
marco de los derechos humanos;

XII. Emitir y, en su caso, modificar la legislación local en
materia de desarrollo urbano que permita contribuir al
financiamiento e instrumentación del ordenamiento
territorial y el desarrollo urbano y desarrollo metropo-
litano en condiciones de equidad, así como para la
recuperación de las inversiones públicas y del incremento
de valor de la propiedad inmobiliaria generado por la
consolidación y el crecimiento urbano;

XIII. Participar en la planeación y regulación de las zonas
metropolitanas y conurbaciones, en los términos previstos
en esta ley y en las leyes de las entidades federativas que,
en su caso, corresponda;

XIV. Establecer y participar en las instancias de
coordinación metropolitana en los términos de esta ley;

XV. Coordinar sus acciones con la federación, con otras
entidades federativas sus municipios o demarcaciones
territoriales, según corresponda, para el ordenamiento
territorial de los asentamientos humanos y la planeación
del desarrollo urbano y desarrollo metropolitano; así como
para la ejecución de acciones, obras e inversiones en
materia de infraestructura, equipamiento y servicios
urbanos, incluyendo las relativas a la movilidad y a la
accesibilidad universal;

XVI. Convenir con los sectores social y privado la
realización de acciones e inversiones concertadas para el
desarrollo regional, desarrollo urbano y desarrollo
metropolitano, atendiendo a los principios de esta ley y a
lo establecido en las leyes en la materia;

XVII. Apoyar a los municipios que lo soliciten, en la
administración de los servicios públicos municipales, en
los términos de las leyes aplicables;

XVIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las
leyes locales relativas, al impacto urbano o regional de
obras y proyectos que generen efectos en el territorio de
uno o más municipios de la entidad de que se trate;

XIX. Apoyar a las autoridades municipales que lo
soliciten, en la administración de la planeación del
desarrollo urbano, o convenir con ellas la transferencia de
facultades estatales en materia urbana, en términos de los
convenios que para ese efecto se celebren;

XX. Imponer sanciones administrativas a los infractores
de las disposiciones jurídicas y de los programas estatales
de desarrollo urbano y desarrollo metropolitano, conforme
a lo que prevea la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, así como dar vista a las autoridades
competentes, para la aplicación de las sanciones que en
materia penal se deriven de las faltas y violaciones a tales
disposiciones;

XXI. Aplicar y promover las políticas y criterios técnicos
de las legislaciones fiscales, que permitan contribuir al
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financiamiento del ordenamiento territorial y el desarrollo
urbano, desarrollo regional y desarrollo metropolitano en
condiciones de equidad, así como la recuperación del
incremento de valor de la propiedad inmobiliaria
generado por la consolidación y el crecimiento urbano;

XXII. Formular y aplicar las políticas, así como realizar
las acciones en materia de estructuración urbana, gestión
del suelo, conservación del Patrimonio Natural y Cultural
y accesibilidad universal, incluyendo la movilidad;

XXIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las
leyes locales aplicables al impacto territorial de obras y
proyectos que generen efectos en el territorio de uno o
más municipios de la entidad de que se trate;

XXIV. Prevenir y evitar la ocupación por asentamientos
humanos en zonas de alto riesgo, de conformidad con los
atlas de riesgo y en los términos de la legislación
aplicable;

XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia,
los lineamientos a los que habrán de sujetarse las
autorizaciones, licencias o permisos relacionados con las
diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe
prever por lo menos las formalidades y requisitos,
procedimientos, causas de improcedencia, tiempos de
respuesta, medios de impugnación, medidas de seguridad
y sanciones, causas de revocación y efectos para la
aplicación de afirmativas o negativas fictas, tendientes a

garantizar la seguridad jurídica y la máxima transparencia
en los actos de autoridad en la materia;

XXVI. Atender las consultas que realicen los municipios
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de
sus planes y programas municipales en materia de
desarrollo urbano; y

XXVII. Las demás que les señalen esta ley y otras
disposiciones jurídicas federales y locales.

Debido a que entre las atribuciones de las autoridades
estatales no se contempla la creación de incentivos fiscales
para las empresas, el objetivo de la iniciativa es otorgar dicha
atribución a las autoridades estatales y que así se establezcan
los fundamentos legales para una coordinación entre el
ámbito público y privado en favor de la movilidad
multimodal.

A partir de este objetivo se propone la siguiente reforma en el
artículo 10:

Sin embargo, para poder establecer esta atribución a los
gobiernos locales, es necesario que el artículo tercero
contemple entre sus definiciones, el concepto de movilidad
urbana no motorizada, por lo que la propuesta para el artículo
3 es:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I a XXV

XXVI. Movilidad Urbana No Motorizada: Uso de
vehículos no motorizados como medio de transporte
en zonas urbanas.

XXVII a XL

Por otra parte, la estrategia legislativa contempla que sea el
gobierno junto con las empresas, quienes promuevan la
movilidad urbana no motorizada. Desde el gobierno por
medio de incentivos fiscales y desde las empresas por medio
de programas dirigidos al consumidor y/o fuerza laboral.

Con esta propuesta se promueve la filosofía de “Ganar –
Ganar”, debido a que las empresas obtienen un beneficio por
parte del gobierno y el gobierno incentiva la creatividad en el
diseño de programas que promuevan la movilidad
multimodal la movilidad urbana no motorizada, es decir,
salvaguardar el medio ambiente, reducir la afluencia en el
transporte público y en el uso de vehículos y, además, cuidar
la salud de la población.

Esta reforma, permite que actores públicos y privados unan
esfuerzos en favor de un objetivo común: mejorar la
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movilidad, tanto en tiempo como en costo para los
ciudadanos, mejorar la salud de la población debido a que,
por lo general, los vehículos no motorizados requieren un
ejercicio aeróbico por parte de los usuarios, además de que
benefician al medio ambiente ya que disminuyen la emisión
de gases contaminantes.

Estos beneficios son necesarios en las zonas metropolitanas
de nuestro país ya que cerca del 80% de la población
mexicana vive en alguna de las metrópolis delimitadas, por lo
que es urgente desarrollar programas que signifiquen un
impacto positivo tanto en lo económico, como en lo social y
en el cuidado del medio ambiente.

Finalmente, es necesario establecer que cada Congreso local,
de acuerdo con sus facultades, deberá hacer los ajustes
necesarios en sus respectivos códigos fiscales a fin de que se
contemplen incentivos fiscales a las empresas que impulsen
programas estratégicos para fomentar el uso de vehículos no
motorizados. Estas adecuaciones en los códigos locales
permitirán que las autoridades estatales establezcan los
incentivos a partir de su propia capacidad de recaudación
fiscal y de las participaciones obtenidas por parte del
gobierno federal, por lo que se respeta la autonomía fiscal los
gobiernos estatales y les permite cumplir con lo establecido
en la LGAHOTDU sin afectar su estructura económica. 

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable cámara la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Asentamientos Humanos,
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXVI,
recorriéndose y modificándose las subsecuentes del artículo
3; se reforma la fracción XXVI y se adiciona una fracción
XXVII, recorriéndose y modificándose las subsecuentes del
artículo 10 de la Ley General de Asentamientos Humanos,
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para quedar
como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I a XXV

XXVI. Movilidad Urbana No Motorizada: Uso de
vehículos no motorizados como medio de transporte
en zonas urbanas.

XXVII a XL

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:

I a XXV

XXVI. Atender las consultas que realicen los municipios
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de
sus planes y programas municipales en materia de
Desarrollo Urbano, 

XXVII. Coordinar con la federación, con otras
entidades federativas, con sus municipios o
demarcaciones territoriales, según corresponda,
programas de incentivos fiscales a empresas que
promuevan la movilidad urbana no motorizada, y

XXVIII. Las demás que les señalen esta ley y otras
disposiciones jurídicas federales y locales.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Los Congresos locales deberán
considerar en sus respectivos códigos fiscales, los incentivos
para las empresas que realicen programas para promover el
uso de vehículos no motorizados, a más tardar 365 días
después de la entrada en vigor del presente.

Notas

1 http://web.itainnova.es/elogistica/lineas-de-trabajo/transporte-y-movi-
lidad/movilidad-multimodal-personal/, consultado en octubre de 2020.

2 Información disponible en 

https://www.planetatriatlon.com/incentivos-fiscales-bici-
holanda/,consultado en septiembre de 2020.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Metropolitano,
Urbano, Ordenamiento Territorial y Movilidad, para
dictamen.
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, en materia de prevención de ésta en el ámbito
familiar, a cargo del diputado Manuel de Jesús Baldenebro
Arredondo, del Grupo Parlamentario del PES

El que suscribe, diputado Manuel de Jesús Baldenebro
Arredondo, integrante del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I; 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto se reforma el artículo 1,
párrafo primero; 2, párrafo primero; 8, párrafo primero; se
adiciona una fracción V al artículo 9; se reforma el artículo
14, párrafo primero; 31, párrafo primero; 35, párrafo primero;
40, párrafo primero; 41, fracción IX; 42, fracción IV; 48,
fracción II; 49, párrafo primero; se adiciona al título de la
Sección Décima Segunda “y las alcaldías de la Ciudad de
México”; se reforma el artículo 50, primer párrafo y su
fracción I, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La familia es un componente fundamental dentro de la
sociedad, toda vez que, es el ente que ayudará a contribuir a
un mejor y adecuado desarrollo integral de la persona dentro
del ámbito que lo rodea. Siendo el contexto familiar donde
adquirirán los modelos que necesitará la persona para
fortalecer tanto su identidad como las habilidades básicas de
comunicación y relación con la sociedad.

Con la finalidad de crear conciencia sobre el papel
fundamental que juegan las familias en la educación de los
hijos desde la primera infancia, así como de las
oportunidades de aprendizaje permanente que existen para
las niñas, niños y jóvenes, el 15 de mayo de cada año se
celebra el Día Internacional de las Familias.

De acuerdo con la Declaración Universal de los Derechos
Humanos (ONU, 1948), reconoce la esencia de lo que
constituye una familia, estableciendo en su artículo 16
numeral 1 que, “Los hombres y las mujeres, a partir de la
edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos

de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una
familia…”

El mismo artículo en su numeral 3, señala que, “La familia es
el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene
derecho a la protección de la sociedad y del Estado”.

Por su parte, la Convención sobre los Derechos del Niño
(ONU, 1989–Preámbulo) reconoce a la familia como
“Grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el
crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en
particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia
necesarias para poder asumir plenamente sus
responsabilidades dentro de la comunidad”.

Es decir, la unión complementaria entre el hombre y la mujer,
determinada por un vínculo formal, estable y libremente
contraído, da como resultado el matrimonio. Con lo anterior,
se crea la familia (padre, madre, hijo) y con ello la
transmisión de valores que ayudarán a desarrollar criterios y
normas de convivencia esenciales para el bienestar con la
sociedad, tales como la educación, la libertad, el respeto, la
solidaridad y la estabilidad.

Ante la situación de confinamiento que vivimos derivado del
covid-19, las relaciones familiares se han visto afectadas de
manera considerable a nivel mundial, en razón que, la
violencia contra las mujeres dentro de la familia se ha
incrementado de manera incontrolable producto del estrés
que provoca la combinación de las presiones económicas y
sociales, y de conductas dolosas que vulneran a las niñas y
mujeres.

La Organización Mundial de la Salud, indica que la
violencia es el uso intencional de la fuerza física, amenazas
contra uno mismo, otra persona, un grupo o una comunidad
que tiene como consecuencia o es muy probable que tenga
como consecuencia un traumatismo, daños psicológicos,
problemas de desarrollo o incluso provocar la muerte.

Al respecto, la misma organización mundial refiere que cada
año, aproximadamente 770 millones de mujeres son
agredidas por su parejas y ex parejas.

Indica que esta alarmante estadística no desencadena ninguna
reacción proporcional por parte de las autoridades. Señala
que el agresor (cualquier persona que realice un ataque físico
o psicológico) aleja a la mujer de sus posibles fuentes de
apoyo, “fundamentalmente familia, amistades y entornos con
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el doble objetivo de aumentar el control”. Al respecto, la
Organización de las Naciones Unidas, ONU, menciona que
“en los últimos 12 meses, 243 millones de mujeres y niñas
(de edades entre 15 y 49 años) de todo el mundo han sufrido
violencia sexual o física por parte de un compañero
sentimental.1

En este sentido, la violencia existe en los hogares afecta el
tejido social, atentando contra la vida, la integridad física, la
salud, y la libertad de las personas, es decir, la violencia
permea en la convivencia diaria dentro de la sociedad
presentándose con un alto porcentaje en contra niñas y
mujeres.

En este sentido, la violencia dentro de la familia es “Todo
acto u omisión sobrevenido en el marco familiar por obra
de uno de sus componentes que atente contra la vida, la
integridad corporal o psíquica, o la libertad de otro
componente de la misma familia, o que amenace gravemente
el desarrollo de su personalidad.”2

En este sentido, cuando hablamos de un problema social de
tal magnitud como lo es la violencia dentro del núcleo
familiar “encontramos que ésta se manifiesta en todos los
estratos económicos; en familias, en las que sus integrantes
cuentan con estudios de educación básica, media y superior;
entre personas cuyo rango de edad va desde recién nacidos
hasta ancianos, entre hombres, mujeres, niños, minusválidos
e incapacitados. Sin embargo, las víctimas más frecuentes
son las mujeres y los niños…”3

Mientras que, específicamente la violencia contra la mujer es
“Todo acto de violencia que tenga o pueda tener como
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico
para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la
coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se
producen en la vida pública como en la vida privada.”4

Al respecto, la Organización Mundial de la Salud, señala que
la violencia contra la mujer especialmente la ejercida por su
pareja y la violencia sexual constituyen un grave problema de
salud pública y una violación de los derechos humanos de las
mujeres. Refiere que, alrededor de “una de cada tres (35 por
ciento) mujeres en el mundo han sufrido violencia física y o
sexual de pareja o violencia sexual por terceros en algún
momento de su vida”.

Además, señala que la mayoría de estos casos son violencia
infligida por la pareja. En todo el mundo, “casi un tercio (30
por ciento) de las mujeres que han tenido una relación de

pareja refieren haber sufrido alguna forma de violencia física
y/o sexual por parte de su pareja en algún momento de su
vida”5

Según informes de la ONU, “desde el inicio de la pandemia
y en comparación con el año pasado, se ha duplicado el
número de llamadas a las líneas de ayuda en el Líbano y
Malasia; en China se han triplicado; y en Australia, los
motores de búsqueda como Google experimentaron el mayor
volumen de consultas de ayuda por violencia doméstica de
los últimos cinco años.”

Por su parte, ONU Mujeres señala que, desde antes de que
existiera el covid-19, la violencia doméstica ya era una de las
violaciones de los derechos humanos más flagrantes.

Al respecto, “los teléfonos de asistencia en Singapur y Chipre
han registrado un incremento de más de 30 por ciento en las
llamadas. En Nueva Gales del Sur (Australia), los
trabajadores de primera línea comunicaron un 40 por ciento
más de solicitudes de casos de violencia. En Francia, los
casos de maltrato aumentaron un 30 por ciento desde el inicio
del confinamiento el 17 de marzo. En Argentina, las llamadas
de auxilio por violencia doméstica han aumentado 35 por
ciento desde el 20 de marzo cuando se inició la cuarentena.

En el Reino Unido, las llamadas, los correos electrónicos y
las visitas a la página web de Respect, una organización
benéfica nacional que lucha contra la violencia de género,
han aumentado 97 por ciento, un 185 por ciento y un 581 por
ciento respectivamente. En las tres primeras semanas de
confinamiento, catorce mujeres y dos niños fueron
asesinados en el país.”6

Como se puede apreciar en lamentables cifras, la violencia en
contra la mujer y la familiar están ligadas en el mundo, donde
la región de América Latina y el Caribe también tuvo un
repunte durante la pandemia de covid-19. Al respecto, el
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, indicó
que el volumen de llamadas en Argentina, Brasil, Colombia,
República Dominicana Guatemala, México, Paraguay y
Perú, y reveló que las llamadas aumentaron durante la
cuarentena.

En el caso de México, el aumento de la violencia en contra de
las mujeres en el ámbito familiar tuvo un incremento a raíz
del confinamiento por la pandemia del covid-19, así lo indicó
la Red Nacional de Refugios, AC, (RNR), quien dijo haber
atendido a 14 mil 599 mujeres con sus hijas e hijos, entre
marzo y junio, es decir, la violencia contra mujeres, niñas,
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niños y adolescentes se ha incrementado 81 por ciento,
respecto al mismo periodo de 2019.

La misma Red Nacional de Refugiados dio atención y
protección a 21 mil 74 personas a través de algunos de sus 69
refugios, centros externos, por vía telefónica o redes sociales,
presentándose un incremento de 71 por ciento. Asimismo,
señaló que las violencias reportadas en el confinamiento han
sido principalmente agresiones físicas, con 41.15 por ciento;
23.29 por ciento emocional; 5.46 por ciento económica y
patrimonial y, 3.63 por ciento sexual.

Mientras el Inegi en su Encuesta Nacional de Seguridad
Pública Urbana, menciona que de enero a septiembre 2020
hubo un 9 por ciento de violencia en los hogares, donde 9.2
por ciento fue dirigido a las mujeres.

Datos que nos demuestran que, a raíz del confinamiento en
México, se ha generado una diversidad de situaciones
negativas –además de los lamentables fallecimientos de
familiares, amigos o conocidos– como lo es la violencia
doméstica y de género que cierta parte de la población ha
enfrentado durante el aislamiento desde el inicio de esta
pandemia en México.

México es de los países que presenta mayor violencia de
género, de acuerdo con datos oficiales “las denuncias por
violencia familiar se elevaron en junio a 18 mil 884, lo que
representa 68 casos más que los registrados en junio del año
pasado y un incremento respecto a los 15 mil 237 reportes de
abril de este año.”7

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, emite los siguientes datos; 

De enero a marzo pasado se registraron 3 millones 963,866
llamadas de emergencia al 911, de las cuales 170 mil 214
fueron por incidentes de violencia familiar.

• Sólo en junio de 2020 se recibieron 106 mil 711 llamadas
al 911 relacionadas con algún incidente de violencia
contra las mujeres, es decir, 148 llamadas cada hora.

• De enero 2015 a abril 2020 los presuntos delitos de
violencia familiar han ido en aumento a nivel nacional.

• En marzo pasado se registró el mayor número de
presuntos delitos de violencia familiar en un mes, en casi
cinco años y medio: 20 mil 232 casos.

• Durante 2015 se registraron 126 mil 816 presuntos
delitos de violencia familiar; 153 mil 581 en 2016; en
2017, 169 mil 579; 180 mil 187 en 2018; en 2019, 204 mil
128, y entre enero y abril pasado, 68 mil 468.

• La Ciudad de México (9 mil 124), Nuevo León (5 mil
435), Jalisco (3 mil 787) y Edomex (3 mil 678)
encabezaron las cifras de violencia familiar durante el
primer cuatrimestre de 2020.

El Grupo Parlamentario de Encuentro Social está a favor
del esquema punitivo que se contempla en la Ley General de
Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia, pero,
también consideramos importante hacer énfasis en la
importancia de la cultura y política de la prevención para
disminuir los factores de riesgo de la violencia contra la
mujer dentro la familia.

Por tal motivo, es necesario adicionar una fracción V al
artículo 9 de la ley en comento, con el objeto de contribuir
a la erradicación de la violencia contra las mujeres dentro de
la familia, los Poderes Legislativos, Federal y Locales, en el
respectivo ámbito de sus competencias, consideren fortalecer
los mecanismos que garanticen la prevención de la
violencia en contra la mujer en el ámbito familiar con la
finalidad de fomentar un modelo preventivo para erradicar
conductas dolosas que vulneran derechos y libertades de las
mujeres.

Asimismo, esta iniciativa, tiene la finalidad de atender lo
dispuesto en la Reforma Constitucional que transformó al
Distrito Federal en la Ciudad de México, publicada el
pasado 29 de enero de 2016 en el Diario Oficial de la
Federación. Implicando cambios fundamentales en su
naturaleza, aun así, la Ciudad de México permanece como la
capital de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los
Poderes de la Unión.

Es entonces que la Ciudad de México se convierte en una
entidad federativa con autonomía en todo lo referente a su
régimen interior, su organización política y administrativa.
Tema no menor, en razón que, la Ciudad de México al ser
ya una entidad federativa, cuenta con las mismas
prerrogativas y prohibiciones que tienen reconocidas las
demás entidades federativas, en este sentido se suprime de
diversos artículos la palabra Distrito Federal y se
propone adicionar alcaldías de la Ciudad de México para
que participen en la prevención y erradicación de la
violencia contra las mujeres.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2020 / Apéndice 85



De tal manera que, esta última propuesta en materia de
homologación, no se trata simplemente de una modificación
de forma, toda vez que, adecuar el lenguaje jurídico es un
elemento esencial en la seguridad y la certeza legal que el
legislador debe otorgar en la redacción y creación de la
normatividad en un estado de derecho.

Para nuestro grupo parlamentario es importante fortalecer
nuestro marco jurídico con mecanismos de prevención en
favor de la familia y de la mujer para erradicar los actos de
violencia en el núcleo familiar, y que puede tener diferentes
consecuencias, como lo son la restricción total o parcial de la
libertad, problemas en la salud física y psicológica de
cualquier integrante de la familia, y que de acuerdo a las
cifras mencionadas las niñas y las mujeres son las más
afectadas. Asimismo, es igual de importante armonizar
nuestra legislación para consolidar el principio de certeza
jurídica.

Por lo expuesto, fundado y motivado someto a la
consideración de este Honorable Pleno la presente Iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma Se reforma el artículo 1,
párrafo primero; 2, párrafo primero; 8, párrafo primero;
se adiciona una fracción V al artículo 9; se reforma el
artículo 14, párrafo primero; 31, párrafo primero; 35,
párrafo primero; 40, párrafo primero; 41, fracción IX;
42, fracción IV; 48, fracción II; 49, párrafo primero; se
adiciona al título de la Sección Décima Segunda “y las
Alcaldías de la Ciudad de México”; se reforma el artículo
50, primer párrafo y su fracción I, de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Único. Se reforma el artículo 1, párrafo primero; 2, párrafo
primero; 8, párrafo primero; se adiciona una fracción V al
artículo 9; se reforma el artículo 14, párrafo primero; 31,
párrafo primero; 35, párrafo primero; 40, párrafo primero; 41,
fracción IX; 42, fracción IV; 48, fracción II; 49, párrafo
primero; se adiciona al título de la Sección Décima Segunda
“y las Alcaldías de la Ciudad de México”; se reforma el
artículo 50, primer párrafo y su fracción I, de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para
quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer la
coordinación entre la Federación, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México para
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las

mujeres, así como los principios y modalidades para
garantizar su acceso a una vida libre de violencia que
favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los principios
de igualdad y de no discriminación, así como para garantizar
la democracia, el desarrollo integral y sustentable que
fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…

Artículo 2. La Federación, las entidades federativas, los
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México en el
ámbito de sus respectivas competencias expedirán las normas
legales y tomarán las medidas presupuestales y
administrativas correspondientes, para garantizar el derecho
de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad
con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos
Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado mexicano.

Artículo 8. Los modelos de atención, prevención y sanción
que establezcan la federación, las entidades federativas, los
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México son el
conjunto de medidas y acciones para proteger a las víctimas
de violencia familiar, como parte de la obligación del Estado,
de garantizar a las mujeres su seguridad y el ejercicio pleno
de sus derechos humanos. Para ello, deberán tomar en
consideración:

I. a VI. …

Artículo 9. Con el objeto de contribuir a la erradicación de la
violencia contra las mujeres dentro de la familia, los Poderes
Legislativos, Federal y Locales, en el respectivo ámbito de
sus competencias, considerarán:

I. a IV. …

V. Establecer mecanismos que garanticen la
prevención de la violencia familiar.

Artículo 14. Las entidades federativas, en función de sus
atribuciones, tomarán en consideración:

I. a IV. …

Artículo 31. Corresponderá a las autoridades federales y de
las entidades federativas en el ámbito de sus competencias,
otorgar las órdenes emergentes y preventivas de la presente
ley, quienes tomarán en consideración:
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Artículo 35. La Federación, las entidades federativas, los
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México se
coordinarán para la integración y funcionamiento del
Sistema, el cual tiene por objeto la conjunción de esfuerzos,
instrumentos, políticas, servicios y acciones
interinstitucionales para la prevención, atención, sanción y
erradicación de la violencia contra las mujeres.

…

Artículo 40. La federación, las entidades federativas, los
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México,
coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de esta
ley de conformidad con las competencias previstas en el
presente ordenamiento y demás instrumentos legales
aplicables.

Artículo 41. Son facultades y obligaciones de la federación:

I. a VIII. …

IX. Garantizar una adecuada coordinación entre la
federación, las entidades federativas, los municipios y las
alcaldías de la Ciudad de México con la finalidad de
erradicar la violencia contra las mujeres;

X. a XX. …

Artículo 42. Corresponde a la Secretaría de Gobernación:

I. a III. …

IV. Formular las bases para la coordinación entre las
autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las alcaldías de la Ciudad de México
para la prevención, atención, sanción y erradicación de la
violencia contra las mujeres;

V. a XV. …

Artículo 48. Corresponde al Instituto Nacional de las
Mujeres:

I. …

II. Integrar las investigaciones promovidas por las
dependencias de la Administración Pública Federal sobre
las causas, características y consecuencias de la violencia
en contra de las mujeres, así como la evaluación de las
medidas de prevención, atención y erradicación, y la

información derivada a cada una de las instituciones
encargadas de promover los derechos humanos de las
mujeres en las entidades federativas, municipios y
alcaldías de la Ciudad de México. Los resultados de
dichas investigaciones serán dados a conocer
públicamente para tomar las medidas pertinentes hacia la
erradicación de la violencia;

III. a X. …

Artículo 49. Corresponde a las entidades federativas, de
conformidad con lo dispuesto por esta ley y los
ordenamientos locales aplicables en la materia:

I. a XXV. …

…

Sección Décima Segunda
De los municipios y alcaldías 

de la Ciudad de México

Artículo 50. Corresponde a los municipios y a las alcaldías
de la Ciudad de México, de conformidad con esta ley y las
leyes locales en la materia y acorde con la perspectiva de
género, las siguientes atribuciones:

I. Instrumentar y articular, en concordancia con la política
nacional y de las entidades federativas, la política
municipal y de las alcaldías de la Ciudad de México
orientada a erradicar la violencia contra las mujeres;

II. a XI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se deberá reformar la normatividad correspon-
diente al presente Decreto en un plazo no mayor de 90 días a
partir de su entrada en vigor.

Notas

1 https://www.anahuac.mx/mexico/noticias/Violencia-domestica-y-de-
genero-en-tiempos-de-COVID-19

2 http://crimina.es/crimipedia/wp-content/uploads/2016/10/Violencia-
intrafamiliar.-Juan-Ruiz-Varea.pdf
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3 Ibídem

4 https://www.un.org/es/events/endviolenceday/

5 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/violence-against-
women

6 https://www.un.org/es/coronavirus/articles/un-supporting-trapped-
domestic-violence-victims-during-covid-19-pandemic 

7 https://www.forbes.com.mx/noticias-hoteles-victimas-violencia-intra-
familiar-mexico-covid-19/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 18 de noviembre de
2020.— Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE 
PERSONAS DEFENSORAS DE 

DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley para
la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos
y Periodistas, suscrita por el diputado Arturo Escobar y Vega
e integrantes de los Grupos Parlamentarios del PVEM y
Morena

Quienes suscriben, diputado Arturo Escobar y Vega, en
representación de los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, así
como los diputados Francisco Elizondo Garrido, Nayeli
Arlen Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo Moreno,
Ana Patricia Peralta de la Peña y Érika Mariana Rosas Uribe,
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos
Humanos y Periodistas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a un medio ambiente sano es un derecho humano
reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales tales
como el protocolo adicional a la Convención Americana
sobre Derechos Humanos en materia de derechos
económicos, sociales y culturales.1

Actualmente, la agenda internacional de los derechos
humanos y el medio ambiente está enfocada en garantizar
que todas las personas entendamos que los ecosistemas
constituyen un contexto inalienable donde todos vivimos y
que el ejercicio de la mayoría de nuestras prerrogativas
depende de su preservación y protección.

En un contexto de violencia como el que desafortunadamente
se vive en nuestro país, la labor de las defensoras y
defensores de derechos humanos es y debe ser tema
prioritario para el gobierno, como pieza fundamental para la
implementación y protección universal de los derechos
humanos.

De acuerdo con la Declaración sobre los Defensores de los
Derechos Humanos, la estigmatización de las personas y de
su actividad contribuye a la percepción de que los defensores
y las defensoras son blancos fáciles para abusos por parte de
actores estatales y no estatales, por lo que el reconocimiento
de la labor y las funciones de los grupos, instituciones o
individuos en la promoción y protección de los derechos
humanos y las libertades fundamentales es primordial para
detener este tipo de conductas delictivas sobre los mismos.2

Bajo ese orden de ideas, el Estado mexicano, a fin de
establecer un mecanismo nacional que garantizara la
protección y auxilio a quien ejerza la labor de protección y
defensa de los derechos humanos, así como la labor
periodística, profesión de alto riesgo en nuestro país y de gran
importancia para preservar el derecho de libertad de
expresión, publicó el 25 de junio de 2012 en el Diario Oficial
de la Federación la Ley para la Protección de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas,
constituyendo ésta un paradigma en la consolidación de
nuestra democracia, toda vez que recoge los compromisos,
obligaciones, resoluciones y recomendaciones de organismos
internacionales en materia de libertad de expresión, así como
en la protección de las personas defensoras de derechos
humanos.3

La ley en comento creó el Mecanismo para la Protección de
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas
con la finalidad de que el Estado atendiera su responsabilidad
fundamental de proteger, promover y garantizar los derechos
humanos.
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Para identificar fácilmente a quiénes nos referimos cuando
hablamos de defensores de derechos humanos es oportuno
traer a colación cuáles son los distintos tipos de derechos
humanos que la doctrina ha identificado en nivel de aparición
e importancia.

Con el propósito anterior resulta de utilidad la denominada
teoría de las Tres Generaciones, que es la más aceptada y
cuyo carácter histórico considera cronológicamente la
aparición o reconocimiento de los derechos humanos en el
orden jurídico normativo de cada país.

La primera generación de derechos humanos se refiere a los
derechos civiles y políticos, también denominados
“Libertades Clásicas”, entre los cuales figura el derecho a la
vida, a la libertad y a la seguridad jurídica.4

La segunda generación la constituyen los derechos
económicos, sociales y culturales, gracias a los cuales el
estado de derecho pasa a una etapa superior, es decir, a un
estado social de derecho, entre los que destacan, por ejemplo,
el derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure a las
personas alimentación, vestido, vivienda, asistencia médica y
los servicios sociales necesarios.5

Respecto a la tercera generación, este grupo fue promovido a
partir de la década de los años setenta del siglo pasado para
incentivar el progreso social y elevar el nivel de vida de todos
los pueblos, en un marco de respeto y colaboración mutua
entre las distintas naciones de la comunidad internacional.
Entre otros, destacan los derechos relacionados con la
autodeterminación, la independencia económica y política, la
cooperación internacional y regional, el uso de los avances de
las ciencias y la tecnología, la solución de los problemas
alimenticios, demográficos, educativos y ecológicos, así
como la protección del medio ambiente.6

De lo anterior es posible deducir que la conservación del
miedo ambiente es un derecho humano, por lo que sus
defensores deben gozar de la protección implementada por la
legislación a través del Mecanismo para la Protección de
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Sin embargo, la realidad nos dice que esto no sucede, ya que
particularmente este grupo de defensores de derechos
humanos, también conocidos como ambientalistas, han sido
objeto de ataques focalizados y diferenciados, lo cual los
sitúa en una posición delicada que requiere y exige la
atención inmediata del Estado mexicano.

Resulta necesario reconocer que, de acuerdo a lo señalado
por el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA),
en materia de derecho de acceso a la información, a la
participación y a la justicia ambiental México enfrenta graves
rezagos, pues no se cuenta con la información oportuna
dentro de los diferentes instrumentos y procedimientos de
política ambiental, además, los procesos de participación
social son muy limitados y se encuentran enmarcados en
consultas más de forma que de colaboración en el diseño e
implementación de las políticas públicas, aunado a que
generalmente suceden en etapas tardías del proceso, lo que
conlleva a la poca apropiación de los mismos por parte de la
ciudadanía.

Aunado a lo anterior, lo más preocupante es que las personas
defensoras del medio ambiente son, en numerosas ocasiones,
sujetos de agresiones de diversos tipos que van desde la
difamación y calumnias, hasta agresiones físicas,
criminalización e incluso el asesinato.7

De acuerdo con información sostenida por el CEMDA, entre
el 1 de enero de 2012 al 31 de diciembre de 2018, se
identificaron 460 casos de ataques a personas defensoras
ambientales. Los años con el mayor número de agresiones
fueron 2015 y 2016, con 107 y 85 ataques respectivamente.
El sector energético generó el mayor número de agresiones
con 133, lo que representa 29 por ciento del total.
Específicamente, el subsector con más agresiones fue el de
hidroeléctricas en diferentes lugares del país, con 66 ataques,
seguido de la energía eólica con 53 y tan sólo de enero a
diciembre del año pasado hubo 39 ataques.8

De esos 39 ataques registrados por el CEMDA contra
personas defensoras ambientales en 2019, 8 de ellos están
relacionados con proyectos de energía eléctrica (20.5 por
ciento), particularmente con el Proyecto Integral Morelos (4
casos), el cual consiste en la construcción de una
termoeléctrica, un acueducto y un gasoducto. El sector
forestal registró 6 casos (15.4 por ciento del total); en el
sector de proyectos para la construcción de vías de
comunicación se registraron 5 agresiones (12.8 por ciento de
los casos); de éstas, 2 están relacionadas con el proyecto del
Tren Maya y 2 más con la construcción de la carretera en San
Francisco Xochicuautla, estado de México. Finalmente, los
sectores minero, agropecuario y de hidrocarburos tuvieron un
registro de 3 casos cada uno (7.7 por ciento de los ataques);
los proyectos hidráulicos registraron 2 casos (5.1 por ciento),
mientras que el desarrollo urbano y el industrial registraron 1
caso cada uno (2.6 por ciento).9
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En 17 de los 39 ataques (40.5 por ciento) no fue posible
identificar al agresor. En otros 17 casos registrados el
gobierno aparece como presuntamente responsable (40.5 por
ciento), siendo mencionadas las fiscalías locales, la Guardia
Nacional y la policía estatal.10

Cabe destacar que Alejandra Leyva, miembro del CEMDA,
señala que las cifras referidas son resultado de un monitoreo
que realiza el centro, sin embargo, aclaró que no se puede
considerar que sean cifras absolutas, sino sólo un
acercamiento al fenómeno.11

Atendiendo a lo señalado por los lineamientos para el
Reconocimiento a la Labor de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas, por personas beneficiaras
y personas defensoras de derechos humanas se debe entender
lo siguiente12:

“Persona Beneficiaria: periodistas y/o personas
defensoras de derechos humanos que por su labor se
encuentran incorporadas al mecanismo federal o a algún
otro mecanismo de protección. Las personas beneficiarias
cuentan ya con medidas implementadas por parte de
estados, autoridades o bien, con un plan de protección
aprobado por la Junta de Gobierno del Mecanismo
Federal.

Personas defensoras de derechos humanos: (o personas
defensoras en este documento) las personas físicas que
actúan individualmente o como integrantes de un grupo,
organización o movimiento social, así como personas
morales, grupos, organizaciones o movimientos sociales,
cuya finalidad es la promoción o defensa de los derechos
humanos.”

Lo anterior es relevante porque sólo quienes están
comprendidos en estas definiciones pueden ser beneficiaros
de las medidas de protección previstas por el mecanismo
regulado en la Ley y, como puede observarse, cuando se
describe a las personas defensoras de derechos humanos se
hace de una manera ambigua, por lo cual, a pesar de que el
medio ambiente es un derecho humano, como ya quedó
expuesto, al ser de tercera generación se corre el riesgo de
que quienes interpretan el alcance del mecanismo decidan de
manera arbitraria si el caso en particular requiere del
despliegue de estas medidas en lo particular.

Abonando a lo anterior, es necesario visibilizar el problema
desde la Ley pues, como ya se mencionó, uno de los
principales obstáculos para la justicia ambiental es la falta de

información. Urge mejorar el marco legal a manera de que
cualquier defensor del medio ambiente tenga la certeza de
que si está en riesgo su integridad personal existe un
protocolo de respuesta efectivo por parte de las autoridades.

Solo en un estado donde se garantice la vida y la libertad será
posible que exista una verdadera participación social, por
tanto, el mecanismo de protección debe recordar el
importante papel que las personas defensoras del medio
ambiente tienen para garantizar la conservación de los
ecosistemas, así como la tutela de los derechos de los pueblos
y comunidades y el desarrollo sostenible.

Es por lo anterior que se deben establecer medidas que
permitan el desarrollo de su labor a los defensores
ambientales como parte de los esquemas de protección
otorgados, haciendo extensiva esta posibilidad a cualquier
organización de defensa que enfrente un riesgo similar con
motivo de su labor.

Recordemos que el órgano rector de la ley es la Junta de
Gobierno del Mecanismo para la Protección de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, el cual está
integrado por la Secretaría de Gobernación; la Fiscalía
General de la República; la Secretaría de Relaciones
Exteriores; la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
y el Consejo Consultivo Ciudadano, de tal suerte que es un
órgano multidisciplinario que está al tanto de la necesidad de
reforzar las medidas preventivas, particularmente las
dirigidas a este grupo social por el contexto que se vive en
nuestro país.

En definitiva, las personas y organizaciones defensoras de
derechos humanos y periodistas deben trabajar sin obstáculos
en un entorno seguro y propicio en todo el país, así como
también deben de hacerlo quienes con valentía alzan la voz
para tutelar un derecho humano que nos beneficia a todos, el
derecho a vivir en un medio ambiente sano, por ello es
necesario que se adopten las medidas correspondientes para
reconocer jurídica y socialmente el derecho a defender causas
ecológicas sin que se ponga en riesgo la integridad física y
psicológica de quienes lo hacen y, sobre todo, sin caer en
ambigüedades o en falta de información.

Como punto de partida para la creación de una política
nacional integral de protección que permita dar
cumplimiento a la obligación de garantía para que los
defensores ambientales puedan realizar su labor sin temor a
represalias, la presente iniciativa propone que se
reconozca de manera expresa en la Ley para la
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Protección de Personas Defensoras de Derechos
Humanos y Periodistas que el alcance del mecanismo de
protección previsto en ella es extensivo a personas
defensoras del medio ambiente, de esta manera se obliga a
las autoridades federales y a los estados a trabajar en la
regulación secundaria que permita fortalecer o crear las
medidas materiales de protección para ambientalistas,
poniendo especial atención en el desarrollo de políticas y
estrategias para la prevención como una medida estructural
para la protección en todo el territorio nacional.

Para comprender mejor el contenido de la propuesta véase el
cuadro comparativo que se muestra a continuación: Como puede advertirse, se busca reconocer expresamente a

los ambientalistas como sujetos de protección del
ordenamiento jurídico que se busca reformar, en razón de que
el derecho a un medio ambiente sano es un derecho humano
reconocido por el Estado mexicano, tanto en su Constitución
como en diversos acuerdos y tratados internacionales.

Atender el contenido de esta propuesta es un esfuerzo
legislativo para visibilizar la problemática y la crisis de
seguridad de la cual son objeto los activistas, pues las cifras
son realmente alarmantes. No podemos ignorar que los
activistas medioambientales han sido víctimas de diversos
delitos, en ese sentido, se ha vuelto necesario llevar a cabo las
acciones necesarias para dar a las autoridades encargadas de
la impartición de justicia certeza sobre las leyes que pueden
invocarse para maximizar la tutela de sus derechos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas

Único. Se reforma el párrafo décimo cuarto del artículo 2; se
reforma la fracción I del artículo 24; se reforman los artículos
42, 43, 44, 45 y 46; y se reforma la fracción V del artículo 47,
todos de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas, para quedar como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de ésta Ley se entenderá por:

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Persona Defensora de Derechos Humanos: Las personas
físicas que actúen individualmente o como integrantes de un
grupo, organización o movimiento social, así como personas
morales, grupos, organizaciones o movimientos sociales
cuya finalidad sea la promoción o defensa de los derechos
humanos incluidos los derechos ambientales.

(…)

Artículo 24. Las agresiones se configurarán cuando por
acción u omisión o en aquiescencia se dañe la integridad
física, psicológica, moral o económica de:

I. Persona Defensora de Derechos Humanos,
Ambientalista o Periodista;

II. a V. (…)

Artículo 42. La federación y las entidades federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias recopilarán y
analizarán toda la información que sirva para evitar
Agresiones potenciales a Personas Defensoras de Derechos
Humanos, Ambientalistas y Periodistas.

Artículo 43. Las Medidas de Prevención estarán
encaminadas al diseño de sistemas de alerta temprana y
planes de contingencia con la finalidad de evitar potenciales
Agresiones a las Personas Defensoras de Derechos
Humanos, Ambientalistas y Periodistas.

Artículo 44. La federación y las entidades federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias promoverán el

reconocimiento público y social de la importante labor de las
Personas Defensoras de Derechos Humanos, Ambientalistas
y Periodistas, para la consolidación del Estado Democrático
de Derecho, y condenarán, investigarán y sancionarán las
agresiones de las que sean objeto.

Artículo 45. La Federación promoverá las reformas y
adiciones necesarias en la legislación para mejorar la
situación de las Personas Defensoras de los Derechos
Humanos, Ambientalistas y Periodistas.

Artículo 46. La Federación y las Entidades Federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias celebrarán
Convenios de Cooperación para hacer efectivas las medidas
previstas en el Mecanismo para garantizar la vida, integridad,
libertad y seguridad de las Personas Defensoras de Derechos
Humanos, Ambientalistas y Periodistas.

Artículo 47. Los Convenios de Cooperación contemplarán
las acciones conjuntas para facilitar la operación eficaz y
eficiente del Mecanismo mediante:

I. a IV. (…)

V. La promoción de las reformas y adiciones necesarias en
la legislación para mejorar la situación de las Personas
Defensoras de los Derechos Humanos, Ambientalistas y
Periodistas, y

VI. (…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase, “Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
<Protocolo de San Salvador>”, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 1° de septiembre de 1998. Disponible en: 

http://ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/PI2.pdf

2 Véase, “La Declaración de los defensores de los derechos humanos”,
Naciones Unidas, Derechos Humanos, Oficina del Alto Comisionado.
Consultado el 3 de noviembre de 2020. Disponible en: 
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https://www.ohchr.org/SP/Issues/SRHRDefenders/Pages/Declara-
tion.aspx

3 Véase, “Fideicomiso 10232. Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas”, Mecanismo de Protección para
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, 3 de
septiembre de 2018. Disponible en: 

https://www.gob.mx/defensorasyperiodistas/articulos/fideicomiso-
1032

4 Véase, “Clasificación de los Derechos Humanos”, Comisión de los
Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza. Consultado el 3
de noviembre de 2020. Disponible en: 

http://cdhec.org.mx/clasificacion-de-los-derechos-humanos/

5 Ibídem.

6 Ibídem.

7 Véase, “Derechos Humanos”, Centro Mexicano de Derecho Ambiental,
2018. Consultado el 3 de noviembre de 2020. Disponible en: 

https://www.cemda.org.mx/derechos-humanos-2/

8 Véase, “En 2019 se registraron 39 ataques contra personas defensoras
del medio ambiente, 15 de ellas fueron asesinadas”, Centro Mexicano de
Derecho Ambiental, 18 de marzo de 2020. Disponible en: 

https://www.cemda.org.mx/derechos-humanos-2/

9 Ibídem.

10 Ibídem.

11 Véase, “Urgen establecer mecanismos de protección para defensores
ambientales”, Senado de la República, boletín no. 1722, 12 de abril de
2019. Disponible en: 

http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines
/44558-urgen-establecer-mecanismos-de-proteccion-para-defensores-
ambientales.html

12 Véase, “Lineamientos para el Reconocimiento a la Labor de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas”, Secretaria de
Gobernación, Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas, enero de 2018. Disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/297580/Lineamien
tos_para_el_Reconocimiento_a_la_Labor_de_Personas_Defensoras_
de_Derechos_Humanos_y_Periodistas.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputados y diputadas: Arturo Escobar y Vega, Lyndiana Elizabeth
Bugarín Cortés, Jorge Francisco Corona Méndez, Zulma Espinoza
Mata, José Ricardo Gallardo Cardona, Marco Antonio Gómez
Alcantar, Leticia Mariana Gómez Ordaz, Carlos Alberto Puente Salas,
Roberto Antonio Rubio Montejo, Jesús Carlos Vidal Peniche, Lilia
Villafuerte Zavala, Francisco Elizondo Garrido, Nayeli Arlen
Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo Moreno, Ana Patricia
Peralta de la Peña, Érika Mariana Rosas Uribe (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen, y a la Comisión de Derechos Humanos, para
opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 76 y 102 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por los diputados Carlos Alberto Morales Vázquez y
Ana Lucía Riojas Martínez

Los diputados Carlos Alberto Morales Vázquez y Ana Lucía
Riojas Martínez, y el senador Emilio Álvarez Icaza Longoria,
integrantes de la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados y del Senado de honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
párrafo 1o., fracción I, 77, párrafo 1o. y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el apartado C al artículo 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos al tenor de la
siguiente

Exposición de motivos

Primero. Los organismos constitucionales autónomos
(OCA) son entes gubernamentales que se caracterizan por
ejercer una función materialmente administrativa, pero que
por cuestiones tanto políticas como de eficiencia, se les ha
otorgado autonomía que les permita operar fuera del espectro
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de la Administración Pública Federal. Esto quiere decir que
no están sujetos ni funcional ni presupuestariamente a lo que
disponga el Poder Ejecutivo. Según lo resuelto por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) en su
jurisprudencia 12/2008, para poder considerar como un
OCA a un ente gubernamental, deben contar con los
siguientes elementos:1

1. Deben estar establecidos y regulados en la
Constitución. 

2. Mantener relaciones de coordinación con los órganos
constitucionales. 

3. Tener autonomía funcional y financiera. 

4. Atender materias que requieren ser atendidas de manera
técnica y especializada en beneficio de la sociedad.

La Secretaría de la Función Pública, actualmente, forma
parte de la Administración Pública Federal centralizada, lo
que le concede el menor grado de autonomía frente al Poder
Ejecutivo. Lo anterior resulta preocupante ya que, si se hace
un análisis al Programa Nacional de Combate a la
Corrupción y a la Impunidad, y de Mejora de la Gestión
Pública 2019-2024, es la dependencia con mayor
responsabilidad. 

Lo cierto es que, desde tiempos de la presidencia de Miguel
de la Madrid, la eficiencia del sector gubernamental (afectada
por la corrupción) ha sido una constante preocupación de los
gobiernos, misma que se ha acentuado en el presente sexenio.
Por lo anterior, en la presente iniciativa se busca señalar la
necesidad de dotar de autonomía constitucional a la
Secretaría de la Función Pública, a partir de los siguientes
ejes: 

1. Combate a la corrupción.

2. Crecimiento económico.

3, Buen funcionamiento del Estado constitucional.

4. Mejor desempeño de la gestión gubernamental.

5. Eficiencia y buen manejo del gasto público.

Segundo. Combate a la corrupción. El día 31 de agosto de
2019, el presidente López Obrador declaró el fin de la
corrupción.2 Lo cierto es que, desde su entrada al gobierno,

la percepción de la corrupción en el gobierno ha disminuido
de manera drástica. Según las propias fuentes oficiales3 citan
al Barómetro Global de la Corrupción (BGC), que es
publicado por Transparencia Internacional y Transparencia
Mexicana. Según lo publicado por la Secretaría de la Función
Pública menciona un salto histórico ya que comparando el
BGC publicado en 2017 frente al de 2019, existe lo siguiente:

“Esta transformación profundiza la política anticorrupción
que ha impulsado la Función Pública durante los primeros
16 meses de la actual administración y que se han
traducido en una aprobación ciudadana de 61%, de
acuerdo con el Barómetro Global de la Corrupción 2019
(BGC), elaborado por Transparencia Internacional. Dicho
resultado representó un histórico salto de 37 puntos
porcentuales respecto al registrado en la edición de
2017.”4

Sin embargo, este salto histórico puede ser engañoso. No
debemos de perder de vista que existe una diferencia
entre la percepción que se tiene sobre la existencia de la
corrupción y la efectiva existencia de la misma. Otro
indicador sobre la percepción de la corrupción, publicado, de
igual manera, por Transparencia Internacional y
Transparencia Mexicana, es el Índice de Percepción de la
Corrupción (IPC). Dentro del IPC, México se ubica en el
lugar 130 de 180 países analizados mundialmente, con la
particularidad de que es el país peor evaluado que
pertenece a la OCDE (Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico).

Dentro del IPC, México solo obtuvo 29 de 100 puntos
posibles (considerando el 0 como la mayor percepción y 100
como la menor percepción). Transparencia Mexicana
menciona lo siguiente: 

“A diferencia del Barómetro Global de la Corrupción, que
registra las opiniones de los ciudadanos respecto a la
corrupción y su experiencia directa de corrupción en su
país, el Índice de Percepción de la Corrupción recopila la
percepción de informantes que pueden realizar
comparaciones internacionales o entre países: empresarios
y empresarias; expertos y expertas en riesgo país o en
políticas para el control efectivo de la corrupción.”5

Esto quiere decir que los expertos siguen calificando a
México como uno de los países con mayor corrupción.
Adicionalmente cabe mencionar que el Índice de
Capacidad de Combate a la Corrupción (CCC) publicado
anualmente por la organización Americas Quarterly6 coloca
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a México en el lugar número 8 de 15 países
latinoamericanos listados. 

El CCC se basa en tres subcategorías (i) capacidad legal, (ii)
democracia e instituciones políticas, y (iii) Sociedad Civil,
Medios de Comunicación y Sector Privado. Dentro del CCC,
en 2020, México obtuvo un 4.55 (0.10 menos que en 2019),
frente a Uruguay, que fue el país mejor calificado con un
7.78.

Dentro del mismo reporte, se expresa la preocupación sobre
la expansión de actividades de la UIF en contra de la SCJN y
opositores del Presidente López Obrador. Además, se
menciona que la actual administración ha removido controles
y aumentado la discrecionalidad para la contratación
gubernamental, impulsando proyectos masivos de
infraestructura e incrementando el gasto en el sector salud, a
raíz del covid-19. Consideran que esta combinación
incrementará los riesgos de corrupción.

Tercero. Este entorno de corrupción, en conjunto con la
creación del Sistema Nacional Anticorrupción (que hasta la
fecha el gobierno del presidente López Obrador ha omitido
en reactivar e impulsar como un mecanismo institucional y
estructural de combate a la corrupción) ha generado que
diversos tribunales de nuestro país consideren que existe un
derecho fundamental o humano para vivir en un ambiente
libre de corrupción. En el amparo indirecto 1311/2016
tramitado ante el Juez Octavo de Distrito en Materia
Administrativa en la Ciudad de México se señaló lo
siguiente, según lo reportan Estefanía Medina y Adriana
Greaves para la revista Nexos: 

“De conformidad con lo previsto en los artículos 6, 16,
108, 109 y 134 constitucionales, puede concluirse válida
mente que la CPEUM reconoce los derechos funda-
mentales a la transparencia, honradez y rendición de
cuentas respecto del uso de recursos públicos ya que
establece un régimen de actuación y comportamiento
estatal así como responsabilidades administrativas con el
fin de…b) establecer a favor de los ciudadanos, principios
rectores de función pública que se traducen en una
garantía a su favor para que los mencionados servidores
públicos se conduzcan con apego a la legalidad y los
principios constitucionales de honradez, lealtad, im-
parcialidad y eficiencia en el servicio público … Situa-
ción que se traduce en un derecho fundamental a favor de
los particulares de vivir en un ambiente libre de
corrupción en el que todos los funcionarios públicos

desempeñen su labor, precisamente con la suficiente
honestidad, transparencia y apertura como para que se
confíe en su labor y en su toma de decisiones. Por esto, en
la reforma constitucional relacionada con el SNA se
reconoció la necesidad de que los particulares participaran
en dichos tópicos, con la interposición de quejas o
denuncia que fueran necesarias para lograr el debido
manejo de recursos en manos del Estado.”

Aunado a lo anterior, dentro del Semanario Judicial de la
Federación se puede encontrar la siguiente tesis:

“Derecho humano a vivir en un ambiente libre de
corrupción. No se viola por el hecho de que a una
asociación civil que tiene como objeto combatirla no se
le reconozca el carácter de víctima u ofendido del
delito que denunció, por no estar demostrado que
como consecuencia de éste sufrió un daño físico,
pérdida financiera o menoscabo de sus derechos
fundamentales.7

Si bien conforme a los artículos 6o., 108, 109 y 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
con la reforma que creó el Sistema Nacional
Anticorrupción, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el veintisiete de mayo de dos mil quince, se
advierte la existencia de un régimen de actuación y
comportamiento estatal, así como de responsabilidades
administrativas que tiene como fin tutelar el correcto y
cabal desarrollo de la función administrativa y, por ende,
establecer, en favor de los ciudadanos, principios rectores
de la función pública que se traducen en una garantía a su
favor para que los servidores públicos se conduzcan con
apego a la legalidad y a los principios constitucionales de
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el servicio
público y, en consecuencia, en el manejo de los recursos
públicos y en la transparencia que debe permear en dichos
temas; lo cierto es que aun cuando la quejosa, como
asociación civil, conforme a su acta constitutiva, tiene
como objeto combatir la corrupción y la impunidad a
través de demandas, denuncias, quejas, querellas o
cualquier instancia administrativa, ello no le da el carácter
de víctima u ofendido del delito, si no está demostrado que
sufrió un daño físico, pérdida financiera o menoscabo de
sus derechos fundamentales, como consecuencia del
delito que denunció en la carpeta de investigación
respectiva, por lo que no existe violación al derecho
humano a vivir en un ambiente libre de corrupción, en
virtud de que la Constitución General de la República, el
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Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley
General de Víctimas, no le dan facultad para participar en
un procedimiento penal con dicho carácter.

Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer
Circuito.

Amparo en revisión 216/2019. 3 de octubre de 2019.
Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca.
Secretario: Martín Muñoz Ortiz.”

Lo relevante de esta tesis es que, si bien no reconoce el
interés a una asociación civil como víctima, sí deja en claro
que el Derecho Humano a vivir en un ambiente libre de
corrupción existe y está plenamente dotando de
contenido en la legislación nacional.

Cuarto. Crecimiento Económico. Según el, anteriormente
citado, Programa Nacional de Combate a la Corrupción y
a la Impunidad, y de Mejora de la Gestión Pública 2019-
2024 menciona que: 

“Para dimensionar a qué nos enfrentamos basta señalar
que el Reporte de Competitividad del Foro Económico
Mundial 2017-2018 señala a la corrupción como el
principal inhibidor de la inversión en México; además,
en su medición ubicó al país en el lugar 127 entre un grupo
de 137 en el desvío de fondos públicos; en pagos
irregulares le asignó el lugar 105; en confianza del público
hacia sus políticos, el 127, y el 129 en cuanto a
favoritismo en la toma de decisiones de los funcionarios
públicos.”8

Respecto a lo anterior, el Reporte de Competitividad del Foro
Económico Mundial de 2019 señala que en la Incidencia de
Corrupción ocupa el lugar 116 (siendo que el lugar número 1
quien tiene la menor incidencia), con una calificación de 28,
en una escala de 0 a 100.9

Desde 2014, se considera que la Corrupción se come hasta
un 2 por ciento del PIB10 cada año. Existe quien asegura
que la corrupción le cuesta 900 mil millones de pesos al
año11 a México. Lo anterior debe resaltarse, porque
recientemente se ha señalado que el año 2020 será el año
con más adjudicaciones directas.12 Lo anterior es
preocupante ya que debemos señalar que el gobierno es uno
de los grandes impulsores de la economía, a través de los
proyectos que desarrolla. 

En general, existen tres tipos de métodos para adjudicar
contratos públicos (a) licitación pública, (b) invitación
restringida, y (c) adjudicación directa. La regla general es que
sea la licitación pública el método que debe utilizarse para la
contratación pública. 

La tendencia gubernamental hacia generalizar las
adjudicaciones directas daña, no solamente el beneficio
directo a los particulares en la calidad de los programas
gubernamentales, sino también que desincentiva la iniciativa
privada a participar e invertir dentro de México, al no haber
condiciones de competencia que les permitan obtener
contratos con la administración pública.

Desafortunadamente, la Secretaría de la Función Pública
no ha investigado las razones por las cuales existe un
número sin precedentes de adjudicaciones directas, o por
lo menos no existe transparencia sobre los procedi-
mientos que lleva a cabo. Al pertenecer la SFP a la
administración pública federal, se encuentra inmersa en
el mismo contexto y, constitucionalmente, sometida a la
voluntad del Ejecutivo.

Quinto. Buen funcionamiento del Estado Constitucional.
Un Estado Constitucional se basa en dos pilares
fundamentales: el respeto a los derechos humanos y la
división de poderes. Dado lo anterior, México ha buscado
avanzar e innovar en esta materia, siguiendo una tendencia
mundial hacia la descentralización del poder. El concepto de
pesos y contrapesos cada día cobra más relevancia, buscando
que no solo sean los ciudadanos quienes limiten al poder sino
también los propios entes de gobierno se limiten entre ellos. 

El primer organismo constitucionalmente autónomo fue el
Banco de México. Su autonomía fue evolucionando a través
del tiempo, siempre teniendo como principal objetivo
conservar el valor adquisitivo de la moneda nacional. Si bien,
las funciones del Banco de México podrían haberse realizado
desde el marco de la Administración Pública Federal, fue el
contexto histórico el que hizo que se le otorgara su autonomía
constitucional, 

Las crisis económicas y la hiperinflación, aunado a la
nacionalización bancaria decretada por el Presidente López
Portillo, generaron un estigma histórico que generó
desconfianza dentro de la población por el manejo de la
economía y, sobre todo, de la política monetaria. Fue el 1 de
abril 1994 cuando el Banco de México, por fin, obtuvo
autonomía constitucional,13 misma que le ha permitido
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operar y mantener estable el valor adquisitivo de la moneda,
mediante la aplicación de la técnica y ciencia económica, no
sujeta a ideologías sexenales. 

Hoy en día, existe una percepción generalizada de que la
corrupción es uno de los grandes males que adolecen dentro
del Estado Mexicano, en sus tres poderes y tres órdenes de
gobierno. Por lo tanto, al ser una carga histórica, que ha
estado presente desde la fundación del mismo Estado
mexicano,14 existe una deuda con la población mexicana. 

Como se mencionó anteriormente, el ataque a la corrupción
y la búsqueda de la eficiencia gubernamental ha sido
prioridad de todos y cada uno de los gobiernos desde el
presidente De la Madrid. Estas verticales, sin duda, podrían
ser mejor desarrolladas si existiera un organismo
constitucionalmente autónomo que recogiera la labor de la
SFP, y la ajustará a la técnica y los parámetros
internacionales, contrariamente a lo que ocurre hoy en día,
cuya prioridad depende de la agenda presidencial. 

Sexto. Mejor desempeño de la gestión gubernamental –
transparencia y rendición de cuentas. El periodista Carlos
Loret de Mola afirma en su columna del Washington Post del
21 de junio de 2020: 

“Una vez más en este sexenio, una investigación
periodística refleja lo poco que el gobierno mexicano
respeta la transparencia, la rendición de cuentas, la
libertad de expresión y, sobre todo, el combate a la
corrupción.”15

Lo anterior se refiere al reportaje publicado por el mismo
periodista a través de la plataforma “Latinus”, en donde se
desvela el patrimonio de la actual secretaria de la Función
Pública, Irma Eréndira Sandoval, y su esposo. El mismo
señala que son propietarios de 6 inmuebles, incluyendo un
terreno donado por el gobierno del Distrito Federal (GDF) en
2007. 

Lo interesante de este caso es que toda la información fue
obtenida con documentos públicos y que, ante las
acusaciones, el matrimonio Ackerman-Sandoval, afirmó que
no tenían obligación de explicar a nadie el origen de su
patrimonio y, por otro lado, que gran parte de su patrimonio
lo habían obtenido a través de su sueldo y apoyos de
familiares y amigos. 

En su declaración se señala que cada inmueble fue adquirido
por compraventa, a excepción del terreno donado por el GDF.

En el caso del terreno, según la secretaria, fue en
compensación a una incansable lucha de su padre
reclamando su derecho sobre el terreno. No se señaló alguna
causa legítima para que el GDF regale a un particular
inmuebles. 

Aún más interesante resulta el hecho de que gran parte del
gabinete salió a la defensa de la secretaria Sandoval. Es
difícil pensar que, por ejemplo, la SFP iniciará algún
procedimiento o investigación sobre el trabajo del
secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard, ya
que era él quien encabezaba el GDF cuando se realizó la
donación del terreno.

Caso similar ocurrió con los señalamientos del director de la
CFE Manuel Barlett y un supuesto patrimonio (perteneciente
a su pareja e hijos) no declarado de 23 casas,16 en dónde la
SFP lo exoneró, solo días después de que el presidente
López Obrador aseguró “tenerle confianza”.

Lo cierto es que ninguno de los procedimientos recién
señalados existe algún indicio de transparencia. Son
procedimientos que se llevaron de manera expresa y sin
ninguna intención de estar bajo el escrutinio público. 

Pertenecer a la administración pública federal (sobre todo a
la centralizada) implica un régimen extremadamente rígido,
en donde la participación ciudadana es casi nula, y la
rendición de cuentas parece inexistente. 

Uno de las ventajas de los OCA es que permiten una
integración multidisciplinaria, en donde, la mayoría de los
funcionarios cuentan con la especialización necesaria para
desempeñar su puesto, un parámetro mucho más palpable
que la percepción de la honestidad.17 Y es que, no se trata de
desvalorizar la honestidad, pero debe ser igual de importante
que la capacitación. 

A través de un OCA se pueden diseñar mecanismos de acceso
a plazas y cargos de alto nivel que puedan ser requeridos con
cierto nivel de pericia y dominio sobre la materia. Lo anterior,
sumado a la independencia que dotaría incluir cargos
transexenales y la no dependencia presupuestaria, sería ideal
para el desarrollo de su función. 

Finalmente, sería ideal que un nuevo organismo
constitucional autónomo pueda absorber las funciones de la
SFP, pero, además, lo replique a todos los órdenes de
gobierno y los tres Poderes de la Unión. Esto lo recomienda
Transparencia Mexicana:
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“Consolidar su Sistema Anticorrupción, particularmente a
nivel estatal y en los tres poderes. El esfuerzo por
controlar la corrupción debe ser nacional y no sólo de la
Administración Pública Federal.”18

Séptimo. Eficiencia y buen manejo del gasto público.
Como mencionamos anteriormente, el 2020 se enfila a ser el
año con más adjudicaciones directas en la historia. Este tipo
de contratación es tratado, tanto en la ley como en la doctrina,
como una excepción a la que rara vez se debe de acudir. El
gobierno de México ha cometido, de cierta manera, un fraude
a la ley, tratando de justificar excepciones en la mayoría de
las contrataciones, yendo en contra del espíritu normativo de
la ley. 

Hay que recordar que la SFP no solo tiene un mandato de
investigación y sanción de servidores públicos, sino que la
propia Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
señala (de manera enunciativa) las siguientes facultades: 

“Artículo 37. A la Secretaría de la Función Pública
corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

…

VI. Organizar y coordinar el desarrollo administrativo
integral en las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y emitir las normas para
que los recursos humanos, patrimoniales y los
procedimientos técnicos de la misma, sean aprovechados
y aplicados, respectivamente, con criterios de eficacia,
legalidad, eficiencia y simplificación administrativa; así
como, realizar o encomendar las investigaciones, estudios
y análisis necesarios sobre estas materias;

VII. Conducir las políticas, establecer las normas y emitir
las autorizaciones y criterios correspondientes en materia
de planeación y administración de recursos humanos,
contratación del personal, Servicio Profesional de Carrera
en la Administración Pública Federal, estructuras
orgánicas y ocupacionales, de conformidad con las
respectivas normas de control de gasto en materia de
servicios personales;”

Es decir, también goza con facultades que abonan a la
prevención de un mal funcionamiento del gasto público,
corrupción, ineficiencia, etcétera. Lo cierto es que los OCA
han demostrado que la profesionalización es positiva, y dada
la deuda histórica, a la que hemos hecho referencia
anteriormente, resulta indispensable que existan procedi-

mientos y políticas, en materia de Función Pública, que se
adapten y actualicen constantemente conforme a los
estándares internacionales bajo el marco de las mejores
prácticas. 

Octavo. La creación de un OCA, de hecho, va bien con el
discurso presidencial de acabar con la corrupción y
privilegiar a los pobres, ya que un mejor redireccio-
namiento y control del gasto público genera más
beneficios entre las personas que ocupan el escalafón más
bajo dentro de la escala económico. La falta de eficiencia
y el alto grado de corrupción afecta, en mayor medida, a
los más pobres.19

A continuación se presenta un cuadro comparativo del
texto vigente y el texto que propone la presente iniciativa:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo
someter a consideración de esta Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por la que se reforma el artículo
76 y se adiciona el apartado c al artículo 102, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 76.

I – XIII…

XIV. Integrar la lista de candidatos a presidente del
Instituto Nacional de la Función Pública; nombrar a dicho
servidor público, y formular objeción a la remoción que
del mismo haga el Ejecutivo Federal, de conformidad con
el artículo 102, Apartado C, de esta Constitución, y

XV. Las demás que la misma Constitución le atribuya 

Artículo 102.

A…

B…

C. La Función Pública de la Federación se organizará en un
Instituto Nacional de la Función Pública como órgano
público autónomo, dotado de personalidad jurídica y
patrimonio propio.

La persona que aspire a ocupar la titularidad del Instituto
Nacional de la Función Pública deberá tener los siguientes
requisitos:

a) Contar con la ciudadanía mexicana;

b) Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el
día de la designación; 

c) Contar, con antigüedad mínima de diez años, con título
profesional de licenciatura;

d) No haber sido condenado por delito doloso, ni tampoco
pertenecer o haber pertenecido en cualquier estructura
partidista o forma de organización política durante los
últimos 10 años previos a la designación por parte del
senado para ocupar la presidencia del Instituto Nacional
de la Función Pública ni ubicarse en algún supuesto donde
exista algún conflicto de interés. 

La persona que presida el Instituto Nacional de la Función
Pública durará en su encargo nueve años, y será designado y
removido conforme a lo siguiente:

I. A partir de la ausencia definitiva de la persona titular del
Instituto Nacional de la Función Pública el Senado de la
República contará con veinte días para integrar una lista
de al menos diez personas candidatas al cargo, aprobada
por las dos terceras partes del total de las y los miembros
del senado, la cual enviará al Ejecutivo Federal.

II. Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo antes
señalado, enviará libremente al Senado una terna y
designará provisionalmente a la persona que habrá de
presidir el Instituto Nacional de la Función Pública, quien
ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la
designación definitiva conforme a lo establecido en este
artículo. En este caso, la persona designada para presidir
el Instituto Nacional de la Función Pública podrá formar
parte de la terna y de la lista que realice el Senado.

III. Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior,
dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo formulará
una terna y la enviará a la consideración del Senado.

IV. El Senado, con base en la terna y previa compa-
recencia de las personas propuestas, designará a la persona
titular del Instituto Nacional de la Función Pública con el
voto de dos terceras partes del total de los miembros del
senado dentro del plazo de diez días.
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V. En caso de que el Ejecutivo no envíe la terna a que se
refiere la fracción anterior, el Senado tendrá diez días para
designar a la persona que habrá de presidir el Instituto
Nacional de la Función Pública de entre los candidatos de
la lista que señala la fracción I.

VI. Si el Senado no hace la designación en los plazos que
establecen los párrafos anteriores, el Ejecutivo designará a
la persona titular del Instituto Nacional de la Función
Pública tomando en cuenta únicamente a los candidatos
que integren la lista prevista en la fracción I.

VII. La persona designada para ocupar la presidencia del
Instituto Nacional de la Función Pública podrá ser
removida por el Ejecutivo Federal por las causas graves
que establezca la ley. La remoción podrá ser objetada por
el voto de la mayoría de los miembros presentes de la
Cámara de Senadores dentro de un plazo de diez días
hábiles, en cuyo caso la persona titular del Instituto
Nacional de la Función Pública será restituida en el
ejercicio de sus funciones. Si el Senado no se pronuncia al
respecto, se entenderá que no existe objeción.

VIII. En los recesos del Senado, la Comisión Permanente
lo convocará de inmediato a sesiones extraordinarias para
la designación o formulación de objeción a la remoción de
la presidencia del Instituto Nacional de la Función
Pública. 

IX. Las ausencias de la persona designada como titular del
Instituto Nacional de la Función Pública serán suplidas en
los términos que determine la ley. 

X. Corresponde al Instituto Nacional de la Función
Pública

La implementación, organización y coordinación de un
sistema que mida, evalué y analice los resultados relativos
a la gestión gubernamental de la administración pública a
nivel nacional con el objetivo de detectar áreas de
oportunidad y mejora en favor de la ciudadanía.

La emisión de un Código de Ética de los servidores
públicos del gobierno federal y las Reglas de Integridad
para el ejercicio de la función pública.

También el Instituto Nacional de la Función Públi-
ca tendrá la facultad de realizar tareas de vigilancia,
inspección del gasto público federal y su correlatividad
con el Presupuesto de Egresos así como la implemen-

tación de un sistema de control interno de los actos de la
administración pública federal mediante el cual se pueda
auditar, fiscalizar, vigilar y controlar de manera integrar a
las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal con el objeto de en todo tiempo se cumpla con las
responsabilidades y obligaciones de las y los servidores
públicos.

De igual forma trabajará de manera conjunta con el
Sistema Nacional Anticorrupción, la Fiscalía General de
la República y las dependencias para la prevención,
detección, investigación y sanción oportuna de actos y
conductas constitutivas de corrupción, así como coad-
yuvar en la revisión del cumplimiento de las disposiciones
en materia de archivos que emitan las instancias
correspondientes.

Organizará y coordinará las políticas y el desarrollo
administrativo integral en las dependencias y entidades de
la administración pública federal y emitirá normas para
que los recursos humanos, patrimoniales y los proce-
dimientos técnicos de la misma, sean aprovechados y
aplicados, respectivamente, con criterios de eficacia,
legalidad, eficiencia y simplificación administrativa; así
como, realizar o encomendar las investigaciones, estudios
y análisis necesarios sobre estas materias.

Designar y remover a los auditores externos de las
entidades, delegados del propio Instituto, y titulares de los
órganos internos de control de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, así como
de las unidades administrativas equivalentes en las
empresas productivas del Estado, quienes dependerán
jerárquica, funcional y presupuestalmente del Instituto.

Informar periódicamente al Comité Coordinador del
Sistema Nacional Anticorrupción, así como al Ejecutivo
Federal y al Congreso de la Unión sobre el resultado de la
evaluación respecto de la gestión de las dependencias y
entidades de la administración pública federal.

Llevar y normar el registro de servidores públicos de la
administración pública federal, recibir y registrar las
declaraciones patrimoniales y de intereses que deban
presentar, así como verificar su contenido mediante las
investigaciones que resulten pertinentes de acuerdo con
las disposiciones aplicables. También registrará la
información sobre las sanciones administrativas que, en su
caso, les hayan sido impuestas.
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Atender las quejas que presenten los particulares con
motivo de convenios o contratos que celebren con las
dependencias y entidades de la administración pública
federal, salvo los casos en que otras leyes establezcan
procedimientos de impugnación diferentes.

Conocer e investigar las conductas de los servidores
públicos de la administración pública federal que puedan
constituir responsabilidades administrativas, así como
substanciar los procedimientos correspondientes con-
forme a lo establecido en la Ley General de Responsa-
bilidades Administrativas, por sí, o por conducto de los
órganos internos de control que correspondan a cada área
de la administración pública federal; para lo cual podrán
aplicar las sanciones que correspondan en los casos que no
sean de la competencia del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa y, cuando se trate de faltas administrativas
graves, ejercer la acción de responsabilidad ante ese
Tribunal; así como presentar las denuncias correspon-
dientes ante la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción y ante otras autoridades competentes, en
términos de las disposiciones aplicables.

Establecer mecanismos internos para la administración
pública federal que prevengan actos u omisiones que
pudieran constituir responsabilidades administrativas; así
como vigilar que todas las dependencias cumplan con los
procedimientos internos establecidos en la ley.

Las demás que establezca la ley.

X. La ley establecerá las bases para la formación y
actualización de los servidores públicos del Instituto, así
como para el desarrollo de la carrera profesional de los
mismos, la cual se regirá por los principios de legalidad,
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y
respeto a los derechos humanos.

XI. La persona titular del Instituto Nacional de la Función
Pública presentará anualmente a los Poderes Legislativo y
Ejecutivo de la Unión un informe de actividades. De igual
forma comparecerá ante las dos Cámaras cuyo citatorio
deberá ser emitido para rendir cuentas e informar sobre su
gestión por las Juntas de Coordinación Política de cada
cámara.

XII. La persona titular del Instituto Nacional de la
Función Pública y sus servidores públicos, serán
responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en
que incurran con motivo de sus funciones.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Ley orgánica del Instituto Nacional de la
Función Pública deberá expedirse a los 180 días a partir de la
entada en vigor del presente decreto por el Congreso de la
Unión.

Tercero. Dentro del plazo de 180 días hábiles contados a
partir de la entrada en vigor de la ley reglamentaria a que se
refiere el artículo anterior, las legislaturas de las entidades
federativas realizarán las reformas necesarias para armonizar
su legislación con este decreto y su ley reglamentaria.

Cuarto. Quedan derogadas todas aquellas disposiciones en
las que el ejercicio de la función pública se atribuía a la
Secretaría de la Función Pública, teniendo en cuenta que la
norma vigente será la que emita el congreso en el plazo
anteriormente señalado. 

Notas

1 Hamdan Amad, F. Derecho Administrativo. Suprema Corte de Justicia
de la Nación, 2a edición. pp. 86-87

2 https://www.reforma.com/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/default.
aspx?__rval=1&urlredirect=

https://www.reforma.com/declara-amlo-fin-de-la-corrupcion/
ar1758415?referer=—7d616165662f3a3a6262623b727a7
a7279703b767a783a—

3 https://www.gob.mx/sfp/es/articulos/con-nuevo-reglamento-interior-la-
funcion-publica-refuerza-el-combate-a-la-corrupcion-y-a-la-
impunidad?idiom=es

4 Ídem.

5 https://www.tm.org.mx/ipc2019/

6 https://www.americasquarterly.org/wp-content/uploads/2020/06/2020_
CCC_Report.pdf

7 Época: Décima Época, Registro: 2021043, Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Libro 72, Noviembre de 2019,
Tomo III, Materia(s): Constitucional, Penal, Tesis: I.9o.P.255 P (10a.),
Página: 2335 
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8 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/509882/PNCCIM
GP_2019-2024.pdf

9 http://www3.weforum.org/docs/WEF_TheGlobalCompetitivenessRe-
port2019.pdf p. 387. 

10 https://www.dineroenimagen.com/blogs/economia-real/puede-ser-la-
corrupcion-un-problema-economico/52495

11 https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/salvador-garcia-linan/co-
rrupcion-y-pobreza-en-mexico

12 https://www.forbes.com.mx/politica-el-2020-en-camino-a-ser-el-ano-
con-mas-adjudicaciones-directas/

13 https://www.banxico.org.mx/conociendo-banxico/autonomia-funcio-
nes-banco-m.html#:~:text=Introducci%C3%B3n, adquisitivo%20de%20
la%20moneda%20nacional.

14 Como lo afirma repetidamente el Presidente López Obrador.

15 https://www.washingtonpost.com/es/post-opinion/2020/06/21/las-
casas-de-sandoval-y-ackerman-reflejan-el-autoritarismo-del-gobierno-
mexicano/

16 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/politica/sfp-exonera-bartlett-
tras-investigar-sus-bienes-y-los-de-su-familia

17 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/los-servidores-de-mi-admi-
nistracion-deben-tener-90-honestidad-y-10-experiencia-amlo

18 https://www.tm.org.mx/ipc2019/

19 https://www.eleconomista.com.mx/politica/Corrupcion-afecta-a-mas-
pobres-CNDH-20170601-0035.html 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
18 de noviembre de 2020.— Diputado y diputada: Carlos Alberto
Morales Vázquez, Ana Lucía Riojas Martínez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen, y a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para opinión.

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL
SUSTENTABLE Y LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO

ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes Generales de Desarrollo Forestal Sustentable, y del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del
diputado Diego Eduardo del Bosque Villarreal, del Grupo
Parlamentario de Morena

El suscrito, Diego Eduardo del Bosque Villarreal, diputado
federal en la LXIV Legislatura de la Cámara del honorable
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea legislativa de lo federal, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el primer
párrafo y se adiciona un tercero al artículo 49; se reforma
el primer párrafo del artículo 93 y se adiciona un tercer
párrafo al artículo 97, todos de la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable; y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 35 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, lo anterior
considerando la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con información de la Organización de las
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO), México cuenta con aproximadamente 64 millones de
hectáreas de bosques de clima templado y selvas que abarcan
el 32 por ciento del territorio nacional; 56 millones de
hectáreas de matorrales y cerca de 2 millones de hectáreas de
vegetación hidrófila, ocupando México uno de los primeros
lugares en tasas de deforestación en el mundo, donde los
rangos de las tasas de deforestación fluctúan entre 75 mil
ha/año a cerca de 1.98 millones de hectáreas por año.1

En este mismo el Programa Sectorial de Recursos Naturales
2020-2016, en nuestro país “…la transformación de los
ecosistemas naturales ha sido significativa. Para 2014, el país
había perdido cerca del 28 por ciento de la superficie original
de sus ecosistemas naturales, básicamente para
transformarlos a terrenos agropecuarios y zonas urbanas. En
ese año solo permanecían alrededor del 73 por ciento de los
bosques originales, 89 por ciento de los matorrales, 60 por
ciento de los pastizales y tan sólo 57 por ciento de las selvas.
Esta pérdida ha afectado diferencialmente a las entidades del
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territorio: mientras que Veracruz y Tlaxcala conservaban
menos del 20 por ciento de su vegetación original en ese año,
estados como Baja California Sur y Coahuila poseían más del
90 por ciento de su superficie cubierta por ecosistemas no
transformados”.

De igual forma, el Promarnat deja ver la gravedad del cambio
de nuestros ecosistemas, al señalar que: “No obstante que en
los últimos años se han realizado importantes esfuerzos para
proteger y conservar los ecosistemas nacionales, su
transformación continúa a una tasa inaceptablemente alta: en
el periodo 2010-2015, la deforestación se estimó en 92 mil
hectáreas anuales. Las causas de mayor impacto en términos
de superficie son las actividades agropecuarias altamente
rentables, como el cultivo de aguacate, la palma de aceite, la
soya y la producción de carne, así como actividades de
subsistencia, como la “roza, tumba y quema”, la ganadería
extensiva y el cultivo de maíz y frijol. 

Otras actividades de alto impacto son los desarrollos
turísticos, la minería, los proyectos inmobiliarios y el cultivo
de enervantes”.

Adiciona el Promarnat que “… existe en muchas regiones
del territorio una gran preocupación por la pérdida de la
cubierta forestal como resultado de los incendios forestales
que en los últimos años las han afectado. En este sentido,
se considera necesario ampliar la capacidad institucional y
local de respuesta ante estos fenómenos y evitar el cambio
de uso del suelo en terrenos boscosos, además de
emprender procesos de restauración de las áreas forestales
degradadas”.

Lo anterior permite afirmar que existe una necesidad de
proteger nuestros recursos y ecosistemas forestales, y para
ello es necesario fortalecer los instrumentos legales y de
política ambiental con los que se cuenta en nuestro país. 

En virtud de lo anterior, debemos recordar que el principal
instrumento legal encaminado a lograr la protección y
aprovechamiento sustentable de los referidos recursos
forestales, la cual tiene por objeto regular y fomentar el
manejo integral y sustentable de los territorios forestales, la
conservación, protección, restauración, producción,
ordenación, el cultivo, manejo y aprovechamiento de los
ecosistemas forestales del país y sus recursos.

Ahora bien, para lograr sus objetivos la Lgdfs prevé diversos
instrumentos de política forestal, entre los que se encuentran
el Inventario Nacional Forestal y de Suelos (INFyS) y la

Zonificación Forestal (ZF), tal y como se desprende de su
artículo 34. 

El primero, en términos de la propia Ley, es el instrumento de
la política forestal, de alcance nacional que proporciona
información integral, actualizada y periódica sobre la
ubicación, cantidad, características, dinámica y calidad de los
recursos forestales y asociados a estos; mientras que el
segundo es el instrumento de planeación en el cual se
identifican, agrupan y ordenan los terrenos forestales y
preferentemente forestales dentro de las cuencas
hidrográficas, con criterios de conservación, restauración y
manejo sustentable.

El inventario encuentra sus bases en lo establecido en la
Sección Cuarta del Capítulo II del Título Tercero de la Ley,
señalando en el artículo 46 el contenido del inventario, entre
lo que se encuentra la superficie y localización de terrenos
forestales y preferentemente forestales con que cuenta el país,
con el propósito de integrar su información estadística y
elaborar su cartografía, en sus distintos niveles de ordenación
y manejo (fracción II).

Asimismo, en el artículo 47 fracción III se determina que el
inventario servirá de base para elaborar, entre otros, la
zonificación forestal.

Cabe señalar que el artículo 10 del Reglamento de la Ley
Forestal en su último párrafo, establece que la inclusión de un
predio en el inventario no determina la naturaleza forestal del
mismo.

En nuestro país, el último INFyS con el que cuenta el país
corresponde al periodo 2009-2014 y como se desprende del
mismo, fue elaborado con base en las Cartas de Uso de Suelo
y Vegetación de Inegi. 

Por su parte, la ZF encuentra su única regulación legal en el
artículo 49 de la misma Lgdfs, donde indica que la Comisión
deberá llevar a cabo la zonificación para efectos de
planeación, con base en el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos y en los programas de ordenamiento ecológico. En el
Reglamento se determinarán los criterios, metodología y
procedimientos para la integración, organización y
actualización de la zonificación.

La ZF fue publicada el 30 de noviembre de 2011 en el Diario
Oficial de la Federación, a través del Acuerdo por el que se
integra y organiza la zonificación forestal, mismo que en su
artículo 4o. establece que: 
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“La estructura de la zonificación forestal se encuentra
diseñada atendiendo a las diversas subcategorías de
información que se agrupan en las tres categorías
siguientes: zonas de conservación y aprovechamiento
restringido o prohibido, zonas de producción y zonas de
restauración. (…)”

Las referidas categorías son congruentes con lo establecido
en el Reglamento de la Lgdfs, en su artículo 14. 

Este mismo Acuerdo señala en la última parte del artículo 4
que: 

“La cartografía utilizada en esta zonificación forestal está
basada en las fuentes previamente citadas y la escala de la
información sólo permite establecer las características y
tipo de vegetación de manera general, por lo que de
requerirse conocer esta información con exactitud a nivel
de predio o parcela en particular sería necesario realizar
una visita de campo, en la que se obtenga la información
técnica que permita determinar con certeza si se actualizan
los supuestos que establecen la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable y su Reglamento, con respecto a la
vegetación forestal.

Conforme a lo anterior, para determinar la naturaleza de
un terreno forestal, se requiere, además de obedecer los
criterios establecidos en la Ley y su Reglamento, una
visita de campo realizada por un técnico forestal
autorizado por la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, por conducto de la Dirección General
de Gestión Forestal y de Suelos, para evaluar las
características del predio, de conformidad con el artículo
19, fracción III, en relación al 32 fracción I, ambos del
Reglamento Interior de la Semarnat.

De conformidad con el artículo 10 del Reglamento de la
Ley, la inclusión de un predio en el inventario no
determina la naturaleza forestal del mismo”.

Pero ¿qué protegen estos instrumentos al referirse como
ecosistemas forestales? La Ley define al ecosistema forestal
como la unidad funcional básica de interacción de los
recursos forestales entre sí y de éstos con el ambiente, en un
espacio y tiempo determinados; siendo un recurso forestal, la
vegetación de los ecosistemas forestales, sus servicios,
productos y residuos, así como los suelos de los terrenos
forestales y preferentemente forestales. 

Ahora bien, un terreno forestal en términos de la fracción
XXI del artículo 7 de la Lgdfs se define como el que está
cubierto por vegetación forestal o vegetación secundaria,
mientras que la vegetación forestal es definida como el
conjunto de plantas y hongos que crecen y se desarrollan en
forma natural, formando bosques, selvas, zonas áridas y
semiáridas, y otros ecosistemas, dando lugar al desarrollo y
convivencia equilibrada de otros recursos y procesos
naturales (artículo 7 fracción LXXX).

Por su parte, la legislación únicamente define vegetación
secundaria nativa, y lo hace indicando que es aquella
vegetación forestal que surge de manera espontánea como
proceso de sucesión o recuperación en zonas donde ha
habido algún impacto natural o antropogénico.

En este sentido, la Lgdfs prevé un mecanismo de control de
vital importancia para evitar la deforestación del territorio
mexicano y proteger los ecosistemas forestales de nuestro
país, identificado como autorización de cambio de uso de
suelo en terrenos forestales, la cual se otorga “por excepción-
“, siendo definido el cambio de uso de suelo en terrenos
forestales como la remoción total o parcial de la vegetación
forestal de los terrenos forestales arbolados o de otros
terrenos forestales para destinarlos o inducirlos a actividades
no forestales.

Las reglas que aplican al cambio de uso de suelo forestal, se
encuentran establecidas en la sección séptima del Capítulo I
Disposiciones Comunes a los Procedimientos en Materia
Forestal, del Título Cuarto De los Procedimientos en Materia
Forestal de la Lgdfs, no obstante ello, de la revisión a su
regulación, no es claro cuándo se trata de la excepción a que
se refiere la Ley, de ahí la necesidad de llevar a cabo una
reforma que conlleve a la protección de nuestros recursos
forestales. 

Así las cosas, pareciera fácil que con las definiciones
establecidas en la legislación, se pueda identificar un terreno
forestal, y con ello saber cuándo se quiere autorización
(cuando se trate de un terreno forestal) y cuándo no (cuando
no se trate de un terreno forestal), sin embargo en la práctica
ello no es así, pues queda al arbitrio de los particulares y los
prestadores de servicios técnicos forestales, dada la amplitud
de las definición, dicha situación, pues deberán determinarlo
o no, tomando en consideración (por su conocimiento y
expertise), las características o atributos biológicos, un área o
predio es terreno forestal o no. Sin embargo, ello puede
permitir y ha permitido “alterar” o “mal interpretar” la
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información, particularmente ante la falta de verificación
previa y ante la ausencia de una confirmación de “no tratarse
de un terreno forestal”, y por tanto de la no necesidad de
contar con autorización de cambio de uso de suelo en la
materia. Lo mismo ocurre con la excepcionalidad referida. 

Es por lo anterior que resulta innegable la importancia tanto
del inventario como de la zonificación forestal, pero también
de la necesidad de fortalecerlos tanto proveyendo mayor
información para su integración, como en el marco jurídico
que lo regula, pues son estos los instrumentos que permiten
conocer los recursos forestales con los que cuenta nuestro
país y los cuales permiten una mejor administración de los
mismos, pero también de la necesidad de dotar a los
particulares de elementos de certeza que permitan conocer la
naturaleza de los recursos existentes en sus predios y con ello
de las obligaciones a las que pudieran estar sujetos para su
uso o aprovechamiento.

En este contexto, se considera igualmente necesario
fortalecer la observancia de estos instrumentos en otros,
como lo es la evaluación del impacto ambiental y las áreas
naturales protegidas, obligando a su consideración y
observancia y prohibiendo expresamente el cambio de uso de
suelo forestal en la categorías de áreas naturales protegidas,
cuyo objeto resulta relevante para la protección de los
recursos naturales de nuestro país: las reservas de la biosfera,
los parques nacionales y áreas de protección de los recursos
naturales.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el primer párrafo y se
adiciona un tercero al artículo 49; se reforma el primer
párrafo del artículo 93 y se adiciona un tercer párrafo al
artículo 97, todos de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable; y se adiciona un segundo párrafo al
artículo 35 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente

Primero. Se reforma el primer párrafo del artículo 49 de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y se le
adiciona un tercer párrafo al referido artículo; asimismo, se
reforma el artículo 93 y se adiciona un segundo párrafo al
artículo 97 para quedar como sigue: 

Artículo 49. La Comisión deberá llevar a cabo la
zonificación para efectos de planeación y protección de los

recursos forestales, con base en el Inventario Nacional
Forestal y de Suelos y en los programas de ordenamiento
ecológico. En el Reglamento se determinarán los criterios,
metodología y procedimientos para la integración,
organización y actualización de la zonificación.

En el Reglamento se determinarán los criterios, metodología
y procedimientos para la integración, organización y
actualización de la zonificación.

Para efectos del cambio de uso de suelo de terrenos
forestales, la inclusión de una superficie, área o predio
como forestal, en alguna de las categorías de la
zonificación forestal a que se refiera el reglamento, será
considerada como terreno forestal. El particular inte-
resado en confirmar que por su características biológicas
y condiciones, no corresponde a un terreno forestal,
deberá presentar a la Secretaría un informe realizado por
un prestador de servicios técnicos forestales, aportando
los elementos técnicos necesarios para validar y
confirmar la no correspondencia a un terreno forestal. 

Artículo 93. La Secretaría autorizará el cambio de uso de
suelo en terrenos forestales por excepción, previa opinión
técnica de los miembros del Consejo Estatal Forestal de que
se trate y con base en los estudios técnicos justificativos cuyo
contenido se establecerá en el Reglamento. La excepción a
que se refiere el presente artículo, implica que en el
estudio técnico justificativo se demuestre que la
biodiversidad de los ecosistemas que se verán afectados se
mantiene dentro del territorio nacional, así como que la
erosión de los suelos, el deterioro de la calidad del agua o la
disminución en su captación se mitigarán en las áreas
afectadas por la remoción de la vegetación forestal. 

…

Artículo 97. No se podrá otorgar autorización de cambio de
uso del suelo en terreno incendiado sin que hayan pasado 20
años y que se acredite a la Secretaría que la vegetación
forestal afectada se ha regenerado, mediante los mecanismos
que, para tal efecto, se establezcan en el Reglamento de esta
Ley.

Tampoco se otorgará el cambio de uso de suelo forestal en
las áreas naturales protegidas bajo las categorías Reserva
de la Biósfera, Parque Nacional y Áreas de Protección de
Recursos Naturales.
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Segundo. Se reforma el párrafo segundo del artículo 35 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 35. …

Para la autorización de las obras y actividades a que se refiere
el artículo 28, la Secretaría se sujetará a lo que establezcan los
ordenamientos antes señalados, así como los programas de
desarrollo urbano y de ordenamiento ecológico del territorio,
las declaratorias de áreas naturales protegidas, la
Zonificación Forestal y las demás disposiciones jurídicas
que resulten aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entra en vigor, el día hábil
siguiente a su publicación.

Segundo. Dentro del plazo de 90 días hábiles, el Ejecutivo
Federal deberá llevar a cabo las reformas necesarias en el
Reglamento en la materia a fin de hacer congruente sus
disposiciones a las establecidas en el presente Decreto. 

Tercero. La Comisión Nacional Forestal deberá actualizar el
Inventario Nacional Forestal y de Suelos, así como la
Zonificación Forestal dentro del plazo de 365 días, siendo
que en tanto no se publique otra versión, estará vigente para
los efectos del presente decreto, el Inventario 2009-2014 y la
Zonificación Forestal publicada el 30 de noviembre de 2011.

Nota

1 http://www.fao.org/3/j2215s/j2215s04.htm

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputado Diego Eduardo del Bosque Villarreal  (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustenta-
bilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen.

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Juegos y Sorteos, a cargo del diputado Jorge
Arturo Espadas Galván, del Grupo Parlamentario del PAN

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván y las diputadas y
diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley Federal de Juegos y Sorteos, de acuerdo a la siguiente

Exposición de Motivos

En 1947, el presidente Miguel Alemán promulgó la Ley
Federal de Juegos y Sorteos, la cual otorga al Ejecutivo
federal, por conducto de la Secretaría de Gobernación, la
reglamentación, autorización, control y vigilancia de los
juegos con excepción del de la Lotería Nacional, sin
embargo, es indispensable mencionar que dicha ley no ha
tenido ninguna modificación desde su promulgación, la
misma ha permanecido intacta a lo largo de casi 73 años, por
lo que las sanciones establecidas en la misma no se
encuentran actualizadas conforme los criterios actuales.

La antes mencionada se integra por 17 artículos en los cuales
se prohíbe todo juego de azar y de apuestas, salvo permiso o
autorización de las autoridades correspondientes.

En noviembre de 2019, el presidente de la Asociación de
Permisionarios Operadores y Proveedores de la Industria del
Entretenimiento y Juego de Apuesta en México (AIEJA),
Miguel Ángel Ochoa, mencionó que en México están
autorizadas 850 salas para 37 permisionarios, pero que en ese
momento sólo se encontraban en operación 379, por lo que se
esperaría poder abrir las 471 salas en los próximos años,
siempre y cuando se tenga el permiso del gobierno federal.

Sin embargo, en la conferencia matutina del 16 de octubre del
presente año, el Ejecutivo federal mencionó que le ordenaría
a la titular de la Secretaría de Gobernación, Olga Sánchez
Cordero, cancelar todos los permisos para la operación de
casinos, obtenidos por la vía judicial, y aseguró que no se
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otorgarán nuevos haciendo hincapié que no se permitirían
actos de corrupción.

En noviembre de 2019, se registraron alrededor de 100 mil
máquinas para juego en el país, siendo éstas la principal
fuente de ingresos para los casinos, los cuales son ocupados
especialmente por mujeres de 50 años o más, pues
representan 80 por ciento del total del monto que generan
dinero dentro del casino aunque también se puede recaudar
dinero de juegos en vivo, es decir, las actividades en mesas
como el póker, blackjack, la ruleta así como las apuestas
deportivas y los juegos online desde la propia sala.

Se estima que 4 millones de personas acuden a las salas de
juego, por lo menos una vez al año, y que en la próxima
década el sector de casinos y juegos podría crecer por lo
menos 50 por ciento, con lo que se tendría una derrama
económica importante. Lamentablemente estas estimaciones
que se estaban considerando el año pasado no podrán
realizarse debido a la falta de permisos.

Los estados con mayor cantidad de casinos en el país son
Baja California, Ciudad de México, Nuevo León, Sonora,
Jalisco y estado de México, donde se concentran más de la
mitad, y que son una fuente de empleos e impuestos. 

Con las declaraciones del Ejecutivo federal, el aumento de la
inseguridad, el narcotráfico y la falta de empleo derivado de
la pandemia, han provocado que la gente se asocie a los
casinos con problemas de crimen organizado creando casinos
clandestinos. Por citar unos ejemplos, entre el 2018 y 2019 en
Jalisco fueron desmantelados 5 casinos y un total de 309
máquinas electrónicas, es probable que durante el tiempo que
la Secretaría de Gobernación no entregue las licencias el
número de casinos clandestinos aumente y con las sanciones
establecidas en la ley correspondiente son mínimas y por lo
cual, consideramos importante que exista una regulación más
específica y con sanciones más elevadas y con ello evitar que
existan irregularidades que afecten la seguridad y economía
de los estados.

Por otro lado, y cumpliendo con lo establecido en decreto
mediante el cual se reforman y adicionan diversas
disposiciones a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de desindexación de salario
mínimo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27
de enero de 20161 en el transitorio tercero de dicho decreto
se establece que todas las menciones al salario mínimo como
unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para
determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos

previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal,
así como en cualquier disposición jurídica que emane de
todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de
Medida y Actualización, por lo tanto, es necesario poder
realizar las modificaciones correspondientes para una
aplicación adecuada de las sanciones.

Ahora bien, derivado de una proporcionalidad de las penas
consideramos importante que se debe guardar una relación
entre la sanción con penas adecuadas y el daño causado y con
ello evitar que la sociedad siga quebrantando las leyes
realizando conductas punibles, y en caso de realizarlo que la
sanción sea de una manera proporcional a la restitución del
daño que eso represente.

Los artículos de la ley en comento son muy antiguos, al no
tener reformas recientes no se cuentan con parámetros que
castiguen de manera adecuada a quien incumpla con lo
establecido en la misma. El cambio en las sanciones
económicas ha ido evolucionando a través de los años y al
momento de establecer el cambio por Unidades de Medida y
Actualización (UMA) se haría la referencia económica en
pesos para determinar la cuantía del pago de las obligaciones
conforme la situación actual.

En el presente año el valor diario de la UMA corresponde a
86.88 pesos diario; 2,641.15 pesos mensual y 31,693.80
pesos anual, y en 2016, cuando surgió esta actualización era
de 73.04 pesos por lo que se demuestra que esos valores sin
van conforme a las metodologías previamente establecidas
para su aplicación.

Por lo tanto, una actualización a la Ley Federal de Juegos y
Sorteos después de tantos años, podría traer grandes
beneficios para evitar mayores conflictos en los estados.

En el siguiente cuadro comparativo se podrán establecer los
cambios que proponemos para una proporcionalidad
adecuada de las penas:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la
consideración de la asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley Federal de Juegos y Sorteos

Artículo Único. Se reforman los artículos 12, 13 y 17 de la
Ley Federal de Juegos y Sorteos para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 12. Se impondrá prisión de seis meses a nueve años
y multa de una a diez mil Unidades de Medida y
Actualización, y destitución de empleo en su caso: 

I. a IV. …

Artículo 13. Se aplicará prisión de tres meses a seis años y
multa de una a cinco mil setecientas Unidades de Medida
y Actualización:

I. a II. … 

Artículo 17. Las infracciones a la presente Ley que no
constituyan delitos, a sus reglamentos o a las disposiciones
que dicte la Secretaría de Gobernación, serán sancionadas
por la misma Secretaría, con multa de una a diez mil
Unidades de Medida y Actualización o arresto hasta por
treinta días, pudiendo revocarse en su caso el permiso y
clausurarse el establecimiento si las infracciones son graves
o frecuentes. Cuando la infracción sea cometida por los
jugadores, árbitros, corredores de apuestas o por cualquiera
otra persona que desempeñe funciones en el espectáculo,
juego, establecimiento o sorteo de que se trate; podrá
sancionarse, además, con suspensión hasta por un año o

inhabilitación definitiva para desempeñar la actividad o
función respectiva.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Diario Oficial de la Federación, 27 de enero de 2016, Disponible en
línea: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5423663&fecha=27/0
1/2016 Fecha de consulta: 09/11/2020.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 noviembre de 2020.—
Diputado Jorge Arturo Espadas Galván (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

LEY AGRARIA

«Iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley Agraria, a
cargo de la diputada María Sara Rocha Medina, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, María Sara Rocha Medina, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 77 y 78
y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el segundo párrafo del artículo 37 de la Ley
Agraria, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El ejido constituye una figura de tenencia de la tierra que da
certeza jurídica a la posesión y permite un crecimiento cada
vez más ordenado en los nuevos asentamientos humanos a lo
largo del país, por lo que, se ha consolidado como un
igualador social para todos los sectores, en particular para los
menos favorecidos.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
su artículo 27 reconoce esta personalidad para proteger la
pertenencia sobre la tierra, al señalar su capacidad para
adquirir su dominio, pero también el valor que posee para el
fortalecimiento de la vida comunitaria al regular el
aprovechamiento de tierras, aguas y bosques que dignifican y
mejoran la vida de sus pobladores.1

La Ley Agraria asume al ejido como un precepto con
personalidad jurídica y patrimonio propio en donde las y los
ejidatarios son acreditados por medio de un certificado de
derechos agrarios expedido por la autoridad e inscritos en el
denominado Registro Agrario Nacional.

De acuerdo con la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano y el Registro Agrario Nacional, al
pasado 30 de septiembre existen 3 millones 289 mil 088
sujetos ejidatarios certificados, de los cuales 2 millones 465
mil 741 son hombres y 823 mil 347 mujeres, aunado a ello,
se cuenta con 175 mil 576 sujetos agrarios reconocidos con
calidad de ejidatarios o comuneros por resolución
presidencial o sentencia de tribunal agrario en ejidos y
comunidades no certificados.2

Se tiene documentado en el sistema de indicadores básicos de
la propiedad social, al menos 29 mil 787 ejidos, de los cuales
Veracruz de Ignacio de la Llave conserva el mayor número
con 3 mil 684, seguido de Chiapas con 3 mil 164, Michoacán
de Ocampo con mil 763, Guanajuato con mil 576 y San Luis
Potosí con mil 282.3

Respecto a la superficie ejidal registrada se tiene un total de
82 millones 291 mil 058 hectáreas, mayormente en entidades
federativas tales como Sonora con 4 millones 919 mil 788
hectáreas, Baja California Sur con 4 millones 907 mil 847
hectáreas y Baja California con 4 millones 680 mil 654
hectáreas, así como San Luis Potosí con 3 millones 917 mil
848 hectáreas.4

La Ley Agraria reconoce como órganos del ejido, a la
Asamblea, al Comisariado Ejidal y al Consejo de Vigilancia.
Relativo al Comisariado Ejidal señala que es el órgano
encargado de la ejecución de los acuerdos de la asamblea, así
como de la representación y gestión administrativa del ejido
y que, para cumplir con sus fines, estará compuesto por un
presidente, un secretario y un tesorero quienes tendrán sus
respectivos suplentes. 

Entre las facultades del Consejo de Vigilancia, se encuentra
revisar las cuentas del comisariado para darlas a conocer o en

el caso de identificar alguna anomalía denunciarla ante las
autoridades correspondientes, asimismo, convocar a
asamblea cuando el comisariado no lo haga, y en su actuar
cotidiano debe procurar el trabajo coordinado con las demás
comisiones y secretarias auxiliares previstas en el
reglamento.

Es importante destacar que los órganos descritos tienen como
titular en su mayoría a varones, muestra de ello es que el
comisariado ejidal tiene un registro de 10 mil 536 presidentes
hombres y solo 898 mujeres, como secretarios a 8 mil 706
hombres y 2 mil 603 mujeres, así como 8 mil 343 hombres y
2 mil 933 mujeres tesoreras.5

En los consejos de vigilancia sucede lo mismo, como
presidentes se tiene a 10 mil 602 presidentes hombres y solo
a 902 mujeres, como primer secretario a 7 mil 977 hombres
y 3 mil 510 mujeres, y de segundo secretario a 7 mil 269
hombres y poco más de 4 mil 200 mujeres. 

Las estadísticas señaladas dejan de manifiesto la brecha de
género que aún persiste, y con ello, la falta de oportunidades
reales para el pleno desarrollo y desempeño en puestos
directivos de las mujeres.

Al estar limitadas en estos sitios, se ven rezagadas en la toma
de decisiones y sus intereses no son abordados, por lo que
delitos como despojos, venta irregular de predios y actos de
violencia o discriminación en el medio rural no son
atendidos, por lo que se da una revictimización.

La realidad nacional y sus dinámicas económica, social,
cultural y política nos exigen fortalecer el marco jurídico,
para reconocer con precisión los derechos de las mujeres a
participar en igualdad de condiciones.

Bajo estas consideraciones, se presenta esta reforma al
artículo 37 de la Ley Agraria, a fin de asegurar espacios
equitativos de participación y superar los rezagos históricos
que el sector presenta. Para garantizar estos preceptos, no
solo se plantea el 50 por ciento de lugares para las mujeres,
sino, además la posibilidad de que de su titularidad se alterne
entre mujeres y hombres en cada periodo electivo.

De aprobarse dicha iniciativa, no solo se acrecentarán los
mecanismos de inclusión, sino también se tomarán en cuenta
las opiniones y propuestas de las mujeres quienes se
desempeñan en toda la cadena productiva, desde la
producción, comercialización y distribución, hasta ser las
tomadoras de las decisiones. 
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Existe una clara vinculación de las mujeres con la vida
institucional del país, por lo que los comisariados ejidales,
sus consejos de vigilancia, las comisiones y secretarias
auxiliares como unidad básica para los asentamientos
humanos, no pueden ser la excepción.

La colaboración igualitaria de la mujer es un derecho
consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y tratados internacionales de los que México
forma parte, por tal motivo, resulta indispensable la
actualización de la Ley Agraria a efecto de salvaguardar uno
de los principios democráticos más destacados como lo es la
paridad de género.

Desde el año 2014 en nuestro país se aprobó el principio de
paridad de género en todos los puestos de elección popular, y
se hizo con la convicción de proteger el derecho por igual de
hombres y mujeres al acceso al poder público, dicho proceso,
hasta nuestros días ha significado grandes avances para
afianzar a nuestro régimen de instituciones.

El reconocimiento de las mujeres en los ejidos está
emparentada a su relevancia en el desarrollo agrícola, la
última Encuesta Nacional Agropecuaria6 mostró una mayor
contribución de las mujeres al pasar de 15.1 por ciento en el
2014 a 17 por ciento en el 2019, lo que significa que casi el
20 por ciento de los productores (as) son mujeres
responsables de unidades de manejo y de toma de decisiones
de producción agropecuaria. 

Esta apertura no solo se está dando en los ejidos urbanos o
semiurbanos, también en los rurales hablantes de una lengua
indígena, ya que el porcentaje de productoras que hablan
alguna lengua transitó de 14.1 por ciento en el 2014 a 17 por
ciento en el año 2019.

Observar el principio de paridad de género en la Ley Agraria
y la conformación del comisariado ejidal, el consejo de
vigilancia, las comisiones y secretarias auxiliares, derivará en
el respeto a los derechos agrarios, en mayores posibilidades
de desarrollo e identificación a las mujeres como factor
indispensable de bienestar social.

Se espera que la propuesta contribuya a resarcir una de las
demandas más sentidas como es la posesión de las tierras, y
es que solo un 27 por ciento de los posesionarios son mujeres
a pesar de que ellas son quienes las compran o heredan.7
Situación que se agrava debido al inacceso a la educación,
salud y vivienda.

La lucha por la equidad de género no puede dejar fuera a los
comisariados ejidales, a sus consejos de vigilancia, a sus
comisiones y secretarias auxiliares, por el contrario, se debe
privilegiar la armonización legislativa y la aplicación de
políticas de igualdad sustantiva en los ámbitos público,
privado y social en los órdenes de gobierno federal, estatal y
municipal.

La “Legislatura de la Paridad de Género”, ha visibilizado los
problemas a los que se enfrentan las mujeres, pero
primordialmente ha trabajado por alcanzar un México más
justo y equitativo para todos los sectores de la sociedad sin
distinción económica, geográfica y mucho menos de género. 

Por todo lo anterior, la presente iniciativa considera necesario
realizar los siguientes cambios al artículo 37 de la Ley
Agraria. 

En atención a lo anteriormente expuesto, someto a la
consideración de esta H. Cámara de Diputados, la siguiente
Iniciativa con Proyecto de:
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Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del
artículo 37 de la Ley Agraria

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del Artículo
37 de la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 37. Los miembros del comisariado y del consejo de
vigilancia, así como sus suplentes, serán electos en asamblea.
El voto será secreto y el escrutinio público e inmediato. En
caso de que la votación se empate, se repetirá ésta y si
volviere a empatarse se asignarán los puestos por sorteo entre
los individuos que hubiesen obtenido el mismo número de
votos. 

Las candidaturas a puestos de elección que integran el
comisariado ejidal, el consejo de vigilancia, las comisiones y
secretarias auxiliares, garantizarán el principio de
paridad de género y su titularidad se alternará entre
mujeres y hombres en cada periodo electivo, asegurando
la equitativa composición, participación y desempeño de
funciones.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Congreso de la Unión. (Última Reforma DOF 08-05-2020).
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 05/11/2020, de
Diario Oficial de la Federación Sitio web: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_080520.pdf

2 Registro Agrario Nacional. (2020). Sujetos de Núcleos Agrarios
Certificados y No Certificados. 06/11/2020, de Gobierno de México Sitio
web: 

http://www.ran.gob.mx/ran/indic_gen/nucag-certynocert-avance-
2020-sep.pdf

3 Registro Agrario Nacional. (2019). Ejidos Registrados. 06/11/2020, de
Gobierno de México Sitio web: 

http://www.ran.gob.mx/ran/indic_bps/1_ER-2019.pdf

4 Registro Agrario Nacional. (2019). Superficie ejidal registrada.
06/11/2020, de Gobierno de México Sitio web: 

http://www.ran.gob.mx/ran/indic_bps/2_SER-2019.pdf

5 Registro Agrario Nacional. (2020). Integrantes de órganos de
representación de núcleos agrarios inscritos en SIMCR. 06/11/2020, de
Gobierno de México Sitio web: 

http://www.ran.gob.mx/ran/indic_gen/orgrep-avance-2020-sep.pdf

6 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2020). Encuesta
Nacional Agropecuaria. 06/11/2020, de INEGI Sitio web: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/ena/2019/doc/rrdp_
ena2019.pdf

7 Instituto Nacional de las Mujeres. (2020). Día Internacional de las
Mujeres Rurales. 16/11/2020, de Gobierno de México Sitio web: 

https://www.gob.mx/inmujeres/articulos/dia-internacional-de-las-
mujeres-254795?idiom=es

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de
2020.— Diputada María Sara Rocha Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones del Reglamento de la Cámara de Diputados, en
materia de derechos de las diputadas y los diputados, a cargo
de la diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, diputada María Rosete, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo de la Sexagésima
Cuarta Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
artículo 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, y numeral 1 del
artículo 285 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta Soberanía la Iniciativa con
proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Durante el proceso de independencia de México, a exigencia
del pueblo se dio la formación de una estructura
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constitucional y un orden jurídico. Así, en la Constitución de
Apatzingán en 1814 se optó por una República Democrática
y Representativa como forma de gobierno. Con esta
determinación, se dio origen a los principios de soberanía
popular y separación de poderes, conceptos retomados y
ratificados por las constituciones subsiguientes de nuestro
país.

Con la Constitución de 1917 se optó por un sistema de
gobierno presidencial, que fortaleció al Poder Ejecutivo y
estableció un equilibrio en la separación de poderes y en las
atribuciones de los órganos de gobierno estatales. Además,
propició la coordinación, colaboración e independencia de
los poderes entre sí.

El Poder Legislativo, organizado en forma bicameral, fue
fortalecido para constituirse como la expresión más clara del
pluralismo y libertades políticas e ideológicas que debería
prevalecer en el país.

Su existencia ha sido imprescindible en el fortalecimiento de
las instituciones, en la defensa de la soberanía, en el impulso
de los derechos humanos y de las garantías, en la práctica
permanente de solidaridad, cooperación y respeto de la
convivencia internacional.

Desde 1917, en el artículo 49 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos se mandató que el Poder de la
Federación quedaría dividido, para su ejercicio, en
Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide
para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola
persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un
individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al
Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo
29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo
párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades
extraordinarias para legislar.

El Artículo 50, precepto que se mantiene sin ningún cambio
desde que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 5 de febrero de 1917, dispuso que el Poder Legislativo
quedaría conformado en un Congreso General dividido en
dos Cámaras, una de Diputados y otra de Senadores.

Artículo 50. El poder legislativo de los Estados Unidos
Mexicanos se deposita en un Congreso general, que se

dividirá en dos Cámaras, una de diputados y otra de
senadores.

Dentro de ambas cámaras, la de Diputados se integra por 500
legisladores electos en su totalidad cada tres años, ya con
posibilidad de ser reelectos.

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por
300 diputados electos según el principio de votación
mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos elec-
torales uninominales, y 200 diputados que serán electos
según el principio de representación proporcional, me-
diante el Sistema de Listas Regionales, votadas en circ-
unscripcionales (sic DOF 15-12-1986) plurinominales.

Por su parte, el Senado se compone por 128 legisladores por
seis años, también con posibilidad de reelegirse.

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por
ciento veintiocho senadores, de los cuales, en cada Estado
y en la Ciudad de México, dos serán elegidos según el
principio de votación mayoritaria relativa y uno será
asignado a la primera minoría. Para estos efectos, los
partidos políticos deberán registrar una lista con dos
fórmulas de candidatos. La senaduría de primera minoría
le será asignada a la fórmula de candidatos que encabece
la lista del partido político que, por sí mismo, haya
ocupado el segundo lugar en número de votos en la
entidad de que se trate.

Los treinta y dos senadores restantes serán elegidos según el
principio de representación proporcional, mediante el sistema
de listas votadas en una sola circunscripción plurinominal
nacional. La ley establecerá las reglas y fórmulas para estos
efectos.

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada seis
años.

Nuestra Constitución establece en el artículo 73 las facul-
tades del Congreso General; en el artículo 74 las facultades
exclusivas de la Cámara de Diputados; en el artículo 76, las
exclusivas de la Cámara de Senadores; en el artículo 77 lo
respectivo a aquellos asuntos sobre los que puede resolver
una de las Cámaras sin la intervención de la otra, y en el
artículo 78 las de la Comisión Permanente, entre otros.

Entre las principales facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados, de acuerdo con el artículo 74 de la Constitución,
se encuentran las siguientes:
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• Expedir el Bando Solemne para dar a conocer la
declaración de Presidente Electo que hubiere hecho el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

• Aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación.

• Coordinar y evaluar el desempeño de las funciones de la
Auditoría Superior de la Federación.

• Ratificar el nombramiento que el Presidente de la
República haga del Secretario de Hacienda.

• Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo.

• Revisar la Cuenta Pública.

• Nombrar a los consejeros electorales federales.

En cuanto a la integración de la Cámara de Diputados, ésta se
encuentra organizada por los siguientes Órganos
Legislativos:

• Pleno.

• Mesa Directiva.

• Junta de Coordinación Política.

• Conferencia para Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos.

• Comisiones y Comités.

• Grupos Parlamentarios y Diputados sin Partido.

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y el Reglamento de la Cámara de
Diputados, son los ordenamientos que regulan la
organización, actividades, procedimientos y estructura de la
Cámara de Diputados.

Los órganos de gobierno de la Cámara de Diputados son:

• Mesa Directiva.

• Junta de Coordinación Política.

• Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos.

En la Cámara de Senadores, los órganos directivos son:

• Mesa Directiva.

• Junta de Coordinación Política.

Estas instancias de dirección de ambas cámaras son las
encargadas de atender todo lo concerniente al trabajo
parlamentario, así como cumplir con la planeación,
organización e integración de las áreas y responsabilidades
que permitan el buen desarrollo de las actividades de los
legisladores.

Estos órganos deben cumplir con el respeto a la libertad de
las deliberaciones en el salón de sesiones, con el impulso a la
eficiencia y buenos resultados en el trabajo legislativo,
observar cabalmente los preceptos legales y reglamentarios y
los acuerdos aprobados en el interior del Congreso y que
aplican a todos éstos órganos.

Debido a su integración por representantes de los grupos
parlamentarios, se logra por lo regular la unidad y pluralidad
del Poder Legislativo.

Con respecto a las facultades que tienen los órganos de
gobierno de la Cámara de Diputados, la Mesa Directiva es la
responsable de conducir en el Pleno las sesiones y garantizar
el desarrollo imparcial de los debates, discusiones y
votaciones. La elección de sus integrantes se lleva a cabo por
el Pleno en la sesión constitutiva y previo al inicio de cada
año legislativo subsecuente.

Está conformada por un presidente, tres vicepresidentes y
ocho secretarios electos para cada año de ejercicio de la
legislatura.

La Junta de Coordinación Política se integra de manera
colegiada con los coordinadores de cada fracción
parlamentaria. En esta instancia se discuten los acuerdos que
el Pleno tienen que decidir a través del voto. Una de sus
principales obligaciones es acordar la agenda legislativa de
cada periodo.

Se integra por un presidente, posición que se renueva cada
año entre los coordinadores de los tres partidos con mayor
representación, a menos que un grupo parlamentario cuente
con la mayoría absoluta de la cámara, en cuyo caso
permanecerá como presidente durante toda la legislatura.
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La Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos está conformada por la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados, y por los integrantes de la Junta
de Coordinación Política.

Asimismo, existen los grupos parlamentarios, los cuales se
integran por lo menos con cinco legisladores y solo podrá
haber uno por cada partido político nacional, y las comisiones
en donde se analizan, discuten y votan los asuntos
legislativos de temas específicos según su denominación para
elaborar los dictámenes del proyecto que se discuten y votan
en el Pleno.

Además, la Cámara de Diputados cuenta con 46 comisiones
ordinarias, comisiones especiales en ocasiones y grupos de
amistad.

Para el desempeño complementario del trabajo de los
legisladores, se cuenta con la estructura interna integrada de
la siguiente forma:

• Comités.

• Secretaría General.

• Secretaría de Servicios Parlamentarios.

• Secretaría de Servicios Administrativos y Financieros.

• Dirección General de Auditoría.

• Dirección General de Control y Evaluación.

• Dirección General de Quejas, Denuncias e Inconfor-
midades.

• Coordinación de Comunicación Social.

• Unidad de Capacitación y Formación Permanente.

• Unidad para la Igualdad de Género.

Por otro lado, en cuanto a los derechos de los diputados y
diputadas, éstos se establecen en el Artículo 6 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, destacando los
enunciados en la fracción I del numeral 1:

Artículo 6.

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones ante la
Cámara;

…

En los artículos 77 y 79 del mismo Reglamento se
delimita que los legisladores podrán presentar iniciativas
o proposiciones bajo ciertas circunstancias y lineamientos.

Artículo 77.

1. El derecho de iniciativa es irrestricto, pero en el caso de
las que presenten las diputadas y los diputados, su turno se
sujetará a los requisitos y trámites establecidos en este
Reglamento.

…

Artículo 79.

1. El Pleno podrá conocer proposiciones que busquen el
consenso de sus integrantes, a través de:

…

Como se puede observar, dentro del Reglamento de la
Cámara de Diputados no se contempla ningún instrumento
para los diputados mediante el cual puedan exhortar a los
órganos de gobierno o legislativos, a las comisiones
ordinarias o a la estructura interna de la Cámara de Dipu-
tados, para que se dé cumplimiento a un asunto específico, se
observe alguna falta u omisión, se denuncie alguna anomalía,
se solicite terminar con el rezago de asuntos legislativos,
entre otras cuestiones.

Un asunto muy común, es el rezago legislativo que se
presenta en las comisiones, las cuales no atienden en tiempo
y forma la normatividad y no dictaminan las iniciativas o
proposiciones que les son turnadas, por lo que en la mayoría
de los casos todos estos documentos precluyen y son dese-
chados sin ni siquiera haberlos discutido, o no se atiende lo
establecido en el Artículo 89 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Artículo 89.

1. Si el dictamen correspondiente a las iniciativas no se ha
presentado, cuando haya transcurrido el plazo para dicta-
minar, se tendrá por precluida la facultad de la comisión o
comisiones para hacerlo, observando lo siguiente:
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I. El Presidente deberá emitir la declaratoria de publicidad,
a más tardar, dos sesiones ordinarias después de que el
plazo para emitir dictamen haya precluido,

II. La Mesa Directiva deberá incluirlas en el Orden del día
para su discusión y votación, cuando hayan transcurrido
dos sesiones, a partir de la declaratoria de publicidad, y

III. Deberán ser aprobadas por mayoría calificada, de lo
contrario, se tendrán por desechadas, procediendo a su
archivo como asuntos total y definitivamente concluidos.

…

Es cierto que la Mesa Directiva debe resolver al respecto,
pero no siempre sucede en la realidad.

También, hay ocasiones en que algún dictamen que se
presenta ante el Pleno no contempló otras iniciativas que
tratan el mismo tema, y no existe un mecanismo en el que el
diputado proponente lo pueda expresar en el salón de
sesiones sin que tena algún efecto.

Del mismo modo, en el proceso legislativo de dictamen, la
comisión respectiva por lo regular no convoca a la diputada
o diputado iniciante, con el fin de ampliar la información
acerca de su propuesta.

En este momento de emergencia sanitaria, los legisladores no
hemos podido exhortar a los órganos de gobierno para que se
implemente por completo el sistema de asistencia y votación
de manera virtual y así, reducir los riesgos de contagio
masivo de diputados y personal de apoyo.

Tampoco hemos podido externar en el Pleno la preocupación
que existe por la actuación de compañeros legisladores y
otras personas que no toman con seriedad las
recomendaciones sanitarias que se han vertido, sin tener una
respuesta con solución. En caso de poder externarlo al final
de cada sesión, en la que prácticamente nadie se entera, no
hay ningún compromiso.

A los legisladores nos hace falta un instrumento que nos
permita poder exhortar a las autoridades y órganos de la
Cámara para que den respuesta a las solicitudes que se
presenten y no queden en el olvido o se ignoren.

Incluso, en el Reglamento de la Cámara de Diputados, en los
artículos 132, 133 y 134 existe el mecanismo de petición para
personas físicas o morales que las presenten a través de

escrito dirigido a la Mesa Directiva, y se obliga a dar
respuesta “en términos de lo que establece la Constitución
para tal efecto”.

Artículo 132.

1. Las personas físicas o morales de nacionalidad
mexicana podrán presentar peticiones a la Cámara, a
través de escrito dirigido a la Mesa Directiva.

Artículo 133.

1. Las peticiones se clasifican de la siguiente forma:

I. Legislativas, las que contienen una opinión o propuesta
de modificación a las normas legales vigentes;

II. De gestión, las que soliciten un trámite o mediación
ante otra instancia;

III. Quejas, las que presenten alguna inconformidad por la
acción u omisión de cierta autoridad;

IV. Solicitudes de información, y

V. Otras, las que no estén referidas en cualquiera de las
fracciones anteriores.

...

Artículo 134.

1. La petición deberá contener nombre, rúbrica y
domicilio del peticionario y deberá acompañarse de copia
fotostática de la identificación oficial del peticionario; sin
lo cual no podrá ser admitida.

2. Toda petición deberá ser contestada en términos de lo
que establece la Constitución para tal efecto.

Por tal motivo, sería importante que durante las sesiones de
pleno que se lleven a cabo, los diputados tengan la
oportunidad de presentar los pronunciamientos que
correspondan con las instancias de gobierno o legislativas
citadas, con el fin de que sean atendidas por éstos, o que el
Pleno resuelva exhortarlos para atender el asunto o asuntos
que se presenten y que se encuentren fundamentados.

Es necesario que en la Cámara de Diputados se establezca un
diálogo permanente entre los legisladores y los órganos de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2020 / Apéndice 117



gobierno, para asegurar que las relaciones entre ellos se den
en estrecha colaboración y respeto.

Los exhortos que realicen los legisladores deben ser
atendidos y tener respuestas en el sentido que se considere,
pero no deben quedar en el limbo.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con las
modificaciones propuestas:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
pleno de esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan artículos del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en materia de
derechos de las diputadas y los diputados

Artículo Único. Se reforman la fracción IX del numeral 1
del artículo 2, la fracción I del numeral 1 del Artículo 6, el
numeral 2 del Artículo 62, y la fracción XI del numeral 1 del
Artículo 239, y se adicionan la fracción XII del numeral 1
del artículo 2 y se recorre la numeración, la fracción VIII al
numeral 1 del artículo 3 y se recorre la numeración, la
fracción VI del numeral 1 del artículo 76 y se recorre la
numeración, el título de la Sección Cuarta Bis, y el artículo
89 Bis, del Reglamento de la Cámara de Diputados:

Artículo 2.

1. …:

I. al VIII. …

IX. Junta Directiva: La Junta Directiva de las comisiones
y de los comités;

X. y XI. …

XII. Órganos: Los Órganos de Gobierno y Legislativos
de la Cámara de Diputados;

XIII. Presidente: La Diputada o Diputado que preside la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados;

XIV. Presidente de la Junta Directiva: La Diputada o
Diputado que preside el órgano de dirección de la
comisión o comité;

XV. Reglamento: El Reglamento de la Cámara de
Diputados;

XVI. Secretaría: La Secretaría de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados;

XVII. Secretaría de la Junta Directiva: El Secretario o
secretarios de la comisión o comité;

XVIII. Sistema Electrónico: El Sistema de Registro de
Asistencia, Votación y Audio Automatizado, y

XIX. Sitio Electrónico de la Cámara: Página Oficial de la
Cámara de Diputados, y

XX. Vicepresidente: El Vicepresidente de la Mesa
Directiva de la Cámaras (sic DOF 19-05-2017) de
Diputados.

Artículo 3.

1. …:

I. al VII. …;

VIII. Exhorto: pronunciamiento de un diputado o
diputada para solicitar a los órganos de la Cámara
hacer eficiente la estructura, funcionamiento, trabajo
y responsabilidad de ésta.
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IX. Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados: Es
la publicación a través de la cual se difunden las
actividades, comunicaciones, documentos o acuerdos que
tienen que ver con la Cámara;

X. Iniciativa: Es el acto jurídico por el cual da inicio el
proceso legislativo;

XI. Iniciativa preferente: Es la que presenta el Ejecutivo
Federal en términos de lo señalado por el segundo párrafo
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

XII. Legislatura: Es el periodo durante el cual funciona la
Cámara, que será de tres años, contados a partir de su
instalación;

XIII. Licencia: Es la autorización concedida por la
Cámara, a la solicitud presentada por el diputado o
diputada para separarse del ejercicio de su cargo;

XIV. Mayoría absoluta: Es el resultado de la suma de
diputadas y diputados o votos que representen, cuando
menos, la mitad más uno de los presentes;

XV. Mayoría calificada: Es el resultado de la suma de
diputadas y diputados o votos que representa, cuando
menos, las dos terceras partes de los presentes;

XVI. Mayoría simple: Es el resultado de la suma de votos
de los presentes, que constituye la cantidad superior frente
a otra u otras opciones;

XVII. Minuta: Es el proyecto de ley o de decreto que se
recibe de la Cámara de Senadores o que se envía a ella, en
cualquiera de las etapas del proceso legislativo;

XVIII. Orden del día: Es el listado de asuntos que formula
la Mesa Directiva o la Junta Directiva para ser tratados en
una Sesión o Reunión;

XIX. Permiso: Es la autorización de un órgano de la
Cámara para que alguno de sus integrantes pueda retirarse
de una Sesión o Reunión;

XX. Pleno: Es la Asamblea general de la Cámara de
Diputados;

XXI. Proposición con punto de acuerdo: Es una petición
para que la Cámara asuma una postura institucional
respecto a un asunto no legislativo;

Artículo 6.

1. …:

I. Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones y
exhortos ante la Cámara;

II. al XX. ...

Artículo 62.

1. …;

2. El orden del día de las sesiones contendrá, en el orden
acordado por la Mesa Directiva, los apartados siguientes:
Lectura del orden del día; lectura, discusión y, en su caso,
aprobación del acta de la sesión anterior; comunicaciones
oficiales; solicitudes de licencia y toma de protesta de
diputadas y diputados; minutas; iniciativas de ley o de
decreto del Titular del Poder Ejecutivo Federal, de las
legislaturas de los estados y de los senadores; propuestas de
acuerdo de los órganos de gobierno de la Cámara;
declaratorias de publicidad de los dictámenes; declaratorias
de publicidad de iniciativas y minutas con vencimiento de
plazos; dictámenes a discusión; iniciativas y minutas con
vencimiento de plazo a discusión; agenda política; iniciativas
de diputadas y diputados y a nombre de grupo; proposiciones
calificadas por el Pleno de urgente u obvia resolución;
proposiciones a nombre de grupo; proposiciones de las
diputadas y de los diputados; exhortos; peticiones de
particulares, efemérides, clausura y cita.

3. …

Artículo 76.

1. El tiempo para la presentación de los asuntos en el Pleno
será:

I. al V …;

VI., Exhortos, hasta por dos minutos, y

VII. Efemérides, hasta por tres minutos.

2. ...
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3. ...

Sección Cuarta Bis
Exhorto

Artículo 89 Bis.

1. El Pleno conocerá los exhortos que busquen dar
respuesta o solución al diputado o diputada proponente a
través de:

I. Requerimientos a los órganos de gobierno y
legislativos de la Cámara de Diputados, en relación
con algún asunto de orden o procedimiento internos
que permitan hacer eficiente la estructura y
funcionamiento de la Cámara.

2. Los exhortos se sujetarán a lo siguiente:

I. Deberán presentarse a través de un escrito
fundamentando los hechos, con una propuesta clara de
solución, si existe, y firmada por su autor;

II. En cada Sesión la Junta podrá acordar la
inscripción de hasta tres exhortos para que sean
considerados por el Pleno, atendiendo la urgencia del
asunto y a los principios de equidad e inclusión de los
grupos. Solo en caso excepcional la Junta podrá
acordar la inscripción de un exhorto adicional;

III. Los exhortos que la Junta no considere proponer
ante el Pleno, se turnarán directamente a los órganos
correspondientes para su atención;

IV. El retiro de un exhorto corresponde sólo a su autor
y respecto a las que se presenten a nombre de Grupo,
el retiro podrá hacerlo el Coordinador; en ambos
supuestos, deberá solicitarse antes de iniciar la
presentación en el Pleno.

3. El Exhorto se limitará a temas de orden o
procedimiento internos relacionados con los órganos de la
Cámara de Diputados.

4. Ningún tema del apartado de Exhortos se someterá a
discusión ni votación.

5. Los Exhortos se abordarán en cada sesión ordinaria,
antes del desahogo de las iniciativas, y tendrán una
duración de hasta ocho minutos por Sesión.

6. La Junta acordará el o los temas y el orden de éstos
para su debida presentación. Los temas que la Junta no
acuerde proponer a la Mesa Directiva para su
incorporación en el Orden del día, no se considerarán
para las próximas sesiones, salvo que acuerde su
inscripción para atender el exhorto.

7. El tema que no alcance a desahogarse en la Sesión en
que fue inscrito, sólo podrá ser considerado para la
siguiente, si la Junta acuerda su reinscripción por la
importancia del asunto.

8. Los órganos tendrán que dar respuesta a los exhortos
que les sean remitidos en un plazo no mayor de cinco días.

Artículo 239.

1. …:

I. al X. …;

XI. Proyectos de Acuerdo Parlamentario, de punto de
acuerdo, de exhortos, de proposiciones protocolarias, y el
contenido de los demás asuntos que se tratarán en el
Pleno, en las comisiones y en los comités;

XII. al XXIX. …

Artículos Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, a 18 de
noviembre de 2020.— Diputada María Rosete Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma los artículos 30 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 6
del Reglamento de la Cámara de Diputados, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 6, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto, al tenor de los siguientes 

Antecedentes

La Cámara de Diputados se compone de 500 diputadas y
diputados que serán electos cada tres años. El artículo 52 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
establece que:

“La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputadas
y diputados electos según el principio de votación
mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos
electorales uninominales, así como por 200 diputadas y
diputados que serán electos según el principio de
representación proporcional, mediante el sistema de listas
regionales, votadas en circunscripciones plurinominales”.1

Las y los 300 diputados son electos por el principio de
mayoría relativa que es “un tipo de votación que tiene por
principio elegir a quien tenga el mayor número de votos
emitidos. Consiste en que el candidato o asunto sometido a
votación obtiene el triunfo o aprobación con el mayor
número de votos. Así, se reúne una mayoría relativa cuando
un grupo o candidato tiene un número de votos mayor a los
elementos que contiene cualquier otro grupo, considerados
separadamente”.2

Es decir que la o el candidato al cargo de diputado que
obtenga el mayor número de votos emitidos por los votantes,
será el que tendrá una curul dentro de la Cámara de
Diputados. 

Las y los 200 diputados restantes son electos por el principio
de representación proporcional que consiste en “un principio
de elección basado en la asignación de cargos de
representación popular tomando como base el porcentaje de
votos obtenidos por un partido político en una región
geográfica. El objetivo de este principio es proteger la
expresión electoral cuantitativa de las minorías políticas y
garantizar su participación en la integración del órgano
legislativo, según su representatividad”.3

Asimismo, la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales establece las fórmulas de asignación para la
elección de diputadas y diputados por el principio de
representación proporcional 

“Artículo 16.

Para la asignación de diputados de representación
proporcional conforme a lo dispuesto en la fracción III del
artículo 54 de la Constitución, se procederá a la aplicación
de una fórmula de proporcionalidad pura, integrada por
los siguientes elementos: 

a) Cociente natural, y 

b) Resto mayor. 

2. Cociente natural: es el resultado de dividir la votación
nacional emitida entre los 200 diputados de representación
proporcional. 

3. Resto mayor: es el remanente más alto entre los restos
de las votaciones de cada partido político, una vez hecha
la distribución de curules mediante el cociente natural. El
resto mayor se utilizará cuando aún hubiese diputaciones
por distribuir”.4 Esto con el fin de representar el voto de
las minorías y poder hacer un contrapeso entre las fuerzas
políticas que se encuentran en Cámara de Diputados y así
las decisiones puedan lograrse en democracia y no por un
autoritarismo.

Dentro de la Cámara de Diputados, existen grupos
parlamentarios que son organizaciones o agrupaciones para
coadyuvar a un mejor desarrollo del proceso legislativo. La
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su
artículo 70 párrafo tercero menciona que:

“La ley determinará, las formas y procedimientos para la
agrupación de los diputados, según su afiliación de
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partido, a efecto de garantizar la libre expresión de las
corrientes ideológicas representadas en la Cámara de
Diputados”.5

Además, Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos define a los grupos parlamentarios:

“Artículo 26.

1. Conforme a lo dispuesto por el artículo 70
constitucional, el grupo parlamentario es el conjunto de
diputados según su afiliación de partido, a efecto de
garantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas
en la Cámara”.6

Exposición de Motivos

El sistema político que radica en el Poder Legislativo, en
principio debe ser democrático con base en la decisión de la
ciudadanía a través del sufragio efectivo o voto popular, pero
en ocasiones se tiende a violentar esta decisión. 

A lo largo de cada legislatura de la Cámara de Diputados, hay
ocasiones en que las y los legisladores cambian de grupo
parlamentario o renuncian a él para quedar sin partido por
diversas cuestiones políticas, justo al momento de iniciar la
legislatura y en cualquier momento de esta.

El Reglamento de la Cámara de Diputados en su artículo 6
numeral 1 fracción XII menciona que:

“Artículo 6.

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. a XI. (…)

XII. Formar parte de un grupo parlamentario o
separarse de él, de acuerdo a sus ordenamientos”.7

Esto es un derecho que el legislador le permite salirse de un
grupo parlamentario y poder ingresar a otro sin
repercusiones. Esta facultad la tienen tanto diputadas y
diputados por el principio de mayoría relativa como por el
principio de representación proporcional.

Se le denomina comúnmente chapulines a “aquellos políticos
que pertenecen a un partido y se cambian a otro para acceder
a candidaturas a puestos de elección popular o quienes van
brincando de cargo en cargo sin terminar el que tienen”.8

También se les denomina a aquellos legisladores que pasan
de una bancada a otra por intereses propios, violentando el
principio de elección por el cual fueron electos.

Por lo que considero que este derecho violenta gravemente a
la democracia y al sufragio efectivo de los electores, porque
las y los votantes al momento de ir a las urnas dan su voto en
apoyo a un partido político, a una ideología política o a un
candidato, que en términos generales posee atributos y
visiones que conectan con el electorado.

En esta LXIV Legislatura se han registrado que al menos 46
legisladores se han cambiado de un grupo parlamentario a
otro. El Partido del Trabajo a principios de la legislatura se
conformaba por 29 integrantes y hasta la fecha suma 46, el
Partido de la Revolución Democrática de tener 20 integrantes
paso a tener 12, Movimiento Ciudadano contaba con 28 y
perdió 1; y así en los demás grupos han tenido integraciones
y separaciones.9

En este tercer año y último de la legislatura, surgió una lucha
de fuerzas políticas para presidir la mesa directiva, ya que en
su momento el Partido Revolucionario Institucional contaba
con mayor número de integrantes que el Partido del Trabajo,
por lo que le correspondía por ley, la presidencia de la Mesa
Directiva.

De último momento el Partido del Trabajo sumó candidatos
a sus filas para empatar con el Partido Revolucionario
Institucional y competir por la presidencia de la Mesa
Directiva, pero al momento de la elección se pasaron 4
diputadas y diputados del Partido de la Revolución
Democrática al Partido Revolucionario Institucional, con el
objetivo de otorgarle la mayoría para presidir la Mesa
Directiva; siendo que, al finalizar la votación, los integrantes
del PRD volvieron a su grupo parlamentario.10

Estas salidas e incorporaciones violentan el voto del
electorado para fines contrarios a los que fueron electos; la o
el diputado electo no se representa a sí mismo, representa al
distrito y a los habitantes del mismo. En razón a lo expuesto,
considero necesario que esta disposición del Reglamento de
la Cámara de Diputados se reforme para evitar estas
situaciones que dañan la reputación y la democracia del
Poder Legislativo.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de
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Decreto

Primero.- Se reforma el artículo 30 numeral 1 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 30.

1. Los diputados que no se inscriban o dejen de pertenecer
al grupo parlamentario por el cual fueron electos bajo
los principios de mayoría relativa y representación
proporcional, serán considerados como diputados sin
partido, sin la posibilidad de integrarse a otro grupo
parlamentario durante el tiempo que dure su encargo;
debiéndoseles guardar las mismas consideraciones que a
todos los legisladores y apoyándolos, conforme a las
posibilidades de la Cámara, para que puedan desempeñar
sus atribuciones de representación popular.

Segundo. - Se reforma el artículo 6 numeral 1 fracción
XII del Reglamento de la Cámara de Diputados, para
quedar como sigue:

Artículo 6.

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. a XI. (…)

XII. Formar parte del grupo parlamentario por el cual
fueron electos bajo los principios de mayoría relativa y
representación proporcional, o bien, separarse de él,
quedando sin partido, de acuerdo a sus ordenamientos;
sin la posibilidad de integrarse a otro grupo
parlamentario durante el tiempo que dure su encargo.

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - El Congreso de la Unión contará con un lapso de
45 días a partir de la fecha de la publicación en el Diario
Oficial de la Federación; para adecuar sus reglamentos
respectivos, para no contradecir el presente decreto. 

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020.

2 Sistema de Información Legislativa, Mayoría Relativa. 

http://www.sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=
153

3 Sistema de Información Legislativa, Representación Proporcional. 

http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=210

4 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 2020.

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020.

6 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
2014.

7 Reglamento de la Cámara de Diputados, 2019.

8 Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,
Justicia Electoral, cuarta época, volumen 1, número 17, enero-junio,
2016.

https://www.te.gob.mx/publicaciones/sites/default/files//archivos_libr
os/Justicia%20Electoral%2017.pdf

9 Infobae, el 9 por ciento de los diputados han cambiado del partido en el
que fueron elegidos, 24 de agosto de 2020. 

https://www.infobae.com/america/mexico/2020/08/24/el-9-de-los-
diputados-han-cambiado-del-partido-en-el-que-fueron-elegidos/

10 El Economista, PRI presidirá la Mesa Directiva en la Cámara de
Diputados, 2 de septiembre de 2020. 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/PRI-no-consigue-los-
votos-para-presidir-la-Mesa-Directiva-de-la-Camara-de-Diputados-
20200831-0099.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2020 / Apéndice 125



LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY FEDERAL DE
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO,

REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL
ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que adiciona los artículos 132 de la Ley Federal
del Trabajo y 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del
Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado Manuel de
Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario del
PES

El que suscribe, diputado Manuel de Jesús Baldenebro
Arredondo, integrante del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan una
fracción XXXIV al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo; y una fracción XI al artículo 43, de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos
Humanos de la Naciones Unidas refiere que desde el
nacimiento de la ONU se estableció como una meta
fundamental reafirmar los derechos fundamentales, la
dignidad y el valor de la persona, eliminando cualquier acto
de discriminación por diversos motivos, entre ellos, la
práctica de alguna religión. En este sentido, cualquier acto de
discriminación socava derechos humanos, ya que el
fenómeno discriminatorio deteriora el tejido social,
marginando la vida cotidiana de millones de personas por
todo el mundo.

Por su parte, el Comité de Derechos Humanos del Sistema de
Naciones Unidas, define a la discriminación como “toda
distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen
en determinados motivos como la raza, el color, el sexo, el
idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el
origen nacional o social, la posición económica, el
nacimiento o cualquier otra condición social y que tenga por
objeto o por resultado anular o menoscabar el recono-
cimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los

derechos humanos y libertades fundamentales de todas las
personas”.

En este sentido, la prohibición de discriminar se liga al
principio de igualdad, el cual, es abordado por el artículo 1o.
de la Carta de las Naciones Unidas, señalando como uno de
los fines la protección y promoción de los derechos humanos
sin distinción, donde la mayoría de los tratados en materia de
derechos humanos establecen el derecho a la no
discriminación y a la igualdad.

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo,
refiere que la práctica discriminatoria en el ámbito laboral
“sigue representando un problema mundial, y que emergen
nuevas y más sutiles formas de este tipo de abuso. 

Aunque los avances significativos logrados en la lucha contra
las desigualdades en el lugar de trabajo son causa de
esperanza, las nuevas formas de discriminación representan
igualmente un motivo de creciente de preocupación”. 

La misma Organización, señala que la discriminación laboral
es uno de los mayores desafíos a los que debe hacer frente la
sociedad contemporánea, y es esencial para la paz social y la
democracia. 

Por ello, es necesario fortalecer los mecanismos legales para
combatir la discriminación en el trabajo que, por efecto de la
migración mundial, la redefinición de los límites nacionales,
los crecientes problemas económicos y desigualdades han
aumentado la xenofobia, la discriminación racial y religiosa. 

Al respecto, la Organización Internacional del Trabajo, indica
que, durante la última década, parece haber aumentado la
discriminación basada en la religión. El actual clima político
internacional ha contribuido a exacerbar sentimientos de
temor mutuo y discriminación entre los distintos grupos
religiosos, amenazando con desestabilizar las sociedades y
generar violencia. 

La discriminación religiosa puede aludir a la conducta
ofensiva de compañeros o directivos hacia miembros de
minorías religiosas, la falta de respeto por las costumbres
religiosas y la ignorancia de éstas; la obligación de trabajar en
días festivos o feriados religiosos, la falta de neutralidad en
las prácticas de contratación y de promoción profesional, la
denegación de permisos para actividades empresariales; y la
falta de respeto por las normas sobre vestimenta.1
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El trabajo, intitulado: “La hora de la igualdad en el trabajo”2

de la Organización Internacional del Trabajo se pronunció de
la siguiente manera.

(…) 2. La discriminación en el empleo y la ocupación
reviste diversas formas y se produce en todo tipo de
entornos laborales. Pero toda discriminación presenta una
característica común: supone dispensar un trato distinto a
las personas atendiendo a ciertas características, como
pueden ser la raza, el color o el sexo, lo cual entraña un
menoscabo de la igualdad de oportunidades y de trato.
Dicho de otro modo, la discriminación provoca
desigualdades y las consolida.

La libertad del ser humano para desarrollar sus
competencias, amén de elegir y cumplir sus aspiraciones
profesionales y personales, se ve restringida de salida, sin
tener en cuenta las aptitudes. No pueden desarrollarse las
cualificaciones ni las competencias, el trabajo no resulta
gratificante y se impone un sentimiento de humillación,
frustración e impotencia.

3. También la sociedad en general se ve profundamente
afectada. El desperdicio de talento y de recursos humanos
repercute negativamente sobre la productividad, la
competitividad y la economía; se acentúan las
desigualdades socioeconómicas, se deterioran la cohesión
social y la solidaridad, y la estabilidad política se ve
amenazada.

4. La erradicación de la discriminación laboral es
indispensable para lograr la justicia social, la cual
constituye un elemento esencial del mandato de la OIT. Se
trata de uno de los puntales del concepto de trabajo
decente para todos los hombres y mujeres, que a su vez se
basa en la igualdad de oportunidades para cuantos trabajan
o buscan un empleo y un sustento, ya sea como obreros,
como empleadores o como trabajadores por cuenta propia,
tanto en la economía formal como en la informal. La
eliminación de la discriminación forma
indisolublemente parte de cualquier estrategia viable
de lucha contra la pobreza y de desarrollo económico
sostenible.

(…) 

101. Los problemas de discriminación por motivos
religiosos en el empleo y la ocupación suelen surgir por
la ausencia de libertad de culto o por intolerancia hacia
personas de determinada religión, hacia una religión

diferente, o hacia quienes no profesan religión alguna.
Entre los ejemplos de trato injusto en el empleo por
motivos religiosos cabe mencionar la conducta ofensiva
en el trabajo de colegas o personal jerárquico hacia
miembros de minorías religiosas, la falta de respeto hacia
las costumbres religiosas y la ignorancia de las mismas, la
obligación de trabajar en días de festividad o feriados
religiosos, la falta de neutralidad en las prácticas de
contratación y de promoción profesional, y la falta de
respeto por las normas sobre la vestimenta (…)

103. La lucha contra la discriminación por motivos de
religión en el empleo y la ocupación, y las pruebas
concretas de que es posible eliminar este tipo de
discriminación en el lugar de trabajo, ofrecen una vía
útil para fomentar la tolerancia religiosa en la sociedad. La
dinámica y las manifestaciones de la discriminación por
motivos religiosos en el lugar de trabajo no se han
estudiado ni tanto ni tan bien como otras formas de
discriminación (…)

104. Tan sólo unos pocos países proceden a
investigaciones sistemáticas y exhaustivas sobre la
discriminación laboral: Irlanda del Norte, en particular, y
los Estados Unidos, en menor medida. Sin embargo,
pareciera que en fechas más recientes la administración de
las empresas ha venido mostrando mayor interés en la
gestión de la discriminación por razones religiosas en el
lugar de trabajo, pues hay mayor conciencia de las
posibles responsabilidades legales. Se espera que en
Europa se instale una tendencia similar tras la adopción
por la Unión Europea de la directiva del Consejo
2000/78/CE (27 de noviembre de 2000, por la que se
configura un marco normativo general destinado a
favorecer el trato igualitario en el empleo y la ocupación).
En virtud de esta directiva se exige a los Estados
miembros que, en un plazo determinado, se doten de
leyes que prohíban, ínter alia, la discriminación
laboral por motivos religiosos.

En este sentido, en México, el artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, refiere que todas
las personas tienen una igualdad de goce de los derechos
humanos reconocidos por la citada Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección.

Agregando en su quinto párrafo que, se prohíbe toda
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las
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condiciones de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o
menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Al efecto, se entiende por discriminación toda distinción,
exclusión, restricción o preferencia que, por acción u
omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni
proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar,
restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento,
goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, en
términos del artículo 1o., fracción III de la Ley Federal para
Prevenir y Eliminar la Discriminación.

El artículo 2 de la ley referida, menciona que corresponde al
Estado promover las condiciones para que la libertad y la
igualdad de las personas sean reales y efectivas, debiendo los
poderes públicos federales eliminar aquellos obstáculos que
limiten en los hechos su ejercicio e impidan el pleno
desarrollo de las personas, así como su efectiva participación
en la vida económica del país.

Motivo por el cual, cada uno de los poderes públicos debe
adoptar las medidas que estén a su alcance, para que toda
persona goce, sin discriminación alguna, de todos los
derechos y libertades consagrados en la Constitución
Política, en los tratados internacionales y en las leyes.

Según la Encuesta Nacional sobre Discriminación (Enadis
2017), que realizó el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), y el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred), en conjunto con la Comisión
Nacional de Derechos Humanos (CNDH), la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM), y el Consejo
Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), destaca que la
segunda causa de discriminación en el país es con motivo
de las creencias religiosas, como se muestra a continuación.

El porcentaje de población de 18 años y más que declaró
haber sido discriminada en el último año, por motivo de sus
creencias religiosas, fue del 32.3 por ciento en el caso de las
mujeres y del 24.8 por ciento en el caso de los hombres.

En cuanto a los prejuicios, definidos como una
predisposición irracional a adoptar comportamientos
negativos hacia un grupo y sus miembros, basados en una
generalización errónea y rígida acerca de ellos, que conducen
a los individuos a proferir juicios sin un sustento válido,3 el
porcentaje de la población de 18 años y más que está de
acuerdo con la frase: “Mientras más religiones se permitan en
el país, habrá más conflictos sociales” es del 45 por ciento en
el caso de los hombres y del 44 por ciento en el caso de las
mujeres, como se muestra a continuación.

En cuanto a los ámbitos de discriminación con motivo de
las creencias religiosas, el Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred), en su oficio número
CONAPRED/DGAQ/DAOI/SAOI/016/2020, de fecha 6 de
marzo de 2020, informa que los ámbitos en los que se sufre
con mayor frecuencia este tipo de discriminación son los
siguientes:

1o. lugar, es el ámbito laboral;

2o. lugar, es el ámbito de salud; y

3o. lugar, es el ámbito educativo.

Un ejemplo de lo anterior, podría ser el caso del señor Marcos
Shuster Rosenberg, quien asegura que a partir de que Aon
México supo de su origen judío comenzaron una serie de
violaciones a sus derechos laborales, por lo que presentó ante
el Conapred una queja por actos de discriminación contra la
empresa y de su director general.4

En julio de 2013, llegó a la dirección de Aon México el
director general, quien en un principio pensó que yo era de
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origen alemán, en ese inicio me trató de la mejor manera
posible, pero en el momento en que se enteró de mi origen
judío, los cambios dentro de la organización hacia mí se
vieron rápidamente reflejados, expuso. El 5 de marzo de
2015, la empresa prescindió de los servicios de Marcos
Shuster, quien demandó a la empresa por despido
injustificado ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje
y después presentó una queja ante el Conapred.

En este sentido, la presente iniciativa tiene como finalidad
adicionar la Ley Federal del Trabajo y la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, para garantizar
a las personas trabajadoras el derecho de los trabajadores a
vestir con los accesorios y signos distintivos propios de su
religión o cultura, siempre que no inciten al odio o la
violencia, y no constituyan un riesgo para la seguridad o
higiene en su centro de trabajo.

Lo anterior, es para garantizar que no haya actos de
discriminación y prevenir despidos arbitrarios. 

En el Grupo Parlamentario del PES estamos comprometidos
con garantizar las libertades y derechos con la finalidad que
no se discriminen a personas en sus actividades cotidianas y
productivas en el marco de la ley. Es fundamental no permitir
discriminación alguna por motivo de creencias religiosas en
el ámbito laboral con base en los principios de igualdad y
no discriminación, porque estamos convencidos que son
valores fundamentales del Estado mexicano. 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado someto a
la consideración de este Honorable Pleno la presente
Iniciativa con Proyecto de

Decreto que adiciona una fracción XXXIV al artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo y una fracción XI al
artículo 43, de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del
Artículo 123 Constitucional

Primero. Se adicionan una fracción XXXIV al artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:

I. a XXXIII. (…)

XXXIV. Respetar el derecho de los trabajadores a
vestir con los accesorios y signos distintivos propios de
su religión o cultura, siempre que no inciten al odio o
la violencia, y no constituyan un riesgo para la
seguridad o higiene en su centro de trabajo.

Segundo. Se adicionan una fracción XI al artículo 43, todos
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional, para quedar como sigue: 

Artículo 43. Son obligaciones de los titulares a que se refiere
el artículo 1o. de esta ley:

I. a X. (…)

XI. Respetar el derecho de los trabajadores a vestir
con los accesorios y signos distintivos propios de su
religión o cultura, siempre que no inciten al odio o la
violencia, y no constituyan un riesgo para la seguridad
o higiene en su centro de trabajo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del día
siguiente a la fecha de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segunda. Se reformará la normatividad correspondiente en
un plazo no mayor de 180 días a partir de la entrada en vigor
del presente decreto. 

Notas

1 https://www.ilo.org/global/publications/world-of-work-magazine/artic-
les/WCMS_081387/lang—es/index.htm

2 Organización Internacional del Trabajo (OIT). “La hora de la igualdad
en el trabajo”. Conferencia Internacional del Trabajo 91ª reunión 2003.

3 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred).
“Prohibido discriminar”, segunda edición. México, 2008.

4 Flores, Zenyazen. “Estas cifras revelan la discriminación laboral”.
Periódico El Economista. México, 6 de abril de 2016.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 18 de octubre de
2020.— Diputados y diputadas: Manuel de Jesús Baldenebro
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Arredondo, Carmen Medel Palma, Olga Patricia Sosa Ruiz, Ernesto
Vargas Contreras, Olga Juliana Elizondo Guerra, María Sara Rocha
Medina, Claudia Báez Ruiz, Carolina García Aguilar, Laura Erika de
Jesús Garza Gutiérrez, Elba Lorena Torres Díaz (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD 
ENTRE MUJERES Y HOMBRES, LEY DEL

INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES 
Y LEY DE COMERCIO EXTERIOR

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres,
del Instituto Nacional de las Mujeres, y de la de Comercio
Exterior, suscrita por los diputados Arturo Escobar y Vega y
Nayeli Arlen Fernández Cruz e integrantes de los Grupos
Parlamentarios del PVEM y Morena

Quienes suscriben, diputada Nayeli Arlen Fernández Cruz,
del Grupo Parlamentario de Morena, y diputado Arturo
Escobar y Vega, en representación de los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, así como los diputados Francisco
Elizondo Garrido, Alfredo Antonio Gordillo Moreno, Ana
Patricia Peralta de la Peña y Érika Mariana Rosas Uribe, del
Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, de la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres y de la Ley de Comercio Exterior, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La crisis sanitaria y económica provocada por el virus SARS-
CoV-2 ha motivado que diversos países cierren sus fronteras
e implementen un paquete de medidas restrictivas al
comercio, con el objetivo de contener la propagación de la
enfermedad y, por consiguiente, la ola de contagios.

En el contexto de la reactivación económica y la reapertura
de fronteras, las naciones deben aplicar una serie de medidas
que establezcan las bases para fomentar un comercio
multilateral más abierto, incluyente, competitivo y resiliente,
haciendo particular énfasis en incorporar una perspectiva de
género en éste a fin de reducir la profunda brecha de
oportunidades entre mujeres y hombres.

La igualdad de género en el comercio internacional es un
tema altamente preocupante, de acuerdo con la Comisión
Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), las
pérdidas económicas relacionadas con la igualdad de género
alcanzan los 11 mil 750 millones de dólares al año, el
equivalente a una pérdida de 16 por ciento del producto
mundial cada año.1

En ese mismo sentido, las estimaciones más recientes
publicadas por la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) indican que la productividad económica y las
actividades laborales de las mujeres se verán más afectadas
que las de los hombres por la crisis sanitaria. Dicha
preocupación se vuelve más extensiva en países en desarrollo
donde 70 por ciento de los empleos de las mujeres se
encuentran en la informalidad.

Adicionalmente, en cuanto a los trabajadores menos
educados, las mujeres tienen niveles más elevados de
informalidad, lo cual se traduce en una mayor vulnerabilidad,
ya que no cuentan con distintos mecanismos de protección
social como los que ofrece el sector formal de la economía.2

Bajo ese mismo tenor, el Banco Mundial ha advertido que la
apertura al comercio es un elemento indispensable para
mejorar las condiciones laborales de las mujeres,
especialmente en el combate a la brecha salarial que existe
entre hombres y mujeres. Asimismo, reconoce que en los
países con mayores oportunidades para el comercio
internacional los niveles de igualdad de género son más
elevados.

El comercio tiene la capacidad de ampliar el rol de las
mujeres en la sociedad y reducir las desigualdades que las
afectan de manera particular. Esto será primordial en el
marco de la reapertura del comercio posterior a la pandemia
por covid-19 para lograr un entorno comercial más inclusivo
y con perspectiva de género. 

En ese sentido, se estima que en las empresas cuyas
operaciones tienen un componente de comercio que
trasciende fronteras y forman parte de cadenas de valor
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mundiales, el porcentaje de mujeres empleadas es mayor,
alcanzando hasta 33 por ciento de la planta laboral, en
contraste con 24 por ciento en las empresas que no forman
parte de esas cadenas.3

Asimismo, la apertura comercial de un país tiene incidencia
directa sobre las condiciones laborales de las mujeres. Prueba
de ello es que la proporción que corresponde a las mujeres de
los salarios pagados en el sector de manufacturas aumenta en
promedio en 5.8 por ciento.

Desde otra perspectiva, la participación de las mujeres en los
sectores que se caracterizan por tener un alto nivel de
exportaciones tiene un impacto sobre los esquemas laborales
que se emplean y normalmente gozan de un empleo formal,
por lo que viene acompañado de diversos beneficios
laborales, capacitación y seguridad laboral.

Sin embargo, es necesario reconocer que existen distintos
sesgos en la legislación comercial que se traducen en una
especie de “aranceles rosas” que colocan a las mujeres en una
desventaja económica. Si bien es cierto que en ningún país se
establecen tarifas que vayan de acuerdo con el género de las
personas, también lo es que sectores comerciales específicos
afectan de manera puntual a las consumidoras de ciertos
productos.

Un informe publicado por el Banco Mundial muestra que la
carga arancelaria que es aplicable a productos cuyo consumo
es primariamente realizado por mujeres es mayor a aquellos
aranceles correspondientes a productos considerados para
hombres. De manera particular, la ropa de mujer paga cada
año 2 mil 770 millones de dólares más en aranceles del sector
textil que la ropa para hombre.4 Lo anterior considerando que
existe una brecha de consumo que ha crecido alrededor de 11
por ciento en términos reales entre 2006 y 2016, por lo que
este tipo de desigualdades perjudica a consumidoras en todo
el mundo.

Históricamente, el rol de las mujeres en el comercio
internacional ha sido disminuido y obstaculizado y se ha
constatado la existencia de barreras producto de la
discriminación de género que las mujeres sufren. En ese
sentido, según la Organización Mundial del Comercio
(OMC), 75 por ciento de las mujeres emprendedoras han sido
objeto de faltas de respeto por sus contrapartes varones y una
negativa generalizada a ser tomadas en cuenta.

El problema de la desigualdad de género está enmarcado en
el quinto puesto de los Objetivos de Desarrollo Sustentable

(ODS) de la Organización de las Naciones Unidas (ONU),
cuyo propósito es lograr la igualdad entre los géneros y
empoderar a todas las mujeres y las niñas. En ese sentido, es
necesario señalar que ninguno de los esfuerzos alineados a
los ODS será posible de conseguir ni será sostenible si no
cuenta con una perspectiva de género y apuesta por la
igualdad de oportunidades con la mujer al centro de la
reconstrucción social.

La ONU considera que la pandemia tiene el potencial de
revertir los escasos resultados obtenidos desde la firma y
aprobación de los ODS en 2015. Por lo cual es menester
atender e implementar medidas que protejan
económicamente a las mujeres.

Bajo ese tenor, el diseño de los ODS que, entre otras cosas,
buscan eliminar la pobreza extrema para el año 2030, se
generó alrededor de la premisa de la igualdad de género y el
empoderamiento de la mujer. De acuerdo con el Centro de
Comercio Internacional, los esfuerzos por alcanzar la
igualdad de la mujer podrían añadir hasta 28 trillones de
dólares en el producto mundial de ahora hasta el 2025 al
servir de catalizador comercial de las economías.5

Sin embargo, las acciones establecidas hasta ahora
encaminadas a cerrar la brecha de género no han sido
suficientes y se calcula que, a este ritmo, la breca de género
se cerrará en 108 años. En particular, la dimensión de
empoderamiento económico es la más difícil de cerrar y
tardaría hasta 202 años de mantener la perspectiva actual, de
acuerdo con el Foro Económico Mundial.6

Esta realidad representa un problema que nos ha afectado
históricamente como sociedad, razón por la cual se
implementó la Declaratoria y Plataforma de Acción de
Beijing (PAB), elaborada por la oficina de ONU Mujeres y
suscrita por 189 países, donde se identifica que una de las
esferas decisivas de especial preocupación es la desigualdad
existente en las estructuras y políticas económicas, así como
la falta de mecanismos suficientes en todos los niveles para
promover el adelanto de la mujer.7

Es necesario reconocer que el nivel de incidencia y
participación en las estructuras económicas es distinto para
hombres y mujeres. De acuerdo con la PAB, en la mayor
parte del mundo la presencia de las mujeres en los niveles de
adopción de decisiones económicas y políticas comerciales
es prácticamente nula.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2020 / Apéndice 131



Por esos motivos, la PAB, suscrita en 1995, incluye el
objetivo estratégico F.2 que busca facilitar el acceso de la
mujer, en condiciones de igualdad, a los recursos, el empleo,
los mercados y el comercio. De esta manera, se busca dirigir
la voluntad política fortaleciendo y fomentando la ampliación
de los mercados y creando servicios de apoyo para empresas
de propiedad de mujeres en los programas de promoción del
comercio.

Al respecto, el gobierno federal reconoce la importancia del
impulso de la mujer en el comercio internacional y ha
realizado esfuerzos en la materia como lo es el Programa
Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 2020-
2024. En ese sentido, recientemente se celebró la primera
rueda virtual de negocios para empresarias mexicanas
denominada MujerExportaMx en coordinación con la
Secretaría de Economía, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, la Secretaría de Cultura, el Instituto Nacional de las
Mujeres y el Banco Interamericano de Desarrollo, entre
otros.8

El objetivo de este evento fue la ampliación de oportunidades
de exportación de empresarias mexicanas propietarias,
vinculándolas con empresarias importadoras en Canadá y
Estados Unidos de América (EUA) en el marco de la entrada
en vigor del T-MEC.

La Secretaría de Economía estimó que los efectos de la
emergencia sanitaria y económica afectarían en 40 por ciento
los flujos mundiales de inversión extranjera directa (IED) en
2020. A pesar de ello, durante el primer semestre del año se
registraron 17 mil 969.3 millones de dólares de IED, por
debajo de lo observado en 2019 en el mismo periodo. El
origen de estos recursos fue, en primer lugar, EUA, con 38.6
por ciento, seguido por Canadá, con 19.1 por ciento, y
España, con 11.2 por ciento del total.9

A pesar de lo anterior, del total de flujos de IED, se registró
una caída de 29.8 por ciento en nuevas inversiones, por lo que
la generación de nuevos canales de intercambio es necesaria
y la apertura a la participación de mujeres empresarias es
cada día más importante. 

Se estima que si las mujeres tuvieran mayor participación en
el mercado laboral bajo esquemas que garanticen las mismas
condiciones que disfrutan los hombres, se podrían generar
más de 240 millones de pesos en México cada año.10 Lo cual,
ante las estimaciones de decrecimiento para 2020 y 2021,
tendría un fuerte impacto en la recuperación económica del
país.

Para lograr contrarrestar los efectos de la emergencia
sanitaria será necesario replantear la posibilidad de fomentar
y fortalecer los mecanismos comerciales que incluyan a las
mujeres que realizan actividades comerciales transfron-
terizas, con la finalidad de potenciar la participación de las
mujeres en las actividades de comercio internacional en el
marco de la reactivación económica de nuestros principales
socios comerciales alrededor del mundo.

En el contexto de las consideraciones expuestas, en el Partido
Verde Ecologista de México estamos convencidos de que hoy
más que nunca tenemos la responsabilidad de impulsar la
inclusión de las mujeres en la dimensión económica y
comercial, conscientes de que la falta de oportunidades
específicas para el desarrollo de las mujeres en la arena del
comercio internacional ha provocado un retraso en el
combate a la brecha de género existente en nuestro país y que
afecta a millones de mexicanas y, por lo tanto, al desarrollo
social y económico. Por los motivos expuestos anterior-
mente, ponemos a su consideración el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, de la Ley del Instituto Nacional de
las Mujeres y de la Ley de Comercio Exterior

Primero. Se adiciona la fracción XIV al artículo 17 y se
reforman las fracciones XII y XIII del mismo; se reforma la
fracción II del artículo 33 de la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, para quedar como a continuación
se presenta:

Artículo 17. La Política Nacional en Materia de Igualdad
entre mujeres y hombres deberá establecer las acciones
conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito,
económico, político, social y cultural.  

La política nacional que desarrolle el Ejecutivo federal
deberá considerar los siguientes lineamientos: 

I. a XI. […] 

XII. Promover que en las prácticas de comunicación
social de las dependencias de la Administración Pública
Federal, así como en los medios masivos de comunicación
electrónicos e impresos, se eliminen el uso de estereotipos
sexistas y discriminatorios e incorporen un lenguaje
incluyente; 
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XIII. Fomentar el desarrollo, participación y reconoci-
miento de las mujeres en las diferentes disciplinas
deportivas, así como en la vida deportiva, y 

XIV. La promoción y el fomento de mecanismos de
políticas comerciales con el objetivo de potenciar las
capacidades y oportunidades de acceso a redes de
negocios que faciliten la exportación, el acceso al
financiamiento y el diálogo comercial.

Artículo 33. Será objetivo de la Política Nacional el
fortalecimiento de la igualdad en materia de:

I. […] 

II. Desarrollo de acciones para fomentar la integración de
políticas públicas con perspectiva de género en materia
económica, priorizando la promoción de políticas
comerciales para favorecer la participación de las
mujeres en el comercio internacional; 

III. a V. […] 

Segundo. Se reforma la fracción XXIV del artículo 7 de la
Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, se adiciona una
nueva fracción XXV y se recorre la anterior en el orden
subsecuente, para quedar como a continuación se presenta:

Artículo 7. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a XXIII. […]  

XXIV. Actualizar periódicamente el diagnóstico sobre la
situación de las mujeres, en relación con los avances del
Programa y la operatividad del mismo;

XXV. Participar, en coordinación con las autoridades
competentes, en la ejecución e implementación de los
mecanismos comerciales para la promoción e inclusión
de la mujer en el comercio internacional a que se
refiere la fracción XIV del artículo 17 de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y

XXVI. Las demás que le señale el Estatuto Orgánico del
Instituto. 

Tercero. Se reforma la fracción XI del artículo 5o.; se
reforma la fracción IV del artículo 90, se adiciona una nueva

fracción V y se recorre la anterior en el orden subsecuente; se
reforma el artículo 91 de la Ley de Comercio Exterior, para
quedar como a continuación se presenta: 

Artículo 5o. Son facultades de la Secretaría:

I. a X. […] 

XI. Establecer los programas y mecanismos de promoción
y fomento de las exportaciones, privilegiando su
aplicación con una perspectiva de género, así como las
disposiciones que los rijan, escuchando a los sectores
productivos e instituciones promotoras del sector público
y privado;  

XI. y XIII. […] 

Artículo 90. La promoción de las exportaciones tendrá como
objetivo la consolidación y la mejoría cuantitativa y
cualitativa de las exportaciones de productos manufactu-
rados, agroindustriales, servicios y tecnología mexicanos en
los mercados internacionales. Para ello se concertarán
programas anuales con los organismos representativos de
sectores productivos a fin de realizar una eficaz asignación de
recursos. 

Las actividades de promoción de exportaciones buscarán:  

I. a III. […] 

IV. Proporcionar de manera expedita los servicios de
apoyo del comercio exterior y los beneficios que los
programas oficiales de fomento a las exportaciones
establezcan;

V. Promover y facilitar proyectos de exportación con el
objetivo de potenciar las capacidades y oportunidades
para la inclusión de las mujeres en el comercio
internacional, y 

VI. Las demás acciones que señalen expresamente otras
leyes o reglamentos. 

[…] 

Artículo 91. El Ejecutivo federal, por conducto de la
Secretaría, establecerá las medidas y los mecanismos
necesarios para la aplicación de los programas e instrumentos
de comercio exterior, privilegiando su aplicación con una
perspectiva de género, por lo que en coordinación con las
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dependencias competentes, deberá establecer mediante
decretos, programas de promoción vinculados a la
infraestructura, capacitación, coordinación, organización,
financiamiento, administración fiscal y aduanera y
modernización de mecanismos de comercio exterior, siempre
y cuando se trate de prácticas internacionalmente aceptadas.  

[…] 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, en un plazo de 180 días
naturales a partir de la entrada en vigor del presente decreto,
deberá expedir y armonizar las disposiciones reglamentarias
que correspondan conforme a lo dispuesto en el mismo. 

Notas

1 Véase, Alicia Frohmann, “Igualdad de género y comercio
internacional”, IX Seminario sobre Comercio y Sostenibilidad, Santiago,
18 y 19 de julio de 2018. Disponible en: 

http://conferencias.cepal.org/comercio_sostenibilidad2018/Miercoles
%2018%20julio/PDF%20FIN

AL/06%20FROHMANN%20Alicia.pdf 

2 Véase, “Mujeres y hombres en la economía informal: un panorama
estadístico”, Organización Internacional del Trabajo, 2018.
Disponible en: 

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—dgreports/—-
dcomm/documents/publication/wcms_635149.pdf 

3 Véase, “Según un estudio, las mujeres obtienen importantes beneficios
económicos con el aumento del comercio”, Banco Mundial, 30 de julio
de 2020. Disponible en: 

h t t p s : / / w w w . b a n c o m u n d i a l . o r g / e s / n e w s / p r e s s -
release/2020/07/30/women-and-tradeeconomic-benefits 4 Ibídem.  

4 Ibídem. 

5 Véase, “International forum on women and trade”, European
Commission, 20 de junio de 2017. Disponible en: 

http://trade.ec.europa.eu/doclib/events/index.cfm?id=1632 

6 Véase, “Global Gender Gap Report 2018. Key Findings”, World
Economic Forum. Consultado el 17 de noviembre de 2020.
Disponible en: 

http://reports.weforum.org/global-gender-gap-report2018/key-
findings/ 

7 Véase, “Declaración y Plataforma de Acción de Beijing”, ONU
Mujeres, 1995. Disponible en: 

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/Publicaciones/2015/98
53.pdf 

8 Véase, “MujerExportaMx. Primera e-rueda de negocios para
empresarias mexicanas”, Instituto Nacional de las Mujeres, 6 de
septiembre de 2020. Disponible en: 

https://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/mujerexporta
mx-primera-e-rueda-denegocios-para-empresarias-mexicanas 

9 Véase, “Informe sobre el comportamiento de la Inversión Extranjera
Directa (IED) Enero a junio del 2020”, Secretaría de Economía, agosto de
2020. Disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/570580/IED_1er_
sem_2020__Final_.pdf 

10 Véase, “Reformas legales, entre las propuestas para la autonomía
económica de las mujeres”, Instituto Nacional de las Mujeres, 27 de
agosto de 2020. Disponible en:  

https://www.gob.mx/inmujeres/es/articulos/reformas-legales-entre-
las-propuestas-para-laautonomia-economica-de-las-mujeres?
idiom=es

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputados y diputadas: Arturo Escobar y Vega, Lyndiana Elizabeth
Bugarín Cortés, Jorge Francisco Corona Méndez, Zulma Espinoza
Mata, José Ricardo Gallardo Cardona, Marco Antonio Gómez
Alcantar, Leticia Mariana Gómez Ordaz, Carlos Alberto Puente Salas,
Roberto Antonio Rubio Montejo, Jesús Carlos Vidal Peniche, Lilia
Villafuerte Zavala, Francisco Elizondo Garrido, Nayeli Arlen
Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo Moreno, Ana Patricia
Peralta de la Peña, Érika Mariana Rosas Uribe (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Igualdad de Género,
y de Economía, Comercio y Competitividad, para
dictamen.
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SE DECLARA EL 13 DE NOVIEMBRE DE 
CADA AÑO COMO DÍA NACIONAL DE LA

POBLACIÓN TRANSGÉNERO

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 13 de
noviembre como Día Nacional de la Población Transgénero,
a cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio
Ortega, integrante de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración del pleno de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se declara el 13 de noviembre de cada año como
Día Nacional de la Población Transgénero, al tenor de la
siguiente,

Exposición de Motivos

La presente iniciativa es con motivo que se decrete el 13 de
noviembre de cada año como el Día Nacional de la Población
Transgénero, como un acto de reconocimiento a un sector
vulnerable de la población. Este tipo de acciones constituye
una acción afirmativa en favor de un grupo vulnerable que ha
sido discriminado por lo que al haber un reconocimiento
expreso en una fecha cívica, el Estado deja de negar su
existencia y les da plena identidad.

Cabe señalar que el 13 de noviembre de cada año, diferentes
grupos y asociaciones realizan diferentes eventos y actos con
el objetivo de visibilizar a esta población que por años sufrió
-y aún padece- discriminación y estigmas sociales, además de
que este día ya se festeja en la Ciudad de México, que es la
capital de la república desde hace 4 años, de acuerdo al
siguiente boletín, veamos:

“Conmemoración del Día de las Personas Trans en
Ciudad de México

Boletín Gobierno de la Ciudad de México

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2016.

En 2015 se firmó el acuerdo que establece el 13 de
noviembre como Día de las Personas Trans en la Ciudad
de México.

El gobierno capitalino construirá un protocolo integral e
interinstitucional para atender a este grupo poblacional.

La urbe trabaja día a día para garantizar todos los derechos
de las personas trans.

Este 13 de noviembre se conmemora el Día de las Personas
Trans luego de que en 2015 el jefe de Gobierno de la Ciudad
de México, Miguel Ángel Mancera Espinosa, instituyera este
día con el objetivo de visibilizar y atender a las poblaciones
transgénero, transexual y travesti de la capital de país, ya que
son grupos altamente discriminados.

En este primer año de conmemoración destaca la Ciudad de
México como la primera entidad del país en reconocer el
derecho a la identidad de género de las personas trans a través
de un trámite administrativo, eliminando así el proceso
judicial e invasivo que padecían.

Garantizarles el derecho a la identidad representa un paso
clave que abre la posibilidad del acceso al resto de sus
derechos. Es así, como a la fecha se han realizado más de mil
500 trámites administrativos de reconocimiento de identidad
de género, muchos de ellos de personas que vienen de otros
estados, toda vez que en sus entidades no existe esta
posibilidad.

El Gobierno de la Ciudad de México refrenda este día su
compromiso con las personas trans por medio de la próxima
creación de un Protocolo Interinstitucional de Atención
Integral a Personas Trans en la Ciudad de México, cuyo fin
será brindar a esta población la garantía y reconocimiento
pleno de sus derechos humanos.

Este protocolo buscará la atención eficaz e integral de las
personas trans desde la prevención a la violencia, la
integración social con enfoque de igualdad y la atención de
las situaciones que las colocan en vulnerabilidad.

Además, este instrumento deberá velar por el acceso a la
educación, a la salud, al trabajo, a la vivienda, a la justicia, a
la no discriminación y al pleno desarrollo de una vida digna;
así como a la inclusión de las personas trans en los distintos
programas sociales que brinda el gobierno local, como el de
Personas Adultas Mayores, el Seguro contra la Violencia
Familiar, entre otros.

Desde la Ciudad de México se condena los crímenes de odio
hacia personas trans suscitados recientemente en nuestro
territorio, así como en el resto del país.
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Es deber garantizar el acceso a la justicia y el debido proceso
de las personas trans, así como la construcción acciones que
garanticen su seguridad. Por ello, se reitera el compromiso
para evitar que queden impunes los dos recientes crímenes
hacia mujeres trans.

Con estas acciones se fortalecen los avances que ha tenido la
Ciudad de México en la defensa, promoción, garantía y
reconocimiento de los derechos humanos de la población de
la diversidad sexual, quehaceres logrados gracias al trabajo
conjunto entre Gobierno, Sociedad Civil y Poder Legislativo
que han consolidado a la metrópoli como una ciudad de
avanzada en esta materia a nivel Latinoamérica.

Se seguirá trabajando por prevenir y combatir los estigmas,
prejuicios y conductas discriminatorias hacia la población
trans, para garantizarles una vida digna y un desarrollo pleno,
así como en la generación de una cultura de respeto a la
diversidad para avanzar aún más hacia una ciudad incluyente
e igualitaria.1

Es importante señalar que noviembre de cada año es muy
importante para la población de la diversidad sexual ya que
se festeja lo siguiente:2

-En algunos países, en noviembre es el Mes de las
Marchas del Orgullo LGBT.

-Del 06 al 09 de noviembre es el Aniversario de los
Principios de Yogyakarta.3

El 8 de noviembre es el Día de la Solidaridad con las
Personas Intersex4

-El 20 de noviembre es el Día Internacional de la Memoria
Trans5

La fecha que se propone además tiene como referente que en
dicho día, se aprobaron reformas en materia de
reconocimiento de la personalidad jurídica, en efecto, el 13
de noviembre de 2014 se aprobaron modificaciones en la
Asamblea Legislativa del entonces Distrito Federal para la
“garantía del derecho de toda persona al reconocimiento de
su identidad de género a través de un procedimiento
administrativo ante el Registro Civil del Distrito Federal.

Asimismo, se menciona que en 2019 se avanzó en 10 estados
en cuanto al trámite de cambio de Identidad y sin duda, que
lograr se tenga un día nacional para las personas trans, lo que

sin duda será un detonante para el cumplimiento de los
derechos de esta población.

De tal manera que al hacer visible a una población vulnerable
tiene como objetivo sensibilizar y educar a la población en
general sobre su existencia y terminar con los tabúes y
estigmas sociales que solo traen consigo marginación.

Es por ello que se plantea a la honorable Cámara de
Diputados de la LXIV Legislatura, iniciar el proceso
correspondiente con el objetivo de hacer nacional esta fecha:
13 de noviembre Día Nacional de las Personas Transgénero.
Con ello se les brindará visibilidad e iniciaremos el camino
de la reeducación a una nueva sociedad incluyente y diversa.

Finalmente, sirva la oportunidad para agradecer a la
organización Prodiana, Megan Yadira e Ivette Fernández
Feria, por el impulso de esta materia.

Por lo anteriormente fundado y motivado, someto a
consideración del pleno de esta honorable Cámara de
Diputados la iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se declara el 13 de noviembre de cada
año como Día Nacional de la Población Transgénero

Artículo Único. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión declara el 13 de noviembre de cada año
como Día Nacional de la Población Transgénero.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://data.copred.cdmx.gob.mx/comunicacion-social-y-prensa/bole-
tines/boletines-2016/conmemoracion-del-dia-de-las-personas-trans-en-
cdmx/#:~:text=Este%2013%20de%20noviembre%20se,pa%C3%ADs%
2C%20ya%20que%20son%20grupos

2 https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/s2d2.libro_.efemeride_
web.pdf

3 Los “Principios de Yogyakarta: principios sobre la aplicación de la
legislación internacional de derechos humanos en relación con la
orientación sexual e identidad de género”, conocidos simplemente como
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Principios de Yogyakarta, fueron realizados en el marco de las Naciones
Unidas con el fin de orientar la aplicación de la legislación internacional
de derechos humanos en relación con la orientación sexual, la identidad
de género, la expresión de género y la diversidad corporal. Este
documento fue elaborado por dieciséis expertos en derecho internacional
de los derechos humanos de diversos países, incluyendo miembros de la
Comisión Internacional de Juristas, del Servicio Internacional para los
Derechos Humanos, académicos y activistas, reunidos en la ciudad de
Yogyakarta, Indonesia, entre el 6 y el 9 de noviembre de 2006, y fue
presentado como una carta global para los derechos LGBTIQ el 26 de
marzo de 2007 ante el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas en Ginebra. En estos principios se insta a los Estados, al Sistema
de Derechos Humanos de Naciones Unidas, a las instituciones nacionales
de derechos humanos, a los medios de comunicación y a las
organizaciones no gubernamentales a adoptar todas las medidas
apropiadas a fin de garantizar el desarrollo adecuado de las personas de
diversas orientaciones sexuales, identidades de género, expresiones de
género y diversidades corporales para garantizarles el pleno goce y
ejercicio de los derechos humanos. Los Principios de Yogyakarta son un
hito para los derechos de las personas LGBTIQ en la medida en que se
convierten en un estándar jurídico internacional para los Estados en
materia de diversidad sexual. En Argentina, la influencia de estos
principios se hizo evidente en la fundamentación de la Ley de Identidad
de Género y en el desarrollo de políticas públicas en materia de diversidad
sexual, entre otros.

4 El Día de la Solidaridad con las Personas Intersex se realiza en
conmemoración del natalicio de Adélaïde Herculine Barbin el 8 de
noviembre de 1838 en Francia, la primera persona intersex que fue
ampliamente conocida durante su época. Barbin fue definida y criada
como niña. Sin embargo, tras un examen médico por determinación legal,
fue declarada varón a la edad de 30 años, cambiando su nombre por uno
masculino y obligada a vestir prendas de dicho género, lo que provocaría
luego su suicidio. Este día tiene como objetivo, en nombre de Barbin y de
todas las personas intersex, recordar las consecuencias de la
patologización y discriminación de estas identidades; y, por tanto,
defender los derechos humanos de esta población por medio de la
visibilización y lucha por el reconocimiento de la intersexualidad como
parte de la diversidad corporal humana. Entre el 26 de octubre, Día
Internacional de la Visibilidad Intersex, y el 8 de noviembre, Día de la
Solidaridad con las Personas Intersex, organizaciones intersex en el
mundo realizan actividades para concientizar acerca de los desafíos que
enfrentan.

5 El 20 de noviembre, Día Internacional de la Memoria Trans tiene por
objetivo recordar a todas las personas trans que fueron víctimas del odio
y la violencia por razones de género. La fecha surge a partir del asesinato,
el 28 de noviembre de 1998 de Rita Hester, una mujer trans
afroamericana estadounidense reconocida por su trabajo en relación con
los derechos de la población trans, en especial en lo referente a la

educación. En respuesta a su asesinato y al poco respeto que los medios
de comunicación mostraron, se llevó a cabo una vigilia el viernes
siguiente al hecho en el que participaron cerca de 250 personas. El
asesinato de Rita aún no se ha resuelto, como un gran número de
transfemicidios, travesticidios y femicidios trans en todo el mundo. Un
año después del asesinato, se organizó el 20 de noviembre una vigilia en
la ciudad de San Francisco, Estados Unidos, para conmemorar a Rita y a
todas las personas trans víctimas de crímenes de odio y violencia por
motivos de su identidad de género. Al mismo tiempo, se desarrolló el
proyecto de Internet “Recordando a nuestrxs muertxs” (“Remembering
Our Dead”) para reconocer aquellxs vidas trans perdidas víctimas de
crímenes de odio Desde su creación, este día ha pasado de ser un proyecto
basado en internet a un día internacional de acción en el que no solo se
recuerdan los asesinatos y crímenes de odio*, sino las violencias que
sufren cotidianamente las personas trans. Actualmente, se llevan a cabo
acciones de conmemoración en más de 200 ciudades de más de 20 países
del planeta. Aunque en Argentina, tienen mayor relevancia otras fechas,
algunas organizaciones han empezado a realizar diferentes acciones en
este día. En 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(CIDH) para esta fecha instó a los Estados Miembros de la Organización
de los Estados Americanos (OEA) a mejorar los sistemas de recolección
de datos, a trabajar para aumentar la expectativa de vida de las personas
trans a través de medidas que eliminen su vulnerabilidad a la violencia y
muerte y a investigar, juzgar, sancionar y reparar a las víctimas. Al
respecto, en Argentina la ley de reforma penal (Ley N° 26.791) de 2012
incorpora en el Código Penal el delito de femicidio y el agravante en
casos en que el homicidio haya sido en base a la orientación sexual,
identidad de género o su expresión. Esta modificación es una figura
central para la caratulación e investigación de los crímenes de odio contra
la población LGBTIQ, al mismo tiempo que para la incorporación de la
figura de transfemicidio; travesticidio o femicidio trans en los sistemas de
registro de femicidios y en la caratulación judicial.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, a cargo del diputado Jorge Romero
Herrera, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Jorge Romero Herrera, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
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LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, en ejercicio y
en apego a las facultades y atribuciones conferidas en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, y 77
y 78, demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a
consideración de esta asamblea la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversos artículos de la Ley de
Ciencia y Tecnología , en atención a la siguiente

Exposición de motivos

I.- El sistema de innovación de un país constituye el conjunto
de agentes, instituciones y prácticas interrelacionadas que
conforman, actúan y participan en los procesos de innovación
tecnológica y social que suceden en el país, generando
un ecosistema favorecedor para las actividades de
investigación, desarrollo tecnológico e innovación.

Estos cambios están fuertemente relacionados con la idea de
que la causa principal de la diferencia de nivel de desarrollo
entre países es ocasionada por las diferencias tecnológicas.1

Aun cuando en el mundo se están dando importantes pasos
en la creación y consolidación de políticas tecnológicas de
impulso a la innovación y el emprendimiento científico, en
los países en desarrollo se encuentran menos personas
involucradas en los procesos de innovación, existen menos
instituciones públicas comprometidas con la labor y su
desarrollo es incipiente. La inversión en investigación y
desarrollo como porcentaje del PIB es menor, el número de
patentes también es menor y muchas empresas todavía no
cuentan con departamentos dedicados a estas actividades.
Generalmente, las características de un Sistema Nacional de
Innovación se materializan a través de las políticas
tecnológicas de cada país, especialmente en los Planes
Nacionales de Ciencia y Tecnología que cada Estado
elabora.2

En nuestro país, el problema en el marco jurídico vigente se
configura con la falta de un tratamiento sistemático a la
innovación que permita dar cabida a los diferentes tipos de
innovación como lo son de productos, bienes y servicios, de
procesos, de mercadotecnia o de organización,3 y a las
necesidades de los diferentes agentes involucrados en este
proceso. En efecto, la Ley de Ciencia y Tecnología vigente,
aunque define y se refiere en diversos artículos a la
innovación tecnológica, no define de manera clara y
completa este concepto.

Si bien el gobierno, la academia y las empresas están
relacionados con la generación de innovación, lo cierto es
que la tarea más difícil es vincularlos de tal forma que se
generen beneficios económicos para la sociedad, es decir, que
los conocimientos se transformen en bienes y servicios
socialmente útiles y económicamente rentables, lo que
actualmente se le llama economía del conocimiento. 

En los últimos tiempos se han producido profundos cambios
económicos que han dejado claro que el conocimiento
aplicado a la producción es el elemento central para aumentar
la productividad, la competitividad y el progreso de los
países. 

Josef Schumpeter explica que el desarrollo económico
depende del nivel de la innovación y se realiza por medio de
la recombinación de recursos existentes; el desarrollo no se
logra sólo aumentando los factores productivos que existen,
sino que se tienen que usar estos factores de una manera
diferente. Es decir, recombinar recursos existentes es lo que
hace la diferencia y el emprendedor es el actor que introduce
las recombinaciones (novedades) en los mercados. El rol del
emprendedor con respecto al conocimiento es introducir
conocimiento nuevo al mercado; nuevo desde el punto de
vista económico, no necesariamente desde el punto de vista
científico o técnico. Esto es, una idea o un conocimiento
nuevo se convierten en una innovación cuando se ponen en
práctica por primera vez. En este modelo el conocimiento
nuevo se genera por una recombinación de conocimiento
existente, vale decir, de una manera endógena.4

El Banco Mundial y muchas otras organizaciones hacen
hincapié en la incorporación de una economía del
conocimiento, el cual regido por cuatro pilares
fundamentales permite a un gobierno, al poner especial
atención a estos puntos lograr el establecimiento de una
economía sólida y sostenible dentro de un país, y que esto a
su vez mejore las condiciones de vida de sus habitantes. Por
su parte, los fundamentos de la economía del conocimiento
son la creación, difusión y uso del conocimiento. Es
importante señalar que los cuatro pilares fundamentales en
los que se basa la economía del conocimiento son: a) Un
sistema educativo robusto y bien estructurado. b) El
desarrollo y uso de una infraestructura de acceso a la
información y telecomunicaciones. c) Un sistema de
innovación y vinculación ágil entre academia y empresas. d)
Un marco institucional de gobierno que fomente activamente
el emprendimiento de base científica y que gestione de
manera eficiente y transparente incentivos económicos para
la innovación.5
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Los campos en los que se desenvuelve la economía del
conocimiento son diversos; educación, investigación y
desarrollo, alta tecnología, informática, telecomunicaciones,
robótica, nanotecnología o industria aeroespacial. Se trata de
una inversión en capital intangible que no ha dejado de crecer
desde finales del siglo XX.

Como puede apreciarse, México cuenta con instrumentos que
han fomentado la vinculación entre las instituciones
científicas y tecnológicas con las empresas; sin embargo, esta
vinculación es aun claramente insuficiente. No contamos con
un sistema nacional de innovación real que genere los
incentivos suficientes para que las empresas innoven y
añadan valor, productividad y competitividad a la economía
nacional.

Diversos estudios han demostrado que una de las causas
fundamentales de las bajas tasas de crecimiento se debe a la
falta de conocimientos y la capacidad de innovación. Sin
lugar a dudas, la escasa inversión en ciencia y tecnología y la
excesiva dependencia en la simple transferencia de
tecnología se han convertido en factores que han impedido
detonar el crecimiento de manera sustentable. Dicho de
manera más simple, si se quiere impulsar el crecimiento se
debe generar una política pública real orientada a fomentar la
innovación.

Se deben sentar las bases para la adopción de la llamada
economía basada en el conocimiento, como un sistema donde
el conocimiento es la verdadera esencia de la competitividad
y el motor del desarrollo a largo plazo. Para que México
mantenga los beneficios emanados del desarrollo en ciencia
y tecnología es indispensable que éstos se traduzcan en
incrementos en la productividad y en la competitividad de las
industrias de bienes y servicios, en otras palabras, en
constante innovación.

II. Es primordial que se delimiten ciertos principios que
marcan el acceso sin restricciones de los usuarios para que se
logre dar una mayor cobertura sin limitaciones para todos. 

Dichos principios serían los siguientes: 

– Propiciar las condiciones para que toda persona goce de
los beneficios del desarrollo de la ciencia y la innovación
tecnológica. 

– Apoyar sin limitación alguna a la investigación e
innovación científica, humanística y tecnológica.

– Garantizar el acceso abierto a la información que derive
de la investigación e innovación conforme a la normativa
aplicable en materia de derechos de autor y propiedad
industrial.

– Fortalecer y difundir la cultura nacional

– Proveer recursos y estímulos suficientes para
investigaciones, así como para el acceso abierto a la
información que se derive de sus actividades.

– Establecer las bases generales de coordinación entre la
federación, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, y la
participación de los sectores social y privado para
consolidar el Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e
Innovación.

En la época actual en que vivimos es preponderante
incentivar a la ciencia y la tecnología en países desarrollados,
especialmente en nuestro país, en el cual muchos talentos
emigran hacia regiones en donde se les apoye intelectual y
económicamente, lo cual trae consigo rezago en el ámbito
tecnológico y científico, con resultados colaterales que
impactan de manera negativa en la economía de nuestro país
y nos coloca en un lugar muy por debajo de los países que
invierten en estos rubros. 

Es preponderante fortalecer las instituciones encargadas de la
innovación, para así poder dar un gran paso que nos permita
posicionarnos como un país productor de conocimiento
científico, ello implica destinar presupuesto, colaborar con la
iniciativa privada, fortalecer y promover la investigación de
las universidades y brindar mayor cobertura educativa. 

En un artículo publicado recientemente se menciona que
desde hace más de 30 años, México cuenta con un organismo
encargado de guiar las actividades científicas del país
(Conacyt), este mismo desde 1984 establece un programa de
estímulos para investigadores; por más de 50 años, la
educación superior se ha asociado de forma que puedan
formar un frente común a sus necesidades y prospectivas; tan
solo en el periodo de 1996-2005 hubo mil 789 graduados de
doctorado en todo el país; 12 mil 96 miembros del sistema
nacional de investigadores; 48 mil 833 artículos publicados
por científicos mexicanos; se solicitaron 4 mil 822 patentes y
se concedieron mil 278.6

En razón de lo anterior es menester del Estado como agente
rector del desarrollo del país que se propicie un cambio
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estructural en el marco normativo correspondiente con la
finalidad de que se deje de lado el escaso desarrollo
tecnológico, y más ampliamente, escasa innovación
(incluidos los cambios técnicos, institucionales,
organizacionales, administrativos y comerciales, tanto a nivel
de empresa como de la economía en general), para dar paso
a un sistema de competitividad y productividad científica y
tecnológica, para así poder generar las condiciones
necesarias que nos permitan posicionarnos en los mercados
globales.

El eje central de la reforma debe versarse en la educación,
para lo cual, las universidades e instituciones de educación
superior, los centros públicos de investigación, así como los
organismos con autonomía constitucional deben ser
considerados actores centrales; incentivar y otorgar el
financiamiento creciente y progresivo que haga posible que
la investigación transite sin interrupciones ni contratiempos y
garantizar que el acceso abierto a sus resultados promueva el
desarrollo de la ciencia y la innovación tecnológica.

Es conveniente contextualizar y definir el término de
“innovación”, para efectos de definir el alcance que tiene
dicho término y justificar el intento de la reforma 

Una definición brindada en el Foro Consultivo Científico y
Tecnológico, la innovación es:

“La aplicación novedosa del conocimiento, entendida
como el conjunto de actividades ordenadas que conducen
a la obtención e implementación de nuevos productos y
procesos, así como a lograr cambios significativos en los
mismos que representen una mejora apreciable en el
desempeño, costo o calidad para los usuarios”. 

Una acepción normativa la encontramos en leyes estatales de
ciencia y tecnología, como es el caso de las leyes de los
estados de Quintana Roo y Puebla: “[Innovación es] la
transformación de una idea en un producto, proceso de
fabricación o enfoque de un servicio social determinado, en
uno nuevo o mejorado y la transformación de una tecnología
en otra de mayor utilidad”.

Un reciente Estudio de la OCDE sobre Innovación Regional
en México, muestra que quince estados mexicanos (entre los
que destacan Nuevo León, Baja California, Jalisco y
Guanajuato), algunas regiones y localidades han conseguido,
en colaboración con el gobierno federal, crear “microclimas”
que fomentan la innovación.7

Para transformar a México en un polo de innovación, es
necesario tomar medidas de fondo en un amplio espectro de
políticas públicas.

El Estudio de la OCDE hace énfasis en los siguientes rubros:

• Primero, es necesario crear condiciones más propicias
para la innovación. Algunas reformas para que el entorno
de negocios de las empresas mexicanas sea más
conducente a la innovación ciertamente han rendido
frutos. Pero sigue siendo necesario mejorar en muchos
aspectos, especialmente en el ámbito de la educación,
pues el aumento de las aptitudes en todos los niveles es
imperativo.

También existe margen para mejorar en la política de
competencia. Además del sector de telecomunicaciones,
es muy importante intensificar la competencia en los
mercados financieros y en el acceso al financiamiento
para las nuevas empresas basadas en tecnología, su
gobierno corporativo y el fomento de la iniciativa
empresarial. La competencia propicia la innovación, el
cambio y el crecimiento. La OCDE colabora actualmente
con el gobierno mexicano para la promoción de la
competencia y la mejora regulatoria.

• Segundo, la gobernabilidad del sistema de innovación
debería mejorar, con el fin de garantizar un compromiso
político sostenido, una jerarquización clara y una
implementación eficiente. Para ello se requerirá del
trabajo eficaz del recientemente instalado Comité
Intersectorial para la Innovación, responsable del diseño y
operación de las políticas públicas en materia de
innovación y de procurar las correspondientes
asignaciones presupuestales.

Contar con mejores mecanismos de evaluación y
retroalimentación contribuye a mejorar la implementación
de las políticas y la asignación de recursos. También existe
margen para una mejor división del trabajo y una mayor
cooperación entre las dos principales autoridades en este
tema, Conacyt y la Secretaría de Economía, así como para
aumentar la descentralización de la política de innovación.

• Tercero, se debe propiciar una mayor eficiencia del
gasto, dando prioridad al apoyo directo, más que a los
incentivos fiscales. El estudio también aboga por la
intensificación de los programas de asociación entre los
sectores público y privado en renglones prioritarios como
salud, energía, agua, alimentos y seguridad.
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En el documento “Enfrentando la crisis, una respuesta
estratégica”, la OCDE enfatiza que la crisis económica hace
que el imperativo de la innovación sea aún más necesario.
Pero al mismo tiempo, la crisis trae consigo una serie de
riesgos para la innovación por sus efectos sobre el sistema
financiero, el comercio y la inversión.

La OCDE ha recomendado a los gobiernos la incorporación
de medidas estructurales con visión de futuro para enfrentar
la desaceleración. Varios países miembros de la OCDE han
seguido esta sugerencia y han incluido medidas para apoyar
la investigación, la creación de negocios, la infraestructura y
el capital humano. 

En conclusión, nuestro país cuenta con activos considerables
para dar paso a un desarrollo más centrado en el
conocimiento: entre otros factores relevantes tenemos el
acceso a mercados grandes y sofisticados, una masa crítica de
empresas competentes, agentes de excelencia en educación
superior e investigación científica, un acervo amplio de
técnicos e ingenieros calificados. 

III. La situación que estamos viviendo actualmente
demuestra la importancia que representa la investigación
científica como único camino que permita buscar soluciones
para salvaguardar a la población, por lo que se pensaría que
ahora los países debieran invertir más en este sector; sin
embargo, la realidad es otra, principalmente reflejada en el
presupuesto de nuestro País para ese rubro.

El gobierno actual no puede eludir sus responsabilidades en
la evolución e implementación de actividades productivas,
pues no solo se trata de invertir en infraestructura, sino
también de fomentar el conocimiento, innovación y nuevas
tecnologías. Ante la aceleración de los cambios globales, los
gobiernos tienen la importante función, por medio de la
planeación y ejecución del gasto público, de crear
condiciones y nuevos mercados en donde interactúen las
empresas, las instituciones educativas y el gobierno con un
mismo propósito: crear riqueza, distribuirla y retomar la
senda de crecimiento sostenido.

En México, las cifras de gasto demuestran que sucede lo
contrario a lo que genuinamente se esperaría. El desarrollo de
la ciencia y la tecnología no ha sido, y nos ha quedado claro
que tampoco lo será, una prioridad del Estado y en
consecuencia tampoco del sector privado. 

En este contexto, es relevante señalar que el país solo invierte
el 0.4 por ciento del PIB en ciencia y tecnología, a pesar de

que la Ley de Ciencia y Tecnología marca como mínimo el 1
por ciento del PIB, este nivel de inversión no es compatible
con los objetivos nacionales en la materia, de esta forma, se
tiene una base de investigadores limitada y como
consecuencia el número de patentes generadas por año
apenas rebasa las mil, mientras en países desarrollados
alcanzan niveles entre 6 mil y 10 mil patentes. De aquí, se
deriva que la oferta de bienes y servicios de alta tecnología
mexicanos sea bastante reducida.8

A lo anterior debemos sumar la reciente extinción de 109
fideicomisos públicos con el objetivo de que el Ejecutivo
federal sea el que administre directamente los recursos, de los
cuales 65 son fondos del Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología, que suman 24 mil 956 millones. Otros 26 están
relacionados con centros de investigación, con más de 785
millones. 

Investigadores mexicanos agrupados en la Red ProCiencia
MX expresaron su preocupación por las consecuencias que
tiene para la ciencia la desaparición de estos fideicomisos,
cuyos recursos se integrarán al presupuesto de las
instituciones sin considerar el respaldo que debieran tener los
llamados proyectos trans anuales y que tendrán que
garantizar su inicio y término en un año fiscal.9 Es por ello,
que en contraste con la política gubernamental, esta iniciativa
busca contrarrestar la disminución de los presupuestos
destinados a la innovación e investigación, así como la
extinción de fideicomisos y fondos de ciencia y tecnología
garantizando mínimos presupuestales a largo plazo y que
deban ser determinados en los planes de desarrollo de cada
sexenio con un aumento gradual obligatorio. 

IV. Uno de los instrumentos más importantes en materia de
ciencia y tecnología son los Centros Públicos de
Investigación. Estos Centros constituyen un instrumento del
Estado mexicano para dar contenido a su política científica y
tecnológica, generar conocimiento e investigación altamente
especializados, producir innovación y desarrollo tecnológico
y apoyar al sector productivo y público. Desde la perspectiva
de los recursos humanos, el conjunto de los Centros
concentra una parte importante del capital científico del país. 

V. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en el artículo 3, fracciones V y VII, la obligación
del Estado de garantizar el derecho de todas las personas a
gozar de los beneficios del desarrollo de la ciencia y la
innovación tecnológica, apoyar la investigación e innovación
científica, humanística y tecnológica, lo que constituye el eje
central de la política económica en ciencia y tecnología,
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puesto que es con apoyo constitucional que se canalizan
recursos a este rubro. El mismo precepto eleva a rango
constitucional la facultad y responsabilidad en materia de
investigación de las universidades autónomas por ley.
Además, el Estado mexicano tiene una participación directa
en el fomento de la ciencia y el desarrollo tecnológico pues
el artículo 73 fracciones XXV y XXIX-F otorgan al
Congreso Federal facultades para legislar en materia de
ciencia, tecnología e innovación, así como regular la
generación, difusión y aplicación de los conocimientos
científicos y tecnológicos que requiere el desarrollo nacional.

En el artículo 3 de la Constitución, se incluyó el derecho que
posee toda persona a gozar de los beneficios del desarrollo de
la ciencia, así como a la innovación tecnológica, por lo que el
Estado tiene la responsabilidad de apoyar la investigación en
estos campos y garantizar acceso total a la información
científica que se desarrolle en las investigaciones, de ahí la
necesidad de contar con todos los elementos necesarios para
garantizar el acceso a ese derecho fundamental.

Debemos acotar que la ciencia es un derecho humano,
pues así lo reconoce la Declaración Universal de los
Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales; Declaración
Americana de Derechos y Deberes del Hombre, entre
otros. El Estado mexicano tiene la responsabilidad de
abogar por la defensa y promoción del Derecho a la
Ciencia, así como por buscar que el progreso científico
respete, garantice y promueva otros derechos derivados
de éste, como lo son la innovación y el desarrollo
tecnológico. 

Es por ello que se deben contrarrestar los efectos negativos
del centralismo presupuestal que pretende el Ejecutivo
federal y establecer claramente en la ley todos aquellos
mecanismos que garanticen la no contravención de este
derecho fundamental y sus derivados, pues el alcance de éste
derecho no sólo consiste en una forma de participar de los
beneficios de la ciencia; por ejemplo, a tener acceso
asequible a medicamentos, es decir, el derecho a la ciencia va
más allá de la visión de beneficiarse y aboga por contenidos
más amplios de participación; es un derecho que incluye
contenidos como la divulgación, la participación en la
creación científica, la participación en las políticas
científicas, la responsabilidad en la gestión de riesgos, las
libertades y responsabilidades de quienes hacen ciencia y
tantos otros aspectos adicionales al beneficiarse de las
aplicaciones científicas.

VI.- Ante dicha problemática se realiza la presente propuesta
de reforma y adiciones con el fin de contrarrestar las
afectaciones presupuestales en materia de ciencia, tecnología
e innovación y garantizar la protección y el respeto, bajo el
principio de progresividad, del derecho humano a la ciencia
y a gozar de los beneficios del desarrollo de la innovación
tecnológica. 

La reforma que ahora se presenta establece una serie de
reformas y adiciones a la Ley de Ciencia y Tecnología que
pueden sintetizarse en los siguientes aspectos: 

• Ampliar el concepto de innovación en el objeto y diseño
institucional de la ley; 

• Adoptar el concepto de economía del conocimiento
como eje fundamental del sistema nacional de Innovación.

• Mejorar la capacidad institucional de los Centros
Públicos de Investigación para responder al desafío de la
innovación; 

• Reafirmar y establecer los mínimos presupuestales
destinados a la investigación científica, el desarrollo
tecnológico y la innovación en mediano y largo plazo. 

• Transformar los conocimientos en bienes y servicios
socialmente útiles y económicamente rentables.

• Rediseñar la política cultural del Estado mexicano con
un enfoque científico. 

Para mayor referencia, se presenta un cuadro comparativo de
las adiciones que se proponen.
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Por todo ello, se somete a la consideración del pleno de esta
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de Ciencia y tecnología.

Artículo Primero. Se reforman las fracciones VIII, IX y se
adiciona la fracción X del artículo 1o.; se reforman las
fracciones I y III del artículo 2o.; se reforma la fracción
IX del artículo 4o.; se reforma el artículo 9 Bis; se
adiciona la fracción IX al artículo 13; y se reforman los
artículos 39 y 47 de la Ley de Ciencia y Tecnología, para
quedar como sigue:

Artículo 1. …

I… VII. …

VIII. Regular la aplicación de recursos autogenerados por
los Centros Públicos de Investigación científica y los que
aporten terceras personas, para la creación de fondos de
investigación científica y desarrollo tecnológico;
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IX. Fomentar el desarrollo tecnológico y la innovación de
las empresas nacionales que desarrollen sus actividades en
territorio nacional, en particular en aquellos sectores en
los que existen condiciones para generar nuevas
tecnologías o lograr mayor competitividad con progra-
mas a largo plazo; y

X. Establecer mecanismos para promover la
generación de nuevos conocimientos y aplicaciones, la
vinculación de los sectores público, social y privado
con los procesos de formación de vocaciones,
educativos, de investigación y desarrollo tecnológico,
así como aquellos relativos a la apropiación social del
conocimiento y la tecnología con el fin de
transformarlos en bienes y servicios socialmente útiles
y económicamente rentables.

Artículo 2. …

I. Incrementar la capacidad científica, tecnológica, de
innovación y la formación de investigadores y tecnólogos
para resolver problemas nacionales fundamentales con
una visión a largo plazo, que contribuyan al desarrollo
del país y a elevar el bienestar de la población en todos sus
aspectos;

II. …

III. Incorporar el conocimiento científico, el desarrollo
tecnológico y la innovación a los procesos productivos y
de servicios para incrementar la productividad y la
competitividad que requiere el aparato productivo
nacional, impulsando el crecimiento económico del país
y el desarrollo de fuerzas productivas nacionales con
miras al establecimiento de una economía basada en el
conocimiento. 

IV. …

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. a VIII. …

IX. Innovación, introducción de nuevos o significa-
tivamente mejorados conocimientos que se traduzcan
en bienes o servicios, procesos, métodos de comer-
cialización, métodos organizativos o tecnologías, so-
cialmente útiles, que tienen el propósito de impulsar el
desarrollo nacional integral y el bienestar social;

X. a XIV. …

Artículo 9 Bis. El Ejecutivo federal y el gobierno de cada
entidad federativa, con sujeción a las disposiciones de
ingresos y gasto público correspondientes que resulten
aplicables, concurrirán al financiamiento de la investigación
científica y desarrollo tecnológico. El monto anual que el
Estado -federación, entidades federativas y municipios-
destinen a las actividades de investigación científica y
desarrollo tecnológico, deberá ser tal que el gasto nacional en
este rubro no podrá ser menor al 1 por ciento del producto
interno bruto del país mediante los apoyos, mecanismos e
instrumentos previstos en la presente ley. Este monto deberá
ser contemplado de manera obligatoria con una visión de
largo plazo en los planes generales de desarrollo y
presupuestos anuales de cada administración.

Artículo 13. El gobierno federal apoyará la investigación
científica, el desarrollo tecnológico y la innovación mediante
los siguientes instrumentos:

I. a VIII. …

IX.- La implementación de una política de Estado en
donde la innovación sea el eje rector del impulso
científico y tecnológico, que permita transformar los
conocimientos en bienes y servicios socialmente útiles
y económicamente rentables.

Artículo 39. Las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal -en especial los Centros
Públicos de Investigación- así como las instituciones de
educación superior públicas, en sus respectivos ámbitos de
competencia, promoverán activamente el desarrollo
tecnológico y la innovación, mediante políticas estratégicas
que permitan transformar los conocimientos en bienes y
servicios socialmente útiles y económicamente rentables.

Artículo 47. Para efectos de esta Ley serán considerados
como centros públicos de investigación las entidades
paraestatales de la administración pública federal que de
acuerdo con su instrumento de creación tengan como objeto
predominante realizar actividades de investigación científica,
tecnológica y de innovación; que efectivamente se dediquen
a dichas actividades; que sean reconocidas como tales por
resolución conjunta de los titulares del Conacyt y de la
dependencia coordinadora de sector al que corresponda el
centro público de investigación, con la opinión de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para efectos
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presupuestales, y que celebren el convenio de administración
por resultados que establece el presente Capítulo, para
evaluar su desempeño y el impacto de sus acciones, que de
manera preferente deberán estar encaminadas a
transformar los conocimientos en bienes y servicios
socialmente útiles y económicamente rentables. Dicha
resolución deberá publicarse en el Diario Oficial de la
Federación. El Conacyt tomará en cuenta la opinión del Foro
Consultivo Científico y Tecnológico.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- Las obligaciones previstas en las reformas a la
Ley de Ciencia y Tecnología en materia de presupuesto
deberán cumplirse en un plazo no mayor a un año posterior a
la entrada en vigor del presente decreto.

Notas

1 El Sistema Nacional de Innovación de México. Una comparación con
España y Estados Unidos. Fagerberg, J., & Srholec, M. (2008). National
innovation systems, capabilities and economic development. Research
policy, 37(9), 1417-1435. 

https://www.redalyc.org/jatsRepo/416/41655050011/html/index.html
#redalyc_41655050011_ref13 

2 Sistemas Nacionales de Innovación, Observatorio Virtual de
Transferencia Tecnológica, 

https://www.ovtt.org/sistemas_nacionales_de_inovacion 

3 Manual de Oslo, Guía para la recogida e interpretación de datos sobre
innovación. Tercera edición 2006. 

http://portal.uned.es/pls/portal/docs/PAGE/UNED_MAIN/LAUNIV
ERSIDAD/VICERRECTORADOS/INVESTIGACION/O.T.R.I/DE
DUCCIONES%20FISCALES%20POR%20INNOVACION/RESU
MEN%20MANUAL%20DE%20OSLO/OECDOSLOMANUAL05
_SPA.PDF 

4 Información, conocimiento y desarrollo económico, Christian
Lochmuller, 2008.

http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1794-
12372008000100011 

5 La transición de México hacia una economía basada en el
conocimiento. Doctor Antonio M. Juárez Reyes. 

https://invdes.com.mx/los-investigadores/la-transicion-de-mexico-
hacia-una-economia-basada-en-el-conocimiento/ 

6 Cinvestav 2006. 

https://www.transdisciplinario.cinvestav.mx/Portals/transdisciplinario
/SiteDoc/PDF/05_HdzGarcia.pdf

7 OCDE. Enfrentando la crisis, una respuesta estratégica. 2009 

https://www.oecd.org/mexico/oecdreviewsofregionalinnovation15me
xicanstates.htm

8 https://www.foroconsultivo.org.mx/INCyTU/index.php/notas/75-11-
inversion-para-cienciatecnologia-e-innovacion-en-mexico-n

9 https://www.excelsior.com.mx/nacional/investigadores-ven-retroceso-
de-30-anos-si-se-eliminan-fideicomisos/1410797

Palacio Legislativo de San Lázaro.- Ciudad de México, a 18 de
noviembre de 2020.— Diputado Jorge Romero Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ciencia, Tecnología e
Innovación, para dictamen.

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS
ARQUEOLÓGICOS, ARTÍSTICOS E HISTÓRICOS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos, a cargo de la diputada Ana Karina
Rojo Pimentel, del Grupo Parlamentario del PT

La suscrita, diputada Ana Karina Rojo Pimentel, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento por lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
77, numerales I y II, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la presente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de la Ley Federal sobre
Monumentos y zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos,
con base en la siguiente
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Exposición de Motivos

Primero. Que la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, señala que son
monumentos arqueológicos los bienes muebles e inmuebles,
producto de culturas anteriores al establecimiento de la
hispánica en el territorio nacional, son propiedad de la
Nación, inalienables e imprescriptibles.

De lo anterior, desde hace 500 años, con el descubrimiento
del nuevo continente por los españoles, el patrimonio cultural
mexicano ha sido presa de infinidad de saqueos y
depredación de piezas arqueológicas, una de las más famosa,
es sin duda; el penacho de Moctezuma, que actualmente es
exhibido en el Museo de Etnología de Viena, así como la
serpiente Azteca de dos cabezas que se encuentra en el museo
británico de Londres, estos son solo unos ejemplos notables
de esta historia de rapiña.

Segundo. En junio de 2014, se publicaron en el Diario
Oficial de la Federación reformas y adiciones a diversos
artículos de la Ley Federal de Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en materia de
sanciones por delitos cometidos en contra del patrimonio
arqueológico, histórico y artístico; las disposiciones
reformadas ajustan las sanciones económicas y las penas
corporales para ponderar con una visión más firme las
conductas más lesivas en contra de los bienes culturales, a fin
de desincentivar la comisión de este tipo de conductas.

Una de las razones principales que ocasionan la propagación
de este tipo de delitos, es sin duda la falta de aplicación de la
norma, así como la corrupción que existe al interior de las
instituciones responsables, el robo y tráfico de bienes
culturales está clasificado dentro de los delitos globales más
redituables para el crimen organizado especializado en este
tipo de actividades ilícitas, situación que ya es considerada
como una amenaza de seguridad para el Estadio Mexicano,
ya que dicha actividad puede ser detonante de lavado de
dinero.

En mayo pasado, la Organización Internacional de Policía
Criminal, informó la apertura de cerca de trescientas carpetas
de investigación y la detención de un centenar de traficantes
de obras de arte y antigüedades, así como la recuperación de
cerca de 19 mil objetos arqueológicos.

De acuerdo con la Evaluación Nacional de Riesgos de
Lavado de Dinero y Financiamiento al Terrorismo en
México, se ha estimado que una de las actividades que puede

estar más directamente relacionada con el ilícito del lavado
de dinero en el  país es el comercio de obras de arte, actividad
que es considerada por la Secretaría de Gobernación y por la
Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) de la Secretaría de
Hacienda como de riesgo medio en el catálogo de actividades
relacionadas con el lavado de dinero en México.i

Tercero. El 27 de enero de 2016, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación, el decreto que reformó diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario
mínimo, a través de la cual se eliminan el uso del salario
mínimo como unidad de cuenta o medida, y se establece el
uso de la Unidad de Medida y Actualización.

Con esta reforma se buscó que el salario mínimo no se use
más como una medida de referencia para cálculo de multas u
otro tipo de parámetros, y en su lugar se utilice la UMA. No
obstante que el objeto primordial de la reforma es preservar
y fortalecer la naturaleza del salario mínimo, ya que,
entendido como un derecho humano, se encuentra vinculado
al crecimiento y productividad del estado, y al respecto el
artículo 123 a la letra de la ley refiere que “los salarios
mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las
necesidades normales de un jefe de familia, en el orden
material, social y cultural, y para proveer a la educación
obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos profesionales
se fijarán considerando, además, las condiciones de las
distintas actividades económicas”.

En consecuencia, se libera al salario mínimo como unidad de
medida, resultado de la expedición de la ley reglamentaria
con fecha 30 de diciembre de 2016, denominada Ley para
determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización,
que señala que todas las menciones al salario mínimo como
unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para
determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos
previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal,
así como en cualquier disposición jurídica que emane de
todas las anteriores, se entenderán referidas a la unidad de
medida y actualización, e indica como se solventarán estas
obligaciones y supuestos considerándolos como el monto
determinado y se solventarán entregando su equivalente en
moneda nacional.

Por todo lo anterior, la presente iniciativa tiene dos objetivos;
se hace un ajuste de los mínimos y máximos de las penas
corporales de todos los tipos penales contemplados,
ponderando aquellos que lesionan más el patrimonio cultural
y castigando de igual manera los análogos en otros Estados,
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que intenten ingresar a nuestro país. Y el segundo objetivo
que busca es armonizar la ley en referencia al salario mínimo
como medida y que es ajeno a la materia salarial, dando
cumplimiento a la mencionada reforma constitucional.

Argumentación

México es un país megadiverso; condición originariamente
referida a su amplia variedad biológica, climática y territorial,
y de su importante diversidad cultural. En nuestro territorio
han florecido las grandes civilizaciones mesoamericanas;
aquí inició la colonización europea hace más de 500 años,
México cuenta con 35 bienes inscritos en la Lista del
Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), lo que lo coloca en el sexto lugar entre los países
con más bienes culturales.ii

El sector de la cultura en nuestro país es responsable de la
investigación, el resguardo y la protección de poco más de 53
mil vestigios arqueológicos registrados, 120 mil
monumentos históricos inmuebles, 60 centros históricos y 20
mil monumentos históricos y artísticos de propiedad federal;
al tiempo que administra 144 museos y 192 zonas
arqueológicas abiertas al público, zonas que son visitadas
anualmente por cerca de 30 millones de personas.

Que México, como uno de los países con mayor patrimonio
cultural en el mundo, es también una nación que despierta la
ambición entre la delincuencia organizada, que se dedican al
saqueo indiscriminado del tráfico de piezas arqueológicas.
Tan grave es la situación, que se desconoce el número y el
tipo de los bienes culturales que han sido sustraídos
ilícitamente de nuestro país, ya que se estima que nueve de
cada diez piezas que se han reportadas, nunca han sido
recuperadas.

Con ganancias aproximadas de 6 mil millones de dólares
anuales, según Interpol, el robo y tráfico ilícito de bienes
culturales se ha convertido en uno de los delitos más
lucrativos incluso en México, donde este delito se encuentra
en expansión gracias a la falta de regulación y opacidad que
prevalece en esta materia, se estima en casi cinco mil, los
bienes culturales que a 2016 fueron objeto de búsqueda al ser
denunciados oficialmente como robados, cifra mucho mayor
si se considera la cantidad de piezas latinoamericanas
vendidas a una red criminal internacional, conformada por
políticos, narcotraficantes y a coleccionistas de las
principales metrópolis en el mundo de forma clandestina o
simuladamente legal.

Que los ingresos anuales mundiales generados por el
comercio ilícito de bienes culturales se estiman entre 1 mil
200 millones y 1 mil 600 millones de dólares. Las actividades
de este tipo de crimen van desde el robo de piezas de museos
hasta las transferencias ilícitas de propiedad de estos bienes.

Así también, la publicación de “El delito trasnacional es un
negocio… y un negocio muy bueno”, se asienta en el estudio
de la Global Financial Integrity, Transnational Crime and the
Developing World; que el dinero es el principal motor para la
comisión de 11 actividades que significan saqueo,
explotación y muerte. “Estos crímenes socavan las
economías locales y nacionales, destruyen el medio ambiente
y ponen en peligro la salud y el bienestar de la población”. Lo
peor, señala el informe, es que la delincuencia trasnacional
seguirá creciendo. Mientras son altos los beneficios de estas
actividades, son bajos los riesgos que, de manera general,
viven quienes participan en ellos.iii

El Centro de Estudios y de Opinión Pública, de la Cámara de
Diputados, con el siguiente cuadro, nos permiten identificar
los montos aproximados de las ganancias tentativas de las
actividades ilícitas más relevantes en el ámbito internacional.
Aunque las instituciones que se han abocado al análisis del
tema

han subrayado que sea probable la subestimación del valor
del robo de arte, el tráfico de antigüedades y de patrimonio
cultural a nivel mundial, porque muchos robos de ese tipo de
bienes pasan desapercibidos o no se reportan.iv

En medio de este espectro de posibilidades se encuentran las
excavaciones ilícitas en sitios arqueológicos, el saqueo y el
uso de documentación falsificada para permitir la
exportación o importación de piezas, sometidos a un trasiego
incontenible.
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Es importante resaltar que, la Secretaría de Cultura, a través
del Instituto Nacional de Antropología e Historia, recuperó en
el 2019, una importante suma de piezas arqueológicas e
históricas que fueron incautadas en el extranjero, pero
desafortunadamente miles de estas piezas nunca son
recuperados, ya que en su gran mayoría son ofertadas en el
mercado negro.

Entre los objetos sustraídos ilegalmente del país y
recuperados en 2019, casi 4 mil provienen de Estados Unidos
(hachuelas metálicas, figurillas teotihuacanas y estelas de la
cultura maya, entre otros bienes culturales); cerca de 600 ex-
votos religiosos de entre los siglos XVIII al XX y figuras de
la cultura zapoteca recuperados en Italia, así como otros
bienes reintegrados al país provienen de Alemania y Australia
(piezas arqueológicas de las culturas del Golfo, Oaxaca y
Campeche).v

El gobierno federal, ha elaborado las solicitudes pertinentes a
nivel internacional, a otros países para que, con este esfuerzo,
muchas piezas arqueológicas puedan regresar a México,
piezas que, en muchas ocasiones, fueron obsequios
realizados tras la conquista, lo cual complica su regreso al
país, pero también cientos de ellas que han sido presa de
subastas On Line, en diferentes páginas de internet, así como
también en las principales casas de subastas de Europa y
Estados Unidos que hasta ahora siguen ofertando miles de
objetos del patrimonio arqueológico de México.

Para combatir este ilícito, más allá de que existen
instrumentos internacionales como la convención sobre la
materia, implementada, en 1970, por la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), es necesario que exista la buena voluntad entre
la nación que posee o decomisa un objeto histórico, de
devolver este al país del cual fue expoliado.vi

De igual manera, la Secretaría de Relaciones Exteriores ha
señalado que de ese universo de bienes culturales sustraídos
ilícitamente del territorio nacional o que circulan en el
mercado internacional de antigüedades, muchos de ellos
fueron descubiertos, producto de excavaciones clandestinas,
razón principal por la que se desconoce completamente su
origen.

Aunque no existen cifras precisas, se trata de una actividad
desarrollada en mercados negros de todo el mundo, se estima
que el tráfico de bienes históricos y culturales es una
actividad criminal cuyo aparato económico está solo por
debajo del comercio ilegal de armas y drogas.

Resultado de lo anterior, se refleja en el trabajo que realizo el
Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH), el
Instituto Matías Romero de la Secretaría de Relaciones
Exteriores (SRE), de la Embajada de la República de
Argentina en México; es el caso de un lote que incluía seis
piezas prehispánicas de procedencia maya, devueltas a
México en febrero de 2017.

Finalmente, en lo que respecta a la ley reglamentaria con
fecha 30 de diciembre de 2016, denominada Ley para
determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización,
reforma en materia de desindexación del salario mínimo, a
través de la cual se eliminan el uso del salario mínimo como
unidad de cuenta o medida, y se establece el uso de la Unidad
de Medida y Actualización, se busca que el salario mínimo
no se use más como una medida de referencia para cálculo de
multas u otro tipo de parámetros, y en su lugar se utilice la
UMA.

En virtud de lo anterior, la UMA fue creada para dejar de
utilizar al salario mínimo como instrumento de indexación y
actualización de los montos de las obligaciones previstas en
diversos ordenamientos jurídicos, permitiendo con ello que el
salario mínimo funcione como un instrumento de carácter
social sobre los trabajadores, y cumpla con el objetivo
constitucional de ser suficiente para satisfacer las
necesidades mínimas básicas para las familias en un orden de
bienestar decoroso.

Por todo lo anterior, la presente iniciativa tiene dos objetivos;
se hace un ajuste de los mínimos y máximos de las penas
corporales de todos los tipos penales contemplados,
ponderando aquellos que lesionan más el patrimonio cultural
y castigando de igual manera los análogos en otros Estados,
que intenten ingresar a nuestro país. Y el segundo objetivo
que busca es armonizar la ley en referencia al salario mínimo
como medida y que es ajeno a la materia salarial, dando
cumplimiento a la mencionada reforma constitucional.

Las propuestas de reforma expuestas, fortalecerán de manera
más dura las facultades del Instituto Nacional de
Antropología e Historia, como el organismo técnico
especializado del Estado mexicano en materia de
investigación, conservación y difusión del patrimonio
cultural del país.

Por lo anterior someto a consideración de esta asamblea de la
Cámara de Diputados el siguiente:
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Decreto por el que se reforman los artículos 47, 48, 49, 50,
51, 53, 53 Bis, y 55 de la Ley Federal Sobre Monumentos
y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos

Artículo Único. Se reforman los artículos 47, 48, 49, 50, 51,
53, 53 Bis, y 55 de la Ley Federal Sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, para quedar
como sigue: 

Artículo 47.- Al que realice trabajos materiales de
exploración arqueológica, por excavación, remoción o por
cualquier otro medio, en monumentos arqueológicos
inmuebles, o en zonas de monumentos arqueológicos, sin la
autorización del Instituto Nacional de Antropología e
Historia, se le impondrá prisión de cinco a doce años y
multa de mil quinientas a cinco mil veces la Unidad de
Medida y Actualización vigente.

(…)

Artículo 48.- Al que valiéndose del cargo o comisión del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o de la
autorización otorgada por éste para la ejecución de trabajos
arqueológicos, disponga para sí o para otro de un monumento
arqueológico mueble, se le impondrá prisión de cinco a doce
años y multa de tres mil a seis mil veces la Unidad de
Medida y Actualización vigente.

(…)

Artículo 49.- Al que efectúe cualquier acto traslativo de
dominio de un monumento arqueológico mueble o comercie
con él y al que lo transporte, exhiba o reproduzca sin el
permiso y la inscripción correspondiente, se le impondrá
prisión de cinco a doce años y multa de mil quinientas a
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cinco mil veces la Unidad de Medida y Actualización
vigente.

(…)

Artículo 50.- Al que ilegalmente tenga en su poder un
monumento arqueológico o un monumento histórico mueble
y que éste se haya encontrado en o que proceda de un
inmueble a los que se refiere la fracción I del artículo 36, se
le impondrá prisión de tres a nueve años y multa de mil
quinientas a cinco mil veces la Unidad de Medida y
Actualización vigente.

Artículo 51.- Al que se apodere de un monumento mueble
arqueológico, histórico o artístico sin consentimiento de
quien puede disponer de él con arreglo a la Ley, se le
impondrá prisión de cinco a doce años y multa de mil
quinientas a cinco mil veces la Unidad de Medida y
Actualización vigente.

Artículo 53.- Al que por cualquier medio pretenda sacar o
saque del país un monumento arqueológico, artístico o
histórico, sin permiso del Instituto competente, se le
impondrá prisión de ocho a quince años y de cinco mil a
siete mil quinientas veces la Unidad de Medida y
Actualización vigente.

(…)

Artículo 53 Bis. Al que introduzca al territorio nacional,
saque del país o transfiera la propiedad de bienes culturales,
infringiendo las disposiciones legales adoptadas en el país de
origen de los mismos, se le impondrá prisión de ocho a
quince años y multa de cinco mil a siete mil quinientas
veces la Unidad de Medida y Actualización vigente.

(…)

Artículo 55.- Cualquier infracción a esta Ley o a su
Reglamento, que no esté prevista en este capítulo, será
sancionada por los Institutos competentes, con multa de
trescientos a mil quinientas veces la unidad de medida y
actualización vigente, la que podrá ser impugnada mediante
el recurso de revisión previsto en la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo.

Artículo Transitorio

Único. - El presente decreto entrara en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

i https://www.cronica.com.mx/notas6_mil_mdd_de_robos_de_piezas_
arqueologicas se_recupera_1_de_cada_10-1164582-2020

ii http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5596142&fecha=03/07/
2020

iii https://www.contralinea.com.mx/archivo-revista/2017/04/18/crimen-
organizado-negocios-globales-de-2-2- billones-de-dolares/

iv http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio
/CESOP/Novedades/Documento-de-trabajo.-El-trafico-ilicito-de-bienes-
culturales

v https://www.cronica.com.mx/notas 6_mil_mdd_de_robos_de_piezas_
arqueologicas se_recupera_1_de_cada_10- 1164582-2020

vi https://inah.gob.mx/boletines/9470-mexico-y-argentina-preparan-
convenio-en-materia-de-proteccion-y-devolucion-de-bienes-culturales-
robados

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputada Ana Karina Rojo Pimentel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, en materia de
homologación, a cargo del diputado Manuel de Jesús
Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario del PES

El que suscribe, diputado Manuel de Jesús Baldenebro
Arredondo, integrante del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I; 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman
los artículos 4; 6; 21; 23, fracción III; 24, fracción IX Ter
y XII y 99, párrafo tercero, de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

En México, en 1976 se promulgó la Ley Federal de
Protección al Consumidor, con el objetivo de promover y
proteger los derechos y cultura del consumidor y procurar la
equidad, certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre
proveedores y consumidores.

Promulgación que dio origen a la Procuraduría Federal del
Consumidor (Profeco) como la institución encargada de
defender los derechos de los consumidores, prevenir abusos
y garantizar relaciones de consumo justas. Dicha institución
tiene entre sus objetivos son:

• Proteger y defender los derechos de las y los
consumidores.

• Generar una cultura de consumo responsable.

• Proporcionar información oportuna y objetiva para la
toma de decisiones de consumo.

• Implantar métodos de atención pronta y accesible a la
diversidad de consumidoras y consumidores mediante el
uso de tecnologías de la información.

Con esto México “se convirtió en el primer país
latinoamericano en crear una procuraduría y el segundo con
una ley en la materia.” Para 1982, la dependencia contaba 32
oficinas en las principales ciudades del país. Actualmente, la
Profeco cuenta con “un total de 32 delegaciones y 19
subdelegaciones, lo cual suma un total de 51 oficinas en toda
la República”.1

La Profeco se ha encargado de la orientación, protección,
asesoría y de fungir como representante de la población
consumidora con la finalidad de evitar malas prácticas y con
ello asegurar el acceso al mercado en las mejores condiciones
posibles. Es decir, se enfocan en otorgar certeza, legalidad y
seguridad jurídica en las relaciones de comercio. Por tal
motivo, cataloga como derechos básicos del consumidor los
siguientes:

• Derecho a la información.

• Derecho a elegir.

• Derecho a la calidad y seguridad.

• Derecho a no ser discriminado.

• Derechos a la compensación.

• Derecho a la protección.

De igual forma, la Profeco se encarga de diversos sectores,
con equipos especializados para cada uno, por ejemplo:

Subprocuraduría de servicios, encargada de combatir
prácticas comerciales abusivas, es decir, asesoran a las y
los consumidores, reciben y gestionan las quejas en
materia de consumo y las denuncias en todo lo referente
en materia de publicidad.

Subprocuraduría de telecomunicaciones, esta instancia
se encarga de promover, proteger, asesorar, defender,
conciliar y representar a las y los usuarios y consumidores
frente a los proveedores, en calidad de concesionarios o
autorizados, de los servicios de telecomunicaciones.

Subprocuraduría jurídica, es la encargada de trabajar de
la mano con instancias nacionales e internacionales en
temas que tengan que ver con el consumo, además de
realizar acciones de grupo en contra de las empresas que
violan los derechos de los consumidores.

Finalmente, cuentan con la Coordinación General de
Educación y Divulgación, encargada de estudios de
consumo, hábitos de las y los consumidores, así como de las
prácticas comunes en el mercado y de las publicaciones de la
Profeco como la Revista del Consumidor.

Lo anterior, demuestra lo relevante que ha sido esta
dependencia con el paso del tiempo y lo que representa hoy
en día para prevenir y salvaguardar posibles afectaciones, así
como combatir prácticas comerciales abusivas a las y los
consumidores. Con lo cual, se busca seguir garantizando un
mejor servicio y de calidad, así como brindarles la certeza de
que lo que pretenden adquirir es un producto de alta calidad
y acorde a sus necesidades.

Además, “es responsable de monitorear la publicidad en
medios masivos de comunicación, de registrar los números
telefónicos para evitar llamadas publicitarias no deseadas,
supervisar los procedimientos de conciliación, registrar o
cancelar los contratos de adhesión y registrar y refrendar las
casas de empeño.”

“También está facultada para iniciar procedimientos por
infracciones a la Ley en materia de servicios, ya sea de
oficio o a través de una denuncia por publicidad, de fungir
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como árbitro entre el consumidor-proveedor y de emitir
un dictamen.”2

En este sentido, la iniciativa tiene como objeto, reformar la
Ley Federal de Protección al Consumidor, con la finalidad de
atender lo dispuesto en la Reforma Constitucional publicada
el pasado 29 de enero de 2016 en el Diario Oficial de la
Federación, misma que convirtió al Distrito Federal en la
ahora Ciudad de México. Reforma que implicó cambios
fundamentales en su naturaleza, convirtiéndose en una
entidad federativa.

Esto le da autonomía en todo lo referente a su régimen
interior, su organización política y administrativa; asumiendo
la responsabilidad de desarrollar su propia Constitución
Política.

La Ciudad de México al ser ya una entidad federativa, cuenta
con las mismas atribuciones y competencias que tienen
reconocidas las demás entidades federativas conforme a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo que, es necesario realizar el ejercicio de armonización
para homologar la ley en comento con la finalidad de evitar
diferencias en el contenido de la ley. De esta manera, dicho
ejercicio legislativo de armonización es necesario para el
Sistema Jurídico Mexicano y sus instituciones, toda vez que,
mantener la normatividad sin una constante actualización de
la misma, provoca contradicciones y lagunas, causando
incertidumbre e impidiendo una adecuada aplicación y
cumplimiento de la ley.

Es necesario mencionar que la armonización normativa
tiene como características principales, la estandarización
de las normas jurídicas, que produzca la certeza y el
entendimiento del sistema jurídico y la simplificación
normativa, que facilite el cumplimiento de las normas.3

Resulta indispensable que la redacción y términos
vigentes acompañen el actuar de las autoridades
competentes y de las y los ciudadanos. Esto es fundamental
para que la defensa de las y los consumidores sea eficaz y
dote de seguridad jurídica a la relación entre autoridades,
proveedores y consumidores.

Con base en lo anterior, es necesario que la Ley Federal de
Protección al Consumidor tenga términos adecuados y
armonizados con la disposición constitucional para evitar
ambigüedades. 

Por lo que, esta reforma en materia de homologación, no se
trata simplemente de una modificación de forma, toda vez
que, adecuar el texto jurídico es un elemento esencial en la
seguridad y la certeza legal que el legislador debe otorgar en
la redacción y creación de la normatividad en un estado de
derecho.

Por ello, el Grupo Parlamentario Encuentro Social, se
pronuncia por la certeza jurídica, buscando en todo
momento que el consumidor tenga plena confianza en la ley.

Por lo expuesto, fundado y motivado someto a la
consideración de este honorable pleno, la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 4; 6; 21; 23,
fracción III; 24, fracción IX Ter y XII y 99, párrafo tercero,
de la Ley Federal de Protección al Consumidor

Único. Se reforman los artículos 4; 6; 21; 23, fracción III; 24,
fracción IX Ter y XII y 99, párrafo tercero, de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 4. Son auxiliares en la aplicación y vigilancia de
esta ley las autoridades federales, de las entidades
federativas y municipales.

Artículo 6. Estarán obligados al cumplimiento de esta ley los
proveedores y los consumidores. Las entidades de las
administraciones públicas federal, de las entidades
federativas y municipales, están obligadas en cuanto tengan
el carácter de proveedores o consumidores.

Artículo 21. El domicilio de la Procuraduría será la Ciudad
de México y establecerá delegaciones en todas las entidades
federativas. Los tribunales federales serán competentes para
resolver todas las controversias en que sea parte.

Artículo 23. El patrimonio de la Procuraduría estará
integrado por: 

I. y II. …

III. Los recursos que le aporten las dependencias y
entidades de la administración pública federal, de las
entidades federativas y municipales;

IV. y V. …
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Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes
atribuciones:

I. a IX Bis. …

IX Ter. Promover la coordinación entre las autoridades
federales, de las entidades federativas y municipales que
corresponda, a fin de asegurar la protección efectiva al
consumidor en contra de la información o publicidad
engañosa o abusiva;

XII. Celebrar convenios y acuerdos de colaboración con
autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de entidades paraestatales en beneficio de
los consumidores; así como acuerdos interinstitucionales
con otros países, de conformidad con las leyes respectivas;

XIII. a XXVII. …

Artículo 99. La Procuraduría recibirá las quejas o
reclamaciones de los consumidores de manera individual o
grupal con base en esta ley, las cuales podrán presentarse en
forma escrita, oral, telefónica, electrónica o por cualquier
otro medio cumpliendo con los siguientes requisitos:

I. a VI. …

…

La Procuraduría podrá solicitar a las autoridades federales,
de las entidades federativas y municipales, que le
proporcionen los datos necesarios para identificar y
localizar al proveedor. Las autoridades antes señaladas
deberán contestar la solicitud dentro de los quince días
siguientes a la fecha de su presentación.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/profeco/que-hacemos

2 https://www.gob.mx/se/articulos/servicios-que-te-ofrece-la-profeco?
idiom=es

3 https://www.senado.gob.mx/BMO/index_htm_files/Armonizacion_
normativa.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 18 de noviembre de
2020.— Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen.

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley General para el Control del Tabaco,
suscrita por la diputada Frida Alejandra Esparza Márquez e
integrantes del Grupo Parlamentario del PRD

La diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El tabaquismo es uno de los problemas de salud pública con
mayor importancia a nivel internacional y nacional, ya que es
la causa de mortalidad más prevenible en el mundo y que
mata hasta la mitad de quienes lo consumen. El crecimiento
constante de la población y las campañas de comercialización
agresiva de la industria tabacalera han llevado a que el
consumo de tabaco siga aumentando en los países en
desarrollo. Si las tendencias actuales siguen su curso, para
2030 el tabaco matará a más de ocho millones de personas
cada año.1

En México, como en muchas partes del mundo, existe una
tendencia a comenzar a fumar tabaco cada vez a edades más
tempranas tanto en mujeres como varones, lo cual implica la
urgente necesidad de establecer acciones preventivas
destinadas a la población vulnerable.

Los esfuerzos internacionales dirigidos por la Organización
Munida de Salud (OMS) condujeron a la rápida entrada en
vigor del Convenio Marco de la Organización Mundial de la
Salud (OMS) para el Control del Tabaco (CMCT), el cual
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establece los principios y el contexto para la formulación de
políticas, la planificación de intervenciones y la movilización
de recursos políticos y financieros para el control del tabaco.2

El 28 de mayo de 2004, México se convirtió en el primer país
de las Américas en ratificar el Convenio Marco para el
Control del Tabaco (CMCT) de la Organización Mundial de
la Salud. Este documento ofrece un análisis integral del
mercado de tabaco en México y de la viabilidad de usar los
impuestos como una estrategia para limitar el tabaquismo,
salvar vidas y aumentar los ingresos fiscales.

Bajo este contexto, México aprobó la Ley General para el
Control del Tabaco (LGCT) en 2008, que incluía pictogramas
en todo el empaquetado de productos del tabaco; creación de
una oficina dentro de la Secretaria de Salud dedicada al
control del tabaco; y una línea telefónica para ayudar a los
usuarios de tabaco a dejar de fumar. Aunque México ha
logrado un importante progreso en el control del tabaco, el
tabaquismo sigue siendo considerado como uno de los
principales problemas de salud pública. Cerca de 18.5 por
ciento de la población son fumadores, es decir, casi 14
millones de mexicanos entre los 12 y los 65 años de edad.3

La carga por consumo de tabaco sigue siendo un problema
crítico de salud pública en el país, donde 7.6 por ciento de los
mexicanos entre 12 y 65 años todavía fuma; la edad de inicio
de fumar es a los 16.5 años; y casi un tercio (27.5 por ciento)
de los estudiantes mexicanos entre 13 y 15 años que nunca
fumaron tienen una alta posibilidad de comenzar a hacerlo en
el próximo año. Convirtiéndose en una de las principales
causas de muerte prevenibles, matando 8 millones de
personas en todo el mundo, no sólo poniendo en riesgo la
salud de los fumadores, sino también la de los fumadores
pasivos.4

Un factor importante que se relaciona con la salud futura de
la población de México son las altas prevalencias de
tabaquismo en los adolescentes. El consumo de tabaco
comienza a edad temprana en México, en general antes de los
15 años. La Encuesta Mundial sobre Tabaquismo en Jóvenes
(Global Youth Tobacco Survey, GYTS) revela que entre 8 y
15 por ciento de los estudiantes han probado el cigarrillo
antes de los 13 años. El tabaquismo prematuro tiene una
fuerte relación con el uso de drogas ilegales; los mexicanos
que empiezan a fumar antes de los 15 años también presentan
una mayor experimentación con drogas ilegales.5

Las estimaciones de mortalidad prematura atribuible al
tabaquismo indican que el consumo de tabaco es responsable

de entre 25 mil y 60 mil muertes al año en México. Además,
casi 11 millones de mexicanos que nunca han fumado (25.5
por ciento de los hombres y 22 por ciento de las mujeres)
están expuestos al humo de tabaco ajeno. El gasto total en
atención médica asociado con el tabaquismo en México se
calcula en 75 mil 200 millones de pesos en 2008. Si bien no
existe un solo remedio para poner fin a la epidemia del
tabaco, hay intervenciones disponibles basadas en la
evidencia que han probado ser efectivas.6

La ciencia ha demostrado de forma inequívoca que la
exposición al humo de tabaco causa muerte, enfermedad y
discapacidad y esto ha sido reconocido por las partes en el
Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco en su
artículo 8. Esto es suficiente para justificar la aplicación de
medidas jurídicas de protección contra la exposición al humo
de tabaco en lugares de trabajo interiores, lugares públicos
cerrados y medios de transportes públicos. La adopción de
estas medidas es la única forma eficaz de protección contra la
exposición al humo de tabaco. Además, las leyes integrales
de ambientes libres de humo han demostrado también su
eficacia para disminuir el consumo en general.

Con el fin de ayudar a los países a cumplir la promesa del
CMCT de la OMS y convertir ese consenso mundial en una
realidad a escala planetaria se presentó la estrategia
MPower7:

• (M) Monitor vigilar el consumo de tabaco

• (P) Protect proteger a la población del humo de tabaco

• (O) Ofter ofrecer ayuda para el abandono del tabaco

• (W) Warn advertir de los peligros del tabaco

• (E) Enforce hacer cumplir las prohibiciones sobre
publicidad, promoción y patrocinio

• (R) Raise aumentar los impuestos al tabaco

Asimismo, la evidencia disponible hasta la fecha muestra
que los fumadores experimentan una gravedad más severa
de la enfermedad por coronavirus que los no fumadores.
Por lo tanto, teniendo en cuenta la actual pandemia mun-
dial de covid-19, su asociación con el consumo de tabaco,
y su carga para el sistema de salud, estas intervenciones
políticas son aún más urgentes para proteger la salud de los
mexicanos.
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Fumar tabaco es un factor de riesgo conocido en muchas
infecciones respiratorias que aumenta la gravedad de este
tipo de enfermedades. Tras revisar diversos estudios, un
grupo de expertos en salud pública reunido por la OMS el 29
de abril de 2020 estableció que los fumadores tienen más
probabilidades de desarrollar síntomas graves en caso de
padecer covid-19, en comparación con los no fumadores.

La covid-19 es una enfermedad infecciosa que ataca
principalmente los pulmones. El tabaquismo deteriora la
función pulmonar, lo que dificulta que el cuerpo luche contra
esta y otras enfermedades. El consumo del tabaco es además
un factor de riesgo importante de enfermedades no
transmisibles, como las enfermedades cardiovasculares, el
cáncer, algunas enfermedades respiratorias y la diabetes, y las
personas que padecen esas enfermedades tienen un mayor
riesgo de desarrollar síntomas graves en caso de verse
afectadas por la covid-19. Los datos de investigación
disponibles hasta la fecha parecen indicar que los fumadores
tienen un mayor riesgo de desarrollar síntomas graves y de
fallecer a causa de la covid-19.

Sin embargo, a pesar del avance que en términos de política
pública representa la LGCT, aún existen tareas pendientes y
áreas de oportunidad para reforzar nuestra legislación en
materia de control de tabaco.

Es por eso que teniendo en cuenta la letalidad del humo de
tabaco y la amplia exposición al mismo, es necesario
fortalecer y actualizar nuestra legislación en la protección a la
salud de los no fumadores.

Con esta iniciativa se busca restringir el consumo de tabaco
en los lugares de trabajo y otros lugares públicos con el
objetivo de proteger la salud del no fumador frente a un
riesgo que no ha elegido.

La exposición en el hogar y en el lugar de trabajo son las más
importantes. El CMC de la OMS estableció las bases para
favorecer un cambio en la percepción engañosa del
tabaquismo como costumbre social, y dejan patente que se
trata de una adicción con graves perjuicios para los
fumadores y para los que conviven con ellos.

Por otra parte, se plantea eliminar de la posibilidad de
implementar áreas interiores para fumar, a través de la
derogación de la fracción II del artículo 27 de la LGCT, lo
cual redundaría en una disminución de la morbimortalidad
asociada a la exposición al humo de tabaco en los no
fumadores.

Los efectos positivos de esta medida no solo impactarían en
la salud de los mexicanos, sino que también evitarían la
pérdida de años productivos ocasionados por mortalidad y
morbilidad temprana y reducirían los costos asociados al
tratamiento de enfermedades asociadas a la exposición del
humo de tabaco.

Esto permitirá contar con una legislación eficaz que cumpla
con los mandatos del CMCT OMS e incorpore las
recomendaciones de sus directrices.

En tal virtud, se propone la siguiente reforma:
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Fundamento Legal

La iniciativa en comento se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por tanto y en atención a lo anteriormente expuesto, someto
a consideración de esta honorable Cámara la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se derogan, reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General para el Control
del Tabaco

Único. Se reforman los artículos 5, fracción VI; 6, fracción
X; 15, fracción I; 16, fracción II; 23, primer párrafo; 26,
primer párrafo y 27 primer párrafo. Se adicionan la fracción
IX del artículo 5; las fracciones X Bis, X Ter y X Quáter del
artículo 6; y la fracción IV del artículo 17, Se derogan los
párrafos segundo y tercero del artículo 23 y la fracción II del
artículo 27 para quedar como sigue:

Artículo 5. La presente Ley tiene las siguientes finalidades:

I. a V. …

VI. Fomentar programas y campañas de difusión
educativa respecto a los riesgos atribuibles al consumo y
exposición al humo del tabaco;

VII. …

VIII. …
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IX. Prevenir la iniciación en el tabaquismo,
especialmente en la población de niñas, niños y
adolescentes; y

XI. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento
de sus objetivos.

Artículo 6. Para efectos de esta Ley, se entiende por:

I. a IX. …

X.  Espacio 100 por ciento libre de humo de tabaco:
Aquélla área física cerrada con acceso al público, o todo
lugar de trabajo interior o de transporte público, en los que
queda prohibido fumar, consumir o tener encendido
cualquier producto de tabaco;

X Bis. Lugar de trabajo cerrado: Toda área o sector
dentro de un edificio o establecimiento, fijo o móvil, en
donde se desempeñan o desarrollan actividades
laborales. 

X Ter. Lugar cerrado de acceso público: Todo espacio
destinado al acceso público, tanto del ámbito público
como privado, cubierto por un techo y confinado por
paredes, independientemente de que la estructura sea
permanente o temporal;

X Quáter. Medios de transporte público de pasajeros:
Todo tipo de vehículo que circule por tierra, aire o
agua utilizado para transportar pasajeros, con fines
comerciales;

XI. a XXVI. …

Artículo 15. Quien comercie, venda, distribuya o suministre
productos del tabaco tendrá las siguientes obligaciones:

I. Mantener un anuncio visible y claro, situado al interior
del establecimiento con las leyendas sobre la prohibición
de comercio, venta, distribución o suministro a menores;

II. a IV. …

…

Artículo 16. Se prohíbe:

I. …

II. Colocar los productos del tabaco en sitios que le
permitan al consumidor verlos y tomarlos directamente;

III. a VI.

Artículo 17. Se prohíben las siguientes actividades:

I. a III. …

IV. Vender productos diseñados para el consumo o uso
de menores de edad con apariencia similar o igual al
empaquetado de un producto de tabaco y que puedan
resultar atractivos para los menores.

Artículo 23. Queda prohibido realizar toda forma de
publicidad, promoción y patrocinio, de los productos
elaborados con tabaco, en forma directa o indirecta, a
través de cualquier medio de difusión o comunicación.

Derogado

Derogado

Artículo 26. Queda prohibido a cualquier persona consumir o
tener encendido cualquier producto del tabaco en los espacios
100 por ciento libres de humo de tabaco, en los espacios
cerrados de acceso público, en los lugares de trabajo
cerrados, en los establecimientos de atención a la salud y
medios de transporte públicos, así como en las escuelas
públicas y privadas de educación básica, media superior y
superior.

…

Artículo 27. En lugares con acceso al público en forma libre
o restringida, o en áreas interiores de trabajo sin atención al
público, públicas o privadas, incluidas las universidades e
instituciones de educación superior, podrán existir zonas
exclusivamente para fumar, las cuales deberán de
conformidad con las disposiciones reglamentarias:

I. Ubicarse en espacios al aire libre.

II. Derogado

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Notas

1 https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view=ar-
ticle&id=311:prevencion-control-tabaquismo&Itemid=387

2 https://www.who.int/fctc/text_download/es/

3 https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view=ar-
t i c le&id=311:prevenc ion-cont ro l - tabaquismo&Itemid=3
87#:~:text=En%20M%C3%A9xico%2C%20el%20tabaquismo%20es,as
ocian%20al%20consumo%20del%20tabaco.

4 https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view=ar-
ticle&id=96:situacion-tabaco-mexico&Itemid=387

5 La ENSANUT 2006 definió que un adolescente de 10 a 19 años es
fumador si ha fumado al menos 100 cigarrillos en su vida. Áreas urbanas
eran aquellas con 2500 habitantes o más.

6 https://www.who.int/fctc/reporting/party_reports/mexico_annex2_eco-
nomy_of_tobacco_and_taxes_in_mexico.pdf

7 https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view=
ar t ic le&id=311:prevencion-control - tabaquismo&Itemid=
387#:~:text=En%20M%C3%A9xico%2C%20el%20tabaquismo%20es,
asocian%20al%20consumo%20del%20tabaco.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputadas y diputados: Frida Alejandra Esparza Márquez, Verónica
Beatriz Juárez Piña, José Guadalupe Aguilera Rojas, Raymundo
García Gutiérrez, Antonio Ortega Martínez, Mónica Bautista
Rodríguez, Jesús de los Ángeles Pool Moo (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y a la
Comisión de Economía Comercio y Competitividad, para
opinión.

LEY DE FONDOS DE ASEGURAMIENTO
AGROPECUARIO Y RURAL, LEY FEDERAL DE

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD
HACENDARIA Y LEY DE DESARROLLO 

RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes de Fondos de Aseguramiento Agropecuario y
Rural, Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-

daria, y de Desarrollo Rural Sustentable, suscrita por el
diputado Arturo Escobar y Vega e integrantes de los Grupos
Parlamentarios del PVEM y Morena

Quienes suscriben, diputado Arturo Escobar y Vega, en
representación de los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, así
como los diputados Francisco Elizondo Garrido, Nayeli
Arlen Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo Moreno,
Ana Patricia Peralta de la Peña y Érika Mariana Rosas Uribe,
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Fondos de
Aseguramiento Agropecuario y Rural, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 2020 ha sido un año de grandes retos para México y el
mundo, por lo que es indispensable echar mano de
mecanismos de cooperación internacional para superarlos.
Uno de los desafíos más grandes que enfrentamos como
sociedad es lograr generar conciencia sobre la importancia
que tiene la protección de la salud vegetal como un elemento
indispensable para lograr la erradicación del hambre, reducir
la pobreza, proteger el medio ambiente e impulsar el
desarrollo económico en el marco de la coyuntura que
atravesamos hoy derivada de la emergencia sanitaria
provocada por el virus SARS CoV-2.

Actualmente, el campo es uno de los sectores que más
riesgos enfrenta. Año con año los productores agrícolas se
ven afectados por el impacto del cambio climático, procesos
biológicos y variaciones de mercado que generan fuertes
afectaciones sobre la producción, rendimiento e inversión de
los cultivos mexicanos.

Consciente de ello, la Organización de las Naciones Unidas
para la Alimentación y la Agricultura (FAO) declaró el 2020
como el “Año Internacional de la Sanidad Vegetal”. Lo
anterior bajo la premisa de que las plantas constituyen
alrededor de 80 por ciento de nuestros alimentos y son
responsables de producir 98 por ciento del oxígeno que
respiramos.1
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Para poner esto en perspectiva, las pérdidas anuales por estos
fenómenos ascienden a más de 220 mil millones de dólares,2
las cuales se traducen en consecuencias sociales
devastadoras, ya que implican una menor disponibilidad de
alimentos, provocando que millones de personas pasen
hambre y economías rurales pierdan su fuente de sustento.

Al igual que muchos de los retos que enfrentamos, la
prevención juega un papel muy importante, ya que es mucho
más rentable garantizar la protección de las especies
vegetales de plagas y otras enfermedades que combatirlas
una vez que se han esparcido por las millones de hectáreas de
cultivo que tenemos en nuestro país.

Se estima que 78 por ciento de las pérdidas de los pequeños
productores son resultado de causas naturales, principal-
mente las eventualidades climáticas que impactan los
diversos ecosistemas del país.3 Adicionalmente, existe una
importante exposición a factores sociales y personales ya que
alrededor de 41 por ciento de la población del campo son
mayores de 60 años, lo cual genera restricciones naturales a
su capacidad productiva.

Adicionalmente, se consideran pequeños productores
aquellos que poseen menos de cinco hectáreas de tierra
agrícola y representan un subsector muy importante. Para
poner esto en perspectiva, representan 67 por ciento de los
productores del campo, producen 40 por ciento de los
alimentos en el país y generan 57 por ciento de los empleos
agropecuarios.4

De igual forma, el cambio climático ha provocado efectos
catastróficos en la industria agrícola de todo el mundo. En
nuestro país, los efectos no se han limitado a la destrucción
directa de tierras de cultivo o desaparición de ecosistemas,
sino que también han provocado la aparición de nuevos
patógenos en las plantas.

Asimismo, y sin menoscabo de su importancia, año con año
millones de hectáreas de cultivo se ven afectadas por las
crecientes amenazas que resultan de la presencia de
enfermedades y plagas en las plantas. En particular, se estima
que 40 por ciento de los cultivos tienen algún tipo de
afectación y, en su mayoría, se pierden como resultado de la
ocurrencia de estas plagas y enfermedades.5

Por poner un ejemplo, la roya del café se ha extendido a
regiones más elevadas como resultado del aumento de las
temperaturas. Esto ha impactado directamente a la industria
mexicana del café, debido a que este hongo enferma las

plantaciones y provoca la pérdida de hojas de los cafetales.
De acuerdo con la FAO, el declive en la producción
observado desde 2012 se debe en gran medida a la presencia
de estos brotes y ocasionó que México pasará de ser el cuarto
mayor productor de café al undécimo a nivel mundial.

Sin menoscabo de lo anterior, es menester reconocer que los
fenómenos climáticos que azotan los diversos ecosistemas de
nuestro país representan uno de los mayores riesgos que
afectan la producción agrícola. Una de las consecuencias del
cambio climático ha sido el aumento en la ocurrencia de
tormentas tropicales, huracanes y otros eventos
meteorológicos destructivos. Lo anterior tanto por sus
consecuencias devastadoras como por su capacidad de
trasladar plagas y enfermedades que antes no se presentaban
en nuestro territorio.

El costo social de no tomar medidas de protección para el
campo es muy elevado, toda vez que los pequeños
agricultores dependen exclusivamente de sus cosechas para
sobrevivir y, al mismo tiempo, las personas en situación de
pobreza que habitan en asentamientos urbanos se enfrentan a
una menor disponibilidad de alimentos y a precios más
elevados.

En este sentido, los países en desarrollo son especialmente
afectados por los desastres naturales y los agricultores de
estas regiones pierden miles de millones de dólares todos los
años como consecuencia de estos fenómenos. De acuerdo
con la FAO, tan sólo entre 2005 y 2015 el costo de los daños
provocados por desastres naturales ascendió a más de 96 mil
millones de dólares en los sectores agrícolas de los países en
desarrollo.6

Ante esta realidad, la gestión de los riesgos por desastres
naturales debe ser una parte integral de los programas de
agricultura en nuestro país. La resiliencia de este sector
económico dependerá en gran medida de la implementación
de esquemas de reducción de los riesgos que suponen estos
fenómenos de manera que sea posible garantizar su
desarrollo sostenible.

El sector agropecuario mexicano se ha visto afectado por las
repercusiones del cambio climático de manera muy
significativa. Adicionalmente, la falta de una cultura del
aseguramiento ha dejado expuestas a las unidades
económicas rurales agrícolas ante desastres naturales. Al
respecto, la Encuesta Nacional Agropecuaria de 2017,
realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), mostró que alrededor de 74 por ciento de estas

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 18 de noviembre de 2020 / Apéndice 159



unidades reportaron pérdidas económicas por causas
climáticas como resultado de afectaciones directas sobre sus
cosechas o animales.7

La problemática expuesta cobra especial relevancia en el
marco de la coyuntura actual. Al respecto, la Organización
Mundial de la Salud (OMS) y la Cámara de Comercio
Internacional, han realizado un llamamiento mundial para
que se privilegie un enfoque de participación de los distintos
niveles de gobierno en respuesta a esta emergencia sanitaria,
buscando habilitar recursos, de forma que se garantice el
funcionamiento de las cadenas productivas de las economías
regionales y, de manera puntual, en el sector alimentario
nacional.

Derivado de lo anterior, resulta indispensable apoyar hoy más
que nunca al sector primario, con especial atención a los
pequeños productores con el objetivo de promover y
garantizar el acceso a programas de seguros agropecuarios
que permitan la reactivación del sector al mismo tiempo de
generar mayor resiliencia para el campo mexicano y
garantizar la seguridad alimentaria. En ese mismo sentido, la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural cuenta con
programas enfocados en proteger la producción agropecuaria
nacional ante desastres naturales. El Programa de Fomento a
la Agricultura incluye el Subcomponente de Atención a
Siniestros Agropecuarios que apoya, a través de distintos
mecanismos, para la contratación de seguros catastróficos y
apoyos directos en caso de desastres naturales en caso de no
tener acceso al seguro.8

De igual manera, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural emitió el Programa Sectorial de Agricultura 2020-2024
con el objetivo prioritario de procurar la autosuficiencia
alimentaria como la base de un sistema agroalimentario justo,
saludable y sustentable. Bajo ese tenor, reconocemos que la
transformación del país se dará solamente de la mano de los
millones de campesinos que viven en condiciones de rezago,
a través de impulsar el desarrollo local que se vea reflejado
en el campo como motor de crecimiento y bienestar.

En 1991 se estableció el Programa de Subsidio a la Prima de
Seguros Agropecuarios, administrado por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público e implementado por el Programa
de Aseguramiento Agropecuario de México (Agroasemex).9
Actualmente, el Programa de Aseguramiento Agropecuario
consta de dos componentes: el Subsidio a la Prima del Seguro
Agropecuario y el Apoyo a Fondos de Aseguramiento
Agropecuarios.

Al respecto, es relevante destacar que la FAO reconoció a
México en 2016 por su programa de seguros catastróficos,
toda vez que éstos representaban una medida preventiva ante
fenómenos climáticos muy eficaz y eficiente, señalando la
importancia que tiene la protección de los pequeños
productores para alcanzar un mayor crecimiento de la
productividad agrícola en el país.10

Sin embargo, los programas de aseguramiento aun presentan
oportunidades de mejora ante la coyuntura actual, ya que el
porcentaje de subsidio que se aplica en relación con la Prima
se define en las Reglas de Operación del Programa de
conformidad con la ubicación geográfica del municipio en el
que se encuentra cada productor.11 Para cultivos básicos
(algodón, trigo, frijol, maíz, sorgo, etcétera) el nivel de
subsidio más alto alcanza 36 por ciento mientras que el
menor es de 21 por ciento que resulta insuficiente para
permitir que muchos productores agropecuarios accedan a
estas herramientas derivado del deterioro económico
provocado por la coyuntura actual.

Sin embargo, para el ejercicio fiscal 2021 el proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación elimina el Subsidio
para la Prima del Seguro Agropecuario que operaba bajo el
Programa de Aseguramiento Agropecuario, dejando sin
recursos la partida para la contratación de estos instrumentos.

Lo anterior es especialmente relevante para los estados del
norte del país, ya que al primer trimestre de 2020 Chihuahua,
Coahuila, Colima, Durango, Jalisco, Nayarit, Nuevo León y
Tamaulipas concentraban más de 40 por ciento de la
superficie asegurada bajo estos programas.12 Asimismo, 61
por ciento del total de la superficie asegurada se concentra en
los cultivos básicos.

Por su parte, el artículo 27, fracción XX, de la Constitución
establece que el Estado promoverá las condiciones para el
desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo
y garantizar a la población campesina el bienestar y su
participación e incorporación en el desarrollo nacional, y
fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el óptimo
uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos,
créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. En
este sentido, el apoyo a los productores del campo para
reducir el costo de las primas o cuotas que pagan en los
seguros agropecuarios que contraten es fundamental en el
cumplimiento de este mandato.

En el contexto de las consideraciones expuestas, en el Partido
Verde Ecologista de México estamos convencidos de que hoy
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más que nunca tenemos la responsabilidad de proteger a los
agricultores mexicanos, conscientes de que el cambio
climático ha provocado alteraciones en los ciclos de vida de
las plagas y otras enfermedades que afectan a este sector
esencial de nuestra economía y sociedad, así como también
de los eventos climáticos extremos que destruyen millones de
hectáreas de cultivos en nuestro territorio cada año.

Por los motivos expuestos anteriormente, ponemos a su
consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Fondos de Aseguramiento
Agropecuario y Rural, de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable

Primero. Se reforman los artículos 87, 88 y 89 de la Ley de
Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural, para quedar
como a continuación se presenta:

Artículo 87. Los Fondos de Aseguramiento son organismos
que deberán ser considerados como sujetos del fomento y
apoyo por parte de las instancias gubernamentales, en
términos de lo que al efecto establezca el Presupuesto de
Egresos de la Federación y la Ley Federal de
Responsabilidad Hacendaria. Igual tratamiento como
sujetos de fomento se les reconoce en esta Ley a los
Organismos Integradores. 

Artículo 88. El gobierno federal y sus dependencias,
escucharán la opinión de los Fondos de Aseguramiento y de
sus Organismos Integradores, para la promoción, diseño y
operación de programas relacionados con la materia de
seguros a que se refiere esta Ley.

Artículo 89. La Sagarpa, en términos de lo estipulado en los
artículos 1 y 87 de la presente Ley, garantizará la
correspondencia entre los proyectos de Presupuesto de
Egresos de la Federación que anualmente se proponen ante el
Legislativo, con las disposiciones de apoyo y fomento a los
Fondos de Aseguramiento y sus Organismos Integradores
previstas en esta Ley y en los programas sectoriales
derivados de la Ley de Planeación, y de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable.

Segundo. Se reforman los incisos u) y v) y se adiciona un
inciso w) a la fracción II del artículo 41 de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para quedar
como a continuación se presenta:

Artículo 41.- El proyecto de Presupuesto de Egresos
contendrá: 

I. […]

II. El proyecto de Decreto, los anexos y tomos, los cuales
incluirán: 

a) a t) […]

u) Las previsiones de gasto que correspondan a la
Mitigación de los efectos del Cambio Climático;

v) Las previsiones de gasto que correspondan a la
Atención de Niños, Niñas y Adolescentes, y

w) Las previsiones de gasto que correspondan a los
Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural y
al Programa de Aseguramiento Agropecuario de
México para la prevención, atención y reparación
de daños ocasionados por fenómenos catastróficos
en los términos de la legislación aplicable.

III. […]

[…]

Tercero. Se reforma la fracción IX del artículo 13; se reforma
la fracción XVIII del artículo 15, se adiciona una nueva
fracción XIX y se recorre la anterior en el orden subsecuente;
se reforman las fracciones II y III del artículo 64 y se adiciona
una IV; se reforman las fracciones VI y VII del artículo 71 y
se adiciona una VIII; se reforman los artículos 124 y 125 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable para quedar como a
continuación se presenta:

Artículo 13. De conformidad con la Ley de Planeación y el
Plan Nacional de Desarrollo, se formulará la programación
sectorial de corto, mediano y largo plazo con los siguientes
lineamientos: 

I. a VIII. […]

IX. La programación para el desarrollo rural sustentable
de mediano plazo deberá comprender acciones de impulso
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a la productividad y competitividad, mecanismos de
aseguramiento y de administración de riesgos, y
medidas de apoyos tendientes a eliminar las asimetrías
con respecto a otros países.

Artículo 15. El Programa Especial Concurrente al que se
refiere el artículo anterior, fomentará acciones en las
siguientes materias: 

I. a XVII. […]

XVIII. Difusión nacional sobre su contenido;

XIX. Promoción de mecanismos de aseguramiento y
de administración de riesgos en el sector rural para la
resiliencia del sector ante contingencias climáticas, y

XX. Las demás que determine el Ejecutivo Federal.

Artículo 64. El Ejecutivo federal aportará recursos, de
acuerdo al Presupuesto de Egresos de la Federación, que
podrán ser complementados por los que asignen los
gobiernos de las Entidades Federativas y de los Municipios,
los cuales tendrán por objeto: 

I. […]

II. Concurrir con los apoyos adicionales que en cada caso
requieran los productores para el debido cumplimiento de
los proyectos o programas de fomento, especiales o de
contingencia, con objeto de corregir faltantes de los
productos básicos destinados a satisfacer necesidades
nacionales; y 

III. Apoyar la realización de inversiones, obras o tareas
que sean necesarias para lograr el incremento de la
productividad del sector rural y los servicios ambientales,
y

IV. Apoyar para la cubertura de primas de los
servicios de aseguramiento para la prevención,
atención y reparación de daños ocasionados por
contingencias climáticas.

Artículo 71. Los apoyos que se otorguen deberán orientarse,
entre otros propósitos, para: 

I. a V. […]

VI. La adopción de tecnologías sustentables ahorradoras
de energía; y

VII. Los demás que establezca la Comisión Interse-
cretarial, con la participación del Consejo Mexicano; y

VIII. La adopción de mecanismos de aseguramiento y
administración de riesgos de los productores para la
prevención, atención y reparación de daños ocasiona-
dos por contingencias climáticas.

Artículo 124. La Comisión Intersecretarial promoverá el
cambio tecnológico y la resiliencia del sector impulsando
esquemas de riesgo compartido con los productores, Fondos
de Aseguramiento Agropecuario y Rural, entidades
financieras y demás agentes del sector rural, para lo cual, a
través de las dependencias competentes, procurará proveer
los instrumentos y recursos públicos necesarios y, además,
promoverá un esquema diferenciado en apoyo a las zonas del
país con menor desarrollo. 

Artículo 125. El gobierno federal, en la administración de
riesgos inherentes al cambio tecnológico y a las
consecuencias de contingencias climatológicas en las
actividades del sector rural, promoverá apoyos al productor
que coadyuven a cubrir las primas del servicio de
aseguramiento de riesgos y de mercado. 

Los apoyos económicos se entregarán prioritariamente por
conducto de las organizaciones mutualistas o fondos de
aseguramiento de los productores, Fondos de Asegura-
miento Agropecuario y Rural y también de las empresas
aseguradoras de los productores. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, en un plazo de 180 días
naturales a partir de la entrada en vigor del presente decreto,
deberá expedir y armonizar las disposiciones reglamentarias
que correspondan conforme a lo dispuesto en el mismo.

Notas

1 Véase, Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la
Agricultura, “La FAO presenta 2020 como Año Internacional de la
Sanidad Vegetal”, 2 de diciembre de 2019. Disponible en: 
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http://www.fao.org/news/story/es/item/1253562/icode/

2 Ibídem.

3 Véase, María del Rocío Ayvar Vargas, Abel Pérez Zamorano y Marcos
Portillo Vázquez, “Seguro para pequeños productores de maíz en el
estado de Puebla”, Revista Mexicana de Ciencias Agrícolas, vol.9, no.4,
marzo-junio 2018. Disponible en: 

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S2007-
09342018000400761&lng=es&nrm=i&tlng=es

4 Ibídem.

5 Véase, “El Año Internacional de la Sanidad Vegetal: la oportunidad de
combatir las plagas del cambio climático”, Noticias ONU, 11 de febrero
de 2020. Disponible en: 

https://news.un.org/es/story/2020/02/1469441

6 Véase, Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la
Agricultura, “Los desastres causan pérdidas agrícolas millonarias, con la
sequía a la cabeza”, 15 de marzo de 2018. Disponible en:

http://www.fao.org/news/story/es/item/1107192/icode/

7 Véase, “Acuerdo por el que se dan a conocer las Reglas de Operación
del Programa de Fomento a la Agricultura de la Secretaría de Agricultura
y Desarrollo Rural para el ejercicio 2019”, publicado en el Diario Oficial
dela Federación el 28 de febrero de 2019. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5551590&fecha=
28/02/2019

8 Véase, “Agricultura respalda al campo mexicano ante desastres
naturales”, Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, 30 de octubre de
2019. Disponible en: 

https://www.gob.mx/agricultura/articulos/agricultura-respalda-al-
campo-mexicano-ante-desastres-naturales

9 Véase, Fernando Vila, “Seguros agrícolas para la agricultura familiar en
América Latina y el Caribe. Lineamientos para su diseño e
implementación”, Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura, Santiago, 2018. Disponible en: 

http://www.fao.org/3/CA1484ES/ca1484es.pdf

10 Véase, Agroasemex, “La FAO ha reconocido a México por su
programa de Seguros Catastróficos: Agroasemex”, 29 de diciembre de
2016. Disponible en: 

https://www.gob.mx/agroasemex/prensa/la-fao-ha-reconocido-a-
m e x i c o - p o r - s u - p r o g r a m a - d e - s e g u r o s - c a t a s t r o f i c o s -
agroasemex?idiom=es

11 Véase, “Acuerdo por el que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público emite las Reglas de Operación del Programa de Aseguramiento
Agropecuario.”, publicado en el Diario Oficial dela Federación el 30 de
diciembre de 2019. Disponible en:

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5583072&fecha=3
0/12/2019

12 Véase, “Programa de Aseguramiento Agropecuario. Informe al primer
trimestre de 2020”, Agroasemex-SHCP. Disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/546690/INFOR
ME_PAA_1ER_TRIM_2020.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2020.—
Diputados y diputadas: Arturo Escobar y Vega, Lyndiana Elizabeth
Bugarín Cortés, Jorge Francisco Corona Méndez, Zulma Espinoza
Mata, José Ricardo Gallardo Cardona, Marco Antonio Gómez
Alcantar, Leticia Mariana Gómez Ordaz, Carlos Alberto Puente Salas,
Roberto Antonio Rubio Montejo, Jesús Carlos Vidal Peniche, Lilia
Villafuerte Zavala, Francisco Elizondo Garrido, Nayeli Arlen
Fernández Cruz, Alfredo Antonio Gordillo Moreno, Ana Patricia
Peralta de la Peña, Érika Mariana Rosas Uribe (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito
Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen, y a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para
opinión.
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